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Presentación 

Este informe hace parte de la línea de investigación sobre tierras y conflicto armado que comenzó 

su trabajo en 2008, dentro del Grupo de Memoria Histórica de la CNRR (Comisión Nacional de 

Reparación y Reconciliación), bajo la dirección del historiador Gonzalo Sánchez y la coordinación 

académica del economista agrario Absalón Machado y de la antropóloga social Donny Meertens.  

En junio de 2012, para darle continuidad a esta línea, el director del Centro de Memoria Histórica 

nos propuso realizar una investigación sobre el problema agrario nacional que sirviera de 

referencia a los estudios de caso elaborados en el CNMH y que a la vez tuviera en mente las 

posibilidades de un proceso de paz en un futuro no lejano. Para entonces, aún no se había hecho 

público el Acuerdo General para poner fin al conflicto, suscrito por el Gobierno y las FARC-EP en 

agosto de 2012 en La Habana (Cuba).  

La primera etapa del proyecto Tierras, Organización Social y Territorio consistió en una 

revisión bibliográfica y documental exhaustiva sobre los siguientes temas: 1) Problema agrario y 

conflicto armado; 2) Desplazamiento forzado, abandono y despojo de tierras; 3) Políticas de 

tierras y estructura de la propiedad agraria; y 4) Políticas públicas sobre desp lazamiento 

forzado y restitución de tierras. Adicionalmente, se inició la construcción de una base de 

datos sobre las organizaciones sociales rurales y los gremios económicos del sector 

agropecuario, con el fin de indagar las repercusiones del conflicto armado interno en los 

diferentes sectores económicos y sociales que conforman el sector rural, y conocer las 

opiniones de líderes gremiales y sociales sobre el conflicto armado interno y las posibles 

salidas al mismo. 

Puesto que el problema agrario no resuelto, y en particular la extrema desigualdad en el acceso a 

la propiedad de la tierra, ha sido considerado como una de las condiciones propicias para la 

persistencia del conflicto armado interno; y dado que el conflicto armado ha contribuido a 

desmejorar las condiciones de vida y de trabajo de la población rural, llevamos a cabo una 

revisión sistemática de las fuentes empíricas disponibles sobre la distribución de la propiedad 

agraria en Colombia, las políticas de tierras del Estado, los usos del suelo, el mercado de tierras y 

el abandono y despojo de tierras en las zonas de conflicto armado.  

De los resultados de esta indagación bibliográfica valoramos especialmente el acceso a nuevas 

bases de datos e información estadística que permiten examinar en perspectiva histórica, y 

dimensionar mejor, aspectos importantes del problema agrario colombiano como los siguientes:  

1. La adjudicación estatal de baldíos a particulares entre 1903 y 2012;  

2. La distribución de la propiedad privada agraria en la segunda mitad del siglo XX y el primer 

decenio del XXI;  

3. La compraventa de predios adjudicados como baldíos;  



4. las anomalías e irregularidades detectadas por la Superintendencia de Notariado y 

Registro en la compraventa de predios adjudicados como baldíos;  

5. los registros sobre abandono y despojo de tierras por efecto del conflicto armado interno;  

6. información estadística sobre cultivos transitorios y permanentes (campesinos y 

capitalistas).  

Habida cuenta de la necesidad de dimensionar mejor el problema de la distribución desigual de la 

propiedad de la tierra en Colombia, y de documentar el alcance de las políticas de tierras del 

Estado, en la primera parte de este informe se hace una descripción de la legislación agraria y del 

reparto de tierras por parte del Estado colombiano a lo largo del siglo XX y el primer decenio del 

XXI. Un punto de referencia importante para esta descripción analítica fueron dos documentos 

sobre la política de baldíos del Estado colombiano, basados en la estadística histórica del 

INCODER, escritos en 2013 por los investigadores Fernán González y John Jairo Rincón como 

producto de un convenio del CINEP con el INCODER, y que aún no han sido publicados1.  

El acceso a nuevas fuentes de información estadística sobre la asignación de tierras de domino 

estatal, incluido el reparto de parcelas de reforma agraria, nos condujo a prestarle especial 

atención a la conformación histórica de la propiedad agraria en Colombia y a realizar una nueva 

lectura de los estudios sobre la estructura agraria y las políticas de tierras del Estado colombiano 

en la segunda mitad del siglo XX y la primera década del XXI.  

Con el propósito de evidenciar las diferencias regionales en cuanto a la estructura agraria, las 

dinámicas demográficas, las fuerzas económicas, sociales y políticas, y las políticas de tierras, en 

contextos de conflicto armado, se seleccionaron 13 municipios ubicados respectivamente en el 

norte, el centro y el sur del país, sobre los cuales se hicieron estudios monográficos 

acompañados de un trabajo de campo relativamente intenso.  

¶ Subregión Montes de María: Mahates y María La Baja (Bolívar) y Ovejas (Sucre)2.  

¶ Tolima: Líbano y Planadas. 

¶ Huila: Tello y Pitalito. 

¶ Meta: La Macarena. 

¶ Caquetá: San Vicente del Caguán y Belén de los Andaquíes.  

¶ Bajo Putumayo: Puerto Asís, San Miguel y Valle del Guamuez. 

                                              

1   La ñpresentaci·n generalò de los documentos del CINEP para el INCODER fue escrita por el historiador Fern§n Gonz§lez 
(s.j.): se refiere en detalle a la valiosa información sobre tierras procesada por el Sistema de Información sobre Desarrollo  Rural 

(SIDER) del INCODER. El escrito de John Jairo Rincón: ¿Y entonces, quién la puede tener y cómo? Acceso a la tierra en Colombia 
1960-2012, consiste principalmente en una síntesis de las hipótesis que relacionan las políticas agrarias, los modelos de 

desarrollo nacional y la concentración de la propiedad agraria. Como fuentes de primera mano, Rincón analiza someramente la 
legislación agraria del periodo comprendido entre 1960 y 1994, y luego examina las cifras históricas de adjudicación de baldíos 
entre 1901 y 2012, concluyendo que ñAl finalizar la d®cada del dos mil y entre 2010 y 2013 cobra vida la evidencia emp²rica del 
sesgo de la pol²tica en materia de acceso a la tierra en Colombiaò, que ha favorecido principalmente a empresarios, y muy poco 
a la población campesina. Desafortunadamente, estos documentos son inéditos y de difícil acceso.  
 
2   La investigación sobre la subregión de los Montes de María está centrado en la identificación de daños colectivos en cuatro 
comunidades desplazadas de sus territorios por los paramilitares. Y en una propuesta de medidas de reparación colectiva 
construidas por las propias comunidades.  
 



La selección de estos municipios tuvo en cuenta los siguientes aspectos:  

1. Presencia de grupos insurgentes y paramilitares.  

2. Distintas modalidades de despojo, abandono y apropiación de tierras de los pobladores 

desplazados. 

3. Incidencia de fuerzas económicas (nacionales y regionales) en las estructuras agrarias y 

en las dinámicas económicas y sociales de los pobladores.  

4. Existencia de comunidades étnicas (indígenas y afrocolombianas). 

5. Existencia de Zonas de Reserva Campesina o en proceso de formación. 

6. Procesos autónomos de construcción de memoria social y de identificación de daños y de 

reparación colectiva a comunidades afectadas por la violencia armada. 

7. Acceso de los investigadores del CNMH a las zonas de estudio.  

8.  

Temas de investigación   

Tanto el informe nacional como las investigaciones regionales documentan y analizan ejes 

temáticos como:   

1. La legislación agraria y la adjudicación de tierras por parte del Estado colombiano a lo 

largo del siglo XX y la primera década del XXI.  

2. Los cambios en la estructura de la propiedad agraria entre 1960 y 2009, y los factores 

que explicarían tales cambios.   

3. La magnitud y las características observables del abandono forzado y el despojo de tierras 

entre 1994-201.  

4. La relación entre la vocación y los usos del suelo rural en los periodos de crisis agraria 

y de mayor intensidad del conflicto armado.  

5. Las características de las organizaciones sociales rurales, sus reivindicaciones y sus 

principales formas de protesta y movilización. 

6. Los gremios del sector agropecuario y sus posiciones con respecto a las políticas de 

desarrollo rural, el conflicto armado y el actual proceso de paz.   

Con base en los resultados de esta investigación planteamos unas conclusiones sobre los temas 

analizados, e intentamos mostrar la utilidad de este trabajo para la formulación de los programas 

que se pondrían en práctica a partir el acuerdo agrario del Gobierno nacional y las FARC en torno 

a la realización de una reforma rural integral.  

 

Aspectos metodológicos 

Para entender y analizar la serie estadística sobre la adjudicación de baldíos en el siglo XX y la 

primera década del XXI, fue necesario hacer una lectura atenta de la legislación agraria y de los 



estudios sobre el problema agrario colombiano que son un punto de referencia sobre el tema 

(Legrand, Palacios, Machado, Arango y Fajardo, entre otros). Como resultado de estas lecturas, 

elaboramos una periodización basada en los principales cambios en la legislación agraria, que a 

su vez nos permitió examinar qué tan coherente ha sido la adjudicación de baldíos con relación a 

la legislación de tierras.  

La descripción histórica de la distribución de las tierras baldías adjudicadas por el Estado a 

personas naturales y jurídicas nos obligó a revisar las hipótesis que plantean una relación causal 

entre la concentración de la tierra y la política de baldíos. Esta relación, cabalmente 

documentada y analizada por Catherine Legrand para el periodo 1827-1931, requiere sin 

embargo un nuevo análisis a la luz de los cambios históricos en las estructuras agrarias 

colombianas y en virtud de las nuevas fuentes de información estadística sobre el reparto de 

tierras baldías y de parcelas de reforma agraria en Colombia. Es más, la información 

estadística elaborada por Legrand para el periodo 1827-1931, basada en el informe del 

Ministerio de Industrias de 1931 y la documentación del Fondo Nacional de Baldíos, junto con 

la serie estadística del INCODER para el periodo 1901-2012, son una base empírica 

relativamente sólida para ponderar el peso de la política de baldíos no solo en la 

conformación de la estructura de la propiedad agraria en Colombia y sus regiones, sino 

también para examinar los cambios que esta ha tenido en el último siglo.  

Como veremos en este informe, en 112 años, el Estado colombiano adjudicó un poco más de 23 

millones de hectáreas a particulares, cifra que equivale aproximadamente al 61 por ciento de la 

superficie de la propiedad privada rural registrada en la información catastral del IGAC en 2009 

(38.421.197 hectáreas) (IGAC, 2012, página 113). A la asignación de baldíos a particulares se 

suma la adjudicación de 31.651.072 de hectáreas a los resguardos y comunidades indígenas y 

5.396.609 hectáreas a los consejos comunitarios de población afro (INCODER, 2013, páginas 70 

y 71). Nótese que la superficie adjudicada a comunidades étnicas supera la superficie bajo 

propiedad privada.  

Para examinar el abandono y despojo de tierras se hizo una cuidadosa revisión de los registros 

oficiales, lo que permitió caracterizar el impacto temporal y territorial de este fenómeno. A su vez, 

la información contenida en estos registros fue examinada a la luz de hechos violentos 

(homicidios y desplazamiento forzado) en el marco del conflicto armado y de procesos de 

desarrollo económico en las regiones de estudio.  

Puesto que en los estudios sobre el problema agrario y el conflicto armado se sostiene que los 

cultivos transitorios, especialmente los campesinos, vienen siendo sustituidos por cultivos 

permanentes agroindustriales o agroforestales, como la palma de aceite, la caña y la teca, en 

este informe se examina la estadística de cultivos agrícolas de 1985 a 2012 y se la contrasta con 

los periodos y las zonas de mayor afectación del conflicto armado, ejercicio que permite matizar la 

hipótesis anterior y dar cuenta de otras variables que intervienen en estas relaciones.  



El análisis de las organizaciones sociales rurales se basa principalmente en tres fuentes. Un 

inventario de las organizaciones activas acompañado de una reseña de cada una; un registro de 

organizaciones de víctimas del conflicto armado; y varios estudios que documentan y analizan las 

organizaciones sociales y los movimientos agrarios de la segunda mitad del siglo XX y la primera 

década del XXI. Con base en esas fuentes, se describen las distintas modalidades de 

organización, los intereses y reivindicaciones predominantes en las movilizaciones agrarias, las 

relaciones de las organizaciones con el Estado y las percepciones de sus dirigentes sobre el 

conflicto armado y la paz.  

Para el análisis de los gremios económicos del sector agropecuario, además de la revisión de la 

escasa literatura académica disponible al respecto, se hicieron entrevistas a dirigentes nacionales 

y regionales de los principales gremios sobre tópicos importantes del debate público actual como 

las políticas de desarrollo rural, el conflicto armado, la Ley 1448 de 2011 o Ley de Víctimas y 

Restitución de Tierras, y el proceso de paz con las FARC.  

 

Revisión bibliográfica 

Durante las dos etapas de la investigación se llevó a cabo una exhaustiva revisión bibliográfica de 

la producción académica sobre los problemas que abordamos en el desarrollo de la investigación, 

la cual fue registrada en una base de datos bibliográficos3, cuya principal finalidad fue poner la 

bibliografía consultada a disposición del equipo de investigadores de este proyecto y de los 

demás proyectos del CNMH (Centro Nacional de Memoria Histórica). Esta base de datos 

bibliográfica, realizada en el marco de la presente investigación del proyecto Tierras, 

Organización Social y Territorio, será puesta a disposición de los centros académicos, ONG y 

entidades estatales que tienen un interés particular en cuestiones relacionadas con el 

conflicto armado, la población rural, la tierra y los territorios rurales del país. 

Simultáneamente llevamos a cabo reuniones con centros de investigación, ONG, entidades 

estatales y con equipos de investigación del CMH, los cuales nos ayudaron a orientar mejor 

nuestros problemas de investigación4.  

El resultado de esta revisión bibliográfica es un registro relativamente sistemático de algo más de 

setecientas referencias, muchas de las cuales pueden consultarse directamente, ya sea en PDF o 

                                              

3   La bibliografía identificada por el equipo de investigación se encuentra categorizada en un gestor de referencias bibliográficas 
denominado Zotero. Este es un programa libre, desarrollado por el ñCentro para la historia y los nuevos medios: Roy Rosenzweigò 
de la Universidad George Mason, que permite: 

a. Crear una base de datos de la bibliografía organizada por palabras claves. 
b. Enlazar las referencias bibliográficas a los textos que se produzcan de forma a automática y con la posibilidad de escoger 

diversas formas de clasificación. 
c. Compartir y crear colectivamente bases de datos bibliográficos. Esto permite que, cuando alguno de los investigadores 

introduce una nueva referencia bibliográfica, los demás investigadores pueden citar esta referencia sin tener que introducirla 
de nuevo.   

d. Adjuntar a cada referencia el archivo del documento o el respectivo link. 
4    Unidad de Restitución de Tierras, CINEP, ILSA, Planeta Paz, ODECOFI, Movice, Proyecto Acuerdos por la Verdad, 
Observatorio de restitución y regulación de los derechos de propiedad agraria, entre otras.  
 



mediante el respectivo link en Internet. Esta base de datos contiene referencias bibliográficas 

sobre los siguientes temas: 1) Conflicto armado interno; 2) Desplazamiento forzado, abandono y 

despojo de tierras y otros bienes; 3) Distribución de la propiedad de la tierra y usos del suelo; 4) 

Características demográficas y laborales de la población rural; 5) Organizaciones sociales rurales 

y gremios del sector agropecuario; 6) Leyes, normas y políticas públicas relacionadas con 

desplazamiento forzado, reparación de víctimas y restitución de tierras.  

De las referencias bibliográficas, 370 corresponden a artículos académicos, capítulos de libros y 

libros, cerca de 116 a informes de organismos oficiales (nacionales y extranjeros) y alrededor de 

70 a documentos de trabajo elaborados por entidades oficiales, organizaciones no 

gubernamentales y centros de investigación. También se registran 30 tesis de maestría y 

doctorado, y 30 sitios web.  

En términos generales, observamos dos tendencias en el acumulado bibliográfico:  

1. Cerca de 130 referencias (18,5 por ciento) corresponden a estudios o informes sobre el 

sector rural no relacionados directamente con el conflicto armado.  

2. El 70 por ciento de los registros bibliográficos está concentrado en los 13 años 

transcurridos del siglo XXI.  

Bases de datos estadísticas 

Sobre las políticas de tierras del Estado colombiano en el siglo XX y el primer decenio del XXI, 

contamos con dos nuevas fuentes estadísticas que permiten hacer un análisis histórico de la 

transferencia de derechos de propiedad de tierras de dominio estatal a particulares, a 

comunidades étnicas y a entes de derecho público. La primera es una serie histórica de la 

adjudicación de baldíos durante los años comprendidos entre 1901 y 2012, que fue sistematizada 

recientemente por el INCODER. Y la segunda es una base de datos de la SNR (Superintendencia 

de Notariado y Registro) que contiene la tradición de dominio de los predios adjudicados 

inicialmente como baldíos en el siglo XX y los años transcurridos del XXI (Anexo 0, Fichas 

metodológicas).  

Estas nuevas fuentes de información estadística requirieron una ardua labor de revisión, 

sistematización y comprensión, durante la cual se detectaron vacíos e inconsistencias que 

dificultaron el análisis de las políticas de tierras y la ponderación del peso que estas políticas han 

tenido en la formación de nuevos propietarios y en la ampliación de la superficie rural bajo 

control privado. Este esfuerzo se justifica, puesto que un mejor dimensionamiento del problema 

de la tierra en Colombia y de los resultados de los programas gubernamentales en esta materia, 

puede contribuir a una formulación adecuadamente fundamentada de las políticas agrarias.  

Tanto en el informe nacional como en los regionales se tienen en cuenta los sistemas de registro 

sobre desplazamiento forzado, abandono y despojo de tierras levantados por la Unidad de 



Víctimas, el INCODER y la Unidad de Restitución de Tierras. Otras fuentes consultadas son las 

Encuestas Nacionales de Verificación y los Informes de la Comisión de Seguimiento a la Política 

Pública sobre Desplazamiento Forzado.  

El haber abarcado más de un siglo nos permitió ver los cambios en la legislación de tierras y 

mostrar la continuidad en la política estatal de reparto de tierras en la historia agraria colombiana. 

Pero a la vez hizo muy difícil relacionar los innumerables cambios legislativos y los diferentes 

ritmos de la titulación de tierras con los intereses económicos y políticos en juego y con procesos 

demográficos y sociales de presión sobre la tierra. En los informes e investigaciones regionales 

se examinan con mayor amplitud estos aspectos.   

Aun cuando el análisis histórico de la adjudicación de terrenos baldíos requería una lectura 

minuciosa de la legislación agraria de los siglos XIX y XX, hubiera sido deseable una exposición 

más sintética de las principales normas sobre los derechos de propiedad de la tierra y en 

particular sobre la transferencia de derechos del Estado a particulares. Este vacío fue cubierto 

parcialmente por un cuadro sinóptico de la legislación agraria (Anexo 0).   

Por razones de tiempo y de énfasis temático, el análisis de la evolución del sector agropecuario 

(1985-2012) no hace referencia a las políticas gubernamentales orientadas al desarrollo 

tecnológico y el fomento de la productividad en los cultivos y la actividad pecuaria, tanto 

campesinos como capitalistas.  

Aun cuando los temas analizados en el informe nacional también lo fueron en los informes 

regionales, las relaciones entre las tendencias nacionales y subnacionales (departamentales y 

municipales), requieren un análisis comparado que apenas está sugerido.  

 

Estructura del informe  

Este informe documenta y analiza los cambios en la estructura de la propiedad agraria en 

Colombia durante la segunda mitad del siglo XX y la primera década del siglo XXI. Se examina 

primero la legislación agraria y el reparto de tierras baldías en la primera mitad del siglo XX, para 

ver en perspectiva histórica la configuración de la estructura de la propiedad rural y establecer el 

peso que en esta han tenido las políticas de tierras del Estado colombiano. Y se intenta 

dimensionar y describir de la manera más rigurosa posible los cambios observables en la 

distribución de la propiedad agraria y en los usos del suelo.  

En la segunda parte se analizan dos fenómenos relacionados con el conflicto armado, a saber: el 

abandono y despojo de tierras y de otros bienes pertenecientes a pobladores desplazados de sus 

territorios; y los cambios en los usos del suelo, a la luz de las hipótesis que relacionan estos 

cambios con el modelo de desarrollo y con el conflicto armado.  

La última parte está dedicada a las organizaciones sociales rurales y a los gremios del sector 

agropecuario. El capítulo 8 analiza las organizaciones sociales y sus formas de acción en medio 



del conflicto. Da cuenta asimismo de nuevas organizaciones y formas de movilización que han 

surgido  en los últimos años gracias a un relativo mejoramiento del clima político nacional y local. 

Y el capítulo final contiene una breve descripción de los principales gremios y un análisis de las 

opiniones de sus dirigentes sobre las políticas agropecuarias, los efectos del conflicto armado en 

el desarrollo rural y las perspectivas de las negociaciones de paz de la Mesa de La Habana.   

Para fines comunicativos y didácticos, este informe va acompañado de tres piezas audiovisuales 

que resumen el material recogido en el trabajo de campo: Con las manos untadas de tierras, 

registro audiovisual de Putumayo y registro audiovisual de Los Montes de María. Y como 

herramienta de divulgación de los resultados de la investigación, se han publicado en la página 

web del CNMH pequeñas crónicas o notas del trabajo de campo que se encuentran en el CD que 

acompaña el presente informe:  

1. ñCuando me cans® de andarò. La Macarena- Meta. 

2. ñEstamos andandoò. Vereda La Bonga, Montes de Mar²a. 

3. ñLas casas abandonadasò. Putumayo. 

4. ñLos Altos del Tigreò. Putumayo. 

5. ñEl trapicheò. Putumayo. 

6. ñAsocaresò. Entrevistas a los hermanos Aguas de la Asociaci·n de Campesinos 

Retornados de Sucre. Montes de María. 

7. ñEse l²quido preciosoò. Veredas de La Pola y Palizua, Chibolo, Magdalena. 

Aspiramos a que los temas analizados aquí contribuyan no solo al debate académico sobre el 

pasado, el presente y el futuro del sector rural colombiano. Nos interesa especialmente contribuir 

a darle una base empírica más sólida al acuerdo entre el Gobierno nacional y las FARC-EP Hacia 

un nuevo campo colombiano: Reforma rural integral, y a mejorar los sistemas de información y de 

conocimiento del Estado sobre el sector rural.  

 

Mapa 1. Ubicación de las regiones de estudio 



 

Fuente: CNMH, 2015 
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1 Legislación y titulación  

de baldíos 1874-1960 

La historia de la propiedad privada de la tierra en Colombia, es sabido, se remonta a la Colonia, 

época en que los territorios de los indios fueron incorporados al dominio de la corona española. 

Sobre los repartimientos de tierras en la América española, José Ots Capdequí pone de presente 

que a partir de 1591 ñlo corriente fue (é) que las tierras bald²as o realengas se adjudicasen en 

pública subasta al rematante mejor postor. Para ser admitido a la composición, se exigió que el 

interesado hubiera pose²do y cultivado las tierras, por lo menos durante el plazo de diez a¶osò 

(Ots Capdequí, 1952, página 81). 

ñMedio siglo después de la Conquista [según Palacios] los territorios americanos ya formaban un 

abigarrado mosaico jurídico-legal de propiedad estatal, pública y privada. El ager publicus 

[propiedad territorial del Estado] eran las tierras realengas que la República [de Colombia] llamó 

bienes nacionales o bienes bald²osò. Entre los efectos que la adjudicaci·n de tierras realengas a 

particulares tendría en la conformación de la estructura agraria colombiana, Palacios subraya el 

reparto de tierras ña los criollos que se apoderaron de los fértiles valles interandinos y formaron 

latifundios entre 1590 y 1620ò. De esta ®poca data la ubicaci·n ñdel latifundio en las planicies 

f®rtiles y la peque¶a propiedad (a cualquier t²tulo) en laderas circundantes y vertientesò, raz·n por 

la cual ñno hubo competencia ni guerra por las mismas tierrasò (Palacios, 2011, p§gina 75). 

Una categoría aparte la conformaban los resguardos indígenas, los cuales tenían derecho al 

usufructo de las tierras del resguardo, pero a la vez constituían la fuerza de trabajo de las 

haciendas. 

Dejando de lado la compleja historia de la propiedad territorial en el periodo colonial, una visión 

de largo plazo de las políticas de tierras en Colombia exige dar cuenta de la legislación sobre los 

terrenos baldíos y el reparto que de estos hicieron los gobiernos republicanos del siglo XIX. 

Recuérdese que durante la primera era republicana se reconocieron los títulos coloniales y se 

adoptaron, en la legislación de baldíos, preceptos fundamentales del derecho indiano como aquel 

según el cual el derecho de propiedad sobre terrenos baldíos se adquiere por ocupación del 

terreno con casa de habitación y labranza. 

Desde la conformación de la República hasta nuestros días, la adjudicación de terrenos baldíos (a 

personas naturales y jurídicas, a poblaciones y comunidades ïreligiosas y étnicasï y a entidades 

de derecho público), ha sido prácticamente la única política estatal de distribución de la tierra que 

ha tenido continuidad a lo largo del tiempo, no obstante las innumerables modificaciones que los 

sucesivos gobiernos han introducido en la legislación de baldíos y en el reparto de estos. 



De la copiosa y compleja legislación colombiana de tierras baldías existen compilaciones y 

estudios jurídicos que datan del primer tercio del siglo XX y unas síntesis recientes5. Sin embargo, 

son escasos los estudios jurídicos, en perspectiva histórica, sobre la transferencia de derechos de 

propiedad de tierras de dominio estatal a particulares, a comunidades y a entidades de derecho 

público.  

La inexistencia de una estadística histórica del reparto de tierras baldías, que sirviera de base 

empírica para determinar qué tanto han incidido la legislación de tierras y su aplicación práctica 

en la conformación de la estructura de la propiedad privada de la tierra rural en Colombia, ha sido 

suplida, para algunos periodos, por estudios del problema agrario en Colombia, como los de 

Catherine Legrand, Mariano Arango, Absalón Machado y Marco Palacios, que son un punto de 

referencia importante para la caracterización histórica de la propiedad y la tenencia de la tierra en 

Colombia. 

Para este estudio contamos con la estadística histórica de adjudicación de baldíos, elaborada 

recientemente por el INCODER, que abarca los años comprendidos entre 1901 y 2012. Si a esta 

serie se agrega la construida por Legrand para el periodo 1827-1931, se pueden analizar las 

tendencias y variaciones cuantitativas en la adjudicación de tierras de dominio público desde la 

conformación de la República hasta nuestros días. No hay duda, pues, de que con la nueva serie 

histórica de tierras, a pesar de sus inconsistencias y limitaciones técnicas, es factible rearmar el 

complicado rompecabezas de la tierra en Colombia. 

Analizar en perspectiva histórica la adjudicación de baldíos en Colombia exige tener en cuenta los 

siguientes aspectos:  

a) Los principales cambios normativos en la adjudicación de tierras públicas a particulares;  

b) Los distintos énfasis gubernamentales en lo tocante a las políticas de poblamiento del 

territorio nacional y de expansión de la frontera agropecuaria; y  

c) La capacidad del aparato estatal, tanto central como departamental y municipal, para hacer 

cumplir la ley en el conjunto del territorio nacional.  

                                              

5   La Memoria del Ministerio de Industrias de 1931, publicada en seis tomos bajo la gestión del ministro Francisco José Chaux, contiene una 
compilación de lŜȅŜǎΣ ŘŜŎǊŜǘƻǎ ȅ ǊŜǎƻƭǳŎƛƻƴŜǎ ǎƻōǊŜ άōŀƭŘƝƻǎΣ ŎƻƭƻƴƛȊŀŎƛƽƴΣ ōƻǎǉǳŜǎ ƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎΣ ƛǎƭŀǎ ȅ ǇƭŀȅƻƴŜǎΣ ŀƎǳŀǎ ŘŜ ǳǎƻ ǇǵōƭƛŎƻ ȅ ǘƛŜǊras 
ŘŜ ǊŜǎƎǳŀǊŘƻǎ ƛƴŘƝƎŜƴŀǎέΣ ŘŜǎŘŜ мунл Ƙŀǎǘŀ мфомΣ ȅ Ŝƭ ƭƛǎǘŀŘƻ ŘŜ ŀŘƧǳŘƛŎŀŎƛƻƴŜǎ ŘŜ ōŀƭŘƝƻǎ ǇŀǊŀ ŜǎŜ ƳƛǎƳƻ ǇŜǊƛƻŘƻ όǎŜƛǎ ǘƻƳƻǎ, Bogotá, 
Imprenta Nacional). Sobre la legislación de baldíos de la primera era republicana existe un temprano e interesante estudio del abogado 
conservador José Antonio Montalvo, (1914), Apuntes sobre legislación de tierras baldías (tesis para obtener el título de doctor en 
ƧǳǊƛǎǇǊǳŘŜƴŎƛŀύΦ tƻǊ ǎǳ ǇŀǊǘŜΣ aŀǊŎƻ tŀƭŀŎƛƻǎ ƳŜƴŎƛƻƴŀ άǳƴŀ ǊŜŎƻǇƛƭŀŎƛƽƴ ŘŜ ŘƛǎǇƻǎƛŎƛƻƴŜǎ ǊŜŀƭƛȊŀŘŀǎ ǇƻǊ Ŝƭ /ƻƴǎŜƧƻ ŘŜ 9ǎǘŀŘƻ Ŝƴ мфнтέ 
(Palacios, 2011, página 86). Existe, además, un texto de Juan José Botero Villa, Adjudicación, explotación y comercialización de baldíos y 
bosques nacionales. Evolución histórico-legislativa 1830-1930, publicado por el Banco de la República en 1994. Sobre la legislación de baldíos 
existen estudios recientes, entre estos: (a) Luis Guillermo Vélez, (2012), Política y legislación de tierra en Colombia en los siglos XIX y XX, 
Universidad EAFIT, documentos de trabajo Economía y Finanzas No 12-29; (b) Peña Huertas, R. P., Parada Hernández, M. M., Zuleta 

Ríos, S. (2014), La regulación agraria en Colombia o el eterno déjà vu hacia la concentración y el despojo: un análisis de las normas jurídicas 
colombianas sobre el agro (1991-2010). Estudios Socio-Jurídicos, 16(1), páginas 121-164; (c) John Jairo Rincón, ¿Y entonces, quién la 
puede tener y cómo? Acceso a la tierra en Colombia 1960-2012, texto inédito escrito para un convenio entre CINEP y el INCODER. 

Sobre el derecho agrario colombiano, vale la pena consultar, entre otros, el texto de Manuel Ramos, ñJusticia agraria, la 

experiencia colombianaò, en Seminario Internacional de Justicia Agraria y Ciudadanía, II Encuentro Nacional de profesores de Derecho 
Agrario. 



Sería deseable asimismo examinar la relación entre los cambios demográficos, los conflictos 

agrarios, la distribución de la tierra y el desarrollo del sector agropecuario a lo largo de los siglos 

XIX y XX. 

En virtud del limitado horizonte histórico de esta investigación, en este capítulo nos limitaremos a 

resumir los principales cambios en la legislación de baldíos y a describir cómo fue el reparto de 

esas tierras entre 1827 y 1960. No sobra advertir que la copiosa, y a veces ambigua legislación 

de baldíos, así como sus distintas interpretaciones, hacen difícil determinar en términos precisos 

cuál ha sido su real incidencia en el reparto de tierras de dominio estatal y, por ende, en la 

conformación de la estructura de la propiedad territorial en Colombia. 

Para la lectura de la estadística de los baldíos adjudicados a lo largo de la historia republicana del 

país, elaboramos una periodización que tiene en cuenta, por una parte, los cambios legislativos 

que probablemente tuvieron mayor incidencia en la adjudicación de baldíos, y por otra, dos 

fenómenos que han marcado la historia colombiana de la segunda mitad del siglo XX hasta 

nuestros días: la violencia política de mediados del siglo XX y el conflicto armado contemporáneo. 

Estas son las preguntas que orientan nuestro análisis:   

1. ¿Cómo ha sido históricamente la asignación de tierras públicas: 

o A personas naturales y personas jurídicas;  

o A los departamentos y municipios;  

o A hombres y mujeres. 

2. ¿Qué variaciones se observan en el reparto de baldíos en las épocas de la violencia 

liberal-conservadora y del conflicto armado contemporáneo?  

3. ¿Qué tan determinante ha sido la adjudicación de tierras públicas a particulares en la 

estructura de la propiedad privada de la tierra en Colombia? 

4. ¿Qué tan consistente ha sido la titulación de baldíos a particulares con la respectiva 

normatividad? 

En modo alguno pretendemos responder en profundidad cada uno de estos interrogantes para el 

extenso periodo de 1827 a 1960, pues ello implicaría escribir una nueva historia agraria del país. 

Nuestro aporte consiste principalmente en hacer una nueva lectura de la legislación de baldíos y 

a la luz de esta analizar las cifras de asignación de baldíos, para lo cual tendremos en cuenta las 

siguientes variables: 1) Tipo de adjudicatarios; 2) Tamaño de las adjudicaciones; 3) Promedios 

anuales de las adjudicaciones; 4) Distribución de la tierra entre mujeres y hombres; y 5) 

Distribución territorial de la adjudicación de baldíos.  

 

1.1. Legislación y titulación de baldíos en el siglo XIX 

Desde la conformación de la República hasta 1905 se expidió una serie de leyes y decretos 

reglamentarios que buscaban destinar las tierras de dominio estatal a diversos fines, entre estos: 



indemnizar o compensar a los militares de la guerra de la Independencia y a los veteranos de las 

guerras internas del siglo XIX; atraer inmigrantes extranjeros para colonizar tierras de frontera y 

mejorar la raza; apoyar la construcción de obras de infraestructura y en particular las redes viales 

y ferroviarias; pagar bonos de deuda pública y financiar el deficitario presupuesto estatal; 

aumentar los cultivos de productos para la exportación y para el mercado interno; ampliar la 

frontera agropecuaria; titular -o legalizar- las tierras ocupadas y explotadas por colonos y 

pobladores rurales en general; y dar tierras a nuevas poblaciones, a los departamentos y 

municipios y a instituciones educativas estatales (para compensar en parte los escasos recursos 

destinados a la educación).  

A continuación presentamos un resumen de las disposiciones normativas que definieron los 

derechos de propiedad sobre los terrenos baldíos y orientaron las políticas de reparto de tierras 

de dominio estatal desde 1874 hasta 19616, año en que fue expedida la Ley 135 de Reforma 

Social Agraria. Haremos a su vez algunas observaciones que nos parecen pertinentes para la 

comprensión de las disposiciones normativas. 

 

1.1.1. Los derechos de propiedad sobre terrenos baldíos 1874-1900  

Como ha sido señalado por los historiadores del problema agrario colombiano, el fomento de la 

colonización de baldíos y de la expansión de la frontera agropecuaria tuvo en las leyes 61 de 

1874 y 48 de 1882, expedidas respectivamente por los gobiernos de Santiago Pérez y Javier 

Zaldúa, su primer fundamento legal.  

La Ley 61 de 1874 (adicional al título X del Código Fiscal) define el derecho de propiedad sobre 

terrenos baldíos en los siguientes términos: 

Todo individuo que ocupe terrenos incultos pertenecientes a la Nación, a los cuales no se les haya 

dado aplicación especial por la ley, y establezca en ellos habitación y labranza, adquiere derecho de 

propiedad sobre el terreno que cultive, cualquiera que sea su extensión [Énfasis agregado].  

Adicionalmente, el colono tendr§ derecho ña que se le adjudique gratuitamente una porci·n de 

terreno adyacente, igual en extensi·n a la parte cultivadaò. Sin embargo, este derecho solo se 

conced²a a los colonos que tuviesen ñdehesas de ganado o siembras de cacao, caf®, ca¶a de 

az¼car u otra clase de plantaciones permanentesò, condici·n que parece obedecer, como dice 

Legrand, al particular interés de los gobernantes de entonces en promover los cultivos para la 

exportación (Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, página 121). 

En cambio, a los colonos que simplemente ñestuvieran en posesi·n de tierras bald²asò, es decir, 

que no tuvieran plantaciones permanentes, se les otorgaba un terreno adyacente al cultivado no 

                                              

6   Los subrayados en las disposiciones normativas son nuestros. La legislación de baldíos de 1874 a 1931 fue consultada en Memoria del 
Ministerio de Industrias (1931), (Tomos I a VI), Bogotá, Imprenta Nacional. 
 



mayor de 30 hectáreas (Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III,, página 122). Al parecer, esta 

disposición se refería a los campesinos que únicamente tenían cultivos de pan coger, es decir, a 

los más pobres. 

Puesto que en esa época el Estado no contaba con la capacidad técnica y económica para 

demarcar los terrenos ocupados y cultivados por los colonos, la ley dispuso que estos ñadquieren 

el derecho de propiedad sobre el terreno que demarquen por s² mismos (é) encerr§ndolos con 

cercas firmes y permanentes, capaces de impedir el paso de bestias y ganadosò (art. 3Ü, p§ginas 

121-122). 

Así no fuera la intención del legislador, esta disposición legitimaba el acaparamiento de grandes 

extensiones de tierra inculta por parte de especuladores de tierras y colonos a gran escala. 

Recordemos que el cerramiento de grandes extensiones de tierras incultas, incluyendo terrenos 

ocupados por colonos, fue una práctica usual entre los latifundistas y los grandes concesionarios 

de baldíos que, por lo demás, dio lugar a prolongados litigios de tierras en la primera mitad del 

siglo XX (Legrand, 1983, 1988; Arango, 1977; Fajardo, 1986; Londoño, 2011).  

El artículo 12 contiene instrucciones (difícilmente practicables) para demarcar las adjudicaciones 

de m§s de 200 hect§reas: se dice que estas ñse har§n en lotes cuadrados, de manera que el 

funcionario encargado de dar posesión de ellos pueda en cada caso verificar la medida de 

cualquiera de sus ladosò. Y para las adjudicaciones de m§s de 5.000 hect§reas, muy frecuentes 

en esa ®poca, se ordena que ñel agrimensor (é) deber§ determinar la posici·n astron·mica del 

terrenoò (Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, p§gina 122).  

Decimos que estas instrucciones eran impracticables no solo por la complicada topografía del 

territorio colombiano, sino por la dispersa y desordenada colonización de los baldíos por parte de 

los colonos, muchos de los cuales tenían que establecerse en las laderas de las montañas, 

puesto que las tierras planas estaban ocupadas en su mayor parte por latifundios ganaderos. 

Con respecto a la titulación de baldíos a los colonos, la ley dispuso que estos perderían este 

derecho en caso de que abandonaran el terreno ñpor un t®rmino no menor de un a¶oò (sic), caso 

en el cual ñlas tierras volver§n al domino de la naci·nò. Y puesto que en esa ®poca era frecuente 

la fundaci·n de nuevos pueblos, la ley ordena al Gobierno reservar tierras para ñpoblaciones 

ocupadas por cultivadores de bald²osò (art.7Ü). 

El interés del gobierno de entonces en promover la colonización (individual y colectiva) se 

advierte asimismo en la orden ña los presidentes o gobernadores de los Estados y a los Prefectos 

de los Territorios Nacionales [de] promulgar la ley una vez al mes el día más concurrido y en las 

visitas que hagan a sus respectivos territoriosò. Es m§s, se los faculta ñpara que ordenen la 

demarcación de los terrenos ocupados y para que la secretaría de Hacienda expida el respectivo 

t²tulo de adjudicaci·nò. 

La importancia histórica de esta ley consiste en haber dado prelación en la transferencia de 

derechos de propiedad del Estado sobre terrenos baldíos a las personas que los ocuparan con 



casa de habitación y ganados o cultivos, fueran estos permanentes o de pan coger. Pero a la vez 

mantuvo las grandes concesiones a cambio de bonos territoriales y no se les impuso obligaciones 

a los concesionarios, lo cual seguramente contribuyó a la expansión de latifundios de origen 

colonial y al surgimiento de grandes haciendas. 

Ocho años después se expidió la Ley 48 de 1882, por la cual se ratific· ñel principio de que la 

propiedad de las tierras bald²as se adquiere por el cultivo, cualquiera que sea la extensi·nò. A su 

vez ordenó al Ministerio P¼blico amparar ñde oficio a los cultivadores y pobladores en la posesi·n 

de dichas tierras, de conformidad con la Ley 61 de 1874ò (Ministerio de Industrias, Tomo III, 

página 149). Seguramente para evitar el acaparamiento de tierras por terratenientes o tenedores 

de bonos de deuda p¼blica que no las explotaban, la ley dispuso que ñpara adquirir gratuitamente 

una porci·n de terreno adyacente, igual en extensi·n a la ocupada con dehesas de ganado (é), 

se necesita que dicha porción ocupada esté cubierta de pastos artificialesò. Este artículo también 

dispuso que ñlos due¶os de dehesas de ganado establecidos en pastos naturales de los terrenos 

bald²os, solo tendr§n derecho al uso de estos mientras est®n ocupadosò (Ministerio de Industrias, 

1931, Tomo III, página 149). 

Respecto de los terrenos ocupados y cultivados por los colonos, la Ley 48 limit· ñla extensi·n 

adyacente ocupada y cercada a una porci·n no mayor del doble de la que est§ cultivadaò. Y 

dispuso que los colonos ñser§n considerados como poseedores de buena fe, y no podrán ser 

privados de la posesi·n sino por sentencia dictada en juicio civil ordinarioò (Ministerio de 

Industrias, 1931, Tomo III, página 149). 

Además de proteger los derechos de los colonos, la innovación más importante de esta ley, como 

lo han subrayado otros investigadores, es la limitación de las adjudicaciones de baldíos, tanto a 

individuos como a ñentidades o compa¶²asò, a 5.000 hectáreas, junto con la orden de dejar ñentre 

una y otra porción, lotes alternados, por lo menos de igual extensión a los adjudicados que la 

Naci·n reserva exclusivamente para cultivadores (é)ò. (Ministerio de Industrias, Tomo III, p§gina 

150). No obstante lo anterior, la ley preserv· ñlos derechos adquiridos por los adjudicatarios o 

compradores de tierras bald²asò (Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, página 151).ΠEs de 

suponer que la protección de los derechos adquiridos con anterioridad a esta ley favoreció 

principalmente a los tenedores de bonos territoriales, que por lo general no estaban interesados 

en explotar la tierra sino en acapararla con fines especulativos, y por el poder y el prestigio 

asociados a la posesión de grandes extensiones de tierra. 

La orden de intercalar grandes concesiones de baldíos con terrenos cultivados por colonos, 

pretendía no solo controlar la expansión del latifundio ocioso y hacer más equitativa la 

adjudicación de baldíos, sino también satisfacer la demanda de fuerza de trabajo por parte de los 

hacendados.  

En cualquier caso, las grandes concesiones de baldíos dieron lugar, en la primera mitad del siglo 

XX, a numerosos y largos pleitos, a veces violentos, con los colonos que habían ocupado tierras 



baldías que los concesionarios reclamaban como de su propiedad. También hubo pleitos entre 

hacendados y campesinos que trabajaban para estos en calidad de arrendatarios y aspiraban a 

liberarse de ese oneroso régimen laboral reclamando la condición de colonos de baldíos (Legrand 

1983, 1988; Fajardo, 1986; Palacios, 2011; Londoño, 2011). 

Otro aspecto importante de esta ley es la exigencia de ñt²tulos de m§s de diez a¶os en juicios 

contra cultivadores, reconoci®ndose a los colonos vencidos en juicio el valor de las mejorasò 

(Arango, 1987, página 197). 

Si bien es cierto que entre la ley y su aplicación suele haber en Colombia una enorme brecha, hay 

suficientes evidencias de que el reconocimiento de los derechos de los cultivadores, así como 

también las normas que los protegían de los acaparadores de baldíos, fueron eficazmente 

utilizados por los campesinos para defender sus tierras. 

Con cierta razón, algunos investigadores han destacado, como aspecto positivo de esta ley, la 

obligación de explotar con cultivos o ganado una porción del terreno adjudicado en el lapso de 

diez años. Sin embargo, el Decreto 640 de 1882 fijó las proporciones de explotación de acuerdo a 

una escala que en la práctica favorecía al latifundio improductivo. El artículo 4º disponía que a 

menor superficie adjudicada, fuera mayor la porción de explotación en cultivo o ganados que el 

adjudicatario debía demostrar para adquirir el título de propiedad. Así pues, mientras los 

adjudicatarios de baldíos inferiores a 200 hectáreas debían explotar el 40 por ciento del terreno, 

los concesionarios de 3.001 hasta 5.000 hectáreas estaban obligados a explotar solo el 10 por 

ciento (Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, página 154). Dejando de lado las cuantiosas 

inversiones requeridas para poner en producción vastas extensiones de tierra inculta en regiones 

aisladas y sin infraestructura vial, la mínima exigencia a los grandes concesionarios de baldíos 

ciertamente contribuyó a mantener el latifundio improductivo. 

De la legislación de esa época cabe referirse por último al Decreto 832 de 1884, puesto que, 

adem§s de compendiar ñlas disposiciones de las Leyes 61 de 1874 y 48 de 1882ò, ten²a por 

objeto ñ[consagrar] la doctrina de las leyes de bald²os, con el objeto de que se sepan fijamente 

cuáles son los derechos que dichas Leyes conceden y cuáles las obligaciones que contraen los 

cultivadores (é)ò (Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, p§gina 158).  

El decreto comienza por precisar los diferentes derechos de los colonos según el tipo de cultivos -

diferencia que ya había sido establecida en la Ley 48 de 1882-. A los que mantienen ñcultivos 

permanentes (pastos artificiales, cacao, café o cualquier otro que no necesite repetir la siembra 

para obtener cosechas peri·dicas)ò, se les otorga el derecho ña que se [les] adjudique una porción 

de terreno inculto adyacente a la porci·n cultivada e igual a esta en extensi·nò (Ministerio de 

Industrias, 1931, Tomo III, p§gina 159). Y ñpara cultivos que necesitan repetir la siembra (papa, 

trigo, maíz), el colono adquiere derecho a 30 hectáreas más de terreno inculto, adyacente al 

terreno labradoò (Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, p§gina 159). 



Esta diferenciación debió favorecer a los colonos que tenían suficiente capital para explotar 

grandes extensiones de tierra con pastos artificiales o cultivos permanentes, no solo con trabajo 

familiar, sino contratando a campesinos o colonos pobres que trabajaban para ellos en calidad de 

arrendatarios, al igual que en las haciendas. De esta manera, se fue configurando la 

estratificación interna del campesinado colombiano. Vale anotar al respecto que entre los 

adjudicatarios de más de 1.000 hectáreas también había colonos campesinos (Legrand, 1988) 

(Londoño, 2011). 

Dos restricciones impuso el Decreto 832 a los derechos de propiedad de los colonos: prohibió 

adjudicarles ñdos o m§s lotes separadosò y vender el terreno adjudicado antes de obtener el t²tulo 

de propiedad (Arts.7 y 8) (Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, página 160). En cambio, dejó 

abiertos los derechos de los grandes concesionarios y no les impuso obligaciones. 

En lo tocante a los pleitos entre colonos y tenedores de bonos territoriales, el decreto otorgó 

prelaci·n a los derechos de los segundos al ordenar que ñsi a cambio de t²tulos se pide en 

adjudicación un terreno ocupado por colonos, estos no tendrán derecho de propiedad ni a 

indemnización alguna, si solo exhibieren como mejoras rastrojos o malezas. Tampoco tendrán 

derecho a indemnización por mejoras cuando estas consistan en desmontes y empalizadas, sino 

en el caso de que haya cultivos y habitaciones, por ser estas condiciones juntas las que dan 

origen a los derechos que concede la ley, o que esos desmontes y empalizadas se hayan hecho 

recientemente y con el §nimo de cultivar el terrenoò (Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, 

página 160). Esta norma debió afectar los derechos de los colonos pobres, puesto que sus 

escasos recursos económicos no les permitían desmontar el terreno, construir casa y establecer 

cultivos en poco tiempo. 

Al parecer, el Decreto 832 de 1884 estuvo vigente hasta la expedición de la Ley 56 de 1905 por 

parte de la Asamblea Nacional Constituyente nombrada por el presidente conservador Rafael 

Reyes (en la cual había constituyentes conservadores y liberales).  

 

1.1.2. Titulación de baldíos en el siglo XIX  

Entre 1827 y 1900, según las estadísticas de Legrand (Legrand, 1988), el Estado colombiano 

otorgó 1.132 adjudicaciones de baldíos a individuos y a empresas o compañías, que sumadas 

equivalían a 1.872.707 hectáreas. Al desagregar estas cifras en dos subperiodos (1827-1869 y 

1870-1900), que tienen en cuenta los cambios en la legislación de baldíos arriba indicados, se 

observa un notable incremento en los terrenos adjudicados y una disminución en las grandes 

concesiones de tierras en el último tercio del siglo XIX7. 

                                              

7   Con relación a los rangos establecidos por Legrand para mostrar la desigualdad en la adjudicación de baldíos entre 1827 y 1931, cabe 
observar que tanto en esa época como ahora había notables diferencias regionales en el tamaño de los terrenos ocupados por los colonos y en 
el de las haciendas y latifundios, lo cual hacía particularmente difícil establecer topes uniformes a la adjudicación de baldíos para el conjunto 
del territorio nacional. Esta dificultad comenzaría a resolverse en 1961, con la Ley de Reforma Social Agraria, que definió las UAF (Unidades 
Agrícolas Familiares). Posteriormente, en 1994 se definieron los tamaños de las UAF por departamentos y municipios. 
 



En efecto, de 1827 a 1869 predominaron las grandes concesiones de baldíos, entre estas las de 

más de 5.000 hectáreas, en tanto que la adjudicación de tierras a los colonos fue ínfima. Al 

contrario, entre 1870 y 1900 disminuyó porcentualmente la superficie adjudicada a grandes 

concesionarios y aumentaron las adjudicaciones a colonos o cultivadores (grandes, medianos y 

pequeños). Pero el 89 por ciento de la tierra adjudicada durante todo el periodo quedó en manos 

de 309 concesionarios de más de 1.000 hectáreas, mientras que el 11 por ciento restante se 

distribuyó entre 823 adjudicatarios de menos de 1.000 hectáreas. 

Esta extremada desigualdad en la adjudicación de baldíos se constata en los índices GINI 

medidos por Kalmanovitz y López (Kalmanovitz y López, 2006, página 60), que curiosamente 

muestran una mayor concentración de la adjudicación de tierras en el periodo 1870-1900 (0,76) 

con relación al periodo anterior (0,71), no obstante que la Ley 48 de 1882 había impuesto un 

límite de 5.000 hectáreas a la concesión de baldíos. La diferencia entre ambos Ginis 

probablemente se debe a que en el primer periodo las pequeñas adjudicaciones son 

estadísticamente insignificantes y el reparto de baldíos se concentró en los adjudicatarios y 

concesionarios de más de 1.000 hectáreas, y de estos el mayor porcentaje de área adjudicada le 

correspondió a los de más de 5.000 hectáreas (Tabla 1).  

De acuerdo con Sandoval y Echandía, una proporción importante de las grandes concesiones de 

baldíos entre 1849 y 1872 fue para la extracción de la quina en tres grandes zonas del país 

ubicadas respectivamente en los Estados de Cundinamarca y Cauca, el Estado del Tolima y el 

territorio de San Martín, y el Estado de Santander. Entre los comerciantes de quina que 

obtuvieron grandes concesiones de baldíos figuran personas que contaban con fortunas 

apreciables, y otros que habían sido altos funcionarios del Estado o tenían vínculos con el alto 

Gobierno. Entre ellos también había inversionistas extranjeros8. Un peso similar tuvieron otros 

productos de exportación como el tabaco, el caucho, el añil y el café.  

Con relación a la adjudicación de baldíos entre 1827 y 1881, Echandía y Sandoval, basados en el 

registro del Diario Oficial, constatan que en esos a¶os ñpor T²tulos de Concesi·n se entregaron 

482.289 hect§reas, que representan el 40,3 por ciento del total de hect§reas entregadas (é); 

mientras el número de adjudicaciones por este motivo es de 234 o sea el 57 por ciento del total 

de adjudicaciones hechas. Por Documentos de Deuda Pública se otorgaron 348.885 hectáreas 

(29 por ciento) en 41 adjudicaciones (10 por ciento)ò (Sandoval y Echand²a, 1985, p§ginas 99-

100). 

En contraste con las grandes adjudicaciones a individuos o a compañías, como ya lo indicamos, 

la adjudicación a colonos fue insignificante. También lo fueron las adjudicaciones a nuevas 

poblaciones, denominadas ñconcesiones especialesò, las cuales representaron, entre 1827 y 

                                              

8   Ver la lista de 19 comerciantes de quina en: Sandoval y Echandía, 1985, páginas 110ï111.  

 



1881, el 8,8 por ciento de la tierra adjudicada (105.540 hectáreas) (Sandoval y Echandía, 1985, 

página 101). 

Sobre las grandes concesiones de baldíos en el siglo XIX a cambio de títulos o bonos de deuda 

pública, y el arrendamiento de estos a particulares, un periódico de la época subraya el ínfimo 

valor monetario que entonces el Estado daba a las tierras públicas:  

Los títulos de tierras públicas eran comprados por no más de 25 a 30 centavos por fanegada y los 

arrendamientos podrían ser obtenidos inclusive a un precio más barato (citado en Sandoval y Echandía, 

1985, página 105).  

De la discusión pública alrededor del manejo de los baldíos en el último tercio del siglo XIX, da 

cuenta el economista liberal Aníbal Galindo, partidario de privilegiar a los colonos en la 

adjudicación de baldíos y quien, siendo el jefe de la Sección de Estadística en 1873-74, publicó 

en el Diario Oficial unas cifras sobre ñt²tulos de concesi·n de tierras bald²asò, que le sirvieron de 

fundamento para expresar sus críticas a la manera como hasta entonces se habían administrado 

las tierras baldías de la Nación y, de paso, para proponer en 1878 un proyecto de ley que al 

parecer sirvió de punto de referencia en la elaboración de la Ley 48 de 1882. 

Dice Galindo que hasta 1874 

se habían emitido títulos de concesión por 3.318,500 hectáreas y se habían hecho o aprobado 

adjudicaciones materiales sobre el territorio 1,159.592 hectáreas. 

De esta inmensa cantidad de baldíos adjudicados, no hay sino unas 100.000 hectáreas que hayan 

sido concedidas a los ocupantes y cultivadores del suelo, que son las únicas personas que en puridad de 

principios tienen derecho a adquirir el dominio de las tierras incultas; las demás representan concesiones 

hechas sin discriminación, en contratos onerosos, que han llevado siempre implícita la condición de 

colonizar y cultivar las tierras concedidas, pero que no han sido cumplidos. Y del millón y cien mil 

hect§reas que han pasado al dominio privado (é) puede asegurarse, sin temor de equivocaci·n, que no 

llega a la centésima parte la porción de esa superficie que ha sido realmente ocupada y modificada por el 

cultivo (Galindo, 1978, páginas 191-192). 

Sobre el caótico manejo de los baldíos de la época informa el escritor conservador José María 

Cordovez Moure, quien en 1898, siendo director de Crédito Público, descubrió anomalías como 

las siguientes: 

En el archivo de la oficina encontramos títulos de concesión de tierras baldías que representaban la 

enormidad de 250.000 hectáreas, sin ningún dato que indicara su procedencia. En el registro que se 

llevaba en el Ministerio de Hacienda figuraban como válidos, de manera que dichos títulos constituían 

permanente tentación para venderlos o hacerlos efectivos en la adjudicación de baldíos (Cordovez Moure, 

1962, página 1520). 



Según Legrand (1988), las concesiones de baldíos anteriores a 1865 fueron pocas y estuvieron 

en su mayor parte concentradas en Antioquia ñdonde la industria minera alz· el valor de las 

empresas agrícolas y donde las élites se involucraron tempranamente en inversiones 

especulativas en bienes raíces y en proyectos de colonización. La más grande concesión de 

todas, 102.700 hectáreas en 1835, fue adjudicada a tres antioqueños ricos que habían 

construido un camino para unir la región con la zona minera de Supía-Marmato, y que 

fomentaban la colonización del territorio con propósitos lucrativos. Fuera de esta adjudicación, 

el promedio anual de adjudicaciones fue solo de 7.855 hect§reasò (Legrand, 1988, p§gina 71). 

En el periodo posterior, el incremento de la adjudicaci·n de bald²os est§ relacionado con ñla 

creciente demanda externa de productos forestales y agr²colas colombianoséò. A este respecto, 

Legrand cita textualmente un informe del Ministro de Hacienda en 1870 según el cual los 

ñhombres de empresaò de entonces estaban interesados en los terrenos bald²os que ñdan quina, 

caucho, vainilla (é), maderas preciosas de construcci·n (é) y en los mejores terrenos para el 

cultivo del a¶il, el tabaco, el caf® y el cacao (é)ò(Legrand, 1988, p§gina 71). 

Aunque la quina, el tabaco y el añil no son expresamente mencionados en las leyes de baldíos de 

esta época, no hay duda de su importancia en las concesiones de tierras. En cambio sí figuran los 

pastos artificiales, el cacao, el café y la caña de azúcar, cultivos que al parecer los gobiernos de 

entonces estaban especialmente interesados en promover, entre otras razones porque eran 

viables en pequeñas y medianas parcelas. 

En ese entonces, gran parte de los baldíos estaban ubicados en los llanos orientales y las selvas 

amaz·nicas; pero como dice Legrand, tambi®n hab²a ñenormes extensiones de tierra en el 

corazón mismo del país y en las estribaciones de los Andes, así como en las tierras bajas del 

Caribeò. De los bald²os ubicados en las zonas centrales, Legrand menciona la cifra de 24.3 

millones de hectáreas, calculada en 1873 por Felipe Pérez y citada en un informe del Ministro de 

Hacienda de entonces (Legrand, 1988, página 21). Si se asumen como ciertas el área baldía 

registrada en el censo de 1870 y la calculada por Felipe Pérez para 1873, podría afirmarse que 

una cuarta parte de los baldíos estaba localizada en las zonas más densamente pobladas y 

explotadas del país. 

Ahora bien, para ponderar adecuadamente el reparto de baldíos en esa época, vale recordar que 

gran parte del territorio nacional aún no estaba habitado, de manera que los terrenos adjudicados 

representaban una ínfima proporción de la superficie explotable. Al respecto, Legrand pone de 

relieve que, a mediados del siglo XIX, el geógrafo Agustín Codazzi estimó en cerca de un 75 por 

ciento la proporci·n del territorio colombiano constituida por terrenos bald²os y ñsobre los cuales 

nadie reclamaba derechos de propiedadò (Legrand, 1988, p§gina 21). Por su parte, el historiador 

Marco Palacios pone de presente que ñel censo de poblaci·n de 1870 dividi· el pa²s en un área 

poblada de 305.000 kilómetros cuadrados y un área baldía de 1.025.300 kilómetros cuadrados [70 

por ciento]ò. Aunque el §rea bald²a (102.500.000 hect§reas aproximadamente) comprend²a 



ñenormes porciones territoriales no aptas para la actividad agropecuariaò, de todos modos 

muestra la magnitud del territorio inculto en aquella época (Palacios, 2011, página 85). 

Así mismo, debe tenerse en cuenta que el tamaño de las adjudicaciones a los colonos o 

cultivadores era proporcional a la cantidad de tierra que habían explotado. Es de suponer 

entonces que la escasa capacidad económica de gran parte de los colonos explicaría no solo la 

poca tierra que se les adjudicó (tanto entonces como en el siglo XX), sino también el que muchos 

no solicitaran el título porque no podían pagar los costos de agrimensura y delimitación del 

terreno, ni los demás trámites exigidos para la obtención del título de propiedad.  

En cuanto a la interpretación de las cifras históricas de baldíos, cabe advertir que tanto entonces 

como ahora estas únicamente registran los terrenos adjudicados legalmente. Hay pues un 

subregistro considerable que oculta las tierras explotadas por campesinos que, o no las legalizan 

o se demoran años en hacerlo. Esto obliga a interpretar con cautela no solo las estadísticas de 

baldíos sino también la información catastral. Por ejemplo, para 2012, el Ministerio de Agricultura 

estimaba que aproximadamente el 40 por ciento de las tierras ocupadas por pobladores rurales 

no estaban formalizadas, es decir, carecían de título de propiedad o de la respectiva resolución de 

adjudicación. Sobra decir que en el siglo XIX, la proporción de tierra ocupada por colonos o 

campesinos que carecía de título era muy superior a la actual. 

De las implicaciones prácticas de la legislación de baldíos en el último tercio del siglo XIX, dan 

cuenta las variaciones en la distribución de las tierras adjudicadas en este periodo con relación al 

periodo anterior (1827-1869) (Tabla 1).  

¶ Disminuyó la proporción de los concesionarios de más de 5.000 hectáreas (de 17 por 

ciento a 5 por ciento con relación al resto de adjudicatarios) y del área adjudicada a estos 

(de 75 por ciento a 48 por ciento del total del área adjudicada).  

¶ Disminuyó la proporción de los concesionarios de 2.501 a 5.000 hectáreas (de 14 por 

ciento a 9 por ciento); pero a la vez se duplicó el área adjudicada a estos (de 14 por ciento 

a 27 por ciento).  

¶ Disminuyó la proporción de los concesionarios de 1.001 a 2.500 hectáreas (de 14 por 

ciento a 10 por ciento); pero el área adjudicada a estos aumentó de 6 por ciento a 13 por 

ciento.  

¶ Disminuyó la proporción de los adjudicatarios de 501 a 1. 000 hectáreas (de 13 por 

ciento a 11 por ciento), pero se duplicó el área adjudicada a estos (de 3 por ciento a 6 

por ciento).  

¶ Aumentaron porcentualmente los medianos adjudicatarios y el área que se les adjudicó. 

Los de 101 a 500 hectáreas pasaron de 19 por ciento a 24 por ciento, y el área adjudicada, 

de 1,5 por ciento a 4 por ciento; y los de 21 a 100 hectáreas lo hicieron de 8 por ciento a 38 

por ciento, y el área adjudicada, de 0,13 por ciento a 2 por ciento.  



¶ Disminuyeron porcentualmente los adjudicatarios de 1 a 20 hectáreas (de 15 por ciento a 

menos del 1 por ciento), pero el área que se les adjudicó creció de menos del uno por 

ciento al 7 por ciento. 

En resumen: el reconocimiento de los derechos de propiedad a los cultivadores de tierras baldías 

se expresó en el crecimiento de las adjudicaciones de menos de 500 hectáreas y el decrecimiento 

relativo de las grandes concesiones de baldíos. Sin embargo, gran parte de la tierra adjudicada 

quedó en manos de unos pocos terratenientes. 

Tabla 1. Adjudicación de baldíos por rangos de tamaño. Colombia, 1827-1900 

Periodos 1827- 1869 1870 -1900 Total (1827-1900) 

Tamaño Número Hectáreas Número Hectáreas Número Hectáreas 

1-20 17 115 63 598 80 713 

21-100 9 568 344 23.444 353 24.012 

101-500 21 6.223 241 61.459 262 67.682 

501-

1000 
14 11.259 114 87.760 128 99.019 

1001-

2500 
16 26.684 107 185.460 123 212.144 

2500-

5000 
16 57.810 95 395.163 111 452.973 

Más de 

5000 
19 313.208 56 702.956 75 1.016.164 

Total 112 415.867 1.020 1.456.840 1.132 1.872.707 

Baldíos adjudicados en 1827-1900 (%) 

1-20 15,18 0,03 6,18 0,04 7,06 0,38 

21-100 8,04 0,14 33,73 1,61 31,18 1,28 

101-500 18,75 1,50 23,63 4,22 23,14 3,61 

501-1000 12,50 2,71 11,18 6,02 11,30 5,28 

1001- 14,29 6,42 10,49 12,73 10.86 11,32 



2500 

2500-

5000 
14,29 13,90 9,31 27,12 9,80 24.18 

Más de 

5000 
16,96 75,31 5,49 48,25 6,62 54.26 

Total 100  100 100 100 100 100 

 

 

Fuente: Legrand, (1988), Colonización y protesta campesina en Colombia, (página 124). La tabla de Legrand fue complementada con las cifras 

porcentuales calculadas por Vélez Álvarez, L. G. (2012), Política y legislación de tierra en Colombia en los siglos XIX y XX. 

 

 

1.2. Legislación y titulación de baldíos 1901-1930  

1.2.1. Derechos de propiedad sobre terrenos baldíos  

Los gobiernos conservadores del primer tercio del siglo XX expidieron una copiosa legislación con 

miras a fomentar y regular la colonización campesina de baldíos y ampliar la frontera 

agropecuaria, otorgando grandes extensiones de tierra a empresas agrícolas, mineras y a 

compañías ferroviarias.  

Los resguardos indígenas fueron objeto de leyes particulares, algunas de las cuales buscaban 

proteger sus tierras, aduci®ndose que los indios eran ñmenores de edadò en lo relativo a la venta 

de tierras, razón por la cual los engañaban fácilmente.  

De esta época también data la política de colonización dirigida, que se materializaría en la 

conformación de colonias oficiales en varias regiones del país, de las cuales la más estudiada es 

quizá la Colonia agrícola de Sumapaz (Legrand, 1988; Marulanda, 1991; Palacios, 2011). Para 

regular la administración de los baldíos públicos, también se expidieron leyes sobre bosques, 

explotaciones mineras, hidrocarburos, cesiones a departamentos, municipios, intendencias y 

comisarías; y fundación de colonias penales.  

En el trasfondo de tan abundante y prolija legislación se percibe el dinamismo de la colonización 

cafetera y de la explotación campesina de tierras incultas en distintas regiones del país. Así 

mismo, la ampliación de la red vial y ferroviaria, el incremento de los cultivos de exportación, 

como el café y el banano, y el fomento a la explotación de minas e hidrocarburos a través de 

concesiones del Estado a empresas nacionales y extranjeras. 

Del conjunto de esta legislación examinaremos aquí las disposiciones que probablemente 

tuvieron mayor incidencia en la asignación de tierras a colonos y a grandes concesionarios. 

En abril de 1905 la Asamblea Nacional Constituyente, nombrada por el presidente Rafael Reyes, 

expidió la Ley 56 de 1905, que incluyó nuevas e importantes disposiciones para la regulación 



estatal de la adjudicación de baldíos, las cuales resumimos a continuación (Ministerio de 

Industrias, 1931, Tomo III, páginas 216-220). 

1. Ratificó el precepto según el cual el derecho de propiedad sobre un terreno baldío se 

adquiere por la ocupación y la explotación del mismo, y por tener en él casa de habitación. 

Y agreg· la obligaci·n de establecer ñcultivos artificialesò. Adicionalmente, en lugar de fijar 

el tamaño del lote adyacente al que tendría derecho el adjudicatario (30 hectáreas, según 

el Decreto 640 de 1882), se utiliz· el modismo ñotro tantoò, lo cual dej· abierta la titulaci·n 

de baldíos a los colonos. 

2. Redujo de 5.000 a 1.000 hectáreas el área máxima adjudicable y mantuvo la disposición 

seg¼n la cual la Naci·n se reserva ñintervalos equivalentes en extensi·n a los que se den a 

los adjudicatariosò (art.11). 

3. Respecto de la prescripción del dominio de los terrenos adjudicados, esta ley fue mucho 

m§s dr§stica que las anteriores. En efecto, el art²culo 7Ü dispone que ñlos terrenos bald²os 

que no hayan sido cultivados desde la expedición de la Ley 48 de 1882, volverán ipso facto 

al dominio de la Nación, y exhibida la prueba de no estar cultivados, pueden ser 

denunciadosò. A su vez, estableci· la obligaci·n de que los adjudicatarios fueran colonos, 

empresarios o cultivadores, que trabajaran ñsiquiera en la mitad de su extensi·n [el terreno 

adjudicado], sin cuyo requisito quedará extinguido el derecho del adjudicatario en el plazo 

fijado en el t²tulo de la adjudicaci·nò. 

4. Para los colonos o cultivadores estableci· la obligaci·n de ñsolicitar la demarcaci·n y 

adjudicaci·n respectiva, acompa¶ando una informaci·n de tres testigos (é)ò (art. 2). 

Además de simplificar el trámite de adjudicación a los colonos, la demarcación de los 

terrenos adjudicados quedó como una obligación del Estado. 

5. Flexibilizó el mercado de tierras adjudicadas mediante la autorización a los colonos de 

ñenajenar libremente las plantaciones, edificaciones, sementeras establecidas en terrenos 

baldíos, quedando dueño el respectivo comprador de los derechos del vendedor sobre el 

terreno cultivadoò (art. 8). Y concedi· a los colonos la posibilidad de comprar terrenos 

adyacentes a los adjudicados, según lo dispuesto en dicha ley (art. 13). 

6. Prohibi· de manera ñabsolutaò, es decir, sin excepci·n alguna, ñla emisi·n de bonos 

territoriales (art. 15)ò. Y a los tenedores de bonos ñen circulaci·nò les concedi· un a¶o de 

plazo, a partir de la sanción de la ley, para registrarlos en el Ministerio de Obras Públicas 

(art. 16). 

7. Introdujo un severo control de las adjudicaciones ña cambio de t²tulos ya entregados, a 

favor de empresarios o contratistas de ciertas obras públicas, como subvenci·n a estasò, 

consistente en condicionar la entrega de títulos definitivos a la comprobación por parte del 

Gobierno ñde que los contratistas o concesionarios han cumplido con las obligaciones 

mediante las cuales se haya hecho la concesi·nò (art. 21). 



8. Orden· registrar ñlos t²tulos de adjudicaci·n definitiva, ya sea a cambio de bonos 

territoriales o a cultivadores o colonosò (art. 7), disposici·n que seguramente buscaba 

resolver la inexistencia de un inventario de los baldíos adjudicados y de los bonos 

territoriales emitidos y cancelados. Carencia que pudo suplirse finalmente en 1930 durante 

el gobierno de Olaya Herrera, gracias a la labor realizada no solo por funcionarios de este 

gobierno sino de los anteriores. 

9. Eximió a los colonos de las sanciones legales en caso de no haber cumplido sus 

obligaciones en materia de cultivos ñpor causa de la ¼ltima guerraò (la de los Mil D²as, que 

como es sabido, culminó con el Pacto de Wisconsin en noviembre de 1903) (art. 27). 

10. Puesto que durante la segunda presidencia de Rafael Núñez, el régimen federal fue 

remplazado por el régimen centralista de la Constitución de 1886, la ley de baldíos de 1905 

contiene un conjunto de disposiciones relativas a la administración de los terrenos de la 

Naci·n que restablecen el ñdominio absolutoò del gobierno central sobre ñlos terrenos que 

pertenec²an a los extintos Estados; y ñdeclaran nulos los t²tulos de concesi·n de tierras 

bald²as emitidos a favor de dichos extinguidos Estados éò (art²culos 19 y 20). 

Adicionalmente, a los municipios se les concede ñel derecho de usufructo de los terrenos bald²os 

de su respectiva jurisdicción, previa autorización del Gobierno Nacional, pero esto no impedirá las 

enajenaciones y adjudicaciones verificadas, las cuales cesar§ el derecho de usufructoò (art. 18). 

Para reglamentar esta ley, el gobierno de Reyes expidió el Decreto 113 de 1905, del cual son 

pertinentes las siguientes disposiciones (Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, páginas 223-

231). 

1. Establece las siguientes modalidades de transmisión del domino de la Nación a los 

adjudicatarios de bald²os: ñpor adjudicaciones a cultivadores; por cesi·n a empresarios 

para fomento de obras de utilidad pública; a nuevas poblaciones y a pobladores de las ya 

fundadas; a cambio de bonos o títulos de concesión, y a título de venta por dinero a 

particularesò . 

2. Recuérdese que la Ley 56 había prohibido la emisión de bonos o títulos de tierras y había 

dado un plazo de un año para inscribirlos. Pero los bonos que habían sido emitidos antes 

de la vigencia de esa ley continuarían siendo redimidos en tierras, que se estaban 

valorizando gracias al trabajo de los colonos y a la ampliación de la red vial. 

3. Reiteró, como condición para otorgar a los colonos títulos de baldíos, el que los terrenos 

solicitados estuvieran explotados previamente y en la proporción fijada por la ley. 

4. Orden· a los concejos municipales ñinscribir en el catastro de la propiedad ra²z los bald²os 

que no hayan sido cultivados, cuyas adjudicaciones sean anteriores o posteriores a la Ley 

48 de 1882ò. 

5. Dispuso que las solicitudes de ñcesi·n de bald²os a poblaciones y municipiosò deb²an ser 

hechas por los cabildos municipales. 



Ya sea por el carácter autoritario que fue adquiriendo el gobierno del general Reyes, o por el 

manejo político de los baldíos, tres años después de expedida la Ley 56 y su decreto 

reglamentario, la Asamblea Constituyente expidió la Ley 25 de 1908 que acentuó aún más el 

manejo centralista de la administración de las tierras de dominio estatal. De acuerdo con el 

art²culo 6Ü: ñToda adjudicación de baldíos, a cualquier título, debe ser aprobada por el Presidente 

de la Rep¼blica, oyendo al Consejo de Ministrosò (Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, p§gina 

259). 

La importancia que entonces tenía la producción y exportación de banano se advierte en la 

disposici·n seg¼n la cual ñLas adjudicaciones hechas por el Gobierno (é) de terrenos situados en 

regiones o comarcas propias para el cultivo y producción de bananos quedan firmes e 

irrevocables (é)ò (260). Y en la reglamentaci·n de ñla venta de terrenos bald²os de la zona 

situada a uno y otro lado del ferrocarril de Santa Martaò (Decreto 30 de 1909). 

A propósito de la reversión al Estado de terrenos no explotados en el tiempo establecido 

legalmente, que ordenó la Ley 56 de 1905, Mariano Arango sostiene que ello ñno fue obst§culo 

para la adjudicación de grandes extensiones de tierras óptimas a compañías bananeras 

extranjeras: 56.000 hectáreas a la United Fruit Company en el Magdalena y 14.000 en Urabá al 

consorcio alemán Albingia, entre 1904 y 1909ò (Arango, 1987, p§gina 198). 

En 1908, el Decreto 1279 ordena crear ñel Departamento de tierras bald²as y bosques nacionalesò 

como una entidad adscrita ña la secci·n 5Û del Ministerio de Obras P¼blicas y [se] establecen sus 

funciones y procedimientos de adjudicaci·n de bald²osò. Y fija en 1.000 hectáreas ñel tope para 

ventas [de bald²os] a un mismo individuoò (Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, p§gina 262). 

Cuatro años después, siendo Presidente de la República el antioqueño republicano Carlos E. 

Restrepo, se expide la Ley 110 de 1912, cuya importancia radica en que ñsustituye el C·digo Fiscal 

y las leyes que lo adicionan y reformanò. Como se trata de un nuevo C·digo Fiscal, a diferencia 

de las leyes anteriores, las disposiciones normativas aparecen divididas en títulos y capítulos 

temáticos que la hacen más ordenada y comprensible. De este corpus legislativo, haremos 

referencia a algunas de las disposiciones del Título II, el cual comprende las normas relativas a la 

adjudicación de baldíos.  

Las ñDisposiciones generalesò comienzan por una nueva definici·n de los bald²os seg¼n la cual  

en tal concepto pertenecen al Estado, los terrenos situados dentro de los límites del territorio nacional 

que carecen de otro dueño distinto al Estado, y los que habiendo sido adjudicados con ese carácter, 

deben volver al dominio del Estado, de acuerdo al artículo 56.  

En el art²culo 45 se incluyen, entre los bald²os del Estado, los siguientes: ña) Las costas desiertas 

no pertenecientes a particulares (é); b) Las islas de uno y otro mar pertenecientes al Estado, que 

no están ocupadas por poblaciones organizadas, o apropiadas por particulares, en virtud de 

títulos traslaticios de dominio; c) Las islas de los ríos o lagos navegables por buques de más de 



cincuenta toneladas; y d); Los márgenes de los ríos navegables, salvo el derecho que tengan los 

particulares por t²tulo traslaticio de dominioò (Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, p§gina 279). 

Y en cuanto a los terrenos que pueden ser adjudicados en virtud de la ley, se dispone que estos 

son ñaplicablesò a: ña) Al pago de la deuda p¼blica; b) A concesiones a cultivadores; c) Al fomento 

de obras públicas; d) A la amortización de títulos de concesión de baldíos, expedidos 

válidamente, con anterioridad a la vigencia de este Código; e) Al servicio público nacional, 

departamental o municipal; y f) A objetos especiales que determine la Leyò (Ministerio de 

Industrias, 1931, Tomo III, página 279). 

Con relación a la legislación anterior, esta nueva disposición, incorporada al Código Fiscal, no 

contiene novedad alguna. Sin embargo, entre los ñbald²os que no pueden ser entregados a 

tercerosò, se incluyen los de los colonos, las tierras para el fomento de obras p¼blicas y el servicio 

público en sus diferentes niveles territoriales. Pero a la vez deja a salvo ñla amortizaci·n de t²tulos 

de concesi·n de bald²osò (Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, p§gina 279). 

De las restricciones a la titulaci·n de bald²os a ñuna misma persona natural o jur²dicaò, llama la 

atención la ampliación del tope de 1.000 hectáreas (establecido en 1908 por el Decreto 1279) a 

2.500 hectáreas (Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, página 280), tope que se hizo extensivo 

a los colonos, quizá no solo por un principio de equidad sino porque ellos eran la columna 

vertebral de la expansión de la frontera agrícola en gran parte del país. 

Entre las restricciones cabe destacar asimismo las que preservaban los terrenos de uso público, 

como la prohibición de adjudicar a particulares terrenos adyacentes a las v²as p¼blicas ñque 

tengan una extensi·n mayor de dos y medio kil·metros sobre aqu®llaò, y ñen zonas por las cuales 

hayan de pasar v²as f®rreas o caminos nacionales (é)ò. Tambi®n se proh²be la venta de terrenos 

baldíos (Ministerio de Industrias, Tomo III, página 280). 

De otras disposiciones normativas contenidas en el Título II, cabe referirse primero a la que 

autoriza adjudicar bald²os a ñlos descubridores de minasò y a los que descubran ñalg¼n producto 

valioso, cuya explotación haya sido desconocida antes en el pa²sò. A ñlos adjudicatarios en 

terrenos bald²os de minas de fil·nò, se autoriza adjudicarles hasta 500 hect§reas en esos 

terrenos. Derecho que se hace extensivo a los descubridores de otros productos. En cambio, se 

prohíbe adjudicar ñlos terrenos bald²os ocupados por minas de aluvi·n (é), mientras las minas no 

sean abandonadasò (sic) (art²culos 84, 85 y 86, p§gina 285). 

Otra norma importante es aquella que protege la ñreserva territorial del Estadoò, para lo cual se 

define como terrenos ñno enajenablesò: ña) Las islas nacionales, de uno y otro mar de la 

Rep¼blica, y de los r²os y lagos (é); b) Las tierras bald²as donde se encuentran las cabeceras de 

los ríos navegables; c) Los lotes intermedios que deben dejarse entre los adjudicatarios (é); y d) 

Una porción de 25.000 hectáreas en cada Departamento, y de 100.000 en cada Intendencia, en 

los lugares que determine el Gobiernoò (Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, p§ginas 288-

289). 



Tres años después, en el gobierno de José Vicente Concha, se expide la Ley 71 de 1917, en cuyo 

objeto se menciona por primera vez ñla defensa de los derechos de los cultivadores y colonosò 

(Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, página 336).  

Veamos entonces cuáles eran las disposiciones que protegían los derechos de los colonos, 

algunas de las cuales paradójicamente no eran fáciles de aplicar.  

1. Se simplifica y acelera el trámite de adjudicación de baldíos a los colonos que tengan casa 

de habitaci·n y ñcultivos artificiales, tales como plantaciones de caf®, cacao, caña de 

azúcar y demás de carácter permanente o sementeras de trigo, maíz, arroz, etc., en una 

extensión no mayor de 10 hectáreas, y sobre otro tanto de lo cultivadoò. Para esto, el 

colono ñdeber§ solicitar la adjudicaci·n respectiva por medio de un memorial de denuncio, 

dirigido al Gobernador del Departamento en que esté ubicado el terreno, o al Intendente 

Nacional (é)ò. Dicho memorial debe estar acompa¶ado de ñinformaci·n de tres testigos de 

reconocida buena reputación, propietarios de bienes raíces y vecinos del mismo Municipio 

(é)ò. Se concede 30 d²as para el estudio de la solicitud (Arts. 1 y 2) (Ministerio de 

Industrias, 1931, Tomo III, página 336). 

2. Se ordena que ñen toda adjudicaci·n de bald²os, por cualquier t²tulo distinto del de 

cultivador, deberá expresarse que quedan a salvo los derechos de los cultivadores o 

colonos establecidos dentro de la zona adjudicada con anterioridad al denuncio o solicitud 

de adjudicaci·nò. 

Entre las disposiciones no relacionadas con los colonos es pertinente mencionar aquella que 

ordena la creación, por parte del Gobierno, de una  

Comisi·n (é) para hacer la investigaci·n estad²stica de los terrenos bald²os y el estudio de las zonas 

que puedan aprovecharse mejor como colonizables por sus facilidades para la agricultura, la ganadería y 

empresas de explotación de frutos naturales, y que determine las regiones cuya reserva convenga 

decretar para el Estado, ya por su situación, ya por la clase de productos que en ella se den 

espontáneamente o por otras consideraciones de conveniencia para el pa²s (é) (Ministerio de Industrias, 

1931, Tomo III, página 338). 

Esta disposición, que buscaba ordenar y racionalizar la administración de los baldíos de la nación, 

tardaría ocho años en comenzar a cumplirse. En efecto, mediante el Decreto 438 de 1925, el 

presidente Pedro Nel Ospina orden· la creaci·n de la ñComisi·n de Estad²stica de los terrenos 

bald²os nacionales [y reglament·] lo dispuesto por la Ley 71 de 1917ò. Para hacer los estudios 

requeridos, el país fue divido en las cuatro zonas (Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, 

páginas 461-463), a saber:  

Primera: Comprende los departamentos del Atlántico, Bolívar, Antioquia, Caldas y la Intendencia 

Nacional del Chocó. 



Segunda: Comprende los departamentos del Magdalena, Norte de Santander, Santander, la Comisaría 

Especial de La Guajira y La Intendencia Nacional de Arauca.  

Tercera: Cundinamarca, Tolima, Boyacá, Intendencia del Meta y las comisarías especiales de Vichada 

y Vaupés. 

Cuarta: Valle del Cauca, Cauca, Huila, Nariño y las comisarías de Caquetá y Putumayo.  

La conveniencia para el Estado de contar con información estadística sobre los baldíos y su 

potencial productivo ya había sido reconocida en el Decreto 1852 de 1924, que ordenó al 

Ministerio de Industrias ñformar estad²sticas de los terrenos ocupados con ganados y cultivos en 

las zonas reservadas por unos decretosò (Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, p§gina 476). 

En 1926, puesto que la legalización de las tierras explotadas por los colonos avanzaba muy 

lentamente, el gobierno expidió la Ley 27 mediante la cual se eliminó, para los colonos, la 

obligación de utilizar papel sellado en los memoriales y solicitudes, e incluso se ordenó que la 

remisi·n de los expedientes fuera gratuita. Adicionalmente, se orden· dar ñauxilios para 

herramientas y semillas a quienes quieran colonizar en los t®rminos establecidos por esta leyò 

(Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, página 479). 

Especial interés tiene el Decreto 150 de 1928 por el cual se reglamenta la Ley 84 de 1927, puesto 

que en el ñCap²tulo IV. Revisi·n de t²tulos de propiedad-Inventario de los bald²os nacionalesò, se 

ratificó la sentencia de la Corte Suprema de Justicia que ordenaba a los grandes propietarios 

presentar los títulos originales de sus propiedades, razón por la cual fue llamada prueba diabólica 

de la propiedad. 

Toda persona natural o jurídica que a la publicación de este Decreto posea, dentro del territorio de la 

República, una extensión continua mayor de 500 hectáreas y menor de 2.500, presentará al Ministerio de 

Industrias, antes del 23 de noviembre de 1928, un título de dominio otorgado con anterioridad al 1º de 

enero de 1874, o si lo prefiere, el originario de adquisición expedido por autoridades de la Colonia o por el 

Gobierno de la República. Cuando la extensión sea de 2.500 hectáreas o más, el poseedor presentará el 

título originario de que aquí se trata, cualquiera que sea su antigüedad (art. 20). 

En los casos de este artículo, el interesado acompañará la prueba de que el terreno poseído es el 

mismo a que el título se refiere. 

En caso de no cumplir los requisitos señalados, podrán volver al dominio de la nación, mientras falla el 

Poder Judicial (Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, página 508). 

No sobre recordar que la prueba diabólica de la propiedad, legitimada por el decreto antes citado, 

fue uno de los instrumentos jurídicos de los cuales se valieron Jorge Eliécer Gaitán y Erasmo 

Valencia para sostener que las haciendas no tenían títulos legítimos y defender así los derechos 



de los colonos que habían ocupado tierras incultas de algunos latifundios y haciendas de 

Cundinamarca, Tolima y otras regiones del país. 

 

1.2.2. Titulación de baldíos 1901-1930  

Antes de examinar las cifras, recordemos que en este periodo el tope de tierra que podía ser 

adjudicada a una misma persona (natural o jurídica) osciló entre 5.000, 2.500 y 1.000 hectáreas, 

lo cual hace más difícil ponderar la incidencia de la legislación agraria de los gobiernos 

conservadores en el reparto de tierras a personas naturales y jurídicas. Cabe advertir que durante 

la Guerra de los Mil Días se suspendió la adjudicación de baldíos, de manera que en 1901 y 1902 

solo se registraron 16 adjudicaciones por un total de 6.517 hectáreas (Ministerio de Industrias, 

1931, Tomo V, Capítulo 5).  

Para este periodo existen dos fuentes estadísticas sobre la adjudicación de baldíos: 

1. El Índice de Baldíos del Ministerio de Industrias, publicado en 1931, que registra el nombre 

de cada adjudicatario o concesionario, el año de la adjudicación, la cantidad de hectáreas 

adjudicadas y el municipio donde estaba ubicado el baldío. Con base en esta fuente 

Legrand hizo sus cálculos sobre la cantidad de hectáreas adjudicadas, el número de 

adjudicatarios y concesionarios y la desigual distribución de la tierra para este periodo. 

2. La serie histórica de baldíos 1903-2012, elaborada recientemente por el INCODER y a la 

cual ya hicimos referencia9. Uno de los problemas que detectamos en esta serie estadística 

es la adopción retrospectiva de la actual división político-administrativa del país para todo 

el periodo, pese a los numerosos cambios que esta tuvo a lo largo del siglo XX. Con todo, 

la información registrada en la base de datos del INCODER nos permite describir la 

distribución de baldíos no solo por tamaños sino por departamentos y municipios, así como 

por sexo del adjudicatario. 

Según los cálculos de Legrand, entre 1901 y 1931 se adjudicó un total 881.720 hectáreas a 4.011 

personas naturales y jurídicas (Tabla 2). Y según el INCODER, entre 1903 y 1931, se adjudicó un 

total de 1.104.485 hectáreas a 4.929 adjudicatarios. Si a las últimas cifras sumamos las del Índice 

de Baldíos del Ministerio de Industrias correspondientes a los años 1901 y 1902, la variación es 

insignificante: el total de adjudicatarios aumenta a 4.945 y el total de área adjudicada a 1.111.002 

hectáreas.  

A partir de 1903 utilizaremos la estadística del INCODER para hacer comparables estas cifras 

con la serie de Legrand, recurriendo a los mismos rangos de tamaño establecidos por ella. En 

virtud de los cambios introducidos por la Ley 71 de 1917 en el tope de hectáreas adjudicables 

(1.000) y los procedimientos de titulación, Legrand divide el periodo 1901-1931 en dos 

                                              

9   Desafortunadamente no hay información escrita sobre el proceso de elaboración de esta base de datos. Según el director técnico del 
Sider (Sistema de Información sobre Desarrollo Rural), la información histórica proviene del archivo del antiguo INCORA (Instituto 
Colombiano para la Reforma Agraria), y la información más reciente, de las resoluciones de adjudicación de baldíos expedidas por el 
INCODER. 



subperiodos: 1901-1917 y 1918-1931 (Legrand, 1988, página 242)10. Aunque haremos referencia 

a los cambios observados entre los dos subperiodos, aquí nos centraremos en las cifras de 

adjudicaci·n correspondientes al periodo conocido como ñHegemon²a Conservadoraò. 

De acuerdo con la serie histórica del INCODER, la adjudicación de baldíos entre 1903 y 1931 

presenta las siguientes características: 

Se adjudicaron 49 títulos de baldíos a entidades de derecho público que suman 114.210 hectáreas. De 

estas, 70 por ciento se distribuyó entre los departamentos de: Bolívar (45 por ciento), Antioquia (12 por 

ciento) y Boyacá (12,5 por ciento). 

A personas naturales y jurídicas se les adjudicaron 4.896 terrenos por un total de 996.792 hectáreas. 

Con relación al periodo anterior (1827-1900) (Tabla 1), el promedio anual de adjudicaciones creció de 16 

a 158 y el área adjudicada de 25.654 a 32.155 hectáreas, no obstante que durante la Guerra de los Mil 

Días se hicieron muy pocas adjudicaciones.  

La política de legalizar (o formalizar) las tierras explotadas por los colonos (pequeños, medianos y 

grandes), tuvo un notorio avance que modificó levemente la tendencia al acaparamiento de baldíos por 

parte de los grandes concesionarios. Con relación al periodo anterior (1827-1900), los rangos inferiores 

(1-20 y 21-100 has) pasaron de representar el 38,3 por ciento al 75,8 por ciento en el total de 

adjudicaciones y la superficie adjudicada a estos pasó de 1,3 por ciento a 10 por ciento (Tablas 1 y 2).  

Tabla 2. Adjudicación de baldíos a particulares según rangos de tamaño. Colombia, 1901-1931 

Rangos Adjudicaciones % Hectáreas % 

1-20 2.789 57,0 41.897 4,2 

21-100 979 20,0 55.689 5,6 

101-500 671 13,7 157.351 15,8 

501-1000 212 4,3 174.884 17,5 

1001-

2500 
220 4,5 438.853 44,0 

2501-

5000 
19 0,3 73.353 7,4 

                                              

10   El Índice de Baldíos del Ministerio de LƴŘǳǎǘǊƛŀǎ ŘƛǾƛŘŜ Ŝƭ ǊŜƎƛǎǘǊƻ ŘŜ ƭŀǎ ŀŘƧǳŘƛŎŀŎƛƻƴŜǎ ŜƴǘǊŜ мунт ȅ мфом ŘŜ ƭŀ ǎƛƎǳƛŜƴǘŜ ƳŀƴŜǊŀΥ άмунт 
ŀ мфнмέΤ ά!ŘƧǳŘƛŎŀŎƛƻƴŜǎ ǾŜǊƛŦƛŎŀŘŀǎ ŘŜ ŀŎǳŜǊŘƻ Ŏƻƴ ƭŀ [Ŝȅ тм ŘŜ мфмтΣ ŘŜǎŘŜ Ƨǳƴƛƻ ŘŜ мфмт Ƙŀǎǘŀ Ƴŀȅƻ ŘŜ мфннέΤ ȅ ά!ŘƧǳŘƛŎŀŎƛones 
decretadas desde el año de мфнн Ƙŀǎǘŀ Ƨǳƭƛƻ ŘŜ мфомέΦ !ǳƴǉǳŜ ƴƻ ǎŜ ƛƴŦƻǊƳŀƴ ƭŀǎ ǊŀȊƻƴŜǎ ŘŜ Ŝǎǘŀ ǎǳōŘƛǾƛǎƛƽƴΣ Ŝǎ ŜǾƛŘŜƴǘŜ ǉǳŜ ǘƛŜƴŜ Ŝƴ 
cuenta cambios legislativos importantes como la Ley de 1917. (Ver Anexo 1 tabla 1.7). 
 



Más de 

5000 
6 0,1 54.765 5,5 

Total 4.896 100,0 996.792 100,00% 

 

 

Fuentes: 1900-1902, Ministerio de Industrias, (1931), Memoria del Ministerio de Industrias; 1903-1931, INCODER (2012), Serie histórica de adjudicación 

de baldíos 

 

En los rangos intermedios (101-500 y 501-1.000 has) hubo un decrecimiento de la proporción de 

adjudicatarios acompañada de un aumento en la superficie adjudicada, lo cual provocó un 

crecimiento en el tamaño promedio de los terrenos adjudicados. 

¶ Los adjudicatarios de 101 a 500 hectáreas disminuyeron de 23,1 por ciento a 13,7 por 

ciento con relación al resto de adjudicatarios, y el área que se les adjudicó aumentó de 3,6 

por ciento a 15,8 por ciento.  

¶ Los adjudicatarios de 501 a 1.000 hectáreas también disminuyeron (de 11,3 por ciento a 

4,3 por ciento) y el área que se les adjudicó aumentó de 5,3 por ciento a 17,5 por ciento.  

Se observa asimismo una fuerte disminución de las adjudicaciones mayores a mil hectáreas. Los 

adjudicatarios de este rango disminuyeron su representación de 27,3 por ciento a 5 por ciento del 

total de adjudicatarios, y de 89,8 por ciento a 56,9 por ciento de la superficie total adjudicada. 

En el primer tercio del siglo XX hubo apenas seis concesiones de más de 5.000 hectáreas, pero 

sus beneficiarios recibieron el 6 por ciento de la superficie titulada (54.765 hectáreas) en 30 años. 

Si bien es cierto que en ese entonces, como ahora, había colonos que acaparaban grandes 

extensiones de baldíos, es muy probable que la gran mayoría de los cultivadores de baldíos se 

ubicaran en los rangos inferiores a 1.000 hectáreas. Pero no puede darse por supuesto que todos 

los adjudicatarios de estos rangos fueran colonos. 

Así pues, si sumamos todos los adjudicatarios de menos de 1.000 hectáreas, en 1931 estos 

representaban el 95 por ciento del total de adjudicatarios y el 43 por ciento de la tierra adjudicada. 

Por su parte, los concesionarios de más de 1.000 hectáreas representaban apenas el 5 por 

ciento, pero el Estado les tituló el 57 por ciento de la tierra adjudicada entre 1900 y 1931 (Tabla 

2). A pesar de tan marcado desequilibrio, es evidente que tanto los cambios legislativos como la 

expansión de la frontera agrícola, y en particular de los cultivos de exportación y la ganadería, 

como también la presión campesina sobre la tierra, contribuyeron a hacer un poco más equitativo 

el reparto de tierras de dominio estatal.  

Y para resolver los agudos conflictos agrarios en Cundinamarca, Tolima y otras regiones del país, 

el gobierno conservador de Miguel Abadía Méndez diseñó la colonización dirigida y decretó zonas 

especiales de adjudicación de baldíos dentro de las cuales había haciendas, cuyos terrenos 

incultos habían sido ocupados por colonos y arrendatarios. También se expropiaron latifundios, 

indemnizando a sus dueños, para entregar parcelas a los campesinos que cuestionaban los 



títulos de propiedad y el régimen laboral de las haciendas (Legrand, 1988; Marulanda, 1991; 

Fajardo, 2002b; Palacios, 2011).  

No obstante los avances observados, es pertinente citar la severa crítica al reparto de baldíos que 

hizo, en 1926, el intelectual liberal Alejandro López:  

Con papel sellado, bonos territoriales y algunas influencias en las esferas respectivas adquirieron muchos 

ciudadanos de la república grandes concesiones territoriales, en parajes de buenas perspectivas de 

valorización futura; y ya sabemos todos que quien adquiere la propiedad de miles de hectáreas de tierras 

fiscales no significa con ello su voluntad de internarse en la selva bravía a fundar una empresa agrícola colosal, 

sino que más bien adquiere el derecho de excluir a los verdaderos colonizadores, y esperará que estos 

valoricen las tierras adyacentes, por medio de la apertura de caminos, de siembras y de habitaciones 

numerosas. El incauto colono que ignore que la propiedad ha sido ya asignada, y que los montes que va a 

tumbar son ajenos, pierde irremediablemente su esfuerzo, ante el derecho excluyente del gran propietario. Es 

esta (é) la amenaza que lamenta todo colombiano sin poder remediarla (L·pez, 1976, p§ginas 41-42). 

En estos 30 años, los baldíos titulados a particulares se adjudicaron en su mayor parte en los 

siguientes departamentos: 19,8 por ciento de la superficie (197.156 has) en Córdoba, repartida en 

135 títulos; 16,8 por ciento (166.051 has) en Antioquia, repartida en 384 títulos; 10,2 por ciento en el 

Tolima (101.422 has), repartida en 414 títulos; 8,1 por ciento en Magdalena (80.466 has), en 81 títulos; 

y 6,6 por ciento (65.638 has) en Quindío, repartida en 895 títulos. Para entonces, los municipios del 

actual Quindío estaban adscritos al departamento de Caldas. 

Y como es de esperar, la titulación de baldíos a mujeres fue ínfima: del total de títulos otorgados a 

personas naturales (4.125), solo 241 (5,8 por ciento) fueron otorgados a mujeres. En términos de 

superficie, las mujeres recibieron 1,5 por ciento del total de hectáreas adjudicadas (Anexo 1 Tabla 

1.9). 

 

1.3. Legislación y titulación de baldíos durante  

la República Liberal (1930-1946) 

Al asumir el mando del país en 1930, el presidente liberal Enrique Olaya Herrera tuvo que 

enfrentar la crisis agraria provocada por los conflictos de tierras de los años anteriores, así como 

los efectos de la crisis económica mundial de 1928-29 en los precios de los productos agrícolas 

de exportación y el empleo urbano y rural.  

Para resolver los conflictos agrarios, el gobierno continuó la política de parcelación de latifundios 

involucrados en tales conflictos y la adjudicación de baldíos a los colonos. Pero como aún no 

habían sido resueltos dos problemas (la legalidad de los títulos de las haciendas y el deslinde de 

las propiedades particulares y los terrenos baldíos de la nación), en 1933, el esfuerzo 

gubernamental se concentró en la elaboración de un Régimen de Tierras cuyo proyecto legislativo 



no fue aprobado por el Congreso, decisión esta en la que tuvo una notable influencia la oposición 

de la Sociedad de Agricultores y los demás gremios económicos del país.  

Antes de la elaboración del proyecto de Régimen de Tierras el gobierno había expedido, previa 

aprobación del Congreso, tres leyes sobre terrenos baldíos que buscaban legalizar las tierras 

ocupadas por colonos, fomentar la producción agrícola y las obras públicas, ceder baldíos a 

algunos departamentos y municipios para el fomento de la educación, y controlar el 

acaparamiento de tierras en la codiciada zona bananera de Santa Marta. 

 

1.3.1. Derechos de propiedad sobre baldíos 

En 1930 fue expedida la Ley 5ª por la cual se ordenó hacer cesiones de baldíos a varios 

departamentos y municipios, para el fomento de la agricultura y la ganadería, las obras públicas y 

la educación. Con este fin, la ley dispuso las siguientes cesiones de baldíos (Ministerio de 

Industrias, 1931, Tomo III, páginas 536-539): 

Antioquia (para fomentar la agricultura y la ganadería): 100.000 has en la jurisdicción del municipio de 

Turbo (é), y que hacen parte de la zona de reservada por la Ley 72 de 1925 (é). La distribuci·n de 

baldíos se hará prefiriendo a los colombianos, jefes de familia pobres, agricultores y que se obliguen a 

habitar la finca adjudicada y a hacer la explotación personal y familiar. Ningún colono podrá adquirir una 

extensión mayor 200 hectáreas.  

Magdalena: 15.000 hectáreas de los baldíos reservados por la Nación en la Sierra Nevada de Santa 

Marta, para el fomento de la educación pública del departamento en sus diferentes ramas (Ministerio de 

Industrias, 1931, página 537). De esas hectáreas se reservan 100 para construcción de escuelas y 

granjas agrícolas escolares. 

Huila: 30.000 hectáreas para tres colegios en tres municipios, incluido Neiva.  

Valle del Cauca: 30 has para el ensanchamiento de la población de El Querenal (Dagua), 3.000 para 

Guapi y 3.000 para El Tambo (Ministerio de Industrias, 1931, página 539). 

Cauca: 3.000 has al Instituto Técnico Santander; 2.000 al Distrito de San Miguel; 2.000 al Distrito de 

Timbiquí, para la educación primaria.  

Nariño: 2.000 al Distrito de Isquandó, para educación primaria y sanidad. 

Adicionalmente fueron declarados como no enajenables los baldíos cedidos a los departamentos 

de Magdalena y Huila. 

La Ley 62 de 1930 ordenó ceder 30.000 hectáreas al departamento del Norte de Santander ñpara el 

fomento de la colonización de la parte comprendida entre la cima de Los Andes y los Llanos 

Orientalesò; y para ñla construcci·n, conservaci·n y explotaci·n de las v²as del Sarare (é)ò ( 

Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, página 541). 



Por otra parte, la Ley 25 de 1931 dispuso tres medidas para controlar la adjudicación de baldíos en 

la zona bananera de Santa Marta: 1) Un tope de 20 hectáreas a los terrenos que se adjudiquen a 

partir de la vigencia de esa ley; 2) prohibió enajenar o hipotecar tales terrenos ñdurante los cinco 

años siguientes a la fecha del registro de la respectiva resolución de adjudicación, so pena de 

nulidad de tales enajenaciones o hipotecasò; y 3) demarc· los linderos de la zona bananera 

(artículos 1,2 y 3, citado en Ministerio de Industrias, 1931, Tomo III, página 541).  

A su vez dispuso que toda persona que ñse establezca o se haya establecido en las tierras 

baldías de la Sierra Nevada de Santa Marta, con casa de habitación y con cultivos o plantaciones 

permanentes, tendrá derecho a que el Gobierno le adjudique el terreno ocupado y otro tanto, pero 

en una cuantía inferior a млл ƘŜŎǘłǊŜŀǎέ (Ministerio de Industrias, 1931, página 572), y por 

supuesto dej· ña salvo los derechos adquiridos conforme a las leyes [anteriores]ò (Ministerio de 

Industrias, 1931, página 572). 

No es del caso referirnos en detalle al proyecto de Régimen de Tierras de Olaya Herrera, ni al 

álgido debate político sobre el mismo. Pero conviene hacer memoria de los argumentos 

expuestos por el ministro de industrias de entonces, Francisco José Chaux, en defensa de dicho 

proyecto, puesto que tales argumentos, entre estos el relativo a la función social de la propiedad, 

volverán a aparecer en la motivación de la Ley 200 de 1936 y de la ley de reforma social agraria 

del Frente Nacional.  

Para Chaux, ñla situaci·n conflictiva del mundo rural colombiano se deb²a a una grave 

contraposición entre factores jurídicos (títulos de propiedad) y factores económicos (necesidades 

campesinas), problema que había sido señalado insistentemente por varios dirigentes liberales, 

entre ellos Jorge Eli®cer Gait§n, Alejandro L·pez y Carlos Lleras Restrepoò. En palabras del 

ministro: ñentre la tierra y el cultivador se ha introducido una espesa capa de derechos civiles, 

t²tulos y pretensiones de dominio, que los a²sla y separaò. Con respecto al derecho propiedad, 

definido en la jurisprudencia colombiana como un derecho inalienable, aduc²a que ñcuando el 

título se extiende más allá de lo justo, deja de ser un derecho para constituir una usurpación. Si 

respetamos el título en cuanto es derecho, quedará salvada la inviolabilidad del principio, y en 

cambio podremos sancionarlo y castigarlo en cuanto sea usurpación, devolviéndole a la realidad 

las prerrogativas que le han sido violadas (...) Se trata entonces de integrar el trabajo como 

condici·n del derecho [de propiedad]ò (Londo¶o, 2009, p§ginas 69-70).  

Sobre la usurpación de tierras, el ministro Chaux da las siguientes cifras:  

solo en Cundinamarca y Tolima (é) las autorizaciones para iniciar juicios de dominio contra 

verdaderos detentadores del patrimonio del Estado, se refieren a extensiones territoriales de 500.000 

hectáreas (Londoño, 2009, página 71).  

Agregó que de las tierras adjudicadas a particulares, solo 100.000 hectáreas han sido 

efectivamente explotadas; e informó que estaban en proceso de reversión al patrimonio de la 



Naci·n 140.000 hect§reas abandonadas, situaci·n que Chaux atribuy· ñal art²culo 2 de la Ley 85 

de 1920, que obligaba a cultivar en un lapso de 10 años tan solo la quinta parte de la tierra 

adjudicada, medida que ®l califica como irrisoriaò (Londo¶o, 2009, p§gina 71).  

Aunque Chaux defendía las parcelaciones de latifundios involucrados en conflictos agrarios, 

estaba en desacuerdo con la parcelaci·n como pol²tica general para solucionar ñla gran cuesti·n 

agrariaò, pues consideraba ñabsurdoò que el Estado comprara tierras mientras hubiera bald²os 

para resolver dicha cuesti·n. Para Chaux, la parcelaci·n solo se justificaba ñen terrenos en los 

que concurren estas circunstancias: que se trate de lugares de excepcional importancia por su 

situación geográfica y comercial, sobre los cuales esté comprobada la propiedad particular y en 

que se hayan establecido los pequeños cultivadores y tengan vinculado a ellos el producto de su 

trabajoò (Londo¶o, 2009, p§ginas 71-72). 

El debate político sobre los derechos de propiedad se agudizó durante el gobierno de López 

Pumarejo con motivo de la presentación al Congreso de un nuevo proyecto de Régimen de 

Tierras en 1936 que retomaba en parte el articulado del proyecto anterior, pero cuyo alcance 

terminaría siendo bastante modesto, en virtud de las concesiones que el Gobierno tuvo que hacer 

a los grandes propietarios rurales, a los gremios económicos y a la derecha liberal, para que 

aprobaran la ley de tierras.  

Del nuevo régimen de tierras (Ley 200 de 1936), sobre el cual existe una abundante literatura 

crítica y distintas interpretaciones, cabe mencionar los siguientes aspectos: 

1. Para deslindar las tierras de propiedad privada de los baldíos, estableció como condición 

de los ñfundos pose²dos por particulares, la explotaci·n econ·mica del suelo por medio de 

hechos positivos del dueño, como las plantaciones o sementeras, la ocupación con 

ganados y otros de igual significaci·n econ·micaò;  

2. Orden· ñla extinci·n del derecho de dominio o propiedad sobre los predios rurales en los 

cuales se dejare de ejercer posesi·n en la forma establecida en el art²culo 1Ü de esta leyò;  

3. Exigi· como prueba de dominio o propiedad, ñel t²tulo originario expedido por el Estado que 

no haya perdido su eficacia legalò, o en su defecto, ñlos t²tulos inscritos otorgados con 

anterioridad a la presente ley, en que consten tradiciones de dominio por un lapso no 

menor del término que señalan las leyes para la prescripci·n ordinariaò (es decir, 30 a¶os o 

antes);  

4. Concedió un plazo máximo de 10 años para la explotación económica de los predios 

privados, a partir de la vigencia de la ley, y en el caso de no hacerlo, la prescripción de 

dominio a favor de la Nación;  

5. Para quienes hubieran ocupado y explotado tierras incultas de propiedad privada ñdurante 

cinco a¶os continuos, creyendo de buena fe que se trata de tierras bald²osò, estableci· a su 

favor la prescripción de domino sobre el terreno explotado; y  



6. Para resolver los litigios de tierras, cre· una jurisdicci·n especial denominada ñjueces de 

tierrasò (P®rez, 1938, p§ginas 155-170). 

Entre los aspectos positivos de la Ley 200 se ha subrayado la prescripción de dominio privado a 

favor del Estado de las tierras que no fuesen explotadas en el lapso de 10 años. Pero dicha 

norma no se aplicó y fue suprimida por la Ley 100 de 1944. Con respecto a los colonos, se ha 

dicho con razón que solo se reconocieron los derechos de posesión a los que habían ocupado 

terrenos incultos de propiedad particular en los términos fijados por la ley, lo que implicó que se 

les negara los derechos de posesión a quienes habían ocupado terrenos incultos de propiedad 

privada antes de cinco años, contados retroactivamente a partir de la vigencia de la Ley 200. 

En 1936 el gobierno expidió la Ley 34 que introdujo importantes modificaciones a la legislación de 

baldíos. Entre sus principales disposiciones, cabe destacar:  

A. Regulación de los derechos de propiedad de los colonos:  

¶ Se aumenta de 20 a 25 hect§reas, ñy otro tanto de lo cultivadoò, la titulaci·n de bald²os a 

los colonos que se hubiesen establecido en estos ñcon casa de habitaci·n y cultivos 

permanentes, como plantaciones de café, cacao, caña de azúcar, o sementeras de trigo, 

papa, ma²z, arroz, etc.,ò (art.1). Adicionalmente, se establece que el dominio de los 

colonos, tanto sobre el terreno cultivado como sobre el adyacente, se adquiere por ñel 

hecho del cultivo, [el cual debe ser] reconocido en la respectiva providencia de 

adjudicaci·nò (art. 9). 

¶ En el caso de que la porción cultivada u ocupada con pastos artificiales fuese mayor de 25 

hect§reas, se dispone que ñla porci·n inculta adyacente no podr§ ser mayor de otro tanto 

de la cultivadaò (art. 2). 

¶ A los colonos que se hubiesen establecido en baldíos antes de la vigencia de esta ley, se 

les reconoce el derecho a que ñse les adjudique la parte cultivada y el tanto m§s que 

se¶ala la ley, aunque la totalidad del terreno exceda los l²mites se¶alados en ellaò (art. 12). 

¶ Se establece la ñcondici·n resolutoria de dominioò en caso de que se compruebe que ñen 

una adjudicación hecha a título de cultivador con posterioridad a la vigencia de la Ley 85 

de 1920, ha habido engaño por no existir los correspondientes cultivos en el momento de 

expedirse el t²tuloò (art. 10).  

B. Regulación de los baldíos adjudicados para la agricultura y la ganadería, o a cambio de bonos 

territoriales. 

¶ Regla general:  

¶ Para la agricultura, o a cambio de bonos territoriales, ñlas adjudicaciones de bald²os no 

podrán exceder de seiscientas (600) hectáreasò;  

¶ Para la ganader²a, ñno podr§n ser mayores de ochocientas (800) hect§reasò.  

¶ Excepciones:  

http://www.lexbase.biz/lexbase/normas/leyes/1920/L0085de1920.htm
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¶ ñSi los terrenos bald²os se hallan a una distancia mayor de cincuenta kilómetros de la cabecera 

del municipio más próximo, las adjudicaciones podrán ser hasta por ochocientas (800) 

hectáreas para la agricultura o a cambio de bonos territoriales, y de mil quinientas (1.500) 

hect§reas para la ganader²aò (art.3). 

¶ ñCuando se trate del establecimiento de empresas que por sus condiciones especiales lo 

requieran, o de terrenos que se hallen alejados de los centros de consumo, el Poder 

Ejecutivo, previo el concepto favorable del Consejo de Ministros, podrá hacer 

adjudicaciones de superficies mayores de las fijadas anteriormente, sin exceder, en ningún 

caso, de dos mil quinientas (2.500) hect§reasò. 

C. Para los baldíos adjudicados a cambio de bonos territoriales, se establece la condición 

resolutoria de dominio ñen el caso de que dentro del t®rmino de cinco a¶os contados desde la 

fecha de la adjudicación, el adjudicatario o sus sucesores no cultivaren u ocuparen con ganados, 

por lo menos la mitad del terreno que se les haya adjudicado. En tales casos, el dominio de los 

terrenos adjudicados vuelve a la Nación ipso facto y por ministerio de la ley, y por tanto, son estos 

denunciables por el solo hecho del cumplimiento de la expresada condici·n resolutoriaò.  

D. Regulaci·n de los ñbald²os adyacentes a las salinas o minas de propiedad de la Naci·nò.  

el Gobierno procederá, por conducto del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, a levantar los 

planos de porciones de terrenos apropiados para la explotación de dichas minas o salinas, en 

extensiones no mayores de cuatro mil (4.000) hectáreas, a fin de que tales terrenos sean reservados para 

la Nación, sin que puedan ser adjudicados por ningún concepto.  

E. De las anteriores disposiciones quedan exceptuados ñlos terrenos bald²os de los Llanos de San 

Martín y Casanare, y de la Sabana de Bolívar, cubiertos de pastos naturales en cuanto estén 

aprovechados o se aprovechen para la industria ganaderaò (art. 8).  

F. Se ordena al Ministerio de Industrias y Trabajo ñformar el inventario de los terrenos bald²os 

adjudicados por la Nación de 1824 en adelante; verificar el cumplimiento que los adjudicatarios 

hayan dado a lo prescrito en las respectivas concesiones, y declarar de oficio la reincorporación al 

dominio del Estado de todas aquellas porciones en las cuales no se hayan llenado los requisitos 

correspondientes, teniendo en cuenta a este efecto las disposiciones de la presente Leyò (art. 7).  

Probablemente, la expedición de esta nueva ley buscaba una distribución más racional y 

equitativa de las tierras de dominio estatal, aumentado la titulación a los pequeños y medianos 

cultivadores. Pero al igual que la Ley 200, daba ciertas garantías a los grandes concesionarios de 

baldíos, y en particular a los ganaderos establecidos en extensos baldíos de los Llanos Orientales 

y las sabanas de Bolívar. 

Entre los aspectos progresistas de la Ley 34, destacamos: 1) La disminución del área adjudicable 

a los empresarios agrícolas, a los ganaderos y a los tenedores de bonos territoriales; 2) La 

obligación de los tenedores de bonos de explotar, en el término de cinco años, el 50 por ciento del 



terreno adjudicado, o de lo contrario se les aplicaría la condición resolutoria de dominio; 3) El 

pequeño aumento del área adjudicable a los colonos y el reconocimiento de los derechos 

adquiridos antes de la vigencia de la nueva ley, aunque también se les aplicaría la condición 

resolutoria de dominio en caso de haber incumplido la exigencia relativa al área cultivada; 4) La 

restricción impuesta a los baldíos adyacentes a las minas y salinas; y 5) La orden de hacer el 

inventario de baldíos adjudicados desde 1824, y de verificar el cumplimiento de las obligaciones 

contraídas por los concesionarios, y en caso negativo, reintegrar ipso facto tales terrenos al 

Estado. 

Entre los aspectos discutibles, subrayamos, en primer lugar, la legalización de las grandes 

extensiones de pastos naturales apropiadas por ganaderos en los Llanos orientales y las 

Sabanas de Bolívar. Y en segundo lugar, las excepciones al límite máximo de tierra adjudicable, 

tanto por las dificultades técnicas para delimitar las áreas definidas por la ley, como por la 

tendencia en Colombia a convertir la excepción en norma. 

 

1.3.2. Titulación de baldíos 1932-1946 

Con relación al periodo anterior (1901-1931), la adjudicación de baldíos durante los gobiernos de 

la República Liberal tuvo notables cambios en la distribución según el tamaño de los terrenos. En 

primer lugar, se moderó aún más la tendencia a la concentración de los baldíos en los segmentos 

superiores de la escala y aumentó notablemente la representación de los pequeños y medianos 

cultivadores. Hubo también un significativo aumento en el promedio anual de adjudicatarios y del 

área adjudicada, lo cual pone en evidencia, por una parte, un mayor dinamismo en la colonización 

y una mayor presión sobre la tierra por parte de la población campesina del centro del país; y por 

otra, una mayor capacidad del aparato estatal para atender las solicitudes de titulación de baldíos 

(Tablas 4 y 5).  

En términos estadísticos, estos son los cambios más significativos del reparto de baldíos durante 

la República Liberal con relación a la Hegemonía Conservadora: 

1. Hubo un aumento considerable de las adjudicaciones a particulares: de 4.880 a 13.523 

(177 por ciento); pero al mismo tiempo disminuyó el área total adjudicada: de 990.275 a 

654.334 (34 por ciento). Ambos cambios se explican por el aumento (en área y superficie) 

de las adjudicaciones inferiores a 1.000 hectáreas (Tabla 3). 

2. Del total de adjudicaciones a particulares, el 8,6 por ciento fue otorgada a personas 

jurídicas con el 7,1 por ciento de la superficie. 

3. Se incrementó el promedio anual de adjudicatarios y área adjudicada. Los primeros 

crecieron de 174 a 965 (554,5 por ciento) y el área de 35.366 a 46.738 hectáreas (32,1 por 

ciento) (Anexo 0, Tabla 0.3). 

4. La distribución de baldíos por rangos de tamaño presenta las siguientes variaciones: 



o Los adjudicatarios de 1 a 100 hectáreas aumentaron de 77 por ciento a 94 por 

ciento con relación al total de adjudicatarios. Y el área creció de 9,7 por ciento a 37 

por ciento (Tabla 3). 

o Los adjudicatarios de 101 a 1.000 hectáreas disminuyeron de 8,6 por ciento a 1,6 

por ciento, y el área adjudicada pasó de 61,5 por ciento a 45,6 por ciento (Tabla 3). 

o Los adjudicatarios de más de 1.000 hectáreas disminuyeron de 5 por ciento a 0,7 por 

ciento, mientras que el área adjudicada se redujo de 57,1 por ciento a 32,1 por ciento 

(Tabla 3). 

5. Disminuyó el tamaño promedio de los terrenos adjudicados a los pequeños y medianos 

cultivadores. Y, por el contrario, aumentó el tamaño promedio de los terrenos de más de 

1.000 hectáreas. Estos dos cambios se explican por el notable aumento de los pequeños 

adjudicatarios y la fuerte reducción de los grandes (Tabla 4). 

Tabla 3. Adjudicación de baldíos a particulares según rangos de tamaño. Colombia, 1903-1946 

Periodos 1903-1931 1932-1946 

Tamaño Adjudicatarios % Superficie % Adjudicatarios % Superficie % 

0-20 2.789 57,2 41.897 4,2 8.953 66,2 85.037 13,0 

21-100 974 20,0 55.278 5,6 3.829 28,3 157.391 24,1 

101-500 665 13,6 155.449 15,7 513 3,8 105.988 16,2 

501-

1000 
208 4,3 171.750 17,3 130 1,0 95.489 14,6 

1001-

2500 
219 4,5 437.783 44,2 96 0,7 202.847 31,0 

2501-

5000 
19 0,4 73.353 7,4 2 0,0 7.583 1,2 

Más de 

5000 
6 0,1 54.765 5,5 -   -   

TOTAL 4.880 100,0 990.275 100,0 13.523 100,0 654.334 100,0 

 

 

Fuente: elaboración propia, datos tomados de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

Tabla 4. Adjudicación de baldíos a particulares según tamaño promedio. Colombia, 1903-1946 

Periodos 1903-1931 1932-1946 Diferencia 



Tamaño Adjudicatarios Superficie 
Tamaño 

promedio 
Adjudicatarios Superficie 

Tamaño 

promedio 

Tamaño 

promedio 

0-20 2.789 41.897 15 8.953 85.037 9 - 6 

21-100 974 55.278 57 3.829 157.391 41 -16 

101-500 665 155.449 234 513 105.988 207 - 27 

501-

1000 
208 171.750 826 130 95.489 735 - 91 

1001-

2500 
219 437.783 1.999 96 202.847 2113 114 

2501-

5000 
19 73.353 3.861 2 7.583 3791 -69 

Más de 

5000 
6 54.765 9.128 - - 0 - 9.128 

TOTAL 4.880 990.275 203 13.523 654.334 48 - 155 

 

 

Fuente: elaboración propia, datos tomados de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

 

6. La mayor parte de la superficie adjudicada a particulares se concentró en los siguientes 

departamentos: Antioquia (21,4 por ciento); Valle del Cauca (15,3 por ciento); Tolima (6,8 

por ciento); Caquetá (5,4 por ciento); Cesar (5,4 por ciento); Chocó (5,1 por ciento); y 

Córdoba (5 por ciento). El mayor porcentaje de títulos se distribuyó así: Valle del Cauca 

(23,2 por ciento); Caldas (11 por ciento); Tolima (8 por ciento); Cundinamarca (6,4 por 

ciento) y Caquetá (6,1 por ciento) (Tabla 5). 

Tabla 5. Distribución territorial de la adjudicación de baldíos a particulares. Colombia, 1932-1946 

Departamento Adjudicaciones % Superficie % 

ANTIOQUIA 667 4,9 140.605 21,5 

VALLE DEL 

CAUCA 
3.136 23,2 100.126 15,3 

TOLIMA 1.067 7,9 44.611 6,8 



CAQUETÁ 823 6,1 36.189 5,5 

CESAR 301 2,2 35.635 5,4 

MAGDALENA 200 1,5 35.472 5,4 

CHOCÓ 626 4,6 33.582 5,1 

CÓRDOBA 34 0,3 32.828 5,0 

CUNDINAMARCA 871 6,4 31.090 4,8 

META 305 2,3 30.321 4,6 

Otros* 8.030 59,4 520.460 79,5 

Total 13.523 100,0 654.334 100,0 

 

 

Fuente: elaboración propia, datos tomados de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012. 

*La Guajira, Huila, Cauca, Quindío, Caldas, Nariño, Risaralda, Bolívar, Norte Santander, Sucre, Atlántico, Boyacá, Amazonas, Archipiélago San Andrés. 

 

7. Con respecto al periodo anterior, la titulación de baldíos a las mujeres aumentó de 4,9 por 

ciento a 15,3 por ciento. Y la superficie adjudicada a estas pasó de 1,3 por ciento a 7 por 

ciento (Anexo 1, Tabla 1.9 y Tabla 1.10). 

A pesar de las ambigüedades y contradicciones de la política de tierras de los gobiernos liberales, 

y en particular de las dos administraciones de López Pumarejo, el énfasis en el acceso de los 

campesinos a la tierra, como en el reconocimiento de los derechos de los trabajadores en 

general, incidió en el aumento de las solicites de titulación por parte de los colonos y en una 

atención más oportuna y eficaz de estas. Esto permite plantear que la democratización del reparto 

de tierras baldías en esa época moderó, entre el campesinado, los efectos negativos de la Ley 

200, y apaciguó los conflictos agrarios. 

Al concluir la segunda administración de López Pumarejo comenzaba a ser realidad la 

conformación de una clase media rural, ideal que había sido pregonado insistentemente por 

Alejandro López desde los años veinte:  

Campo alguno como este sería tan fecundo para dar pábulo al anhelo de la independencia 

individual por medio de disposiciones legales y métodos económicos que hiciesen fácil la repartición 

de las tierras, facilitando la labor del campesino terrateniente, y creando una holgada clase media 

que sería, como en todo país civilizado, la columna vertebral de la sociedad, el nervio de la paz y de 

la estabilidad (citado por Mesa, 1976, página 85). 

Recordemos, por último, que la Ley 5ª de 1930 ordenó entregar 160.000 hectáreas de baldíos a 

varios departamentos del país, de las cuales 52.000 eran para el fomento de la educación pública 



en algunos municipios. A estas cesiones se suma una por 30.000 hectáreas al departamento de 

Norte de Santander, ordenada por la Ley 67 de 1930. Pero a juzgar por la información del 

INCODER, entre 1932 y 1946, entidades de derecho público fueron adjudicatarias en total de 67 

terrenos que sumaban 47.948 hectáreas. 

 

1.4. Legislación y titulación de baldíos durante los gobiernos 

conservadores 1946-1953. 

1.4.1. Derechos de propiedad sobre terrenos baldíos 

Dado que el énfasis de la historia colombiana de mediados del siglo XX ha estado puesto en el 

asesinato de Jorge Eliécer Gaitán y la violencia liberal-conservadora de los años cincuenta, los 

estudios sobre las políticas agrarias contienen escasas referencias a los gobiernos de Mariano 

Ospina Pérez y Laureano Gómez11. En mayo de 1948, un mes después del asesinato de Jorge 

Eliécer Gaitán y los cruentos sucesos del 9 de abril, Ospina Pérez expidió el Decreto 1483 por el 

cual se creó el Instituto de Colonización, Parcelación y Defensa Forestal. Según Hirschman:  

Tras constituirse con el bombo y platillos de rigor, el Instituto quedó relegado a una existencia un 

tanto miserable, por falta de fondos y de personal. Su función principal no era la colonización, sino la 

parcelación de tierras de propiedad privada que ya estaban cultivadas o aprovechadas de una forma u 

otra (é). El Instituto se hizo cargo de algunas de estas operaciones que se estaban ya tramitando 

cuando se creó. En cuanto a la colonización, las actividades del Instituto, a las que se asignó una dote 

única de 10.000.000 de pesos, fueron virtualmente nulas (Hirschman, 1964, página 158). 

Sobre las parcelaciones que se llevaron a cabo en esos años, no hemos encontrado cifras. Y en 

cuanto a la colonización, la estadística de adjudicación de baldíos del INCODER, como veremos 

más adelante, muestra que esta política, contrario a lo que afirman Hirschman y los historiadores 

agrarios colombianos, en modo alguno fue insignificante durante los gobiernos de Ospina y 

Gómez.  

Antes de examinar las cifras de adjudicación de baldíos entre 1947 y 1953, es preciso referirse a 

la Ley 97 de 1946 mediante la cual el gobierno de Ospina Pérez, con aprobación del Congreso, 

modificó algunas disposiciones de la legislación anterior, que han pasado inadvertidas en la 

historia agraria colombiana del siglo XX. Veamos las más pertinentes para nuestro análisis:  

1. Se hace más estricto el procedimiento de titulación de baldíos a los colonos, con el fin de 

evitar posibles pleitos entre estos y los propietarios u otros adjudicatarios, y para asegurar 

que el terreno solicitado cumpla los requisitos legales. La ley ordena al alcalde municipal, 

                                              

11   En la revisión bibliográfica hecha para este trabajo encontramos solo unas pocas referencias al Decreto 1483 de 1948 expedido por el 
presidente Ospina Pérez. Véase, entre otros: Arango Restrepo, 1987; Hirschman, 1964; Londoño, 2009; Londoño y Velásquez, 1974; 

Mesa, 1976.  
 



ñen cuya jurisdicci·n est§ ubicado el inmuebleò, tramitar las solicitudes de bald²os ante el 

Ministerio de la Econom²a Nacional, previa ñinspecci·n ocularò de las caracter²sticas del 

inmueble solicitado, para la cual este deberá seguir las siguientes instrucciones: 

o Que se fije en la puerta de su oficina y en la del respectivo Corregidor, por el término 

de treinta (30) días, un aviso de la solicitud, del cual se entregará una copia al 

interesado para su publicación inmediata en el periódico oficial del Departamento, o 

en uno particular que se edite en la capital del mismo Departamento, o en el Diario 

Oficial, aviso que, además, deberá ser publicado por bando en tres días de mercado 

consecutivos. En las solicitudes de adjudicación hasta de cincuenta (50) hectáreas, 

no es necesaria la publicación del aviso en periódico alguno [énfasis agregado]. 

o La práctica de una inspección ocular, con citación personal previa de los colindantes 

y del respectivo Agente del Ministerio Público, en asocio de dos peritos vecinos del 

interesado y conocedores de la región, designados, uno por el interesado y otro por 

el funcionario, con el objeto de acreditar los siguientes hechos: 

o -Nombre, situación y linderos del terreno, con sujeción a los puntos cardinales, 

dando la longitud de cada uno de ellos, con la aclaración de si tales longitudes se 

toman en línea recta, o siguiendo las sinuosidades del terreno. Indicarán los 

nombres de los colindantes y la extensión aproximada en hectáreas. 

o -Proporción entre la superficie ocupada o cultivada y la porción inculta. 

o -Tiempo de ocupación, naturaleza y estado de los cultivos, de los pastos naturales o 

artificiales, clase y número de los ganados que allí existieren y si hay casa de 

habitación. 

o -Si dentro de la extensión que se pretende se encuentran o no establecidos colonos 

o cultivadores distintos del peticionario. 

o -Si el terreno forma o no parte de un bosque que contenga especies forestales de 

elevado valor comercial, y en caso afirmativo, especificar su clase; si está o no 

dentro de una zona de cien metros a la redonda de algún nacimiento de agua, o si 

está o no en margen o ladera cuya inclinación sea superior al 40 por ciento, y 

o -Si respecto de él se cumplen o no disposiciones sobre reservas de que hablan las 

leyes vigentes. 

o Todas las observaciones que se hicieren durante la inspección ocular se harán 

constar en el acta respectiva y se levantará un croquis del terreno, elaborado y 

firmado por los peritos y autenticado por el funcionario actuante, croquis que no será 

necesario en las adjudicaciones de más de doscientas (200) hectáreas, como 

tampoco el expresar la longitud de los linderos [énfasis agregado]. 



Para las adjudicaciones de más de 200 hectáreas se ordena que la inspección ocular sea 

practicada ñpor un Juez Municipal del Distrito, para lo cual el Alcalde le pasar§ oportunamente el 

expedienteò.  

2. Se ordena al alcalde municipal informar públicamente sobre la lista de solicitudes de 

adjudicaci·n de bald²os por un t®rmino de diez d²as, durante el cual ñcualquiera persona 

podrá oponerse a la adjudicación, presentando, al menos, un principio de prueba que 

justifique su oposici·nò. 

En caso de no haberse presentado oposiciones justificadas, el alcalde deber§ remitir ñel 

expediente al Ministerio de la Economía Nacional para los efectos a que hubiere lugar; pero si la 

solicitud es por extensión de más de doscientas (200) hectáreas, antes de su remisión al 

Ministerio, se ordenará levantar el plano a que se refiere el artículo 55 del Código Forestal por el 

Agrimensor titulado que indique el peticionarioò. 

3. Los terrenos que el Estado adjudique como bald²os deben haber sido explotados ñcon 

cultivos o establecimiento de ganados por un período no menor de cinco años con 

anterioridad a la fecha de la adjudicaci·nò. 

4. Para los terrenos adjudicados con anterioridad a la vigencia de esta ley, se exige la 

acreditaci·n ñde la explotaci·n actual, [y] que no haya sido controvertido el dominio del 

adjudicatario, o que habiéndolo sido, el juicio le fue favorable mediante sentencia que haya 

hecho tr§nsito a cosa juzgadaò. 

5. Se preservan los derechos de los adjudicatarios a cambio de títulos de deuda pública, 

siempre y cuando ñdemuestren, por una parte, haber obtenido la expresa declaración sobre 

extinci·n de la condici·n resolutoria de dominio, y, por otra, la prueba especial (é) sobre 

explotaci·n econ·mica de sus predios, por un per²odo m²nimo de cinco a¶os (é)ò. 

6. Se ordena que los terrenos adjudicados deben tener como mínimo 25 hectáreas, ña no ser 

que la extensi·n de la zona bald²a impida su ensanchamientoò [®nfasis agregado]. 

7. Se amplía a 5.000 hectáreas el máximo de tierra adjudicable ña t²tulo ganadero [en las 

regiones en que prevalezcan sabanas de pastos naturales, como en los Llanos de San Martín 

y Casanare y Sabanas de Bol²var y Magdalena]ò [®nfasis agregado].  

8. Se ordena levantar los planos ñde las adjudicaciones de bald²os para servicios p¼blicos 

nacionales, departamentales o municipales a más tardar dentro del año siguiente a la 

vigencia de la ley o decreto que la haya señalado, so pena de que se pierda el carácter de 

reserva, plazo que podrá ser prorrogado por el Ministerio de la Economía Nacional, según 

las circunstancias especiales de cada caso concretoò. 

9. Se excluye de ñla reserva de que hablan los art²culos 107 y numeral d) del art²culo 45 

del Código Fiscal, las islas y playones de los ríos y lagos navegables, sin perjuicio de 

que para una destinación concreta puedan hacerse las reservas que se consideren 

necesarias por medio de ley o decreto especial. 



En consecuencia, pueden ser adjudicables en la forma y condiciones que el Gobierno 

determine en la respectiva reglamentación, dándose preferencia, en todo caso, a los 

colonos pobres que no tengan otros medios de subsistenciaò. 

Con respecto a la legislación anterior, la Ley 97 de 1946 implicó un avance en cuanto a la 

fijación de un área mínima de tierra para los colonos (25 hectáreas). Y un retroceso en los 

siguientes aspectos: hizo mucho más engorroso el trámite de adjudicación a los colonos; 

amplió de manera considerable las adjudicaciones a los ganaderos de los Llanos de San 

Martín, Casanare y las sabanas de Bolívar y Magdalena; y sustrajo importantes áreas 

naturales de la reserva de baldíos adyacentes a las islas, playones y ríos navegables, 

aunque a la vez ordenaba dar preferencia en la adjudicación de estas tierras a los colonos 

más pobres. 

En el gobierno de Laureano Gómez continuó vigente la Ley 97, sin que hubiesen cambios 

importantes en la política de baldíos. 

 

1.4.2. Titulación de baldíos 1946-1953  

A juzgar por la estadística de baldíos del INCODER, ni la Ley 97 ni la violencia política de los 

años cincuenta alteraron el ritmo de la adjudicación de baldíos. Al contrario, con relación a la 

República Liberal, durante los gobiernos conservadores de Mariano Ospina Pérez y Laureano 

Gómez hubo un aumento del 14 por ciento en el número de adjudicatarios y del 19,6 por ciento en 

la superficie adjudicada (Tabla 6). Más aún, el promedio anual de adjudicatarios y de hectáreas 

adjudicadas creció en 165 por ciento y 167 por ciento respectivamente (Anexo 0. Tabla 0.3).  

Con relación al periodo anterior (1932-1946), se observan los siguientes cambios en la 

distribución de los baldíos entre particulares:  

1. Disminuyó la representación de los pequeños adjudicatarios (de 94,5 por ciento a 90,14 

por ciento) y del área adjudicada a estos (de 37 por ciento a 32,8 por ciento).  

2. Aumentó la representación de los medianos (de 4,7 por ciento a 9,5 por ciento) y el área 

adjudicada a estos (de 30,7 por ciento a 47 por ciento). 

3. Disminuyó la representación de los grandes concesionarios (de 0,7 por ciento a 0,3 por 

ciento) y el área adjudicada (de 32,1 por ciento a 20,1 por ciento).  

4. Contrario a lo dispuesto por la Ley 97 de 1946, que fijó en 25 hectáreas el mínimo 

adjudicable a particulares, el tamaño promedio de los terrenos asignados al segmento 

inferior de la escala de adjudicatarios pasó de 9,5 a 6 hectáreas. Al parecer, esta 

disposición favoreció principalmente a los adjudicatarios de 21 a 100 hectáreas, cuyo 

tamaño promedio pasó de 41 a 43,6 hectáreas (Tabla 7). 

5. También disminuyó el tamaño promedio de los terrenos adjudicados a medianos 

productores o cultivadores (Tabla 7).  



6. Aumentó el tamaño promedio de las adjudicaciones de 2.500 a 5.000 hectáreas (de 4.194 

a 4.571), en lo cual debió influir la disposición de la Ley 97 que amplió a 5.000 hectáreas el 

m§ximo adjudicable a ñt²tulo ganaderoò (Tabla 7). 

7. En estos años no hubo adjudicaciones de más de 5.000 hectáreas.  

8. Un poco más del 60 por ciento de la superficie adjudicada se localizó en los siguientes 

departamentos: Valle del Cauca (27,4 por ciento); Tolima (10,6 por ciento); Meta (8,9 

por ciento); Santander (7,6 por ciento); Antioquia (7,2 por ciento); y Cesar (6,7 por 

ciento). En cambio, la mayor proporción de adjudicatarios se ubicó así: Valle del Cauca 

(37,7 por ciento); Nariño (20,6 por ciento); Cauca (6,1 por ciento); Tolima (5,5 por 

ciento); y Huila (5 por ciento) (Tabla 8). 

9. La proporción de mujeres que recibió títulos de baldíos aumentó de 15,3 por ciento a 17,1 

por ciento. Y la superficie adjudicada a estas se duplicó (pasó de 7 por ciento a 13,7 por 

ciento) (Anexo 1, Tabla 1.11).  

Contrario a lo que cabría esperar, durante los años de mayor intensidad de la violencia liberal-

conservadora, no disminuyó el ritmo de adjudicaciones de baldíos, este incluso mantuvo la 

tendencia a una distribución un poco más equitativa de las tierras públicas. 

Tabla 6. Adjudicación de baldíos a particulares por rangos de tamaño. Colombia, 1932-1953 

Periodos 1932-1946 1947-1953 

Rangos 
tamaño 

Adjudicaciones % Superficie % Adjudicaciones % Superficie % 

1-20 8.953 66,2 85.037 13,0 9.265 60,2 55.798 7,1 

21-100 3.829 28,3 157.391 24,1 4.616 30,0 201.524 25,8 

101-500 513 3,8 105.988 16,2 1.291 8,4 240.434 30,7 

501-1000 130 1,0 95.489 14,6 174 1,1 127.338 16,3 

1001-2500 96 0,7 202.847 31,0 29 0,2 47.523 6,1 

2501-5000 2 0,0 7.583 1,2 24 0,2 109.721 14,0 

Total 13.523 100,0 654.334 100,0 15.399 100,0 782.338 100,0 

 

 

Fuente: elaboración propia, datos tomados de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

Tabla 7. Adjudicación de baldíos a particulares según tamaños promedio. Colombia, 1932-1953 

Periodos 1932-1946 1947-1953 



Rangos 
tamaño 

Adjudicaciones Superficie 
Tamaño 

promedio 
Adjudicaciones Superficie 

Tamaño  
promedio 

1-20 8.953 85.037 9,5 9.265 55.798 6,0 

21-100 3.829 157.391 41,1 4.616 201.524 43,7 

101-500 513 105.988 206,6 1.291 240.434 186,2 

501-1000 130 95.489 734,5 174 127.338 731,8 

1001-2500 96 202.847 2.113,0 29 47.523 1.638,7 

2501-5000 2 7.583 3.791,4 24 109.721 4.571,7 

Total 13.523 654.334 48,4 15.399 782.338 50,8 

 

Fuente: elaboración propia, datos tomados de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012  

Tabla 8. Distribución territorial de la adjudicación de baldíos a particulares. Colombia, 1947-1953 

Departamento Adjudicaciones % Superficie % 

VALLE DEL CAUCA 5.808 37,7 199.380 25,5 

TOLIMA 851 5,5 83.646 10,7 

META 54 0,4 70.084 9,0 

SANTANDER 412 2,7 59.475 7,6 

ANTIOQUIA 334 2,2 56.826 7,3 

CESAR 285 1,9 52.720 6,7 

HUILA 780 5,1 35.485 4,5 

CUNDINAMARCA 291 1,9 25.588 3,3 

CAQUETÁ 328 2,1 24.790 3,2 

LA GUAJIRA 497 3,2 24.072 3,1 

Otros* 5.759 37,4 150.273 19,2 

Total 15.399 100 782.338 100 

 

 



Fuente: elaboración propia, datos tomados de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

* Boyacá, Magdalena, Quindío, Córdoba, Cauca, Nariño, Putumayo, Caldas, Casanare, Risaralda, Chocó, Norte de Santander, Arauca, Bolívar, 

Amazonas, Atlántico. 

1.5. Adjudicación de baldíos durante el gobierno del General 

Rojas Pinilla 1954-1957 

Comencemos por recordar que para ñpacificarò a Colombia y lograr la entrega de las guerrillas 

liberales y comunistas y de los grupos armados conservadores, Rojas Pinilla ofreció, además de 

una amnistía general, entregar tierra a los campesinos y titular baldíos a los colonos. Para cumplir 

esta promesa, en julio de 1953 expidió el Decreto 1894 por el cual se creó el ICI (Instituto de 

Colonización e Inmigración), y se nombró como gerente al coronel Cuervo Araoz, cuyos 

ambiciosos y descabellos planes de colonización condujeron a la liquidación del Instituto apenas 

un año y medio después de su constitución. Tanto sus funciones y bienes como sus cuantiosas 

deudas fueron transferidos a la Caja Agraria en marzo de 195612. 

A pesar del fracaso de los planes de colonización masiva en distintas regiones del país, entre 

estas la región de Sumapaz (a la cual Rojas Pinilla pretendía controlar política y militarmente), en 

el breve lapso de tres años, de acuerdo con la estadística del INCODER, el gobierno militar 

adjudicó un total de 1.004.380 hectáreas a 13.113 personas (Tabla 9).  

Tabla 9. Adjudicación de baldíos a particulares por rangos de tamaño. Colombia, 1947-1957 

Periodos 1947-1953 1954-1957 

Rangos 
tamaño 

Adjudicaciones % Superficie % Adjudicaciones % Superficie % 

1-20 9.265 60,2 55.798 7,1 7.592 57,9 37.374 3,7 

21-100 4.616 30,0 201.524 25,8 3.738 28,5 166.388 16,6 

101-500 1.291 8,4 240.434 30,7 1.461 11,1 275.926 27,5 

501-1000 174 1,1 127.338 16,3 224 1,7 167.574 16,7 

1001-
2500 

29 0,2 47.523 6,1 27 0,2 43.300 4,3 

2501-

5000 
24 0,2 109.721 14,0 67 0,5 281.940 28,1 

Más de 

5.000  0,0  0,0 4 0,0 31.879 3,2 

Total 15.399 100,0 782.338 100,0 13.113 100,0 1.004.380 100,0 

 

 

Fuente: elaboración propia, datos tomados de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

                                              

12   Sobre el ICI y los planes de colonizaci·n del gobierno de Rojas Pinilla, v®ase Hirschman, A. O. (1964), ñLa tenencia de la tierra 
y la reforma agraria en Colombiaò, en Estudios sobre política económica en América Latina, Madrid, Aguilar, página 159; Londoño, R. 

(2011), Juan de la Cruz Varela: sociedad y política en la región de Sumapaz (1902-1984), Bogotá, Universidad Nacional de Colombia, 

páginas 521-524, y González, José Jairo (1992), Espacios de exclusión: El estigma de las repúblicas independientes 1955-1965, Centro de 

Investigación y Educación Popular, CINEP. 



Con relación al periodo 1947-1953, se observan cambios en la distribución de los baldíos que no 

encajan del todo con el talante populista de Rojas Pinilla:  

1. Los pequeños adjudicatarios fueron los menos beneficiados. Su representación con 

relación al resto disminuyó de 90 por ciento a 86 por ciento y el área que obtuvieron 

disminuyó de 32 por ciento a 20,3 por ciento.  

2. La representación de los medianos adjudicatarios aumentó del 9,5 por ciento al 13 por 

ciento, pero disminuyó levemente el área que recibieron (de 47 por ciento a 44,2 por 

ciento).  

3. Los más beneficiados fueron grandes adjudicatarios que recibieron el 35,6 por ciento 

de la tierra adjudicada en esos tres años, en contraste con la proporción que habían 

obtenido en el periodo anterior (20,1 por ciento) (Tabla 9).  

4. Mientras en el periodo anterior no hubo concesiones de más de 5.000 hectáreas, en 

este se otorgaron cuatro por un total de 31.879 hectáreas en los departamentos de 

Caquetá (una adjudicación de 9.800 hectáreas), Meta (dos adjudicaciones en 12.080 

hectáreas), Nariño y Valle del Cauca (una adjudicación de 9.900 hectáreas) (Tabla 9) 

(Anexo 1 Tabla 1.12). 

5. Disminuyó el tamaño promedio de las pequeñas y grandes adjudicaciones (1.000 a 5.000 

ha), pero aumentó el tamaño promedio de los rangos intermedios y los predios superiores 

a 5.000 hectáreas (Tabla 10). 

Tabla 10. Adjudicación de baldíos a particulares según tamaños promedio. Colombia, 1947-1957 

Periodos 1947-1953 1954-1957 

Rangos tamaño Adjudicaciones Superficie 
Tamaño  

promedio 
Adjudicaciones Superficie 

Tamaño  
promedio 

1-20 9.265 55.798 6,0 7.592 37.374 4,9 

21-100 4.616 201.524 43,7 3.738 166.388 44,5 

101-500 1.291 240.434 186,2 1.461 275.926 188,9 

501-1000 174 127.338 731,8 224 167.574 748,1 

1001-2500 29 47.523 1638,7 27 43.300 1.603,7 

2501-5000 24 109.721 4571,7 67 281.940 4.208,1 

Más de 5.000    4 31.879 7.969,8 



Total 15.399 782.338 50,8 13.113 1.004.380 76,6 

 

 

Fuente: elaboración propia, datos tomados de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

 

1.6. Conclusiones  

De la legislación de tierras y el reparto de baldíos en la primera mitad del siglo XX, vale la pena 

destacar: 

¶ Se dio prelación a la titulación de baldíos a los colonos o cultivadores, reiterándose el 

precepto colonial según el cual el derecho a la tierra se adquiere por labranza y morada. 

Pero al mismo tiempo se mantuvieron las grandes concesiones sin mayores obligaciones y 

contraprestaciones por parte de los concesionarios.  

¶ Se fijaron topes a las adjudicaciones, diferenciando los de la agricultura y la ganadería 

(respectivamente 600 y 800 hectáreas), lo cual redundaría en una distribución de los 

baldíos más racional y un poco más equitativa que en el siglo XIX. La intención de 

racionalizar y democratizar la titulación de baldíos es más marcada en los gobiernos de la 

República Liberal que en los conservadores.  

¶ La protección de los derechos de los tenedores de bonos territoriales y la preservación de 

las grandes concesiones de baldíos en la legislación, terminaría contrarrestando la 

tendencia democratizadora.  

¶ Aunque se mantuvo la desigual distribución de la tierra, las adjudicaciones de terrenos 

medianos y pequeños contribuyeron a la formación de una clase media rural, lo cual hacía 

parte del ideario liberal y el conservador.  

¶ Es evidente el interés de los gobernantes colombianos de entonces de promover la 

colonización campesina y la expansión de la frontera agraria, principalmente con cultivos de 

exportación y alimentos para el consumo doméstico.  

¶ A partir de la Ley 71 de 1917 se simplifican los requisitos y procedimientos para legalizar 

las tierras ocupadas y explotadas por los campesinos.  

¶ Pese a la carencia de datos catastrales sobre la propiedad agraria en la primera mitad del 

siglo XX, no hay duda de que la política de baldíos amplió la mediana y la pequeña 

propiedad. En esto también debió incidir la fragmentación de la gran propiedad agraria por 

sucesiones hereditarias y por disolución de empresas o sociedades. 

La Tabla 11 resume la adjudicación de baldíos a particulares durante el periodo 1903-1961 y el 

Mapa 2 muestra la distribución territorial de la tierra adjudicada en esos años.  

Tabla 11. Adjudicación de baldíos a particulares. Colombia, 1903-1957 



Periodos Adjudicatarios % Superficie % 

1903-1931 4.125 7,7 848.425 26,5 

1932-1946 12.359 23,04 607.673 19,0 

1947-1953 14.894 27,7 764.896 23,9 

1954-1957 12.649 23,6 976.520 30,5 

Total 44.027 100.0 3.197.514 100.0 

 

 

Fuente: elaboración propia, datos tomados de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012  

Mapa 2. Colombia. Proporción de la superficie municipal adjudicada en baldíos, 1903-1961 

 

Fuente: elaboración propia a partir de: INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 



2 La Reforma Agraria del Frente 

Nacional 

En este capítulo se hace una nueva lectura de los programas de la Reforma Agraria y de la 

titulación de baldíos durante la segunda mitad del siglo XX. La base empírica son los informes del 

INCORA y las estadísticas de tierras sistematizadas recientemente por el INCODER. La 

información cuantitativa sobre los resultados de estos programas nos permite hacer una 

estimación aproximada de la incidencia que el reparto de parcelas y la titulación de baldíos (a 

personas naturales y jurídicas) pudo haber tenido en la distribución de la propiedad agraria 

durante la segunda mitad del siglo XX.  

Por razones analíticas utilizaremos una periodización que tiene en cuenta los principales 

cambios en la legislación agraria y en las políticas de tierras, cambios que a su vez se 

relacionan no solo con los modelos de desarrollo ensayados en esa época, sino también con 

los conflictos agrarios, la violencia y los procesos de paz.  

Tanto entonces como ahora, el hilo conductor de la historia agraria colombiana lo conforma 

una relación dialéctica entre conflictos agrarios, violencia, acuerdos de paz e intentos de 

solución del problema agrario, este último expresado principalmente en la inequitativa 

distribución de la tierra y los índices de pobreza de la población rural. Se observa, por otra 

parte, cierta continuidad en los mecanismos institucionales para hacer la paz y resarcir los 

daños sufridos por la población rural en tiempos de violencia.  

Por eso es pertinente volver a mirar la única reforma agraria que se ha intentado en Colombia, 

teniendo en mente el actual proceso de paz. 

 

2.1. El Plan Nacional de Rehabilitación 1958-1961 

Uno de los problemas más complejos y difíciles de resolver que tuvo que enfrentar el primer 

presidente del Frente Nacional, Alberto Lleras Camargo, fue cómo llevar a cabo y en qué orden 

de prioridades, dados los escasos recursos del Estado, la atención a las personas damnificadas y 

la reparación material de los estragos que la violencia política había producido en zonas rurales 

de 13 de los 17 departamentos del país y en 302 municipios que según monseñor Guzmán 

Campos habían sido epicentros de la violencia (Guzmán Campos, Fals Borda, y Umaña Luna, 

1986). 

La primera medida del presidente Lleras Camargo fue la creación, en septiembre de 1958, de una 

Comisión Especial de Rehabilitación conformada por los ministros de Gobierno, Justicia, Guerra, 

Salud Pública, Educación, Obras Públicas y Agricultura, cuyo coordinador sería el consejero 



presidencial José Gómez Pinzón. De acuerdo con el respectivo decreto presidencial, esta 

comisi·n tendr²a a su cargo ñla elaboraci·n y ejecuci·n de un plan de rehabilitaci·n de las zonas 

afectadas por la violencia y la coordinación de las diversas dependencias administrativas tanto 

nacionales como regionales que apuntaran a la realizaci·n de los prop·sitos del Gobiernoò. 

Adicionalmente, fueron constituidas seis comisiones de rehabilitación en los departamentos que 

estaban bajo estado de sitio, a saber: Caldas, Cauca, Huila, Tolima y Valle del Cauca. Estas 

comisiones estaban conformadas por ñun abogado, un oficial de las Fuerzas Militares y un perito 

de la Caja de Cr®dito Agrarioò (S§nchez, 1988, páginas 26-27)13.  

En la definición de los primeros programas de rehabilitación fue crucial la Comisión de 

Investigación de las Causas de la Violencia, nombrada en 1958 por la Junta Militar de Gobierno14 

y cuya misi·n consistir²a en ñvisitar las zonas afectadas [por la violencia], constatar los problemas 

y necesidades de las gentes, e informar al gobierno para establecer las bases de una nueva y 

m§s racional acci·n oficialò (Guzm§n, Fals Borda y Uma¶a, 1986, página 15). 

En octubre de 1958 se reunieron por primera vez la Comisión de Investigación y la de 

Rehabilitación, y con la participación del gobernador del Tolima -Darío Echandia-, tomaron la 

decisi·n de ñdarle prioridad a los planes de pacificaci·n y rehabilitaci·n de la regi·n del Sumapazò 

y el departamento del Tolima, aduciendo que esta regi·n era ñun punto estrat®gico en el combate 

contra La Violencia, pues esta irradiaba desde allí a regiones limítrofes como el Quindío, el 

Sumapaz cundinamarqués, el Valle y el Huilaò. Otra raz·n para darle prelaci·n al plan de 

rehabilitaci·n del Tolima eran las medidas que la Gobernaci·n ya hab²a tomado, entre estas ñla 

expedición de un decreto que regulara la situación de los bienes inmuebles, la constitución de 

bolsas de propiedad raíz que facilitaran las transacciones en zonas de violencia, y la adopción de 

medidas concretas para el control de la comercialización del café en períodos de cosecha, con el 

fin de contrarrestar la acci·n de los aprovechadores (...)ò (Guzmán, Fals Borda y Umaña, 1986, 

página 35).  

No sobra recordar que desde el gobierno de Rojas Pinilla la dirigencia política tolimense venía 

buscando soluciones a los estragos de la violencia. Por ejemplo, en julio de 1953 el periodista 

liberal Héctor Echeverry Cárdenas, director del periódico Tribuna, propuso que el gobierno 

ñanulara las transacciones de compraventa de tierras entre 1949 y 1953, puesto que muchas 

                                              

13   Un antecedente de esta comisión, por cierto bastante olvidado, es la Oficina de Rehabilitación y Socorro, creada por Rojas Pinilla para 
atender a las personas damnificadas de la violencia y que estuvo a cargo del respetado médico, el profesor Jorge Bejarano. Entre las tareas que 
.ŜƧŀǊŀƴƻ ŎƻƴǎƛŘŜǊŀōŀ ǳǊƎŜƴǘŜǎ ŎŀōŜ ŘŜǎǘŀŎŀǊ ŘƻǎΥ άόΧύ ƭŀ ŘŜŦƛƴƛŎƛƽƴ ŘŜ ǳƴ ǇǊƻŎŜŘƛƳƛŜƴǘƻ ǇŀǊŀ ǉǳŜ ƭŀ hŦƛŎƛƴŀ ŘŜ wŜƘŀōƛƭƛǘŀŎƛƽƴ άǇǳŜŘŀ 
devolver a sus legítimos propietarios los bienes que [habían] sido adquiridos por precios irrisorios o comprometidos en contratos e hipotecas 
ōŀƧƻ ƭŀ ŀƳŜƴŀȊŀ ŘŜ ƭŀ ǾƛƻƭŜƴŎƛŀ όΧύ ȅ ƭŀ ŀǇǊƻōŀŎƛƽƴ ŘŜ ǳƴ ŘŜŎǊŜǘƻ ǇƻǊ ƳŜŘƛƻ ŘŜƭ Ŏǳŀƭ ǎŜ ŎƻƴŎŜŘŀ ƭŀ ƳƻǊŀǘƻǊƛŀ ǇŀǊŀ ƭŀǎ ŘŜǳŘŀǎ y para el pago de 
ƭƻǎ ƛƳǇǳŜǎǘƻǎ ǘŀƴǘƻ ƳǳƴƛŎƛǇŀƭŜǎ ŎƻƳƻ ƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎέέ (Londoño, 2011, páginas 512ï514).  
 
14   Esta Comisión, también denominada Comisión de Paz, estaba integrada por Otto Morales Benítez, Augusto Ramírez Moreno, Absalón 
Fernández de Soto, los sacerdotes Germán Guzmán Campos y Fabio Martínez, y los generales Hernando Mora Angueira y Ernesto Caicedo 
López.  
 



hab²an sido hechas bajo amenazas (é.) [y destac·] la conveniencia del plan de colonizaci·n y 

titulaci·n de tierras propuesto por el general Duarte Blumò (Londo¶o, 2011, p§ginas 511ï512). 

Aparte de las innumerables solicitudes de las personas damnificadas, y de las trabas 

administrativas y políticas en la ejecución del plan de rehabilitación, entre 1959 y 1960 la 

Comisión tuvo que ocuparse del problema social (y de orden público) creado por la invasión de 

varias haciendas por grupos de campesinos y pobladores rurales que habían perdido sus bienes 

por la violencia o se encontraban desempleados y en condiciones de pobreza extrema. Esta 

acción comenzó precisamente en dos de los epicentros del conflicto agrario de las décadas de 

1920 y 1930: las provincias del Tequendama y Sumapaz, cuyas organizaciones campesinas 

habían adoptado formas de autodefensa armada en respuesta a la violencia conservadora. 

La primera invasión fue en 1959 en Viotá: un grupo de aproximadamente ochocientas personas, 

procedentes del Huila y El Tolima, ocup· ñ1.435 fanegadas de la hacienda ËFlorenciaË de Aristides 

Salgadoò. El movimiento se extendió rápidamente a otras haciendas de Viotá y de los municipios 

de Cunday e Icononzo (Sumapaz tolimense), y luego a otras regiones del país. Según la Revista 

Semana, en marzo de 1960 había conflictos agrarios en ocho departamentos: Cundinamarca, 

Magdalena, Atlántico, Bolívar, Valle del Cauca, Santander, Norte de Santander y Tolima 

(Sánchez, 1988).  

Y como era de esperar, la toma de la hacienda Florencia suscitó un fuerte debate en la Comisión 

de Rehabilitaci·n que, seg¼n Gonzalo S§nchez, ñ[dej· en claro] tres hechos de efectos globales 

(é): el primero, la necesidad de incluir la regi·n de Viot§ como zona de Rehabilitaci·n; el 

segundo, las divergencias acerca del procedimiento más adecuado a seguir, pues en tanto que el 

gobernador [de Cundinamarca] era expresamente partidario de apelar a la intervención militar, la 

Comisión Especial se inclinaba por una solución negociada, utilizando los buenos oficios de la 

Comisión de Paz; y, el tercero, la necesidad de elaborar una política y una legislación agraria que 

hiciera jurídicamente viables alternativas como la de la compra y parcelación de otras 

propiedades, iniciativa esta última de la cual el más persistente portavoz era el ministro de 

Gobiernoò (S§nchez, 1988, p§gina 39). 

Que la invasión de haciendas en Viotá produjo mucha preocupación entre los miembros de la 

comisión y revivió el viejo temor a la expansión del comunismo, se constata en el Acta No 1, del 8 

de septiembre de 1958, según la cual  

en apoyo a la intervención del Ministro de Gobierno en que expresa su preocupación por `la 

intervención comunista en las zonas afectadas (que demostró con una comunicación privada de origen 

eclesiástico), Gómez Pinzón manifestó que se había ido muy despacio en la lucha contra los agentes de 

esas doctrinas extranjeras, puesto que si hay elementos foráneos interviniendo deben ser expulsados del 

pa²sô. Inform· que tiene datos que hacen pensar en la posibilidad de que Rusia reparta en nuestro 

territorio tanto dinero como el que pueda destinar Colombia para auxilio de los perjudicados en esas 

zonas y que como la forma de regalo que los propagandistas rusos emplearán en la distribución es más 



directo y de beneficio inmediato, considera que pueden ellos obtener quizás mejores efectos que el 

gobierno (citado por Sánchez, 1988).  

Para conjurar la amenaza comunista, el dirigente liberal, Carlos Lleras Restrepo, quien como 

secretario de gobierno de Cundinamarca en 1934 había intervenido en la solución de los 

conflictos agrarios de las provincias de Tequendama y Sumapaz, propuso, junto con algunos 

miembros de la Comisi·n Investigadora de las Causas de la Violencia, ñacometer de inmediato un 

programa de colonizaciones y parcelacionesò (Comisi·n Especial de Rehabilitaci·n, 1958, 

septiembre 8, Acta No. 1, citada por Sánchez,1988). 

Dejando de lado los delirios anticomunistas del ministro de gobierno Guillermo Amaya Ramírez15, 

es cierto que para presionar las soluciones al problema agrario agudizado por la violencia, el 

Partido Comunista apoyó la ocupación de tierras incultas de latifundios de Viotá y Cunday. Pero 

también es cierto que por orientación de este partido, sus grupos de autodefensa habían decidido 

dejar las armas y transformarse en un movimiento agrario. Gracias a esa decisión, a finales de 

1959 estos grupos aceptaron reunirse con la Comisión de Rehabilitación y enviaron como 

delegados a destacados jefes de los comandos guerrilleros de El Pato y el oriente del Huila, 

Tierradentro-Cauca, Guayabero y Alto Huila y el sur del Tolima. Es más, como resultado de esa 

reunión, el Ministro de Gobierno, el coordinador de la Comisión de Rehabilitación y el gerente de 

la Caja Agraria ñse comprometieron a entregarles los pr®stamos de rehabilitaci·n convenidos, a 

estudiar la instalación de comisariatos, la financiación de cooperativas agrarias y la construcción 

de escuelas y v²as de penetraci·nò.  

Otro hecho que muestra la disposición de los guerrilleros comunistas a integrase a la vida legal, 

es la aceptaci·n de Marulanda V®lez (Tirofijo) de un empleo como ñinspector de la carretera 

Neiva-Gaitania-Planadas (...) cargo que el futuro comandante de las FARC ocuparía por dos 

a¶osò (Pizarro, 1991, p§gina 162).  

Más aún, para impulsar un nuevo movimiento agrario, surgido de la resistencia armada, en 1960 

se llevó a cabo el Primer Congreso Nacional Agrario del cual surgió la Federación Nacional 

Agraria. Pero como la violencia aún persistía en muchos lugares del país, y habían comenzado 

los enfrentamientos entre exguerrilleros liberales y comunistas en el sur del Tolima y el Sumapaz, 

el congreso decidi· mantener ñla pol²tica de autodefensa de masasò (Pizarro,1991, p§gina 163).  

En cualquier caso, con el triple objetivo de contrarrestar la influencia comunista, resolver los viejos 

problemas agrarios (agravados por las secuelas de la violencia) y frenar la voluminosa migración 

rural a las ciudades, el primer gobierno del Frente Nacional inició su política de rehabilitación de 

las zonas más afectadas por la violencia con un programa de parcelaciones y otro de 

                                              

15   Guillermo Amaya Ramírez era un notable abogado conservador que había sido Jefe de la Oficina de Baldíos en el gobierno de Abadía 
Méndez. 



ñcolonizaciones dirigidasò en las zonas de frontera a las que habían emigrado, y seguían 

emigrando, numerosas familias campesinas expulsadas de los epicentros de la violencia.  

Para la ejecución de ambos programas, en febrero de 1959, el Ministerio de Gobierno suscribió 

un contrato con la Caja de Crédito Agrario ñpor el cual esta se encargaba de asentar, organizar y 

asistir a centenares de familias que se hab²an quedado sin tierras [y sin trabajo]ò; y destin· para 

tal fin una suma inicial de 32 millones de pesos (Bonilla, 1967, página 28). 

Por las investigaciones de Gonzalo Sánchez sobre la Comisión de Rehabilitación se sabe que 

con los programas de parcelación el gobierno buscaba primordialmente solucionar conflictos 

creados por la invasión de tierras incultas de propiedad privada en varias regiones del país16. Se 

sabe igualmente de los desacuerdos entre la Comisión de Rehabilitación y la Caja Agraria en lo 

tocante a la financiación de la compra de tierras para parcelar y los criterios de rentabilidad que 

esa entidad bancaria pretendía aplicar a los créditos otorgados a las personas damnificadas de la 

violencia y a los beneficiarios de los programas de colonización. El precio que la Caja Agraria 

pretendía cobrar a los colonos por legalizarles tierras que ellos habían desmontado y explotado 

causó descontento en la región de Villarrica (Bonilla, 1966a, página 18).  

De las trabas administrativas, las irregularidades y los fraudes cometidos por funcionarios de la 

Caja Agraria en algunas parcelaciones da cuenta el siguiente caso mencionado por Sánchez  

En la de la hacienda ñSan Antonioò, considerada como piloto de las parcelaciones privadas llevadas a 

cabo por la Caja, se ponían de relieve situaciones tan aberrantes como estas: el sistema de puntaje 

establecido para seleccionar a los adjudicatarios había sacado de competencia a la mayor parte de 

campesinos de la misma región; las altas cuotas iniciales impidieron el acceso a la tierra de los 

campesinos pobres y favorecieron el de capitalistas medios y militares en retiro; y, como si lo anterior 

fuera poco, las parcelas ubicadas en los mejores suelos de la hacienda eran hasta ocho veces más 

grandes que las ubicadas en terrenos quebrados, de difícil mecanización y con escasez de agua 

(Sánchez, 1988, página 42). 

A pesar de la decisión del presidente Lleras Camargo de disolver la Comisión de Rehabilitación, 

en 1959, por decisión del Congreso, fue renovada en su composición, e incluso se amplió el plazo 

de su funcionamiento por dos años. Pero era tal su desgaste y tan escasos los resultados que 

había logrado, que el gobierno decidió liquidarla en diciembre de 1960 y trasladar a los ministerios 

y otras dependencias la ejecución de las obras y los programas de rehabilitación (Sánchez, 

1988). 

Una suerte similar corrió la Comisión de Investigación de las Causas Actuales de la Violencia, al 

ser disuelta por el gobierno en 1959, con el argumento de que ya había cumplido la misión para 

la cual había sido creada. Sin embargo, por iniciativa del decano de la recién fundada Facultad 

                                              

16   Bonilla informa de la invasión, por parte de más de quinientas familias, de las tierras incultas de ocho haciendas de Cunday 
(Tolima) (Bonilla, Víctor Daniel, 1966a, Tolima 1, primer proyecto de la reforma agraria, Revista Tierra, No 1, julio-septiembre, páginas 

16-17). 



de Sociología de la Universidad Nacional ïOrlando Fals Bordaï esta universidad aprobó la 

realización del primer estudio académico que se haría en Colombia sobre la Violencia. 

Investigación que, como es sabido, fue realizada por monseñor Guzmán Campos junto con los 

profesores Orlando Fals Borda y Eduardo Umaña Luna. Los resultados de este estudio, 

publicados en 1962-1964, con el título La Violencia en Colombia. Estudio de un proceso social, dieron 

lugar a un álgido debate público en el que algunos sectores pusieron en tela de juicio la 

objetividad de los investigadores.  

Con todo y sus limitaciones, la política de rehabilitación del primer gobierno del Frente Nacional 

creó instituciones para la atención de las víctimas de la violencia y la reparación de los daños 

materiales, instituciones que bajo otras denominaciones se mantendrían durante los procesos 

de paz que se han intentado en Colombia desde 1958. Y desde entonces la Universidad 

Nacional asumiría la compleja responsabilidad de investigar el fenómeno de la violencia en 

Colombia y de recomendar criterios y políticas para su solución17. 

2.2. La Ley 20 de 1959 y la colonización de baldíos en los 

primeros años del Frente Nacional  

En mayo de 1959 el presidente Alberto Lleras Camargo sancionó la Ley 20, mediante la cual se 

autoriz· ña la Caja Colombiana de Ahorros y a las cajas y Secciones de Ahorros de los Bancos 

establecidos en el país para desarrollar programas de parcelación y se dictan otras 

disposicionesò.  

Para financiar los programas de parcelaci·n se orden· ñ[invertir] el 10 por ciento de los dep·sitos 

de ahorros de la Caja de Crédito Agrario, Industrial y Minero y las Cajas y Secciones de Ahorros 

de los Bancos establecidos o que se establezcan en el pa²s (é)ò; y se aprob· ñla emisi·n de 

bonos agrarios hasta del 6 por ciento de interés anual y con un plazo hasta de diez (10) años, a 

efecto de que las Cajas de Ahorros y Secciones de Ahorros de los Bancos puedan hacer en ellos 

la inversi·n del 10 por ciento de que trata el art²culo 1Ü de esta ley, si as² lo prefierenò. 

De acuerdo con el artículo 2º, los programas de parcelación tenían como finalidades:  

ña) La radicaci·n, en las mismas regiones o en otras adecuadas, de colonos y propietarios 

desplazados por sucesos de orden p¼blico en las zonas afectadas por la violenciaò. 

ñb) La incorporaci·n a la actividad agropecuaria de campesinos pobres que carezcan de tierras o la 

migración de quienes sean poseedores o propietarios de parcelas erosionadas, o antieconómicas por 

razón de su área, o que no sean aptas para labores productivas eficientes, a juicio del Ministerio de 

Agriculturaò. 

ñc) La explotaci·n intensiva de predios incultos, insuficientemente cultivados, o cultivados en forma 

                                              

17   Sobre este tema, muy poco indagado, véase Jaramillo, 2011.  
 



inadecuada, es decir, sin sujeción a programas de carácter general previamente elaborados por el 

Ministerio de Agricultura, cuya violaci·n haya sido advertida con anticipaci·n al propietarioò. 

ñd) En general, la conveniente distribuci·n de la propiedad rural, a fin de aumentar el n¼mero de 

propietarios y la tecnificaci·n y fomento de la industria agropecuariaò. 

Para cumplir tales finalidades, la Ley definía dos formas de adquisición y reparto de tierras:  
1. La expropiaci·n, declarando de ñutilidad p¼blica e inter®s social las parcelacionesò, para lo 

cual se le asigna al Ministerio de Agricultura la facultad de definir los predios que pueden 

ser expropiados por el procedimiento judicial y pagando al propietario la indemnización 

correspondiente, cuyo ñvalor (...) no exceder§ de un treinta por ciento (30 por ciento) sobre 

el avalúo catastral del 31 de diciembre del año anterior a la iniciación del juicio de 

expropiaci·nò.  

2. La realización de programas de parcelación no solo en los terrenos adquiridos para tal fin 

por el Ministerio de Agricultura, sino también en terrenos baldíos de la Nación. Para ello, la 

ley obliga a las Cajas de Ahorros a crear cooperativas y a que Estas brinden a sus afiliados 

asistencia t®cnica, capacitaci·n y ñprospectos de fomentoò (art²culo 7Á). 

!ŘƛŎƛƻƴŀƭƳŜƴǘŜ ǎŜ ŜǎǘŀōƭŜŎƝŀƴ άƭŀǎ ōŀǎŜǎέ ǎƻōǊŜ ƭŀǎ ŎǳŀƭŜǎ ǎŜ ƘŀǊłƴ ƭƻǎ ǇǊƻƎǊŀƳŀǎ ŘŜ ǇŀǊŎŜƭŀŎƛƽƴ ȅ 

colonización, a saber:  

ña) Extensiones de tierra explotables econ·micamente, con criterio integralò. 

ñb) Suministros de vivienda o de cr®dito para la adquisici·n de la mismaò. 

ñc) Plazos razonables para el pago de las respectivas parcelasò. 

ñd) Inter®s no mayor del 8 por cientoò. 

ñe) Pr®stamos adicionales, cuando sean necesarios, para la financiaci·n inicial de las fundaciones y 

los cultivos. Los préstamos que se otorguen a los parcelarios podrán ser asegurados mediante garantías 

realesò. 

Sorprende que la Ley 20 de 1959 y los programas de parcelación de haciendas del primer 

gobierno del Frente Nacional hayan sido muy poco estudiados por los analistas de las políticas 

agrarias de la época18, no obstante haber sido estos el antecedente inmediato de la Ley de 

Reforma Social Agraria19.   

                                              

18   Cfr. Machado, 1986; Arango, 1987; Cepal, Balcázar y otros, 2001.  

 
19   La Revista de Economía Agraria Tierra, de Ediciones Tercer Mundo, publicó cinco valiosos estudios de Víctor Daniel Bonilla (asesor 

del INCORA), a los cuales él denomina biografías de los proyectos del INCORA: Tolima 1, Primer proyecto de la reforma agraria, No 1, julio-

septiembre de 1966; Caquetá 1, el despertar de la selva, No 2, octubre-diciembre de 1966; 5Ŝ ƭŀ ƭǳŎƘŀ ǇƻǊ ƭŀ ǘƛŜǊǊŀΧ!ƭ !ǘƭłƴǘƛŎƻ оΣ No 4, abril-

junio de 1967; La reforma agraria frente al minifundio Nariñense, No 5, julio-septiembre de 1967; y El Valle del Cauca a la hora de su 
transformación agraria, No 6, octubre-diciembre de 1967. 

 



De los programas de ñcolonizaci·n dirigidaò ejecutados por la Caja Agraria entre 1958 y 1961, hay 

información en documentos del INCORA y en las evaluaciones y estudios que se han hecho 

sobre los procesos de colonización en regiones específicas del país20. A continuación hacemos un 

breve recuento de estos proyectos y de sus magros resultados.  

En cumplimiento del contrato con el Ministerio de Gobierno, dentro del Plan de Rehabilitación, la 

Caja Agraria tuvo a su cargo los siguientes programas para asentar en zonas de colonización a 

familias desplazadas de zonas de violencia:  

¶ Caquetá 1 (La Mono, Valparaíso, Maguaré) 

¶ Arauca 1 (Gibraltar, el Porvenir, El Margus, El Cobaría y la Isla del Charo) 

¶ Meta (Avichure, Canaguaro)  

¶ Sarare (Tunebia)  

Para su ejecución se estableció, como criterio general, la delimitación de parcelas de 50 

hect§reas por familia en terrenos bald²os que ñconverg²an en las trochas del plan vial y los 

campamentos administrativos y de recepci·n de familiasò (INCORA e IICA, 1974, p§gina 185). 

Las familias beneficiarias ñrecib²an inicialmente el llamado cr®dito de instalaci·n y vivienda en 

cuantía de $ 5.000 pesos que les eran entregados en forma fraccionada para cubrir los gastos de 

transporte, subsistencia e inversiones en vivienda y algunos cultivos de pan coger. Para la 

obtención de futuros créditos, la Caja Agraria exigía la constitución de hipoteca, previa la titulación 

del predio realizada por la misma entidadò (INCORA e IICA, 1974, p§gina 185). 

Los resultados de estos programas fueron objeto de varias evaluaciones por parte del 

INCORA, que coinciden en las razones de su fracaso o de sus pobres resultados. Por 

ejemplo, en la detallada evaluaci·n del ñproceso colonizadorò, hecha en 1974 por un grupo 

de técnicos y académicos vinculados al INCORA, se argumenta que no hubo ñun plan 

integral debidamente estructuradoò, ni una adecuada selecci·n de las familias, pues muchas 

de ellas carecían de tradición y vocación agrícola, por lo cual les era particularmente difícil el 

trabajo agrícola y la adaptación a la rudimentaria vida en las zonas alejadas de la 

civilizaci·n. Errores como estos explican ñla deserci·n de familias y los fracasos en el 

establecimiento de algunos cultivos, como por ejemplo caña de azúcar y palma africana en 

el Caquetá, [que] crearon una serie de problemas de tenencia de tierras y de recuperación 

de cartera de crédito que aún están, como en la zona antes mencionada, en etapa de 

soluci·nò (INCORA e IICA, 1974, p§gina 185). 

                                              

20   Después del estudio de James Parsons (1997) sobre la colonización antioqueña, cuya primera edición en inglés data de 1949, un equipo de 
investigadores del INCORA, el IICA y la Universidad Nacional efectuó, en 1973-1974, un estudio pionero, titulado La colonización en Colombia. 
Una evaluación del proceso, que no fue publicado y del cual se conservan copias mimeografiadas de sus tomos en varias bibliotecas bogotanas, 
entre ellas la biblioteca de la Facultad de Agronomía de la Universidad Nacional de Colombia (INCORA e IICA, 1974). De los procesos de 
poblamiento y colonización de los departamentos de: Tolima, Huila, Caquetá, Meta y Putumayo, dan cuenta en detalle las investigaciones 
regionales del Proyecto Tierras, organización social y territorio, del Centro Nacional de Memoria Histórica, 2014.  
 



Por su parte, Víctor Daniel Bonilla pone de relieve los problemas que llevaron al fracaso del 

programa de colonizaci·n dirigida en el Meta. Para este programa, la Caja Agraria recibi· ñen 

octubre de 1959, 79.000 hectáreas de terreno presumiblemente baldías situadas en la ribera 

derecha del río Ariari, y al oriente del camino que conducía de Granada (...) hacia Uribe y el 

Huilaò (Bonilla, 1967, p§gina 28). Sin embargo, ñal tomar posesi·n de la zona se¶alada, pudo 

advertir que las regiones ribereñas del Ariari estaban ya ocupadas por 171 familias de colonos 

antiguos, que sumaban 1.516 personas y que poseían globos de terreno muy superiores a las 

50 hect§reas establecidas por ella para cada familiaò.  

Otro inconveniente advertido por los funcionarios de la Caja Agraria fue la división ideológica de 

las comunidades y su separaci·n f²sica ñpor el c®lebre paralelo 3,8 [que marcaba] el l²mite de los 

núcleos de población de tendencia derechista (...) y los de tendencia izquierdista que se 

prolongaban hacia el sur hasta San Vicente del Cagu§n y El Pato en el Caquet§ò. Al parecer, la 

tensión política entre estos dos grupos se mantuvo, no obstante los encuentros de reconciliación 

organizados por la Caja Agraria (Bonilla, 1967, página 28). Entre las causas que a juicio de 

Bonilla determinaron el fracaso de ese programa, se señalan:  

- ñLa ociosa y antihigi®nica acumulaci·n durante semanas enteras de decenas de familias en los 12 

campamentos establecidos, en espera de la demarcaci·n y entrega de las parcelasò.  

- ñEl consumo de los cr®ditos de subsistencia e inversiones en bebidas o artículos suntuarios, 

debido a la mala supervisión de los préstamos, que hizo necesario que el crédito inicial de $ 2.000 

fuera ampliado sucesivamente durante los dos años siguientes hasta $10.000 y $ 12.000 sin mayores 

resultadosò.  

-ñLa falta de caminos o carreteables que permitieran a los colonos que sí trabajaban la tierra sacar sus 

cosechas, que en su mayor parte se perdieron por esa raz·nò. 

-ñEl continuo abandono de las parcelas y los cr®ditos otorgados por aquellas familias que una vez 

desprovistas de medios de subsistencia e incapaces de realizar una explotación económica, terminaban 

regresando a sus lugares de procedenciaò.  

-ñLa incomprensi·n de los factores hist·ricos y sociales que actuaban sobre los antiguos colonos all² 

asentados, que llegaron a defender con las armas sus derechos adquiridos, originando numerosas muertes 

por cuesti·n de tierrasò (Bonilla, 1967, p§gina 29).  

El programa se termina en 1961 ñcon la muerte del gerente de la colonizaci·n y el repliegue de 

las instalaciones a la más segura población de San Martín (...). En los meses siguientes, toda la 

estructura levantada por la Caja Agraria se desplomó (...). Y las parcelas abandonadas, poco a 

poco fueron siendo ocupadas por nuevos colonos (...)ò (Bonilla, 1967, p§ginas 29-30). 



Con respecto al programa de colonización del Ariari- Meta, Gonzalo Sánchez subraya la lentitud e 

ineficacia de la Caja Agraria y los fraudes cometidos por funcionarios de esa entidad contra el 

propio Estado:  

La Caja había inflado sueldos, gastos promedio por colono, costos de mesura de terrenos, etc. Es 

decir, había realizado operaciones tan sospechosas como las que habían dado pie al juicio de 

responsabilidades al Instituto de Parcelaciones del régimen militar. Sin embargo, el Frente Nacional era 

un pacto no solo de concordia sino también de complicidades y por lo tanto nada de ello se dejó traslucir 

a la opinión pública. La Oficina de Rehabilitación cargaba con los costos políticos de la ineficiencia o los 

manejos fraudulentos de la Caja Agraria (Sánchez, 1988, página 47). 

En resumen, los programas de parcelación y colonización de la Caja Agraria, que habían sido 

concebidos como fundamentales para el restablecimiento de la paz, tuvieron ínfimos resultados 

en relación con el número de familias que habían perdido sus tierras, o que no tenían tierra, más 

las que estaban en malas condiciones económicas. A esto se sumaron la corrupción y el manejo 

clientelista de los programas, todo lo cual contribuyó a acentuar aún más la desconfianza del 

campesinado frente a las entidades estatales.  

Los escasos resultados de los programas de la Caja Agraria fueron compensados parcialmente 

con los programas de colonización y las campañas de titulación de baldíos a los colonos. De 

hecho, entre 1958 y 1961 se efectuaron 9.755 adjudicaciones por un total de 1.143.896 

hectáreas, de las cuales el 76 por ciento fue otorgada a ocupantes de baldíos de 1 a 20 hectáreas 

y de 21 a 100 hectáreas, pero solo se les adjudicó el 14,5 por ciento de la superficie. En cambio, 

a los adjudicatarios de los rangos intermedios (101 a 500 y 501 a 1.000 has) se les tituló el 22,8 

por ciento de la superficie, y a los rangos superiores (1.001 a 2.500 y 2.501 a 5.000 has), que 

representaban solo el 1,3 por ciento del total de los adjudicatarios, se les tituló casi la tercera 

parte de la superficie (Tabla 12).  

Semejante desequilibrio se explica porque el tamaño de las adjudicaciones dependía de la 

cantidad de tierra explotada por el adjudicatario y de la porción fijada por la ley para la ampliación 

de la explotación; y porque de tiempo atrás el tope de hectáreas adjudicables para la ganadería, 

en regiones como las sabanas de Bolívar y los Llanos de San Martín-Meta, era muy superior al 

fijado para los cultivadores campesinos. 

Tabla 12. Adjudicación de baldíos por rangos de tamaño. Colombia, 1958-1961 

Tamaño Adjudicaciones % Superficie % 

1-20 4.308 44,16 20.572 1,80 

21-100 3.092 31,70 145.477 12,72 



101-500 1.913 19,61 387.943 33,91 

501-1000 315 3,23 232.900 20,36 

1001-2500 53 0,54 81.284 7,11 

2501-5000 74 0,76 275.720 24,10 

Total 9.755 100,00 1.143.896 100,00 

 
 

Fuente: elaboración propia, datos tomados de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

 

En los primeros años del Frente Nacional se observa una disminución del promedio anual de 

adjudicaciones y un aumento en el promedio anual de hectáreas adjudicadas, que al parecer 

guarda relación con el énfasis en la adjudicación de tierras aptas para el cultivo y explotables en 

términos económicos, así como con la tecnificación y el fomento de la industria agropecuaria 

(Tabla 13 y Tabla 14). Esta política, junto con la ínfima cobertura del crédito agrícola para el 

campesinado, favorecía especialmente a los adjudicatarios que tenían suficientes recursos para 

explotar grandes extensiones de tierra inculta, o podían adquirir préstamos en la Caja Agraria o 

en bancos privados.  

Tabla 13. Adjudicación de baldíos por rangos de tamaño. Colombia, 1954-1961 

 1954-1957 1958-1961 

Rangos Adjudicaciones % Superficie % Adjudicaciones % Superficie % 

0-20 2.530 57,9 12.458 3,7 1.436 44,2 6.857 1,8 

21-100 1.246 28,5 55.462 16,6 1.030 31,7 48.492 12,7 

101-500 487 11,1 91.975 27,5 637 19,6 129.314 33,9 

501-1000 74 1,7 55.857 16,7 105 3,2 77.633 20,4 

1001-2500 9 0,2 14.433 4,3 17 0,5 27.094 7,1 

2501-5000 22 0,5 93.979 28,1 24 0,7 91.906 24,1 

Más de 

5000 
1 0,0 10.626 3,2 -  -  

Total 4.371 100,0 334.793 100,0 3.251 100,0 381.298 100,0 

 
 

Fuente: elaboración propia, datos tomados de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

 
En comparación con el periodo anterior, en este se observan dos variaciones adicionales. 

Aumentó el tamaño promedio de las medianas adjudicaciones (de 188,9 a 203 has) y disminuyó 

el tamaño promedio de las adjudicaciones de 2.501 a 5.000 hectáreas (de 4.208,1 a 3.725,9 has). 



Se observa además que en estos años no hubo adjudicaciones de más de 5.000 hectáreas 

(Tabla 14).  

Tabla 14. Adjudicación de baldíos según tamaño promedio. Colombia, 1954-1961 

Periodos 1954-1957 1958-1961 

Tamaño Adjudicaciones Superficie 
Tamaño  

promedio 
Adjudicaciones Superficie 

Tamaño  
promedio 

1-20 7.592 37.374 4,9 4.308 20.572 4,8 

21-100 3.738 166.388 44,5 3.092 145.477 47,0 

101-500 1.461 275.926 188,9 1.913 387.943 202,8 

501-1000 224 167.574 748,1 315 232.900 739,4 

1001-2500 27 43.300 1.603,7 53 81.284 1.533,7 

2501-5000 67 281.940 4.208,1 74 275.720 3.725,9 

más de 5000 4 31.879 7.969,8 - - - 

Total 13.113 1.004.380 76,6 9.755 1.143.896 117,3 

 
Fuente: elaboración propia, datos tomados de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

 

2.3. La Reforma Agraria del Frente Nacional 1962-1974 

En el contexto político de la guerra fría y de su programa bandera para América Latina, La Alianza 

para el Progreso, se aprobó en Colombia la primera Ley de Reforma Agraria21, en torno a la cual 

hubo álgidos debates en el Congreso y en la prensa nacional que pusieron de relieve la urgencia 

de atender la crítica situación en que se hallaban el sector agropecuario y los pobladores rurales. 

Así pues, en la década de 1960, el problema agrario fue objeto de mayor atención estatal22.  

                                              

21  La Ley 135 de 1961 o Ley de Reforma Social Agraria fue sancionada en diciembre de 1961 por el presidente Alberto Lleras Camargo, previa 
aprobación por parte del Congreso. Durante el debate parlamentario, el proyecto original elaborado por el Comité Nacional Agrario, presidido por 
el dirigente Carlos Lleras Restrepo, sufrió importantes modificaciones en aras de mantener el acuerdo bipartidista y para hacer viable su 
aprobación en el congreso. Sobre las posiciones de los diferentes sectores políticos de entonces, incluidas las de dirigentes de la oposición, como 
López Michelsen (MRL), Álvaro Gómez Hurtado (conservatismo laureanista) y Diego Montaña Cuellar (partido comunista), véase el libro Tierra. 19 
ensayos sobre la Reforma Agraria en Colombia, Bogotá, Ediciones Tercer Mundo.  
 
22   De los estudios realizados por académicos extranjeros, tuvieron particular influencia en el debate sobre la reforma agraria: los de Lauchlin 
Currie y Albert Hirschman. Y en el medio académico, aparte de aquellos, los de T. Lynn Smith, cuyo enfoque fue seguido por Fals Borda en sus 
primeros estudios sobre el problema agrario colombiano. Entre los estudios de académicos colombianos de la época, sobresalen, entre otros, 
Orlando Fals Borda, (1957), El hombre y la tierra en Boyacá. Bases socio-económicas para una reforma agraria, Ediciones Documentos 
Colombianos, Bogotá (Fals-Borda, 1957)Τ 5ŀǊƝƻ aŜǎŀΣ ά9ƭ ǇǊƻōƭŜƳŀ ŀƎǊŀǊƛƻ Ŝƴ /ƻƭƻƳōƛŀέ (Mesa, 1976), del cual existen varias ediciones, 
entre estas la publicada en La agricultura en Colombia en el siglo XX, 1976, Biblioteca Básica Colombiana, Colcultura, Bogotá; Virginia Gutiérrez 
ŘŜ tƛƴŜŘŀΣ όмфруύΣ ά9ƭ ǇŀƝǎ ǊǳǊŀƭ ŎƻƭƻƳōƛŀƴƻέΣ Ŝƴ Revista Colombiana de Antropología, Bogotá, No.7 (Gutiérrez de Pineda, 1958); Oscar 
Delgado, (1965), Reformas agrarias en la América Latina. Procesos y perspectivas, Fondo de Cultura Económica, México. Oscar Delgado es el 



A diferencia de otros países de América Latina, para Colombia la reforma agraria tenía singular 

importancia, no solo por el temor de la dirigencia política y económica al contagio de la revolución 

cubana, sino particularmente por los estragos que en la población rural y en el sector 

agropecuario había causado la violencia social y política de los años cincuenta, algunas de cuyas 

manifestaciones persistían en los años sesenta, no obstante el pacto liberal-conservador para 

ponerle punto final.  

Aparte de las expresiones de bandolerismo, de esta época data el surgimiento de tres 

organizaciones insurgentes: las FARC (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia), cuyos 

fundadores provenían de las guerrillas y autodefensas campesinas (liberales y comunistas) de los 

años cincuenta, el ELN (Ejército de Liberación Nacional), bajo la influencia de la revolución 

cubana, y el EPL (Ejército Popular de Liberación), cuyos dirigentes habían conformado una 

disidencia armada del partido comunista colombiano, de inspiración maoísta. 

Con relación al problema agrario conviene recordar que en los años cincuenta, por iniciativa 

gubernamental, se habían realizado dos estudios sobre el desarrollo económico colombiano 

que serían un punto de referencia en la elaboración y la discusión del proyecto de ley de 

reforma social agraria que el presidente Lleras Camargo presentaría al Congreso en la 

legislatura de 1961. Nos referimos al Informe del BIRF (Banco Interamericano de 

Reconstrucción y Fomento) de 1950 -Bases de un Programa de Fomento para Colombia-, más 

conocido como el informe de la Misión Currie (Currie, 1951); y el primer informe de la CEPAL 

sobre Colombia -El desarrollo económico de Colombia- cuya extensa versión final fue publicada 

en México a finales de 195723. 

A estos dos informes se refiere en detalle el senador Carlos Lleras Restrepo en la ponencia 

que presentó en el Senado a nombre de la Comisión Tercera Constitucional (Lleras Restrepo, 

1961), para sustentar la conveniencia del proyecto de reforma social agraria elaborado por el 

Comité Nacional Agrario, del cual hacían parte representantes de los partidos del Frente 

Nacional, de la SAC (Sociedad Agropecuaria de Colombia), de las centrales obreras (Unión de 

Trabajadores de Colombia-UTC y Confederación de Trabajadores de Colombia-CTC), de la 

jerarquía católica, de las Fuerzas Armadas y del sector académico, y cuyo liderazgo había sido 

ejercido por Lleras Restrepo.  

No es del caso referirse a los álgidos e interesantes debates en torno a este proyecto, ni a las 

modificaciones introducidas al mismo por el Congreso24, pero sí es pertinente hacer memoria de la 

                                                                                                                                                                  

editor de este texto.  
 
23   Del primer informe de la CEPAL sobre Colombia, El desarrollo económico de ColombiaΣ ŜȄƛǎǘŜ ǳƴ άǊŜǎǳƳŜƴ ŘŜ ƭƻǎ ŀǎǇŜŎǘƻǎ Ƴłs 
ƛƳǇƻǊǘŀƴǘŜǎέΣ ǇǳōƭƛŎŀŘƻ Ŝƴ ƭŀ wŜǾƛǎǘŀ ŘŜƭ .ŀƴŎƻ ŘŜ ƭŀ wŜǇǵōƭƛŎŀΣ όмфррΣ нл ŘŜ ƻŎǘǳōǊŜύΣ ǾƻƭǳƳŜƴ ··±LLL  bƻΦоосΣ .ƻƎƻǘłΣ ǇłƎƛƴas 1234-1246.La 
versión definitiva de este informe fue publicada por el Departamento de Asuntos Económicos de Naciones Unidas en 1957 en México. Un 
documentado análisis de este informe puede consultarse en Villamizar, Juan Carlos, (2013), La influencia de la CEPAL en Colombia 1948-1970, 
tesis doctoral, Departamento de Historia, Universidad Nacional de Colombia, Bogotá (Juan Carlos Villamizar, 2013).  
 
24   Sobre las posiciones de los diferentes sectores políticos de la época en torno al problema agrario colombiano y al proyecto de ley de 



ponencia de Lleras Restrepo, puesto que revela la percepción que tenían del problema agrario y 

de las fórmulas para solucionarlo, tanto el Gobierno como los sectores representados en el 

Comité Nacional Agrario. También interesa porque es un documento clave de la memoria política 

del problema agrario colombiano, que pone en evidencia, a los ojos de hoy, la persistencia de 

problemas estructurales en el sector rural colombiano y la invocación de fórmulas de solución 

muy similares que parecen haberse cristalizado en el tiempo. 

De los distintos temas examinados por Lleras Restrepo, aquí nos referiremos a aquellos que hoy 

siguen siendo objeto de estudio y de debate público, a saber:  

a. El carácter social y no exclusivamente económico de la reforma agraria.  

b. La estructura de la propiedad de la tierra y el uso del suelo. 

c. Las soluciones colombianas al problema agrario.  

 

a. El carácter social de la reforma agraria  

Lleras Restrepo sustenta conceptualmente el término reforma social agraria, apoyándose en dos 

académicos extranjeros que en su opinión expresaban las nuevas concepciones sobre esta 

materia:  

Como lo ha anotado Doreen Worriner, (...), la reforma agraria representa un punto de intersección 

entre el desarrollo económico y el cambio social. Es lógico que las modificaciones en la estructura de la 

tenencia de la tierra no pueden, por consiguiente, considerarse prescindiendo de todos los otros factores 

que influyen en el desarrollo de la agricultura. En efecto, después de los ensayos desordenados que 

siguieron a la primera guerra mundial y que pusieron un énfasis casi exclusivo en el reparto de las 

antiguas propiedades, una nueva concepción se ha abierto paso, sobre todo bajo el influjo de la tendencia 

predominante en los Estados Unidos, de acuerdo con la cual no solo es necesario dotar de tierra a los 

agricultores, sino implantar una gran variedad de otras medidas para asistirlos: mejores sistemas de 

crédito, educación, consejo técnico, facilidades para el acceso al mercado, etc., es decir, lo que suele 

conocerse bajo la denominación genérica de servicios de asistencia técnica, social y financiera a los 

productores rurales (Lleras Restrepo, 1961, página 15). 

Con relación a la estructura de la tenencia de la tierra, cita un estudio del sociólogo Lucio 

Mendieta y Núñez, según el cual 

la reforma agraria parte necesariamente de la distribución de la propiedad territorial. La misma palabra 

reforma, dice Mendieta, está indicando un cambio en los modos o patrones existentes de la distribución 

de la tierra. Si no hay un cambio fundamental de esos modos o patrones, no puede hablarse de reforma 

agraria (...). Finalmente, la reforma agraria implica la asistencia social de los beneficiados con ella, a fin 

de elevar su nivel de vida, no solo como un imperativo de justicia, sino para arraigarlos a la tierra que han 

recibido (Lleras Restrepo, 1961, página 14). 

                                                                                                                                                                  

Reforma agraria del Frente Nacional, véase Tierra. 10 ensayos sobre la reforma Agraria (Lleras Restrepo, 1961). 
 



En resumen, una reforma social agraria debería transformar los patrones tradicionales de 

distribución de la tierra, prestar servicios técnicos y sociales a sus beneficiarios y elevar el nivel 

de vida de estos. 

En sus observaciones sobre la ñasistencia ruralò, Lleras les recuerda a los parlamentarios que se 

oponían al proyecto, cuáles eran las instituciones y los mecanismos que tenía el país para llevar a 

cabo la reforma social agraria, a saber: la Caja de Crédito Agrario, el Banco Ganadero, los fondos 

ganaderos departamentales, la Federación Nacional de Cafeteros, el Instituto Nacional de 

Abastecimiento, etc. Pero a la vez reconoce la necesidad de crear nuevos mecanismos para 

actuar sobre la estructura de la tenencia de la tierra y proveer al campesinado de ñasistencia 

t®cnica, social y financieraò (Lleras Restrepo, 1961, p§gina 14). 

 

b. La estructura de la propiedad de la tierra y el uso del suelo  

En su exposici·n ante el Congreso, Lleras Restrepo comienza por advertir la carencia de ñcifras 

dignas de completa fe sobre la distribución de la propiedad rústica (...) y de un censo de las 

explotaciones agr²colasò, advertencia que se repite en casi todos los proyectos de legislación 

agraria. Y pone de relieve las limitaciones y deficiencias de las estadísticas y los documentos del 

Ministerio de Agricultura, así como los escasos estudios que se habían hecho sobre el sector 

agropecuario:  

En diferentes épocas se han realizado investigaciones parciales para un producto (café, algodón o 

tabaco, por ejemplo), o para un Departamento, como la que se adelantó recientemente para el Valle del 

Cauca (...). Igualmente se han hecho cálculos sobre muestras sacadas del censo de 1951, cuyas 

imperfecciones son universalmente reconocidas. Se acude con frecuencia a las estadísticas catastrales; 

pero estas dan el número de predios sin indicar el de propietarios, y quienes las han confrontado con la 

realidad hallaron casi siempre que, en lo que respecta a las grandes propiedades, la cabida que figura en 

las fichas del catastro, cuando no se han hecho todavía levantamientos topográficos o 

aereofotogramétricos, es inferior a la que los predios efectivamente tienen. Hay una tendencia a la 

disimulación del latifundio, que responde principalmente al deseo de evadir la carga tributaria, pero que 

también tiene su origen en otras causas. Hay además fundos que ni siquiera se han incluido en los 

registros catastrales. No es aventurado afirmar, pues, que la concentración de la propiedad rural es mayor 

de lo que muestran las imperfectas estadísticas disponibles. En lo que toca a la repartición de las 

superficies, según la explotación a la que se encuentran destinadas, los datos que suelen darse al público 

deben ser apreciados todavía con mayores precauciones (Lleras Restrepo, 1961, página 29). 

Ante semejantes carencias y deficiencias, Lleras se vale del Informe de la Misión Currie para 

mostrar cuáles eran las características generales de la estructura de la propiedad de la tierra en 

Colombia:  

El tamaño promedio de las fincas es de dos hectáreas, pero en este se incluyen las grandes haciendas 

(azúcar, arroz y algodón), de manera que el tamaño de la mayoría de las fincas es considerablemente 



inferior. Mientras las tierras malas de montaña están superpobladas, gran parte de las tierras planas se 

emplean para ganader²a. ñEl ganado engorda en las planicies, mientras que la gente lucha en las 

montañas para lograr una subsistencia apenas suficienteò. Las haciendas ganaderas pagan impuestos 

muy bajos y por eso constituyen inversiones seguras. Las haciendas azucareras y arroceras son 

eficientes y de elevada productividad gracias a la utilizaci·n de maquinaria, ñpero no proporcionan niveles 

de vida elevados a las familias que viven o trabajan en ellasò.  

En muchas otras regiones (por ejemplo, Nariño, Santander y Boyacá) el problema de los minifundios 

(...) no permite el eficiente aprovechamiento de la tierra (Lleras Restrepo, 1961, páginas 30-31). 

De las recomendaciones de la Misión Currie, (citadas por Lleras), que serían objeto de debates 

políticos y académicos, vale citar la que se refiere a las tierras de uso agropecuario.  

Parece que se dispone de extensiones considerables de buenas tierras que pueden y deben usarse 

mejor, a saber: 1. Las tierras de propiedad privada que se cultivan deficientemente, 2. Tierras incultas de 

propiedad pública, 3. Pequeñas y antieconómicas fincas que podrían reunirse en unidades más eficientes, 

cuando algunos de los trabajadores actuales se dediquen a nuevas ocupaciones agrícolas o a empleos 

industriales; y 4. Nuevas tierras que podrían hacerse útiles para la agricultura por medio de irrigaciones o 

drenajes, como algunos sectores del valle del Sinú y el norte del Tolima. Para lograr que estas 

extensiones de tierra sean cultivadas efectivamente, será necesario suministrar asistencia técnica y 

financiera y mejorar la salud, la educación y los servicios de transporte (informe del BIRF, en Lleras 

Restrepo, 1961, páginas 30-31). 

Otros datos interesantes del informe del BIRF, (citados por Lleras), son los relativos a la 

composición de la población económicamente activa en la agricultura, que sus autores calcularon 

con base en el censo de población de 1938, puesto que esta era la única fuente disponible al 

respecto cuando se hizo dicho estudio. De 767.000 personas que conformaban en 1938 la PEA 

agr²cola (poblaci·n econ·micamente activa), ñse calcula que (...) aproximadamente la tercera 

parte era de agricultores, propietarios y administradores de varios tipos; cerca de la sexta parte 

era de arrendatarios y aparceros, y el resto, o sea casi el 50 por ciento, eran trabajadores 

asalariadosò (Lleras Restrepo, 1961, p§ginas 31-32). Destacamos esta escueta descripción de la 

población rural económicamente activa, puesto que los proyectos de reforma agraria, y las 

políticas agrarias en general, por lo general ignoran la existencia de un proletariado rural, cuya 

importancia no solo es numérica sino social y económica. 

En cuanto a las ñanomal²asò de la estructura de la propiedad de la tierra y el inadecuado uso 

del suelo, Lleras Restrepo se apoya en el primer informe de la CEPAL sobre Colombia, cuyos 

autores habían realizado una valiosa recopilación de las escasas fuentes estadísticas 

disponibles en el país sobre temas económicos y sociales para los años comprendidos entre 

1925 y 1952. Hicieron además un análisis de los resultados preliminares del censo de 1951.  



No sin advertir primero ñla escasa informaci·n num®rica de que se dispone con respecto a la 

estructura de las explotaciones agropecuarias, en tanto que la falta absoluta de información 

impedir§ hacer un an§lisis de la estructura de la propiedad agrariaò, los comisionados de la 

CEPAL calcularon que en 1952 ñexist²an 1.590.933 fincas rurales, de las cuales 1.370.382 

estarían en los 16 departamentos y el resto en los demás territorios nacionales. Esta cifra 

comprende explotaciones agrícolas propiamente dichas y pequeñas poblaciones que por su 

escaso número de habitantes no se consideran como centros urbanosò (Lleras Restrepo, 1961, 

página 32).  

Y con base en una muestra del censo de 1951, estimaron que en los 16 departamentos 

exist²an ñ820.842 explotaciones agropecuarias debidamente clasificadas por tama¶oò, cifra 

que si bien no es ñoficial y est§ sujeta a correcciones, es una muestra suficiente para conocer 

el orden de magnitud de la situación de la estructura por tamaño de las explotaciones 

agropecuariasò (Lleras Restrepo, 1961, p§gina 32).  

Con el fin de abundar en la argumentación sobre la conveniencia de una reforma agraria en el 

país, Lleras Restrepo presentó primero unas cifras sobre la distribución de los predios rurales 

según su tamaño, tomadas de un informe del Ministerio de Agricultura en 1959 sobre el cual 

observó que no permitía saber la real distribución de la propiedad de la tierra, pues no 

contenía el dato sobre la superficie correspondiente a cada rango de tamaño de los predios. Y 

luego presentó las de la CEPAL (Tabla 15). Aunque estas cifras corresponden a una muestra 

estadística, de todos modos confirman la tesis, no solo de Lleras Restrepo sino de otros 

dirigentes e intelectuales colombianos, según la cual uno de los problemas más agudos del 

campo colombiano era la desigualdad en la distribución de la tierra y el inadecuado uso de 

esta.  

Tabla 15. Distribución porcentual de las explotaciones agropecuarias por tamaño y superficie. Colombia, 1951 

Tamaño 

Explotaciones 

Hectáreas 

Número % 

Superficie 

Miles de 

hectáreas 

% 

Menos de 5 459.380 55,97 950.9 4,18 

5 a 20 230.550 28,09 2.434.4 10,73 

20 a 100 101.384 12,35 4.746.1 20,92 

100 a 500 25.072 3,05 7.521.6 33,15 

Más de 500 4.456 0,54 7.035.5 31,02 



Totales 820.842 100.00 22.688.5 100.00 

 
 

Fuente: Lleras Restrepo, C., (1961), Tierra: 10 ensayos sobre la reforma agraria en Colombia, Ediciones Tercer Mundo, página 36. 

 
De acuerdo con la tabla anterior, mientras las explotaciones de más de 100 hectáreas (3,6 por 

ciento) ocupaban el 64 por ciento de la superficie agropecuaria, el minifundio, que representaba el 

56 por ciento de las explotaciones, solo disponía de un poco más del 4 por ciento de la tierra. 

Lleras afirma que ñla concentraci·n de la propiedad territorial es a¼n mayor, porque varios predios 

pertenecen a una sola personaò. Sin embargo, a juzgar por la superficie de las peque¶as y 

medianas explotaciones, a mediados del siglo XX ya había comenzado a moderarse el acentuado 

desequilibrio de la estructura agraria colombiana.  

Como apoyo a sus argumentos, menciona los problemas observados por los expertos de la 

CEPAL en las explotaciones agropecuarias del país, problemas que ciertamente fueron tenidos 

en cuenta en el diseño de la Ley 135 de 1961, en la Ley 1 de 1968 y en los programas del 

INCORA en su primera época (Lleras Restrepo, 1961, páginas 32-36). 

1. El minifundio no permite un uso adecuado de la fuerza de trabajo, agota la tierra e impide 

el uso de técnicas agrícolas.  

2. El latifundio ocupa grandes extensiones en ganadería extensiva, el grado de ocupación de 

la tierra es muy bajo, e igualmente el uso de mano de obra; ñla t®cnica es muy atrasada y 

la productividad extraordinariamente baja (...)ò. Un dato muy revelador de la ²nfima 

productividad de la ganader²a extensiva: ñLa densidad ganadera llega solo a 0,52 cabezas 

por hectárea si el total de unidades de ganado se compara con la superficie total dedicada 

a la ganader²aò. 

3. Entre las explotaciones de menos de 5 hect§reas, hay formas de tenencia ñprecaria y 

temporalò muy similares a la aparcería.  

4. La aparcería y el arriendo de la tierra también se utilizan en explotaciones de más de 500 

hectáreas, adicionales al cultivo principal, lo cual aumenta la superficie explotada.  

5. El sector agrícola dispone del 9,7 por ciento (2.9 millones de hectáreas) de la superficie 

utilizada y aporta el 64,5 por ciento del ñproducto brutoò. Por el contrario, ñla ganader²a 

dispone del 90,3 por ciento del área (29.8 millones) y aporta tan solo el 35 por ciento del 

valor agregadoò.  

6. La diferencia de ingresos de los obreros agrícolas y los pequeños productores (2.065.000 

personas) con relación a los percibidos por los grandes empresarios (150.000 personas) es 

enorme: en 1953, el ingreso promedio de los primeros era de $ 377 pesos, mientras el de 

los segundos era de $ 2.146. 

Por último, Lleras pone de relieve la baja productividad del trabajador agrícola colombiano que 

había sido señalado por la CEPAL y que hasta entonces había recibido muy poca atención. De 



acuerdo con la CEPAL, ñéla productividad del trabajador agrícola colombiano es 

extremadamente reducida. El 23 por ciento de su fuerza potencial parece estar ociosa. Las 

investigaciones realizadas indicaron que el promedio de días de trabajo por persona activa no 

pasa de 216 por a¶oò (Banco de la Rep¼blica, 1955, página 1244). 

 

c. Las soluciones colombianas al problema agrario 

ñM§s que un pa²s de peones, Colombia debe ser un  

pa²s de propietariosò. 

 
Esta frase de Lleras Restrepo, inspirada en Alejandro López, sintetiza el mundo rural que, con 

ciertos matices, tanto los liberales como los conservadores veían como ideal para Colombia. Este 

ideal obedecía no solo a razones de orden social y económico, sino político. Pensaban, como 

decía Lleras Restrepo, que en lugar de aumentar la masa de asalariados o de peones, convenía 

crear una sociedad de pequeños propietarios rurales, pues de esa manera se evitaría, o al menos 

se moderaría, la lucha de clases y se garantizaría el orden social.  

Así pues, en medio de la expansión urbana y de la industrialización del país, a diferencia de Currie, 

Lleras Restrepo consideraba viable y deseable fomentar la industria y hacer simultáneamente una 

reforma agraria que frenara la migración rural a las ciudades, incrementara la producción 

agropecuaria y mejorara el nivel de vida de la poblaci·n rural. En palabras de Lleras: ñEl pa²s no se 

encuentra ni puede encontrarse ante la posibilidad de escoger, sin traba alguna, entre un fomento de 

la industrialización y una reforma agraria destinada a elevar el nivel de vida campesina y aumentar la 

producción agropecuaria. Tiene que moverse necesariamente sobre los dos sectores para que los 

progresos en cada uno de estos operen favorablemente sobre el otroò (Lleras Restrepo, 1961, p§gina 

39). 

Y contra el argumento de Currie (y de López Michelsen, entre otros), según el cual, la agricultura 

en gran escala era más productiva por el uso de maquinaria, Lleras sostenía que  

identificar la existencia de propiedades de muy grande extensión con lo que serían las condiciones de 

máxima productividad resulta tan erróneo como pensar que esta máxima productividad puede alcanzarse 

con una estructura de muy pequeños predios. Un sistema caracterizado por el predominio de un tipo de 

unidad [agrícola] familiar, razonablemente concebido y de propiedades de mediana extensión, es, en lo 

que a la agricultura se refiere y salvo casos de excepción, el ideal ambicionadle desde el punto de vista 

de la t®cnica agr²cola (é).  

Pero no solo el aspecto de la productividad ha de tenerse en cuenta ïdice Lleras-. Está también el 

aspecto social. No creemos nosotros que pueda considerarse satisfactorio desde este punto de vista un 

régimen caracterizado por el predominio de formas de asalariado rural. Más que un país de peones, 

Colombia debe ser un país de propietarios (énfasis agregado). La posibilidad de poseer un hogar propio y 



estable; la seguridad y la libertad que tiene quien es dueño de la tierra que trabaja, son factores que no 

pueden olvidarse. En un país de grandes empresas agrícolas explotadas por medio de asalariados, la 

oposición de intereses entre el trabajador y el propietario tiende a volverse cada vez más aguda. Ya en 

Colombia tenemos algunos ejemplos, y, por otra parte, con respecto a muchos cultivos se presenta el 

caso de que la gran explotación emplea un mínimo de brazos en algunas etapas del ciclo agrícola, 

mientras demanda un número mucho más considerable en otras. Esto crea periodos de desocupación 

transitoria, migraciones inconvenientes, inestabilidad y bajo nivel de vida para los trabajadores (Lleras 

Restrepo, 1961, página 41). 

El objetivo de la Reforma Agraria del Frente Nacional de crear una clase de propietarios rurales 

prósperos, como contrapeso al latifundio y al minifundio, y sin afectar la gran propiedad territorial, 

se evidencia en las opciones escogidas por el Congreso y el primer gobierno del Frente Nacional 

para resolver el problema agrario colombiano (Lleras Restrepo, 1961):   

Tanto la Comisión Constitucional como el Comité Nacional Agrario se han inclinado decididamente por 

el fomento de la propiedad de tipo familiar, combinada con la propiedad mediana, por razones que son a 

la vez económicas y sociales. Por lo demás, la gran propiedad no está proscrita y se reconoce el hecho 

evidente de que muchas tierras no son adecuadas por su naturaleza para una explotación de tipo 

intensivo (...). Igualmente ha estimado la Comisión que debe fomentarse el tipo de explotación mixta 

agrícola-ganadera, y que esta finalidad debe tenerse en cuenta tanto al constituir las unidades agrícolas 

familiares como al expropiar tierras de propiedad privada (página 42). 

El proyecto deja abierto el campo a la gran explotación ganadera en tierras que estén indicadas 

para ello por su naturaleza o ubicación; pero tiende a fomentar explotaciones más reducidas que 

arrojan un mejor rendimiento económico, y, sobre todo, como ya se advirtió, la explotación mixta 

agrícola-ganadera (página 42).  

la reforma social en el campo debe tener tres aspectos distintos: la implantación de un método directo 

para modificar la estructura de la propiedad rústica, haciendo fácilmente accesible la tierra a los 

trabajadores que carecen de ella o solo tienen parcelas insuficientes; una reforma fiscal que estimule la 

mejor utilización de los predios y el fraccionamiento de aquellos que no pueden explotarse eficientemente, 

y una legislación del trabajo rural que garantice el derecho de los asalariados a justas condiciones, lo 

mismo que el de los arrendatarios y aparceros. Sobre los tres aspectos se está trabajando, pero al 

primero se le ha dado con razón prioridad (...) (página 44).  

Como era de esperar, tanto las propiedades que podrían ser expropiadas como las formas de 

pago de las indemnizaciones, y el monto que el Gobierno debía pagar por la compra de 

propiedades adecuadamente explotadas, fueron asuntos álgidamente debatidos en el Congreso. 

Tambi®n lo fue la ñreforma fiscalò mediante la cual se buscaba promover la adecuada explotación 

de las grandes propiedades25. Las diferencias entre los parlamentarios del Frente Nacional dieron 

                                              

25   Sobre los debates parlamentarios del proyecto de ley de reforma social agraria, véase Hirschman, 1964, páginas 164ï169. 



lugar a importantes modificaciones del proyecto de ley del Gobierno, acerca de las cuales Lleras 

sostuvo que eran necesarias no solo para la aprobación del proyecto sino para la unidad nacional. 

Tanto esta ley, como la Ley 200 de 1936, perdieron mucho de su filo reformista en los debates 

parlamentarios y en la negociación de que fueron objeto por parte de los respectivos gobiernos26. 

 

2.4. La Ley 135 de 1961  

La Ley de Reforma Social Agraria, sancionada el 13 de diciembre de 1961, es un texto extenso y 

complejo, compuesto por 19 capítulos y 111 artículos, en el que se definen los objetivos de la 

reforma agraria, se ordena la creación del aparato institucional que tendrá a su cargo la ejecución 

de la reforma y se dicta un conjunto de disposiciones sobre la administración y distribución de los 

ñbald²os nacionalesò, la extinci·n del domino privado de tierras incultas, la expropiaci·n de 

propiedades con indemnización previa, la compra de tierras por el INCORA, el reparto de 

parcelas a los campesinos, las colonizaciones (dirigidas y espontáneas) y la prestación de 

ñservicios ruralesò. Adicionalmente, se establecen los mecanismos para la participación social en 

el dise¶o y ejecuci·n de los programas de reforma agraria y ordena la creaci·n de ñOrganismos 

locales de Reforma Agraria y de [la] Asociaci·n Campesinaò27.  

Sobre la Ley 135, al igual que de la Ley 200 de 1936, existe una apreciable literatura académica 

con un marcado acento crítico, no solo del texto legal sino de los resultados de los programas 

ejecutados por el INCORA (CNMH, 2013a; Berry, 2002; Fajardo, 2002b; Cepal, Balcázar y otros, 

2001; Arango, 1987). Con relación a ese acumulado, nuestro aporte consiste en dar cuenta con 

mayor detalle de las disposiciones sobre el reparto de tierras y ver qué tanta incidencia tuvieron 

en la titulación de baldíos y el reparto de parcelas de reforma agraria durante el periodo de 

vigencia de esta ley (1961-1988).  

De acuerdo con el art²culo 1, la reforma social agraria ñest§ inspirada en el bien com¼n y en la 

necesidad de extender a sectores cada vez más numerosos de la población rural el ejercicio del 

derecho natural a la propiedad, armonizándola en su conservaci·n y uso con el inter®s socialò. Tal 

inspiración se concreta en seis objetivos, de los cuales el primero y el cuarto se refieren a la eliminación 

y prevención del latifundio y el minifundio, y a la dotación de tierras a los campesinos, tanto a los que 

no poseen tierras (arrendatarios, aparceros y asalariados) como a los minifundistas, todo lo cual 

permitir§ ñreformar la estructura social agrariaò. Se busca, adicionalmente, ñelevar el nivel de vida de la 

población campesina como consecuencia de las medidas ya indicadas, y también por la coordinación 

y fomento de los servicios relacionados con la asistencia técnica, el crédito agrícola, la vivienda, la 

                                              

26   Al respecto pueden consultarse Darío Mesa, 1976; Albert Hirschman, 1964; y Rocío Londoño, 2009. 
 
27   El texto de la Ley 135 de 1961 puede consultarse en Tierra. 10 ensayos sobre la reforma agraria en Colombia, 1961; y en la Internet.  

 



organización de los mercados, la salud y la seguridad social, el almacenamiento y conservación de 

los productos y el fomento de las cooperativasò. 

Los dem§s objetivos buscan el ñfomento de la adecuada explotaci·n econ·mica de las tierras 

incultas o deficientemente utilizadasò; el incremento de la producci·n y la productividad de la 

agricultura y la ganader²a ñen armon²a con el desarrollo de los otros sectores econ·micosò; y ñla 

conservaci·n, defensa, mejoramiento y adecuada utilizaci·n de los recursos naturalesò. 

Aunque la ponencia de Lleras Restrepo y los informes del BIRF y de la CEPAL enfatizaban, como 

problema central del sector agrario colombiano, la extremada inequidad en la distribución de la tierra, 

la Ley 135 no contemplaba, entre los mecanismos de intervención estatal, la redistribución directa de 

la tierra en las zonas incorporadas a la frontera agropecuaria. Lo que en realidad se buscaba era, 

por una parte, dotar de tierra a los campesinos minifundistas y a los aparceros y arrendatarios, 

mediante la compra de predios de propiedad particular o la expropiación con indemnización en caso 

de que el propietario no estuviera dispuesto a vender su tierra, y por otra, racionalizar la colonización 

espontánea y legalizar los baldíos explotados por colonos a través de los programas de 

ñcolonizaci·n dirigidaò. Se buscaba asimismo incentivar la explotaci·n económica de las grandes 

propiedades, utilizando una doble amenaza: la extinción del dominio privado por no explotación 

económica del predio en el lapso establecido por la ley, y una reforma fiscal.  

Un aspecto común de la Ley 135 y la legislación agraria anterior son las excepciones a las 

normas generales, especialmente en lo relativo a los topes de tierra adjudicable, en virtud de las 

cuales la Junta Directiva del INCORA gozaba de un amplio margen de discrecionalidad en sus 

decisiones, de manera que podía aprobar solicitudes contrarias a las disposiciones que buscaban 

eliminar y prevenir el latifundio, como efectivamente ocurrió. 

Del conjunto de disposiciones normativas de la Ley de Reforma Social Agraria, aquí interesan 

especialmente las relativas a los siguientes temas: i) Adquisición de tierras para la reforma 

agraria; ii) Modalidades de reparto de tierras a los campesinos; y iii) Administración y adjudicación 

de baldíos.  

 

i) Adquisición de tierras para la reforma agraria  

Para la ejecución de los programas de reforma agraria, además de las fuentes de financiación del 

Fondo Nacional Agrario, la Ley 135 definió las siguientes modalidades de adquisición de tierras 

de propiedad privada por parte del INCORA:  

¶ Compra directa. 

¶ Expropiación con indemnización previa. 

¶ Expropiación sin indemnización (de acuerdo con el artículo 30 de la Constitución Nacional). 

¶ Cesión voluntaria o donación. 

¶ Extinción de dominio privado (aplicación del artículo 6 de la Ley 200 de 1936).  



¶ Además de establecer los procedimientos para la adquisición de tierras, la ley fijó el 

siguiente orden para la compra de predios de propiedad privada:  

¶ 1º. Tierras incuItas no cobijadas por las reglas sobre extinción del dominio. 

¶ 2º. Tierras inadecuadamente explotadas. 

¶ 3º. Los predios que en su extensión total o parte importante de la misma se exploten por medio de 

arrendatarios, o de aparceros, cuando en este último caso el propietario no ejerza la dirección de la 

explotación y no tenga a su cargo, conforme al contrato de aparcería, parte de los gastos u operaciones 

de aquella. Se exceptúan los fundos que sean propiedad de menores o incapaces. 

¶ 4º. Tierras adecuadamente explotadas, no cobijadas por el ordinal anterior; y cuyos propietarios estén 

dispuestos a enajenarlas voluntariamente en las condiciones previstas por la Ley. 

Ahora bien, serían tan dispendiosos y complicados los procedimientos para la expropiación de 

predios de propiedad privada, que en el primer informe de actividades del INCORA, el gerente 

Peñalosa Camargo le decía al presidente Guillermo León Valencia que los funcionarios del 

Instituto compart²an su preocupaci·n por acelerar la reforma agraria y que ñes necesario buscar 

instrumentos legales m§s expeditos, si se quieren mayores resultados en menor tiempo (...)ò, para 

lo cual ya presentaron al Consejo Social Agrario unas propuestas sobre las modificaciones del 

procedimiento establecido por la Ley 135 para adquirir fundos de propiedad privada (INCORA y 

Peñalosa, 1962).  

Cinco años después un equipo del CIDA (Comité Interamericano de Desarrollo Agrícola) pondría 

en evidencia los obstáculos administrativos y legales que el INCORA enfrentaba para adquirir 

tierras de propiedad privada (CIDA, 1966):  

El procedimiento (...) tiende a favorecer mucho más el mantenimiento de los derechos de los que ya 

poseen la propiedad territorial que el acceso a ella ïhecho explícito por la Ley 135ï de los que no la 

poseen todav²a (é) (p§gina 281). 

ñAdem§s de las numerosas restricciones, el INCORA est§ obligado a someterse a largas 

negociaciones con el propietario en diversas instancias. Una vez falladas, puede proceder a la 

expropiación, a su vez sujeta a serias limitaciones y a un gran número de pasos distintos, de 

modo que la adquisición de cada finca puede tomar un prolongado periodo de meses o quizá 

años, lo cual ha sucedido de hecho en la mayor²a de los casosò. Es m§s, concluidos todos los 

tr§mites, ñel Instituto debe esperar hasta la recolecci·n de la cosecha o el traslado de ganado que 

pueda encontrarse en esas tierrasò (CIDA, 1966, p§gina 282). 

Al parecer, la reforma a la Ley 135 que el INCORA había presentado al Consejo Social 

Agrario en 1962 para hacer más expedito el procedimiento de expropiación de tierras 

privadas, no fue tramitada ante el Congreso. Más aún, para aplacar la oposición de los 

grandes propietarios al Decreto 1904 de 1962 -por el cual se establecía como precio máximo 

por el pago de predios de propiedad privada ñel aval¼o catastral vigente el 31 de diciembre del 

a¶o anterior al inicio de la negociaci·n, aumentado del 30ò- se expidió un nuevo decreto (2895 



de 1963), facultando ña todos los propietarios de fundos no avaluados de acuerdo a su valor 

comercial para declararlos bajo juramento, dentro de un plazo que vencía el 29 de febrero de 

1964ò (CIDA, 1966, p§gina 283). Desde entonces, la negociaci·n con el INCORA se haría con 

base en el autoavalúo del propietario, que por lo general no guardaba relación con la 

explotación real del fundo ni con su potencial productivo.   

Por otra parte, en cumplimiento de la disposición que ordenaba a los propietarios de terrenos 

mayores de 2.000 hectáreas registrarlos en el INCORA, en 1962 se recibieron 1.238 

declaraciones que en conjunto arrojaban información sobre un total de 7.408.908 hectáreas 

(INCORA y Peñalosa, 1962, página 41).  

Con relación a los 30 millones de hect§reas ñincorporadas a la econom²a en cuanto se 

encuentran en manos de particularesò, la informaci·n suministrada por tales declaraciones 

equivalía a un poco menos de la cuarta parte de los terrenos incorporados y a su vez indicaba 

que, de una superficie de 7.408.908 hect§reas, ñsolamente el 38,3 por ciento es explotado 

aparentemente por los respectivos dueños, mientras que el 61,7 por ciento se halla en estado de 

abandono econ·micoò. Para el INCORA:  

este altísimo porcentaje es suficientemente indicativo de la urgencia que existe de aplicar en todo su 

rigor las normas sobre extinción del dominio privado, mucho más si se piensa que en la realidad estas 

cifras sufrirán modificaciones en el sentido de indicar un número mayor de terrenos inexplorados, ya que 

es natural pensar que los propietarios en muchos casos hayan exagerado las superficies correctamente 

utilizadas. Las 108 resoluciones a que se hizo mención cubren una extensión de 1.128.735 hectáreas, las 

cuales solo abarcan un 15,2 por ciento de las superficies denunciadas, que han de ser cuidadosamente 

evaluadas en los próximos meses (INCORA y Peñalosa, 1962, página 41).  

El INCORA aplicó con relativo rigor las normas de extinción de dominio a las propiedades que 

habían sido registradas, de manera que en doce años logró la incorporación al patrimonio de la 

Nación de 239 predios con una superficie total de 3.400.000 hectáreas. Es más, para evitar la 

declaratoria de extinción de dominio, unos cuantos propietarios optaron por cederle al INCORA 

tierras que no habían explotado o las tenían abandonadas, dejando para ellos las partes más 

fértiles, prerrogativa que les concedía la ley.  

 

ii) Modalidades de reparto de tierras a los campesinos 

Antes de referirnos a los programas de dotación de tierras a los campesinos, conviene tener 

presente algunas de las disposiciones de la Ley 135 sobre las parcelaciones y las Unidades 

Agrícolas Familiares (hoy conocidas por su abreviatura UAF). Vale aclarar que las Unidades 

Agrícolas Familiares eran un nuevo intento de fijar límites razonables a la propiedad privada de la 

tierra, para evitar el latifundio y el minifundio. Este nuevo concepto sobre la tierra requerida por 

las familias campesinas tenía en cuenta el tamaño adecuado de las parcelas campesinas de 



acuerdo a su ubicaci·n territorial, como tambi®n la dotaci·n de ñservicios ruralesò al campesinado, 

que le permitieran explotar de manera más productiva la tierra y obtener así mayores ingresos.  

Así pues, en los programas de parcelación y de colonizaciones especiales se debía buscar 

ñpreferentemente la constituci·n de unidades agrícolas familiaresò, siempre y cuando las parcelas 

adjudicadas cumplieran las siguientes condiciones:  

a) Que la extensión del predio, conforme a la naturaleza de la zona, clase de suelos, aguas, 

ubicación, relieve y posible naturaleza de la producción sea suficiente para que, explotado 

en condiciones de razonable eficiencia, pueda suministrar a una familia de tipo normal, 

ingresos adecuados para su sostenimiento, el pago de las deudas originadas en la compra 

o acondicionamiento de las tierras, si fuere el caso, y el progresivo mejoramiento de la 

vivienda, equipo de trabajo y nivel general de vida (artículo 50); 

b) Que dicha extensión no requiera normalmente para ser explotada con razonable eficiencia 

más que del trabajo del propietario y su familia. Es entendido, sin embargo que esta última 

regla no es incompatible con el empleo de mano de obra extraña en ciertas épocas de la 

labor agrícola. Si la naturaleza de la explotación así lo requiere, ni con la ayuda mutua que 

los trabajadores vecinos suelen prestarse para determinadas tareas (artículo 50). 

En lo que respecta a las obligaciones de los adjudicatarios o compradores de unidades agrícolas 

familiares, la ley establec²a las siguientes: ñsujetarse a las reglamentaciones que sobre uso de 

agua, caminos y servidumbres de tr§nsito dicte el Instituto para la zona correspondienteò; 

ñsometer a la previa aprobaci·n del Instituto cualquier proyecto de enajenaci·n del predio (...)ò. Y 

en caso de enajenación o venta del predio, darle prelación al INCORA (artículo 51).  

Y para asegurar que las transacciones de compraventa de predios adjudicados por el INCORA 

cumplieran con los requisitos legales, la ley dispuso que ñen la matrícula de propiedad de cada 

unidad agrícola familiar se dejará constancia de este carácter, y [que] los Registradores de 

Instrumentos Públicos no incluirán ningún acto de transmisión del dominio a terceros si en la 

respectiva escritura no se ha transcrito la comunicación del Instituto en que conste que este ha 

renunciado a ejercer el derecho preferencial de compra aqu² consagradoò.  

A propósito de esta importante norma de control estatal, cabe observar que de tiempo atrás ha 

sido transgredida no solo por compradores de predios de reforma agraria y por beneficiarios del 

INCORA, sino también por notarios, registradores de instrumentos públicos y funcionarios o 

exfuncionarios del INCORA y el INCODER que han intervenido en transacciones irregulares de 

tierras, ya sea por voluntad propia o por presión o coacción28.  

Otra disposición importante de la Ley 135 es la que establece, como requisito para definir el 

tamaño de las unidades agrícolas familiares en las diferentes regiones del país, el contar con 

                                              

28   ±ŞŀƴǎŜΣ ǇƻǊ ŜƧŜƳǇƭƻΣ ƭƻǎ άƛƴŦƻǊƳŜǎ ǊŜƎƛǎǘǊŀƭŜǎέ ŘŜ ƭŀ {ǳǇŜǊƛƴǘŜƴŘŜƴŎƛŀ ŘŜ bƻǘŀǊƛŀŘƻ ȅ wŜƎƛǎǘǊƻ ό{bwύΤ CNRR-GMH, 2010, La Tierra en 
Disputa (CNRR-GMH, 2010) y el capítulo 5 de este informe.  
 



estudios de cada región y efectuar una clasificación de los suelos, dos asuntos técnicos 

complejos que tardarían unos cuantos años en resolverse. Para cumplir estas disposiciones, 

en 1962, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi inició los estudios de suelos y el INCORA 

haría estudios descriptivos que servían de base para el diseño de los programas de reforma 

agraria y colonización. Sin embargo, la primera reglamentación de las Unidades Agrícolas 

Familiares se haría siete años después de expedida la Ley 135, en la Ley 1ª de 1968.  

Pero como aún no se contaba con estudios técnicos que sustentaran los programas de reforma 

agraria, las metas iniciales del INCORA en dotación de tierras a los campesinos fueron definidas 

siguiendo las recomendaciones del ñComit® de los Nueveò de la Alianza para el Progreso29. 

También se acogió la recomendación de comenzar la reforma agraria por la parcelación de tierras 

en zonas incorporadas a la economía colombiana, en lugar de fomentar la colonización de tierras 

periféricas. Veamos lo que al respecto decía el gerente del INCORA, Peñalosa Camargo:  

El Comité [de los Nueve] considera que la Ley de reforma agraria constituye una excelente base para 

transformar la tenencia de la tierra en Colombia. A fin de que su efecto sobre el sector agrícola sea lo 

suficientemente amplio, el proceso de reforma agraria debe tener una velocidad creciente, radicando en 

los cuatro primeros años por lo menos 35.000 familias y alrededor de 100.000 en el segundo quinquenio 

(énfasis agregado). Para lograr este objetivo, el Comité considera que es acertado el empeño que pone el 

INCORA en la subdivisión de tierras en regiones ya abiertas, en vez de tratar de depender de la apertura 

de nuevas tierras. Por otra parte, es urgente que el sistema impositivo sirva de complemento a la ley de 

reforma agraria, sobre todo si se parte del hecho de que en este momento el precio de las tierras no 

guarda generalmente una relación normal con su productividad, y los impuestos bien dirigidos podrían 

contribuir a reducir los precios a niveles reales, aumentando con ello la capacidad del INCORA para 

adquirir tierras (INCORA y Peñalosa, 1962, páginas 6-7).  

En 1962, además de la formación del aparato administrativo y técnico de la reforma agraria, el 

INCORA inició dos proyectos de parcelación de tierras: uno en el Tolima y otro en Nariño, 

respecto de los cuales consideraba conveniente hacerlos ñen lo posible para un m²nimo de 500 

familiasò y acompa¶arlos de asistencia t®cnica y financiera a los beneficiarios (INCORA y 

Peñalosa, 1962, página 43). Como justificación de ambos proyectos, se aducía la pésima 

situación económica de sus potenciales beneficiarios, y se destacan problemas como la carencia 

de tierra, la pobreza y el analfabetismo. Y en el caso del Tolima se subrayaba ñel estado de 

penuria agravado en los a¶os 50 por la violencia y el abandono de tierras (...)ò (INCORA y 

Peñalosa, 1962, página 46).  

Sobre el Proyecto Tolima se informa que fue escogido ñpor la pobreza de los habitantes y la 

tensión social provocada por la mala distribución de la tierra y la deficiente utilización de la 

                                              

29   El Comité de los Nueve de la Alianza para el Progreso estaba integrado por Hernando Agudelo, Ernesto Malacorto, Noriega, Felipe Pazos, 
Harvey Perloff, Paul Rosenstein-Rodan, Raúl Saez, Rómulo lmeida y Jorge Grieve. Véase: Juan Carlos Villamizar, 2013. 

 



mismaò; y se dice que el plan de parcelaciones se har§ en los municipios de Cunday, Villarrica 

e Icononzo, en un área aproximada de 30.000 hectáreas, de las cuales 24.000 son 

aprovechables para agricultura y ganadería. La meta era beneficiar a 1.700 familias (INCORA, 

1963, página 43)30.  

Se destaca, por otra parte, la existencia de grandes fincas que no habían sido explotadas 

econ·micamente, as² como la desigualdad en la propiedad de la tierra: ñ(...) el 91 por ciento 

de las familias residentes en la zona no tienen tierra, o son minifundistas (...) mientras que el 

0,5 por ciento posee fincas mayores de 100 hectáreas, que comprenden el 88,8 por ciento de 

la tierra disponibleò. Tambi®n se menciona la cr²tica situación de los jornaleros, los cuales 

ñconstituyen m§s del 90 por ciento de la PEA y (...) para poderse ocupar siquiera la mitad del 

a¶o tienen que desplazarse a municipios cercanosò (INCORA, 1963, p§gina 45). 

Para la ejecución de este proyecto el INCORA compró, primero, las cuatro haciendas de la 

antigua Compañía Cafetera de Cunday (Varsovia, Patecuinde, El Rodeo y Cafrerías), cuyo 

potencial productivo fue estimado así: una parcela cafetera de 7 hectáreas es suficiente para el 

sostenimiento de una familia, en tanto que para ganadería las parcelas deben tener entre 19 y 

24 hectáreas (INCORA, 1963). Luego adquirió 23 haciendas que junto con las primeras fueron 

repartidas en 606 parcelas, de las cuales 345 ya habían sido tituladas en diciembre de 1965 

(Bonilla, 1966, página 61). 

Sobre el Proyecto Nariño, se enfatiza el subdesarrollo, la pobreza y el analfabetismo de los 

habitantes de los 21 municipios que conformarían su universo de incidencia. Se calcula que 

ñexisten 36.000 minifundios en la regi·n interandina y aproximadamente 10.000 familias sin 

tierraò.  

De acuerdo con el informe de 1964, el área del proyecto comprendía 6.000 hectáreas en los 

municipios de Consacá y Yacuenquer, de las cuales el INCORA ya había adquirido 4.287 

hectáreas correspondientes a seis fincas. De estas, ya habían sido parceladas 1.903 hectáreas 

entre 151 familias. Se informa as² mismo de la parcelaci·n de ñla hist·rica hacienda Bombon§, de 

2.700 hect§reasò, que benefici· a 123 familias, ñen su mayor parte habitantes de la misma 

haciendaò (INCORA, 1964, p§gina 74). El proyecto de parcelaciones de la hacienda Bombon§ 

incluy· la construcci·n de una ñciudadelaò de 123 viviendas con servicios domiciliarios, que 

enfrentó problemas porque los beneficiarios no estaban en capacidad de pagar el precio de 

compra de las viviendas y porque estas quedaban un poco alejadas de las parcelas. El INCORA 

decidió no cobrar las obras de urbanización y en lugar de cuotas fijas para la amortización del 

precio de las viviendas, aprob· amortizar la deuda con ñel 70 por ciento de las utilidades que 

rindiera la cooperativa que se hab²a constituidoò. Gracias a estas medidas, hubo numerosas 

                                              

30   Recuérdese que el Comité de Rehabilitación había escogido estos municipios para iniciar sus programas en zonas críticas de violencia.  
 



solicitudes, de manera que la dirección regional del Instituto pudo seleccionar por méritos a los 

adjudicatarios de estas viviendas (Bonilla, 1967b, página 34). 

En el informe de actividades de 1964 se afirma que, en tres años de ejecución de la Ley 135, el 

INCORA había logrado adjudicar un total de 21.072 parcelas con una superficie de 961.824 

hectáreas. Con relación a 1963, la cobertura geográfica de los programas de parcelación se 

había ampliado de 6 a 16 departamentos y a cinco Intendencias y Comisarías31. Los 

departamentos con mayor número de parcelas adjudicadas eran: Nariño (1.429 parcelas, 

17.874 has), Huila (1.275 parcelas, 27.968 has), Tolima (1.198 parcelas, 16.193 has) y 

Antioquia (1.146 parcelas, 72.706 has). Y de las parcelas adjudicadas en los Territorios 

nacionales, el mayor número le correspondió a la Intendencia del Caquetá (2.084 parcelas, 

116.163 has) y a la Comisaría de Putumayo (1.124 parcelas, 18.884 hectáreas). Nótese que el 

tamaño promedio de las parcelas en Antioquia era mayor que en los demás departamentos; e 

igualmente, el de las parcelas tituladas en Caquetá con respecto a las de Putumayo y el resto 

de intendencias y comisarías (INCORA, 1964, s.p).  

 

iii) Administración de los baldíos nacionales y los proyectos de colonización  

No es fácil saber cuáles de las disposiciones sobre la adjudicación de baldíos estaban vigentes 

cuando fue expedida la Ley 135. Sin embargo, como lo indicamos en el capítulo anterior, la Ley 

97 de 1946 hab²a fijado en 5.000 hect§reas el m§ximo de tierra que se pod²a adjudicar a ñt²tulo 

ganaderoò; y en 25 hect§reas el m²nimo de tierra adjudicable a los cultivadores. Al parecer estos 

topes siguieron vigentes hasta la expedición de la Ley 135 de 1961.   

Con respecto a la legislación anterior, la Ley 135 introdujo importantes innovaciones en la 

administración y la adjudicación de baldíos nacionales32, a saber: 

1) Delegó en el INCORA la administración y la adjudicación de los baldíos de propiedad de la 

Nación, junto con la constitución de reservas para la conservación de los recursos 

naturales y para las colonizaciones especiales (artículo 3). Y lo autorizó para decidir en qué 

casos se pueden aplicar las excepciones fijadas por la Ley en cuanto a los límites máximos 

de tierra adjudicable a personas naturales o jurídicas según criterios fijados por la ley; 

tambi®n lo faculta para ñse¶alar zonas en las cuales las adjudicaciones solo podrán 

hacerse con base en explotaciones agr²colas o de ganader²a intensiva (...)ò.  

2) Estableci·, como regla general, que los bald²os nacionales solo se adjudicar§n a ñpersonas 

naturales y por extensiones no mayores de 450 hectáreasò. Para solicitar y obtener el 

respectivo t²tulo, ñel peticionario debe demostrar la explotaci·n de las dos terceras partes, 

como m²nimo, de la superficie solicitadaò (art²culo 29). 

                                              

31   En 1963, había tres proyectos en el Tolima, dos en Cundinamarca y uno en: Nariño, Magdalena, Antioquia y Córdoba.  
 
32   Todos los énfasis son agregados. 
 



3) Condicionó el derecho de adjudicación de baldíos ocupadas con ganados a la 

comprobaci·n, mediante inspecci·n ocular, de que ñla superficie respectiva se haya 

sembrado con pastos artificialesò.  

4) Prohibi· la adjudicaci·n de bald²os ñocupados por ind²genasò, excepto en el caso de que la 

Divisi·n de Asuntos Ind²genas expida ñun concepto favorableò.  

5) Orden· que ñlas tierras adjudicadas a establecimientos p¼blicos para fines de colonizaci·n, 

volverán al dominio del Estado con el carácter de reserva, y serán administradas por el 

[INCORA]. Quedan también bajo la administración del Instituto, con el mismo carácter, las 

superficies reservadas a favor de establecimientos públicos y todavía no adjudicadas a 

estos. Se respetarán, sin embargo, las situaciones creadas en las colonizaciones ya 

emprendidas, y el Instituto podrá delegar en las entidades que las hubieren adelantado la 

facultad de continuarlas y la de traspasar o adjudicar las tierras conforme a los 

reglamentos respectivosò (art. 41). 

6) Supeditó las adjudicaciones a sociedades colectivas o anónimas a la celebración y ejecución 

de contratos con el INCORA, en los cuales ñse comprometan a explotar, con cultivos 

agrícolas o con ganadería, no menos de las dos terceras partes de la superficie contratada, 

dentro de los cinco años siguientes al contrato, y siempre que demuestren con oportunidad 

haber dado cumplimiento a esta obligación (...) (artículo 32).  

Estos contratos tambi®n son autorizados para explotaciones agr²colas o pecuarias ñque 

tengan especial importancia para la economía nacional, por cuanto sus productos estén 

destinados a sustituir importaciones o a ser exportados en razonable proporción, o a 

proveer de materias primas a las industrias nacionales (...)ò. Además de requerir la 

aprobación del gobierno, estas adjudicaciones no podrán ceder de 2.500 hectáreas (art. 

33).  

La adjudicación indirecta de bald²os se hace extensiva al ñestablecimiento de explotaciones 

agrícolas y pecuarias en regiones de muy escasa densidad de población y abundancia de 

tierras bald²as no reservadas para colonizaciones especiales (...)ò, caso en el cual el 

respectivo contrato no tiene que supeditarse a la superficie máxima establecida por la ley, 

es decir, 2.500 hectáreas (art. 33). 

Dentro del mismo artículo 33, se autorizan los contratos de arrendamiento de baldíos hasta 

por 2.500 hectáreas y por un término no mayor de cincuenta (50) años, para las 

explotaciones a que se refiere este artículo, cuando apareciere ser de conveniencia 

nacional que los terrenos respectivos no salgan del dominio del Estadoò. 

7) Autoriz· la celebraci·n de contratos ñsobre extensiones que excedan los límites señalados 

por la presente ley con cooperativas de trabajadores, cuya constitución apruebe el 

Gobierno, y en este caso, la superficie se señalará en consideración al número de 



afiliados, los cuales deberán ser personas que exploten la tierra con su trabajo personalò 

(art. 34).  

8)  Prohibi· ñtoda nueva emisi·n de bonos o t²tulos de bald²osò; y declar· ñde utilidad p¼blica, 

la adquisición, por el Estado, de los bonos o títulos de baldíos que se hallan en circulación 

y que no hayan prescrito de acuerdo con la leyò.  

Orden· a los tenedores de bonos ñregistrarlos en el [INCORA] dentro del t®rmino de un a¶o, 

contado a partir de la vigencia de esta Ley, [los cuales] tendrán opción para que les sean 

pagados por aquel, al precio determinado en el inciso primero de este art²culoò. Por el 

contrario, ñlos bonos o t²tulos que no sean vendidos voluntariamente, ser§n expropiados, ya 

se haya cumplido o no con respecto a ellos las formalidades del registro, y el avalúo dentro 

del juicio de expropiación se fundará exclusivamente en el valor comercial promedio que los 

indicados papeles hubieren tenido en el mercado dentro del año anterior a la vigencia de 

esta Leyò (art. 35). 

9)  Estableció restricciones al derecho de propiedad sobre baldíos, tanto a las personas 

naturales como jurídicas, como la de no poder obtener una nueva adjudicación en caso de 

haber ñenajenado [un terreno] antes de transcurridos 5 a¶os desde la fecha [en que fue 

adjudicado]ò (art. 37). 

Aparte de la titulación de baldíos en las zonas de colonización voluntaria o espontánea, la 

Ley 135 dispuso la creación de colonizaciones especiales dirigidas por el Instituto de Reforma 

Agraria, y les fijó las siguientes condiciones:  

a.  Realizar un estudio previo ñtan completo como sea posible, sobre las condiciones 

de clima, suelo, aguas, topografías y accesibilidad de la zona, a objeto de establecer 

que esta es apta para una explotación económica y la orientación que a dicha 

explotación deba d§rseleò;  

b. Establecerlas ñ(...) en aquellas zonas de terrenos bald²os mejor dotadas de acceso a 

vías importantes de comunicación y que más aptas sean para cultivos agrícolas o 

ganadería en pequeña escala por la calidad de los suelos, las corrientes de agua 

utilizables y las condiciones meteorol·gicas de la regi·nò. Para tal fin, se autoriza al 

INCORA para constituir reservas de baldíos;  

c. ñ(...) se¶alar, por medio de reglamentos, el r®gimen especial de ocupaci·n de las 

tierrasò que regir²a en las colonizaciones especiales, para lo cual la ley facultó al 

INCORA; y  

d. Dispuso que las colonizaciones voluntarias se regir²an por ñlas normas ordinarias 

sobre adjudicación de baldíos con las reformas introducidas en ellas por la presente 

Ley y con las regulaciones adicionales que se¶ale el reglamentoò.  



 

2.4.1. Programas de apoyo a la colonización  

El informe de primer año de actividades del INCORA (1962) contiene una interesante referencia a 

la colonización espontánea, que sirve de justificación al apoyo que el Gobierno ofrecería a los 

colonos como complemento de los programas de reforma agraria.  

Aún no hay estudios, pero se calcula que entre 80.000 y 100.000 familias adelantan obras de 

colonización espontánea. (...) Pero desafortunadamente la debilidad económica de dichos campesinos los 

obliga, después de efectuado el desmonte, a vender sus mejoras a gentes de mayores recursos, bajo el 

imperio de la necesidad (...). No sería exagerado afirmar que parte considerable de la concentración de la 

riqueza territorial se ha debido al Estado, por acción o por omisión (INCORA y Peñalosa, 1962, página 

62).  

Ese año el INCORA recibió de la Caja Agraria los proyectos de apoyo a la colonización de 

Caquetá, Sarare y Galilea, el último de los cuales fue abandonado por considerarlo insostenible. 

El apoyo estatal consistía principalmente en la construcción de carreteras y caminos, así como el 

otorgamiento de créditos de fomento a la producción agropecuaria. Por ejemplo, en el Meta 

fueron incorporadas ñ200.000 has a la plena explotación económica mediante el apoyo a la 

nutrida colonización espontánea que se ha desarrollado en la zona, la construcción de carreteras 

y caminos, y suministro de crédito adecuado a las siembras tales como arroz, ajonjolí y otras 

oleaginosasò (INCORA y Pe¶alosa, 1962, página 10). De los nuevos proyectos del INCORA, el 

del Noroeste de Antioquia (Urabá), era considerado como el más importante para el país. 

Según el informe de 1964, a tres años de aplicación de la Ley 135, el INCORA había diseñado y 

comenzado a ejecutar nueve ambiciosos proyectos de apoyo a la colonización espontánea que 

abarcaban una inmensa área del territorio nacional, a saber:  

¶ Antioquia 1. Municipios de Arboletes y Turbo, 164.000 hectáreas. El INCORA apoya la 

colonización desde 1963 mediante titulación de baldíos, construcción de vías y créditos. 

¶ Antioquia 3. Municipio de Caucasia. El apoyo a esta colonización comenzó en 1964. Se 

fomenta el cultivo de palma africana.  

¶ Arauca 1. Proyecto de la Caja Agraria que pasó al INCORA en 1962. Comprende 70.000 

hect§reas y 500 familias de colonos. ñSe han construido 70 kil·metros de carreteables, 8 

escuelas y un puesto de salud y otras obras comunalesò. Se ha hecho la ampliaci·n de los 

aeropuertos Tunebia y Saravena. Fomento a los cultivos de cacao, maíz, yuca, arroz y 

plátano en 10.000 has. 

¶ Boyacá 2. Apoyo a la colonización espontánea en 125 hectáreas en el territorio Vásquez, 

titulación y crédito. Hasta finales de 1964 se habían titulado 19.564 hectáreas a 244 

familias (80 hectáreas en promedio). 



¶ Cauca 1. ñSobre la costa caucana, en territorio comprendidos entre el r²o Naya, al norte, y 

el río Iscuandé, al sur, existen varios núcleos de colonización espontánea carentes de todo 

apoyo particular u oficial, los cuales cuentan con una población dispersa de unas 3.000 

familiasò. El Instituto algodonero ha hecho estudios que indican que la tierra es apta para 

palma africana y coco. 

¶ Choc· 1. Apoyo a la colonizaci·n. ñEn la regi·n noroccidental del departamento, existen 

núcleos de colonización espontánea en condiciones precarias y sin ningún tipo de 

serviciosò. Esta es una regi·n apta para actividades agropecuarias (al parecer este 

proyecto apenas estaba en estudio).  

¶ Meta 1. ñApoyo a la colonizaci·n y cr®dito supervisadoò. Titulaci·n, asistencia t®cnica y 

crédito a colonos del valle del Ariari, municipios de Granada, Fuente de Oro, Acacías, 

Guamal, San Martín y San Luis de Cubarral. Y construcción de vías de acceso. 

¶ Norte de Santander 3. ñApoyo a la colonizaci·nò de la regi·n del Catatumbo, al norte de 

Cúcuta y Sardinata, donde hay varios núcleos de colonos que necesitan apoyo en titulación, 

cr®dito, construcci·n de v²as, ñla zona es apta para la explotaci·n agropecuaria, por lo cual se 

sustrajo de la reserva forestalò.  

¶ Santander 1. ñApoyo a la colonizaci·n y cr®dito supervisadoò, m§s construcci·n de v²as de 

acceso y sustracción de reservas para la actividad agropecuaria.  

Para los programas de colonización dirigida, la Ley 135 dispuso que el INCORA debía destinar 

ñ[no menos del 70 por ciento] de los terrenos sobrantes de cada zona o subzona (...) a la creación 

de unidades agrícolas familiares, que serán asignadas gratuitamente a trabajadores pobres o de 

escasos recursos, bajo las normas que con respecto a tales unidades consagra la presente Ley y 

las que determine el reglamento de colonización. Las tierras aledañas a vías de transporte 

automotor y ferrocarriles y puertos tendr§n precisamente esa destinaci·nò. 

Y a los ñasignatariosò les fij· como obligaci·n ñponer bajo la explotaci·n a lo menos la mitad del 

predio dentro de los cinco (5) años siguientes, y por medio de contrato escrito, en el cual se harán 

constar, además, las condiciones siguientes: a) La de que el título definitivo de adjudicación solo 

se otorgará cuando el asignatario demuestre haber cumplido, a satisfacción del Instituto, con la 

obligación de explotación económica provista en el inciso anterior; b) La de que no podrá 

traspasarse, sin permiso del Instituto, el predio asignado a las mejoras allí realizadas antes de 

que se haya expedido el respectivo título de adjudicación, y la de que el traspaso solo podrá 

hacerse a favor de las personas indicadas en el inciso 3) del artículo 45, o de cooperativas de 

trabajadores agrícolas; c) La de que el asignatario se obliga a sujetarse al régimen que esta ley 

establece para las ñunidades agr²colas familiaresò (art. 48).  

Extrañamente, en los informes anuales del INCORA son muy escasas las referencias a estos 

programas. Tampoco encontramos información al respecto en el resumen del informe del comité 



evaluador de la reforma agraria constituido en 1971 por el presidente Misael Pastrana33, ni en dos 

libros del INCORA que compilan los resultados estadísticos de los programas ejecutados por este 

organismo entre 1962 y 2000. Gracias a un documento de la Oficina de Planeación del INCORA, 

se sabe que en 1970 se estaban ejecutando los siguientes proyectos de colonización dirigida: 

ñAntioquia 2, Arauca 1, Caquet§ 1, Cauca 1, Choc· 1, Medio Magdalena, Nari¶o 1, Yopal y 

Villavicencioò. Se mencionan ñotros intentos m§s organizados que los anteriores, con cooperación 

y financiamiento de la República Federal Alemana en el Carare-Opón y con financiamiento del 

Banco Interamericano de Desarrollo-BID en las colonizaciones del Sarare (Arauca) y Ariari-Güejar 

(en el Meta)ò. Adem§s se dice que ñest§ en tr§mite la financiaci·n para la colonizaci·n del 

piedemonte Amaz·nico en el Caquet§ò (INCORA, 1970, p§gina 78). 

En todo caso, el apoyo estatal a la colonización espontánea, que había sido considerado como un 

complemento de la reforma agraria, lograría resultados muy superiores a los programas de 

distribución de tierras, mediante los cuales el Estado pretendía modificar la inequitativa estructura 

de la propiedad rústica. Vale decir al respeto que en 1962, no obstante el énfasis retórico en la 

redistribución de la tierra, el gerente del INCORA, previendo tal vez que la aplicación de la Ley 

135 en modo alguno sería fácil y rápida, hizo una acomodaticia interpretación de esta política:  

para muchos campesinos la reforma agraria consiste principalmente en adquirir los títulos de 

propiedad sobre los fundos que cultivan, para tener acceso al crédito bancario. Al desarrollar este 

concepto, se ha tratado de facilitar e incrementar la titulación de baldíos al máximo, en tal forma que hoy 

el INCORA ha multiplicado varias veces el ritmo de trabajo que en la materia tenía la división 

correspondiente del Ministerio de Agricultura. Esta política se ha encaminado especialmente a favorecer a 

los pequeños colonos a quienes se les titulan en forma totalmente gratuita hasta cincuenta hectáreas 

(INCORA y Peñalosa, 1962, página 7). 

Aunque la ley disponía que para dotar de tierras a los campesinos se utilizaran en primer lugar los 

baldíos nacionales, y el gerente del INCORA consideraba que titular baldíos era lo que muchos 

campesinos esperaban de la reforma agraria, en 1970 la Oficina de Planeación del INCORA 

insist²a en que la colonizaci·n no pod²a convertirse en un sustituto del ñequitativo reparto de 

tierrasò. Por el contrario, para los t®cnicos de planeaci·n, la ñcolonizaci·n [correctamente 

interpretada] debe servir como auxiliar de la reforma agraria y como punto de escape sobre todo 

en regiones en donde la densidad de la población ha llegado hasta el límite máximo y en donde la 

propiedad de la tierra se ha subdividido hasta el extremo antiecon·micoò. A este argumento 

agregaban uno aún más contundente:  

en Colombia, a pesar de ser un país minifundista, existen grandes concentraciones de tierra sobre las 
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Jorge Orlando Melo, Armando Samper O., Aníbal Fernández de Soto y Antonio Urdinola. 



cuales debe recaer la acción igualadora de la reforma agraria. MIENTRAS ESTO NO SE REALICE, LA 

COLONIZACIÓN NO DEBE EN NINGÚN MOMENTO SUSTITUIR AL EQUITATIVO REPARTO DE 

TIERRAS (sic) (INCORA, 1970, página 76).  

Esta sensata argumentación de los técnicos del INCORA, compartida por expertos de organismos 

internacionales como el CIDA (Comité Interamericano de Desarrollo Agrícola), no fue tenida en 

cuenta en ese entonces ni después, puesto que la titulación de baldíos tenía notables ventajas 

para el establecimiento, pues no afectaba los derechos de propiedad de los grandes propietarios, 

era un mecanismo mucho más económico que la compra y parcelación de tierras, moderaba la 

presión sobre la tierra en las zonas centrales del país y satisfacía la demanda de tierras públicas 

no solo por parte de los colonos y campesinos sin tierra, sino también de terratenientes, 

ganaderos, empresarios agrícolas, comerciantes, especuladores en bienes raíces, políticos y 

profesionales, entre otros.  

En 1970, a raíz del cambio de gobierno, se hicieron dos evaluaciones de la reforma social 

agraria. La primera, en noviembre de 1970, durante un seminario de directivos del INCORA, 

cuya discusión giró en torno a un extenso documento presentado por la Oficina de Planeación 

de esa entidad. Este documento, ya referido, contiene un análisis de la estructura agraria 

colombiana y de su incidencia ñen la vida econ·mica y social del campesinadoò, una 

descripci·n de los distintos ñintentos de soluci·n al problema [agrario]ò, incluida la Ley 35 de 

1961, una evaluación de los resultados obtenidos hasta entonces en los programas del 

INCORA y una proyección estadística de estos programas, contemplando distintas alternativas, 

más una proyección de los costos a 20 años. Vale la pena referirse a las observaciones de 

este documento sobre la fragilidad empírica de las evaluaciones de los programas de reforma 

agraria, observaciones que aun hoy mantienen vigencia.  

Puesto que uno de los puntos centrales del debate político sobre la reforma agraria era si en los 

primeros ocho años de aplicación de la Ley 135 se había logrado modificar la inequitativa 

distribución de la propiedad agraria, los técnicos del INCORA ponen de relieve dos carencias que 

mostraban la fragilidad técnica de los programas de tierras e impedían hacer una evaluación seria 

de sus resultados (INCORA, 1970):  

Las apreciaciones hechas en Colombia hasta hoy sobre el problema de la tenencia de la tierra se han 

basado principalmente en los datos catastrales, que como es conocido, son levantados en su mayor parte 

en una forma empírica. Esto conlleva que tales datos no sean del todo confiables. De la misma manera, 

las apreciaciones sobre calidades de los suelos se han hecho basados sobre el mapa de suelos 

levantado por INCORA que, como se dijo anteriormente, contenía serias deficiencias, que pueden 

conducir a apreciaciones erróneas de los problemas agrarios del país (página 60). 

Para solucionar esas deficiencias, los t®cnicos de planeaci·n consideraban necesario que ñel 

INCORA directamente o en colaboración con el Instituto Geográfico Agustín Codazzi [realizaran] 



a la mayor brevedad tanto el levantamiento de suelos como la actualización del catastro, 

utilizando para esto los m®todos modernos que para ello existen (é)ò (INCORA, 1970). En medio 

siglo, estas dispendiosas y costosas labores solo se han cumplido parcialmente34.  

Los funcionarios aceptan que ñlas realizaciones concretas en t®rminos de establecer familias sin 

tierra mediante programas de parcelación, con el fin de modificar el actual desequilibrio social y 

económico del sector, no son realmente importantes ante la magnitud del problema (é)ò, y 

consideran que de no modificarse ñlas condiciones establecidas por la ley en lo que respecta a los 

trámites de negociación y afectación de predios más apropiados para el establecimiento de 

unidades de explotación económicamente rentablesò, se corre el riesgo de ñcapitular ante la presi·n 

y posición inflexible de los terratenientes, quienes a través de sus asociaciones y representantes 

políticos e ideólogos se hallan decididos a mantener el status quo en el sector y el privilegio que 

representa la posesi·n de tierras y el control de los dem§s medios de producci·nò. Por esa raz·n, 

propusieron una modificación a la Ley 135 que permitiera hacer más expeditos los procesos de 

negociación y expropiación de predios privados, y a la vez pusiera un límite a la propiedad privada 

de la tierra, propuesta que no fue acogida por el nuevo gobierno (INCORA, 1970, página 199).  

 

2.5. Adquisición de tierras, reparto de parcelas y titulación de 

baldíos 1962-1988  

Las normas de adjudicación de baldíos de la Ley 135 de 1961 estuvieron vigentes hasta la 

expedición de la Ley 30 de 1988 bajo la administración del presidente Virgilio Barco. Y si bien con 

el presidente Pastrana Borrero comenzaría el ocaso del reformismo agrario, la entrega de 

parcelas a familias campesinas y la titulación de baldíos solicitados por personas y empresas de 

distinto tipo, continuaron, e incluso con resultados cuantitativos superiores a los de la época de 

oro de la reforma agraria.  

En realidad, el viraje de la política agraria comienza a concretarse en 1974 con los proyectos de 

DRI (Desarrollo Rural Integrado), que contaban con el apoyo del Banco Mundial, y con el PAN (Plan 

Nacional de Nutrición), los cuales serían inaugurados por la administración de López Michelsen. 

Estos programas, dicho sea de paso, perduraron hasta finales de los años ochenta, porque al 

parecer lograron resultados apreciables entre los campesinos que tenían como principal fuente de 

ingresos los cultivos de alimentos35.  

En contraste con la primera época de la reforma agraria, cuando el INCORA publicaba sus 

informes anuales con cifras y fotografías del avance de sus programas, a partir de la década de 

                                              

34   Según el Atlas de la distribución de la propiedad rural en Colombia 2000-2009 (IGAC, CEDE, y Universidad de Antioquia, 2012), a la fecha solo 
se ha actualizado el 48 por ciento de los predios rurales de propiedad privada. Véase el Capítulo 3 de este informe.  
 
35   De las distintas evaluaciones del DRI y del PAN, quizá la menos conocida por su carácter estrictamente técnico y para uso oficial exclusivo, es la del 
Banco Mundial, 1987.  
 



1970 la información publicada es escasa y muy poco accesible al público en general. De los 

pocos documentos sobre la reforma agraria de esa época, el de la Oficina de Planeación ya 

citado es particularmente revelador de los problemas (administrativos, técnicos y financieros) 

que enfrentaba el INCORA no solo para la adquisición de las tierras requeridas para los 

programas de parcelación, los distritos de riego y la ampliación de minifundios, sino incluso para 

transferir los derechos de propiedad a los campesinos beneficiados.  

Esta carencia de información pública fue suplida parcialmente por dos libros conmemorativos de 

la Reforma Agraria publicados por el Ministerio de Agricultura y el INCORA. El primero se titula 25 

años de Reforma Agraria y fue publicado en 1988 bajo la administración Barco. El segundo 

conmemora 40 años del INCORA y, como fue publicado en la administración de Pastrana Arango, 

se titula Colombia. Tierra y paz. Experiencia y caminos para la reforma agraria alternativa para el siglo XXI. 

Recientemente, no con fines conmemorativos sino como Balance de la gestión para el ordenamiento 

social y productivo del territorio, el INCODER publicó un informe que contiene una compilación de la 

legislación agraria y de las estadísticas de adquisición y adjudicación de tierras para el periodo 

comprendido entre 1960 y 2012. Con todo y la utilidad de estas publicaciones, se requieren 

fuentes empíricas más rigurosas, sistemáticas y desagregadas sobre el conjunto de los 

programas del INCORA.  

A pesar de las limitaciones señaladas, las dos compilaciones, junto con la serie histórica de 

adjudicación de baldíos 1903-2012, sustentan la descripción de las principales tendencias 

observadas en el reparto de parcelas de tierra y la titulación de baldíos entre 1962 y 1988. 

Teniendo en cuenta el cambio de orientación de las políticas agrarias a raíz del Acuerdo de 

Chicoral (1972) y de las leyes que lo pusieron en marcha (Leyes 4ª y 5ª de 1973 y 6ª de 1975), a 

continuación se describe la incidencia de dicho pacto y la legislación subsiguiente en los 

programas de tierras del INCORA. 

Para el análisis de las cifras establecimos dos periodos que tienen en cuenta tres criterios:  

a. Los cambios en la legislación agraria;  

b. El cambio de énfasis de las políticas agrarias a mediados de la década de 1970; y 

c. La disponibilidad de información anual sobre los resultados de los programas del INCORA. 

Por ejemplo, no existe información anual sobre el reparto de las parcelas entregadas por el 

INCORA en los departamentos entre 1962 y 2002. 

 

2.5.1. Resultados de los programas de tierras 1962-1986  

Durante el primer periodo de aplicación de la ley de reforma social agraria, los programas de 

adquisición de tierras y dotación de parcelas a los campesinos muestran un ritmo progresivo en 

su ejecución, ritmo que desde luego guarda relación con la capacidad administrativa y técnica que 

poco a poco iría adquiriendo el Instituto Colombiano de Reforma Agraria, y con los recursos del 

presupuesto nacional asignados anualmente a esta entidad. Otro aspecto que tendría incidencia 



en la adquisición de tierras para la reforma agraria son los engorrosos y lentos procedimientos de 

expropiación y extinción del dominio privado establecidos por la Ley 13536.  

Antes de presentar las cifras de tierras, cabe decir que en los documentos consultados la 

primera referencia a las metas de la reforma agraria se encuentra en las recomendaciones del 

Comité de los Nueve (de la Alianza Para el Progreso) a las que hicimos referencia en el aparte 

2.4. Recuérdese que este comité, cuyos miembros probablemente sabían muy poco de la 

compleja y complicada realidad agraria colombiana, propusieron dos ambiciosas metas: ñradicar 

en los primeros cuatro años por lo menos 35.000 familias, y alrededor de 100.000 en el segundo 

quinquenioò (Ramos, 2002, en Incora, p§gina 22). Aunque tales metas eran ilusas en las 

condiciones colombianas, para poder cumplirlas, el INCORA proyectó entregar en 1964 parcelas 

a 23.000 familias en diferentes regiones del país, dato que aparece como si ya se hubieran 

hecho las respectivas adjudicaciones.  

La segunda referencia a metas concretas en términos de familias dotadas de tierra y demás 

bienes y servicios incluidos en los programas del INCORA, aparece en un conjunto de 

proyecciones elaboradas en 1970 por la Oficina de Planeación del INCORA, que fueron 

discutidas en el seminario de directivos de esta entidad, pero no se sabe si fueron tenidas en 

cuenta. En cualquier caso, esas proyecciones a treinta años con tres alternativas, dan una idea 

de la carencia de tierra entre el campesinado y de la descomunal tarea que debía realizar el 

INCORA para cumplir los objetivos y las metas de la reforma agraria. Prescindiendo de los 

detalles técnicos de esas proyecciones estadísticas, cabe mencionar las metas en cuanto a 

dotaci·n de tierras a los campesinos ñsujetos de reforma agrariaò.  

1) Se estima en un poco más de 13 millones de hectáreas repartidas en 41.295 predios, la 

tierra disponible para ñreformar la estructura social agrariaò y cumplir as² el principal objetivo 

de la Ley 135. Este cálculo corresponde a los predios de más de 100 hectáreas registrados 

catastralmente y que podr²an ser objeto de intervenci·n o ñafectaci·nò, por parte del INCORA, 

a través de las modalidades de adquisición de tierras establecidas por la ley. De las 

dificultades enfrentadas por el INCORA para adquirir tierras adecuadas para los programas 

de reforma agraria, da cuenta el hecho de que en nueve años solo había logrado adquirir 

202.094 hectáreas y de estas el 68,3 por ciento eran predios de menos de 60 hectáreas. Más 

aún, como no todas las tierras eran cultivables, en ese lapso el INCORA apenas logró titular 

o asignar provisionalmente 98.731 hectáreas (INCORA, 1970, página 74).  

2) En cuanto a las ñfamilias sujeto de reforma agrariaò, los c§lculos y apreciaciones de los 

técnicos del INCORA, prescindiendo de los detalles estadísticos, ponen de presente la 

magnitud de los problemas que debía resolver la reforma agraria (INCORA, 1970):  

                                              

36   9ƴ άwŜŦƻǊƳŀ ŀƎǊŀǊƛŀΥ ǳƴ ǊŜǇŀǎƻ ŀ ƭŀ ƘƛǎǘƻǊƛŀέ όнллнύΣ wŀƳƻǎΣ ƧǳǊƛǎǘŀ ȅ ŜȄŦǳƴŎƛƻƴŀǊƛƻ ŘŜƭ Lb/hw!Σ ƘŀŎŜ ǳƴŀ ōǳŜƴŀ ǎƝƴǘŜǎƛǎ ŘŜ ƭŀǎ ƭƛƳƛǘŀŎƛƻƴŜǎ 
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Más de 800.000 familias en 1970 con poca o ninguna propiedad creciendo a una tasa del 1.4 por 

ciento anual (é) en tanto que la tierra disponible, para parcelaci·n por ejemplo, incluyendo la que 

requiere adecuaci·n (é) apenas sobrepasa los 9 millones de hect§reas. Es por lo tanto imposible llegar a 

pensar en una parcela para cada familia campesina (página 78).  

Para resolver este dramático problema, la Oficina de Planeación no ve otra alternativa que 

establecer unos criterios que permitan ñclasificar y cuantificar por prioridades las familias sujeto de 

Reforma Agrariaò, cosa que desde luego hicieron mediante un conjunto de complicados cálculos 

económicos que no es del caso mencionar aquí.  

De las tres alternativas propuestas por la Oficina de Planeación del INCORA para cumplir la 

meta de dotación de tierras a familias campesinas, la primera estima que en 30 años, 

contados a partir de 1970, la reforma agraria debería haber beneficiado a 1.136.000 familias, 

meta mucho más ambiciosa e ilusa que la sugerida por el Comité de la Alianza para el 

Progreso. Más aún, como el INCORA consideraba que el apoyo a la colonización de baldíos 

debía ser un programa complementario de los de reforma agraria, la meta relativa al número 

de parcelas y predios en distritos de riego era muy superior a la de adjudicación de baldíos. 

De conformidad con este criterio, la meta a 30 años fue distribuida así: parcelaciones (59 por 

ciento); distritos de riego (14 por ciento) y colonización (27 por ciento) (INCORA, 1970, 

página 101). 

Como veremos a continuación, los resultados de la reforma agraria fueron muy inferiores a los 

planeados y deseados por el INCORA y por el propio presidente Lleras Restrepo. Pero en 

modo alguno insignificantes si se tiene en cuenta el contexto político poco favorable a los 

cambios en la tenencia de la tierra, así como las trabas legales y jurídicas para la expropiación 

de predios y procesos de extinción del dominio privado. No hay duda, por lo demás, que una 

reforma agraria es muy poco viable si el Estado tiene que comprar todas las tierras que 

entregará a los campesinos para resolver el problema de la inequidad social y elevar la 

productividad agraria.  

 

2.5.2. Adquisición de tierras 1962-1986 

Recuérdese que la Ley 135 establecía cinco modalidades de adquisición de tierras para los 

programas de reforma agraria: compra directa; expropiación con indemnización previa (en caso 

de que el dueño no quisiera vender su predio al INCORA); expropiación sin indemnización (de 

acuerdo con el artículo 30 de la Constitución Nacional); cesión voluntaria o donación; y extinción 

del dominio privado (aplicación del artículo 6 de la Ley 200 de 1936) (INCORA, 1970, página 71). 

Con excepción de las tierras que retornaban al patrimonio del Estado por procesos de extinción 

de dominio, las tierras adquiridas por el INCORA ingresaban al Fondo Nacional Agrario.  

Entre 1962 y 1986 ingresaron al Fondo Nacional Agrario 4.814 predios por un total de 970.741 

hectáreas, los cuales fueron adquiridos así: por compra directa, 83,8 por ciento; por expropiación 



con indemnización37, 5,4 por ciento de los predios; y por cesión voluntaria, 5,2 por ciento. Estos 

últimos eran predios grandes y representaron el 42 por ciento de las hectáreas adquiridas en ese 

periodo (Tabla 16).  

Tabla 16. Tierras ingresadas al Fondo Nacional Agrario. Modalidad campesinos e indígenas, Colombia 

1962-1987 

 Número   Hectáreas % 

PNR 264 5,5 99.808 11,9 

Compra 4.032 83,8 455.954 54,4 

Expropiación 262 5,4 62.458 7,5 

Cesión 251 5,2 352.120 42,0 

Otros 5 0,1 401 0,0 

Total 4.814 100,0 970.741 100,0 

 
 

Fuente: Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, INCORA, (2002), Colombia: tierra y paz: experiencias y caminos para la reforma agraria 

alternativas para el siglo XXI, 1961-2001, INCORA, página 174. 

 
A estas adquisiciones se suman 4.166.365 hectáreas provenientes de declaratorias de extinción 

de dominio (INCORA y Ministerio de Agricultura, 1988, página 202)38. Se dice que gran parte de 

esas tierras y de las que cedieron voluntariamente sus propietarios, eran de mala calidad y 

carecían de vías de acceso, de manera que para poderlas adjudicar, el INCORA tenía que invertir 

en obras de infraestructura y adecuación de tierras. Probablemente algo similar ocurrió con la 

compra directa de tierras, pues la ley ordenaba que en esta modalidad se procediera primero a la 

compra de ñtierras incultasò.  

Los predios adquiridos en estos 24 años estaban localizados mayoritariamente en los siguientes 

departamentos: Bolívar (153.856 has); Boyacá (94.789 has); Meta (76.728 has); Córdoba (57.983 

has); Cesar (57.782 has); Tolima (56.497 has); Antioquia (54.389 has); Huila (53.315 has); Sucre 

(50.344 has); y Cauca (48.251 has) (INCORA y Ministerio de Agricultura, 1988, página 63). Esta 

distribución territorial de las intervenciones del INCORA muestra por una parte la intención de 

redistribuir los latifundios y ampliar los minifundios; y por otra, la presión ejercida por la ANUC 

(Asociación Nacional de Usuarios Campesinos de Colombia) para que se acelerara la reforma 

agraria (Zamosc, 1978). 

 

                                              

37   Sobre expropiación de tierras privadas sin indemnización no hemos encontrado cifras. Si se efectuaron, seguramente fueron 
insignificantes.  
 
38   No incluye el año 1987 porque el texto citado no lo tiene. 
 



2.5.3. Reparto de parcelas de reforma agraria 1962-1986 

En 24 años fueron otorgados 44.505 títulos de tierras a familias campesinas que sumaban 

766.507 hectáreas. La Unidad Agrícola Familiar tenía en promedio 17,2 hectáreas. El INCORA 

entregó un promedio de 1.855 parcelas anuales, observándose sin embargo un notorio 

incremento a partir de 1969, gracias a la Ley 1ª de 1968 (INCORA y Ministerio de Agricultura, 

1988, página 68)39. Pero en comparación con la meta de 378.000 familias dotadas de tierra, 

proyectada por la Oficina de Planeación del INCORA para 1985 (INCORA, 1970), los resultados 

obtenidos ciertamente eran ínfimos, aunque no desdeñables si se tienen en cuenta las tremendas 

dificultades administrativas y legales para adquirir tierras por parte del Estado y para transferir los 

derechos de propiedad a los beneficiarios de la reforma agraria.  

Curiosamente, el libro conmemorativo 25 años de reforma agraria en Colombia (INCORA y Ministerio 

de Agricultura, 1988), no contiene información sobre la repartición geográfica de las parcelas 

asignadas a los campesinos en ese cuarto de siglo. Se sabe sin embargo que la fuerte presión 

ejercida por la ANUC (Asociación Nacional de Usuarios Campesinos) para acelerar el ritmo de la 

reforma agraria, incidió en la adjudicación de parcelas en los departamentos de la costa Caribe y 

en otros como el Huila, donde la protesta fue más radical (véase el capítulo 9 de este informe).   

2.5.4. Titulación de baldíos  

Entre 1962 y 1987 fueron adjudicados a particulares 293.105 terrenos baldíos que, en conjunto, 

abarcaban una superficie de 10.216.982 hectáreas. Que la reforma agraria incentivó, como 

ninguna otra ley, la legalización de baldíos explotados por colonos y por otro tipo de personas 

(naturales o jurídicas), lo comprueba el hecho de que en este cuarto de siglo fue titulado el 55 por 

ciento del total de terrenos adjudicados por el Estado colombiano en 110 años (1903-2012) y el 

47 por ciento de la superficie adjudicada (ver Anexo 0. Tabla 0.3). Incorporar a la frontera agrícola 

algo más de diez millones de hectáreas no es cosa de poca monta. Tampoco lo es la legalización 

de 293.105 ocupantes de tierras del Estado. Sin embargo, como el énfasis retórico de la reforma 

agraria (y de sus críticos) ha sido la redistribución de la tierra de la antigua frontera agropecuaria, 

se han subestimado los efectos (paradójicos) de la política de baldíos, que por lo demás ha 

terminado siendo la única política de reparto de tierras del Estado colombiano.  

A pesar de que la titulación de baldíos era considerada una política complementaria a la de 

redistribución y asignación de tierras a los campesinos, el apoyo gubernamental a las zonas de 

colonización y las campañas de legalización de los baldíos explotados por colonos, produjo un 

notable incremento en el promedio anual de adjudicación de baldíos; así pues, entre 1962 y 1987, el 

promedio anual de adjudicaciones a particulares (personas naturales y jurídicas) fue de 11.742 

terrenos y 408.670 hectáreas. (Ver Anexo 0. Tabla 0 3.).  

 

                                              

39   No incluye el año 1987 porque el texto citado no lo tiene.  
 



2.5.4.1. Asignación de baldíos según tipo de adjudicatario 

Lo primero que llama la atención es el reducido número de adjudicaciones a personas jurídicas, 

no obstante que la Ley 135 autorizaba concesiones de baldíos hasta de 2.500 hectáreas a 

empresas o personas que celebraran contratos con el INCORA para la explotación de cultivos de 

exportaci·n o de ñinter®s nacionalò. Sin embargo, del total de terrenos adjudicados, apenas el 0,2 

por ciento fue entregado a personas jurídicas (Tabla 17), sin que se sepa cuántas de estas eran 

empresas agrícolas o comerciales.  

También llama la atención que el 50 por ciento de los baldíos adjudicados a personas jurídicas 

fueran lotes de menos de 20 hectáreas, en los cuales difícilmente se podían instalar cultivos 

comerciales, excepto que estuviesen ubicados en zonas planas o mecanizables. La explicación 

más plausible de la demanda de pequeños lotes de baldíos por parte de personas jurídicas es la 

inclusión, en la base de datos del INCODER, de lotes urbanos o semiurbanos solicitados en 

adjudicación para bodegas y obras de infraestructura de empresas agrícolas o de otro tipo, uso 

que por lo demás no era prohibido por la ley.  

También es posible que algunos de estos lotes hubieran sido asignados a organizaciones sin ánimo 

de lucro, aunque se desconoce qué tipo de uso hacían de estos predios. Con relación a las 

adjudicaciones de menos de una hectárea, tanto a personas naturales como jurídicas, cabe agregar 

que estos lotes también eran destinados a la construcción de vivienda rural y urbana, e incluso a 

casas de recreo semiurbanas, sobre lo cual no hemos encontrado investigaciones, quizá porque las 

evaluaciones o estudios sobre las políticas de tierras del Estado colombiano han estado muy 

centradas en la concentración de la tierra en manos de grandes propietarios.  

En la escasa demanda de grandes concesiones de baldíos públicos por parte de empresas o 

sociedades comerciales debieron incidir los requisitos legales y los trámites burocráticos, 

pero también el énfasis de entonces en la tecnificación de la agricultura y el incremento de la 

productividad agropecuaria. 

Llama la atención, por otra parte, la ínfima proporción de baldíos asignados a entidades de 

derecho público (Tabla 17), dato que se debe tomar con cautela, pues es probable que la serie de 

adjudicación de baldíos del INCODER no incluya todas las adjudicaciones a entidades públicas y 

en particular las efectuadas por alcaldes y gobernadores.  

Tabla 17. Adjudicación de baldíos según tipo de adjudicatario. Colombia, 1962-1987 

Tipo de adjudicatario Adjudicaciones % Superficie % 

Personas Naturales 292.778 99,9 10.197.156 99,1 

Personas Jurídicas 327 0,1 19.825 0,2 

Entidades de derecho público 80 0,0 71.802 0,7 

Total 293.185 100 10.288.783 100,0 



 
 

Fuente: elaboración propia, datos tomados de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

2.5.4.2. Distribución de los baldíos entre personas naturales según rangos de tamaño  

Lo más sobresaliente es la superficie otorgada a los dos rangos inferiores de la escala, pues por 

primera vez en la historia agraria colombiana se asigna el 50 por ciento de la superficie a colonos 

o cultivadores que explotaban pequeños fundos, mientras que a los grandes concesionarios (más 

de 1.000 has) solo se les adjudicó el 11,1 por ciento. La mediana propiedad también se vio 

beneficiada al recibir el 39 por ciento de las hectáreas asignadas (Tabla 18). 

En comparación con los periodos anteriores y posteriores, este fue el más equitativo en términos 

de la transferencia de derechos de propiedad del Estado a colonos y campesinos (Tabla 18). Pero 

aun así, persistió la asimetría en la distribución de los baldíos entre particulares, desigualdad que 

como hemos explicado varias veces guarda relación, por una parte, con los engorrosos trámites 

para adjudicar tierras a los colonos, y con el hecho de que a estos se les titulaban los terrenos 

que habían explotado y otro tanto; y por otra, con las ventajas que la ley concedía a quienes 

ofrecieran explotar grandes extensiones de baldíos con ganados o con cultivos comerciales. Así 

pues, mientras al 94 por ciento de los peticionarios se le asignó el 50 por ciento de la superficie, a 

56 peticionarios (que representaban mucho menos del uno por ciento) se le otorgó un 11,1 por 

ciento. A su vez, los solicitantes de terrenos medianos (101 a 500 has) recibieron el 39 por ciento 

de la superficie, aunque solo representaban el 6 por ciento del total de adjudicatarios.  

Tabla 18. Adjudicación de baldíos a particulares según rangos de tamaño y tipo de adjudicatario. 

Colombia, 1962-1987 

Tipo de 
adjudicatario 

Personas Naturales Personas Jurídicas 

Rangos Adjudicaciones % Superficie % Adjudicaciones % Superficie % 

0-20 177.507 60,6 976.607 9,6 163 49,8 943 4,8 

21-100 97.448 33,3 4.111.725 40,3 131 40,1 5.778 29,1 

101-500 16.499 5,6 3.112.046 30,5 30 9,2 7.056 35,6 

501-1000 1.112 0,4 869.054 8,5 2 0,6 1.595 8,0 

1001-2500 157 0,1 240.869 2,4 - - - - 

2501-5000 38 0,0 123.052 1,2 1 0,3 4.453 22,5 

más de 5000 17 0,0 763.803 7,5 - - - - 

Total 292.778 100,0 10.197.156 100,0 327 100,0 19.825 100,0 

 
 

Fuente: elaboración propia, datos tomados de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

 



Puesto que las asimetrías y anomalías en la asignación de baldíos van en contravía de los 

objetivos de la reforma social agraria, es pertinente examinar al menos las adjudicaciones de más 

de 5.000 hectáreas. Al respecto caben dos advertencias previas.  

Primera: no tuvimos acceso a los nombres de los adjudicatarios de terrenos que excedían los 

topes legales, e incluso las excepciones establecidas por la ley.  

Segunda: sobre los casos que generaban dudas, consultamos a funcionarios del INCODER que 

manejan la base de datos de baldíos. Ellos dijeron que todos los datos estaban respaldados en 

resoluciones del INCORA o del INCODER, e incluso nos mostraron tres resoluciones de 

adjudicación hechas en Remedios-Antioquia. Sobre este caso, y otros, es curioso que hayan sido 

expedidas el mismo día. Con excepción de las adjudicaciones en Campo Alegre y Puerto Gaitán, 

sobre las demás habría que tener información adicional para saber cuál fue su soporte legal. Es 

poco creíble, por ejemplo, que a dos mujeres se les hubieran adjudicado terrenos de 65.000 

hectáreas y 33.149 hectáreas respectivamente. Es extraño que en 1971 hubiera un baldío de 65.000 

hectáreas en el municipio de Ibagué. Sin embargo, encontramos un estudio de la adjudicación de 

baldíos entre 1931 y 1971, basado en información del INCORA, que no solo confirma los datos de la 

Tabla 19, sino que además da los nombres de los adjudicatarios e indica su oficio (Diot, 1976).  

Tabla 19. Terrenos de más de 5.000 hectáreas adjudicados a hombres y mujeres. Colombia, 1962-1987 



 

Fuente: elaboración propia, datos tomados de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

2.5.4.3. Distribución territorial de los baldíos  

La titulación de baldíos por departamentos muestra que el 65 por ciento de los terrenos 

adjudicados entre 1962 y 1987 se concentró en regiones de antigua colonización como Antioquia, 

Tolima, Santander, y en otras de colonización más reciente como Meta, Casanare y Caquetá 

(Tabla 20).  

En el caso de las zonas de colonización más antiguas, la alta proporción de baldíos titulados en estos años 

se explica principalmente por la simplificación de los procedimientos administrativos de adjudicación y 

porque los colonos requerían el título para acceder al crédito agrícola subsidiado y a otros beneficios. No 

hay duda por lo demás de la eficacia de las campañas de titulación emprendidas por el INCORA en esos 

años. En el caso de regiones de colonización tardía, la alta proporción de adjudicatarios guarda relación 

con la enorme superficie de los baldíos ubicados en el Meta, Caquetá y Casanare, y con el dinamismo de la 



colonización en esos territorios40 (Tabla 20). El resto de adjudicaciones (35 por ciento) se distribuyeron 

entre 25 regiones del país, incluida el área rural de Bogotá. Estas adjudicaciones también muestran la 

lenta legalización de baldíos ocupados y explotados en zonas incorporadas a la frontera agraria, como 

Cundinamarca, Boyacá, Norte de Santander y Atlántico (Anexo 2, Tabla 2.1).  

Tabla 20. Distribución de los baldíos adjudicados a personas naturales y jurídicas por departamento. 

Colombia, 1962-1987 

Departamentos Adjudicaciones % Superficie % 

ANTIOQUIA 27.332 9,3 1.321.389 12,9 

HUILA 20.506 7,0 218.026 2,1 

SANTANDER 20.421 7,0 768.839 7,5 

NARIÑO 19.779 6,7 195.580 1,9 

CAQUETÁ 19.406 6,6 950.265 9,3 

CAUCA 18.246 6,2 144.795 1,4 

TOLIMA 17.964 6,1 407.777 4,0 

META 17.872 6,1 1.303.493 12,8 

VALLE DEL CAUCA 16.985 5,8 158.332 1,5 

CASANARE 12.526 4,3 1.065.955 10,4 

Otros* 102.068 35,0 3.682.531 36,0 

Total 293.105 100,0 10.216.982 100,0 

 
 

Fuente: elaboración propia, datos tomados de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

* Incluye 23 departamentos: Cundinamarca, Cesar, Norte de Santander, Putumayo, Magdalena, Córdoba, Arauca, Bolívar, Boyacá, Risaralda, Chocó, La 

Guajira, Caldas, Guaviare, Atlántico, Quindío, Bogotá DC, Sucre, Amazonas, Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, Vaupés, Vichada y 

Guainía. 

 
La lenta legalización de los terrenos ocupados y explotados por los colonos se constata también 

en que del total de títulos otorgados a personas naturales en 110 años, escasamente un 6 por 

ciento corresponde a la primera mitad del siglo XX (1903-1953), no obstante que la frontera 

agrícola venía expandiéndose desde mediados del siglo XIX. El 94 por ciento restante fue 

otorgado entre 1954 y 2012, largo periodo en el que hubo un relativo fortalecimiento del aparato 

estatal del sector rural y se llevaron a cabo campañas de legalización (hoy denominadas de 

formalización) de tierras explotadas por colonos, o cuya posesión era reclamada por empresarios 

agrícolas, terratenientes, políticos, especuladores, etcétera.  

Otro fenómeno que tuvo incidencia en el elevado porcentaje de títulos otorgados en la segunda 

mitad del siglo XX, es la apertura de nuevos frentes de colonización en territorios de la Amazonia 

y la Orinoquia en torno a los cuales existían ïcomo ahoraï grandes intereses económicos.  

                                              

40   Véanse las investigaciones sobre los departamentos de Caquetá y Meta del proyecto Tierras, organización social y territorio del CNMH.  
 



 

2.6. Asignación de tierras a los amnistiados por la Ley 35 de 

1982 y adquisición de tierras para el PNR 1982-1987 

De manera similar a las amnistías concedidas por el Estado colombiano en la década de 1950, 

por iniciativa del presidente Belisario Betancur, el Congreso aprobó en 1982 la Ley 35, por medio 

de la cual se concedía una generosa amnistía a los miembros de las organizaciones insurgentes 

que depusieran las armas y se integraran a la vida civil. Y para reparar a las víctimas de la 

confrontación de los insurgentes con la fuerza pública, y facilitar el tránsito de los guerrilleros a la 

vida civil, el presidente nombró una Comisión Nacional de Rehabilitación que se encargaría de 

trazar las pautas del PNR (Plan Nacional de Rehabilitación), entre estas la asignación de tierras 

no solo a los damnificados de la violencia sino también a los guerrilleros reinsertados.  

Dejando de lado los detalles políticos, administrativos y financieros del PNR, sobre los cuales se 

ha escrito bastante, cabe subrayar que tanto la ñvoluntad de pazò del presidente Betancur como la 

disponibilidad de recursos para el PNR, contribuyeron a reactivar las parcelaciones y aumentar el 

ritmo de titulación de baldíos en las zonas afectadas por la confrontación armada. No es casual 

entonces la reactivación de la compra de tierras de reforma agraria y el incremento de la titulación 

de baldíos en zonas de colonización con influencia guerrillera, como Meta y Caquetá. Veamos las 

cifras.  

De acuerdo con la tabla publicada en el libro 25 años de reforma agraria en Colombia (INCORA y 

Ministerio de Agricultura, 1988, páginas 55-57), el PNR adquirió, entre 1982 y 1986, 106 

predios por un total de 50.834 hectáreas. A estas cifras hay que agregar las de 1987, el año 

más activo en adquisición de tierras: 160 predios por un total de 49.890 hectáreas. Así pues, 

entre 1982 y 1987, el PNR compró 264 predios que abarcaban 99.808 hectáreas (Tabla 21), 

para ser distribuidos entre familias campesinas de las zonas afectas por la violencia y 

exguerrilleros, con miras a consolidar el frágil proceso de paz iniciado por el presidente 

Betancur y continuado, aunque en modo muy diferente, por el presidente Barco.  

Tabla 21. Tierras ingresadas al Fondo Nacional Agrario. Modalidad campesinos e indígenas. Colombia, 1983-

1987 

Fuente de 
ingreso 

PNR COMPRA EXPROPIACIÓN CESIÓN OTROS TOTAL 

AÑOS No Has No Has No Has No Has No Has No Has 

1983 4 6.796 27 2.527 6 2.430 3 94 - - 40 11.847 

1984 27 13.028 18 2.879 3 45 3 257 - - 51 16.209 



1985 23 15.587 63 8.877 2 647 4 1.849 - - 92 26.960 

1986 50 14.507 44 13.821 - - 2 1.364 - - 96 29.692 

1987 160 49.890 29 4.814 - - - - - - 189 54.704 

Subtotal 264 99.808 181 32.918 11 3.122 12 3.564 - - 468 139.412 

 
 

Fuente: Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, INCORA, (2002), Colombia: tierra y paz: experiencias y caminos para la reforma agraria 

alternativas para el siglo XXI, 1961-2001, página 174. 

 
En cuanto a los beneficiados por la ley de amnistía de Betancur y el PNR, las cifras del INCORA 

muestran que 185.760 hectáreas fueron repartidas entre 12.254 familias, resultado apreciable y 

que ha sido reconocido en varias evaluaciones de este programa (Tabla 22).  

Tabla 22. Tierras ingresadas al Fondo Nacional Agrario. Colombia, 1983-1987 

AÑOS No. FAMILIAS BENEFICIADAS 
ÁREA 
( has) 

UAF 
(por familia) 

1983 3.145 39.918 12,7 

1984 2.006 34.213 17,1 

1985 2.403 35.654 14,8 

1986 1.943 26.696 13,7 

1987 2.757 49.279 17,9 

TOTAL 12.254 185.760 15,2 

 
 

Fuente: Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, INCORA, (2002), Colombia: tierra y paz: experiencias y caminos para la reforma agraria alternativas para el 

siglo XXI, 1961-2001, página 175. 

 

2.7. Ley de reforma agraria de la administración del presidente 

Virgilio Barco  

Dos cambios legislativos delimitan este corto periodo. En primer lugar, la expedición de la Ley 30 

de 1988, bajo la administración del presidente Virgilio Barco, mediante la cual se buscaba 

reactivar la reforma agraria en medio de un nuevo intento de paz con los grupos insurgentes y de 

una intensa agitación social. En segundo lugar, la expedición de la Ley 160 de 1994, bajo la 

administración del presidente Ernesto Samper, la cual, siguiendo las recomendaciones del Banco 

Mundial, introdujo el mercado subsidiado de tierras como mecanismo redistributivo y a la vez creó 

dos nuevas unidades de producción agropecuaria: las ZRC (Zonas de Reserva Campesina) y las 

ZDE (Zonas de Desarrollo Empresarial), que en realidad han tenido un escaso desarrollo.  

De acuerdo con la exposici·n de motivos de la Ley 30, ñla inoperancia de los instrumentos legales de 

expropiaci·nò explicaba en gran parte el incumplimiento de los objetivos de la reforma agraria. Se 



estimaba asimismo que en 1988 había aproximadamente 262.000 familias campesinas que carecían 

de tierras y ñde fuentes estables de ingresosò, lo cual justificaba reactivar la reforma agraria (Ramos, 

2002, páginas 135ï136). 

Entre las innovaciones introducidas por la nueva ley agraria, sintetizadas por Ramos de manera 

muy concisa, aquí son relevantes las que tuvieron mayor incidencia en la reactivación del reparto 

de tierras: 

- Se eliminó la calificación de tierras para efectos de los procesos de expropiación.  

- Se simplific· ñel procedimiento administrativo de negociaci·n voluntaria y de la expropiaci·n agrariaò.  

- ñSe precisaron y ampliaron los motivos de utilidad p¼blica e inter®s social que dan lugar a la 

expropiaci·nò.  

- ñSe expidieron normas que restringieron la consolidaci·n y concentraci·n de la propiedad adquirida 

sobre tierras bald²asò. 

- ñ[Se estableci·] el pago diferencial de las tierras y las mejorasò. Las tierras: pago a cinco a¶os en 

bonos agrarios; y las mejoras: pago gradual y en efectivo, según una tabla.  

- ñ[Se establecieron] nuevos criterios para determinar los aval¼os de los predios ruralesò. 

- ñSe modific· la composici·n de la Junta Directiva del INCORAò, d§ndole mayor²a al gobierno ña fin de 

reflejar coherentemente su pol²tica y su voluntad reformistaò.  

- ñ[Se] estimul· la participaci·n campesina en la toma de decisiones, a trav®s de un comit® consultivo 

nacional (é)ò.  

- ñ[Se crearon] nuevos recursos para el INCORA, a través de una renta de destinación específica 

proveniente del 2,8 por ciento del recaudo de la sobretasa a las importaciones (é) durante los siguientes 

diez a¶osò.  

- ñ[Se] orden· entregar gratuitamente las tierras a las comunidades ind²genasò.  

Entre los aspectos negativos de la Ley 30, Ramos subraya el haber ordenado que el pago de las 

tierras adquiridas por el INCORA se hiciera conforme al avalúo comercial, y no al avalúo catastral, 

decisión que favorecía especialmente a los propietarios de tierras no explotadas, puesto que se 

había eliminado la calificación previa de los predios (página 138). 

 

2.7.1. Adquisición de tierras 1988-1994 

En cinco años de vigencia de la Ley 30 de 1988, el INCORA adquirió 2.156 predios por un total de 

575.756 hectáreas, principalmente por compra directa (463.460 has) y por el PNR (109.610 has). 



En cambio, la expropiaci·n de tierras ñpor motivos de inter®s p¼blico y utilidad socialò y cuyos 

procedimientos la ley había hecho más expeditos, fue una modalidad poco utilizada (Tabla 23). 

En todo caso, la intención del presidente Barco de reactivar la reforma agraria se evidencia en un 

incremento considerable de la adquisición de tierras con relación al periodo anterior, situación en 

la que tuvo incidencia la reformulación del PNR (Plan Nacional de Rehabilitación) en 1986, 

volvi®ndolo ñuna estrategia de reconciliaci·n del Estado con las comunidades pobres y 

marginadas (é)ò para ñquitarle base social y legitimidad a la lucha guerrilleraò (Bejarano, 1994, 

página 86). 

Tabla 23. Tierras ingresadas al Fondo Nacional Agrario. Modalidad campesinos e indígenas. Colombia, 1988-

1994 

Fuente de 

ingreso 
PNR COMPRA EXPROPIACIÓN CESIÓN OTROS TOTAL 

AÑOS No Has No Has No Has No Has No Has No Has 

1988 235 54.623 80 22.745 - - - - - - 315 77.368 

1989 44 7.937 302 89.253 - - - - - - 346 97.190 

1990 183 46.897 114 39.611 - - - - - - 297 86.508 

1991 2 153 219 55.451 - - - - - - 221 56.604 

1992 - - 370 96.098 7 909 2 452 - - 379 97.459 

1993 - - 327 67.945 - - 1 117 - - 328 68.062 

1994 - - 262 92.357 2 347 1 614 5 247 270 93.565 

Subtotal 464 109.610 1.674 463.460 9 1.256 4 1.183 5 247 2.156 575.756 

 
 

Fuente: Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, INCORA, (2002), Colombia: tierra y paz: experiencias y caminos para la reforma agraria 

alternativas para el siglo XXI, 1961-2001, página 174. 

 

2.7.2. Reparto de parcelas de reforma agraria  

De acuerdo con la información publicada por el INCORA, de 1988 a 1994 fueron repartidas 

599.749 hectáreas entre 35.139 familias. El tamaño promedio de las parcelas osciló entre 29,9 

hectáreas en 1988 y 17 en 1994. Infortunadamente, se desconoce la distribución regional de las 

parcelas asignadas en estos cinco años. Tampoco se sabe cuáles eran los programas de 

parcelación ni cómo fue la distribución entre hombres y mujeres. La única información pública 

disponible se registra en la Tabla 24.  

Tabla 24. Tierras ingresadas al Fondo Nacional Agrario. Colombia, 1988-1994 

AÑOS NO. FAMILIAS BENEFICIADAS 
ÁREA 
(has) 

UAF/htas 
(por familia) 



1988 1.600 47.807 29,9 

1989 3.597 74.096 20,6 

1990 8.118 137.366 16,9 

1991 5.463 91.748 16,8 

1992 5.048 81.266 16,1 

1993 5.843 86.944 14,9 

1994 5.470 80.522 14,7 

TOTAL 35.139 599.749 17,1 

 
 

Fuente: Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, INCORA, (2002), Colombia: tierra y paz: experiencias y caminos para la reforma agraria 

alternativas para el siglo XXI, 1961-2001, página 175. 

 

2.7.3 Titulación de baldíos  

Entre 1988 y 1994 el INCORA efectuó 77.277 adjudicaciones de baldíos que abarcaban 

3.144.894 hectáreas. El 99,9 por ciento de estas corresponde a personas naturales (77.236 

terrenos y 3.139.692 has). A personas jurídicas solo les asignaron 27 baldíos por un total de 

4.208 hectáreas; y a entidades de derecho público 14 terrenos por un total de 994 hectáreas. 

La prelación a las personas naturales es coherente con el propósito de la administración Barco de 

reactivar la reforma agraria y de quitarle base social a la guerrilla, en medio de protestas y 

movilizaciones campesinas. De acuerdo con Zamosc, entre 1978 y 1988 hubo en Colombia 979 

ñeventos agrariosò, cuyos principales epicentros fueron, en primer lugar, las zonas andinas, donde 

indígenas y campesinos pedían tierra y protección a las economías campesinas, se quejaban de 

las deudas y se oponían a la construcción de hidroeléctricas y al ingreso de compañías mineras y 

madereras (como actualmente). Y en segundo lugar, las zonas de colonización, cuyos pobladores 

reclamaban del Estado infraestructura y servicios, protección al derecho a la vida y a la paz. Estas 

movilizaciones se concentraron en el Magdalena Medio, Urabá, sur de Córdoba y las zonas de 

colonización del suroriente41 (Zamosc, 1992).   

Tabla 25. Adjudicación de baldíos a personas naturales y jurídicas según rangos de tamaño, Colombia 1988-

1994 

Rangos de tamaño Adjudicaciones % Superficie % 

0-20 56.548 73,2 218.222 6,9 

21-100 15.631 20,2 711.616 22,6 

101-500 3.980 5,2 781.330 24,9 

501-1000 776 1,0 645.279 20,5 

                                              

41   ! ŜǎǘŜ ǘŜȄǘƻ ŘŜ ½ŀƳƻǎŎ ƘŀŎŜ ǊŜŦŜǊŜƴŎƛŀ .ŜƧŀǊŀƴƻ Ŝƴ ǎǳ ŜǎŎǊƛǘƻ ά[ŀ ǇƻƭƝǘƛŎŀ ŘŜ ǇŀȊ ŘǳǊŀƴǘŜ ƭŀ ŀŘƳƛƴƛǎǘǊŀŎƛƽƴ .ŀǊŎƻέ (J. A. Bejarano, 

1994), ya citado.  



1001-2500 190 0,2 322.721 10,3 

2501-5000 130 0,2 379.922 12,1 

Más de 5000 8 0,0 84.811 2,7 

Total 77.263 100,0 3.143.900 100,0 

 
 

Fuente: elaboración propia, datos tomados de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

Pero a la vez hubo un incremento de las grandes concesiones de baldíos, algunas de las cuales 

superaron por un amplio margen los límites establecidos por la ley. Si nos atenemos a la 

información del INCODER, entre 1988 y 1994, el INCORA adjudicó ocho baldíos de más de 5.000 

hectáreas que sumaban 84.811 hectáreas.  

Llama la atención que seis de estos terrenos y el 82,4 por ciento de la superficie fueran 

adjudicados a mujeres, pues a estas por lo general se les han adjudicado lotes pequeños. Sobre 

estas adjudicaciones solo conocemos los datos registrados en la Tabla 26. De su ubicación 

geográfica se infiere que esas tierras estaban destinadas a la ganadería extensiva, actividad para 

la cual, como ya se ha señalado, las leyes de baldíos siempre establecen excepciones a los topes 

generales, propiciando de ese modo la concentración de tierras para la ganadería extensiva. Si se 

asume como cierta la información sobre el oficio u ocupación de los grandes peticionarios de 

baldíos que aparecen registrados en la estadística del INCORA para el periodo comprendido 

entre 1931 y 1971, la gran mayoría eran ganaderos o cultivadores.  

Tabla 26. Terrenos de más de 5.000 hectáreas adjudicados a hombres y mujeres. Colombia, 1988-1994 

AÑO DEPARTAMENTO MUNICIPIO SUPERFICIE ADJUDICATARIO 

1988 META PUERTO LÓPEZ 36.510 Mujer 

1989 CHOCÓ UNGUÍA 8.901 Mujer 

1991 CÓRDOBA LORICA 6.656 Mujer 

1992 CESAR RÍO ORO 7.000 Mujer 

1992 CÓRDOBA CHIMA 5.000 Mujer 

1992 MAGDALENA SANTA MARTA 8.000 Hombre 

1992 META MAPIRIPÁN 5.868 Mujer 

1993 CÓRDOBA LORICA 6.875 Hombre 

 
 

Fuente: elaboración propia, datos tomados de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

 



Cabe suponer que la disminución relativa de pequeños cultivadores que recibieron títulos de 

baldíos fue compensada por la asignación de parcelas de reforma agraria a 35.139 familias 

beneficiarias del INCORA que recibieron en promedio 17 hectáreas. Sin embargo, el aumento de 

las adjudicaciones de más de 1.000 hectáreas no es coherente con los objetivos de la Ley 30 de 

1988, aunque las grandes concesiones eran permitidas bajo la condición de suscribir contratos de 

explotación y arrendamiento con el INCORA.  

En relación con las adjudicaciones de más de 450 hectáreas, que era el límite general a la 

adjudicación de baldíos, hay que tener en cuenta las excepciones establecidas por la Ley 30 de 

1988, por cierto muy similares a las de la legislación anterior. Veamos el artículo 29 que fija la 

regla general sobre esta materia:  

A partir de la vigencia de la presente Ley, no podrán hacerse adjudicaciones de baldíos sino por 

ocupación previa y en favor de personas naturales o de cooperativas o empresas comunitarias 

campesinas y por extensiones no mayores de cuatrocientas cincuenta (450) hectáreas por persona o por 

socio de la empresa comunitaria o cooperativa campesina42. No obstante, podrán hacerse adjudicaciones 

en favor de entidades de derecho público para la construcción de obras de infraestructura destinadas a la 

instalación o dotación de servicios públicos, bajo la condición de que si dentro del término que el Instituto 

señalare no se diere cumplimiento al fin previsto, los predios adjudicados revierten al dominio de la 

Nación (...). Los que hayan puesto bajo explotación agrícola o ganadera, con anterioridad a la presente 

Ley, superficies que excedan a las aquí señaladas, tendrán derecho a que se les adjudique el exceso, 

pero sin sobrepasar en total los límites que fija el inciso primero del artículo 2º de la Ley 34 de 1936 (...). 

Así mismo, no podrán hacerse adjudicaciones de baldíos que estén ocupados por comunidades 

indígenas o que constituyan su hábitat, sino únicamente y con destino a la constitución de resguardos 

indígenas. 

En cuanto a las excepciones, el artículo 32 establece los siguientes criterios:  

Las sociedades de cualquier índole, que sean reconocidas por el Ministerio de Agricultura como 

empresas especializadas del sector agropecuario, en los términos del inciso 2o. del artículo 33 de la Ley 

9º de 1983, o que se dediquen a la explotación de cultivos agrícolas de materias primas agropecuarias o 

a la ganadería intensiva, podrán solicitar la adjudicación en propiedad de tierras baldías, cuya extensión 

oscile entre 450 y 1.500 hectáreas, sin necesidad de ocupación previa, mediante la celebración con el 

INCORA de un contrato en el cual se comprometan a explotar en las actividades económicas 

mencionadas, no menos de las dos terceras partes de la superficie adquirida, dentro de los cinco años 

siguientes a la adjudicación, a cuyo término y si no demostraren con oportunidad haber dado 

cumplimiento a sus obligaciones, el baldío adjudicado revertirá al dominio de la Nación (...)43.  

                                              

42   Énfasis agregado. 
 
43   Énfasis agregado. 
 



De acuerdo con la ley, las adjudicaciones de más de 1.500 hectáreas debían ser aprobadas por la 

Junta Directiva del INCORA, y estar respaldadas por contratos con el INCORA: 

En segundo lugar, el reparto territorial de los títulos de baldíos a personas naturales y jurídicas 

muestra cierta continuidad y algunas variaciones con relación al periodo anterior. Del total de las 

adjudicaciones, el 66 por ciento se localizó, en orden descendente, en diez departamentos: 

Antioquia, Huila, Nariño, Cauca, Santander, Caquetá, Meta, Tolima, Valle del Cauca y Casanare. 

Este orden varía significativamente según la superficie adjudicada en cada departamento; esta es 

mayor en los departamentos con extensas áreas de baldíos y movimientos colonizadores como el 

Meta (22 por ciento), Casanare (9,4 por ciento) y Caquetá (7,1 por ciento). Antioquia ocupa el 

cuarto lugar con el 6,9 por ciento del área adjudicada.  

Tabla 27. Distribución de los baldíos adjudicados a particulares por departamento y según tipo de 

adjudicatario. Colombia, 1988-1994 

Tipo de 

adjudicatario 
Personas Naturales Personas Jurídicas 

Departamentos Adjudicaciones % Superficie % Adjudicaciones % Superficie % 

ANTIOQUIA 12.719 16,5 217.850 6,9 2 7,4 0 0,0 

HUILA 5.980 7,7 51.561 1,6 2 7,4 1 0,0 

NARIÑO 5.517 7,1 37.249 1,2 - - - - 

CAUCA 4.477 5,8 34.333 1,1 1 3,7 1 0,0 

SANTANDER 4.246 5,5 73.100 2,3 2 7,4 9 0,2 

CAQUETÁ 3.910 5,1 224.379 7,1 3 11,1 102 2,4 

META 3.782 4,9 689.973 22,0 5 18,5 3.959 94,1 

TOLIMA 3.601 4,7 34.445 1,1 1 3,7 50 1,2 

VALLE DEL CAUCA 3.513 4,5 7.853 0,3 1 3,7 0 0,0 

CASANARE 3.300 4,3 293.759 9,4 1 3,7 0 0,0 

Otros* 26.191 33,9 1.475.190 47,0 9 33,3 85 2,0 

Total 77.236 100,0 3.139.692 100,0 27 100,0 4.208 100,0 

 
Fuente: elaboración propia, datos tomados de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

Entre los aspectos progresistas de la Ley 30 sobresale el reconocimiento explícito a la 

adjudicación de tierras a los jefes de familia (hombres o mujeres) y a la pareja conyugal, norma 

que favorecía principalmente a las mujeres. En efecto, hasta 1988, la legislación de baldíos 

establecía el derecho de los colonos o cultivadores a la titulación del terreno que estuvieran 

ocupando y explotando, independientemente de su sexo y de su estado civil, pero algunas leyes 

mencionaban expresamente a los varones mayores de 17 o 18 años como titulares de ese 



derecho: por ejemplo, la Ley 135 de 1961 exim²a a ñlos varones casados que hayan cumplido diez 

y ocho (18) años de edad [de la autorización judicial] para obtener adjudicaciones de baldíos o de 

unidades agr²colas familiares en colonizaciones o parcelaciones (...)ò (art. 36). Y si bien es cierto 

que la legislación no siempre hacía explícito que la titularidad del baldío le correspondía a la 

familia, esta era precisamente una de las motivaciones o justificaciones recurrentes de los 

proyectos de adjudicación de tierras a los colonos y campesinos, así el título fuera expedido a 

nombre del jefe del hogar masculino44. Hay que aclarar, sin embargo, que la ley también otorgaba 

derechos sobre terrenos baldíos a hombres y mujeres que no tenían ningún tipo de unión 

conyugal.  

Que las mujeres no estaban excluidas del derecho de propiedad sobre terrenos baldíos, lo 

constata el hecho de que incluso en el siglo XIX hubo adjudicaciones a estas.  

Empero la extensión explícita del derecho de propiedad sobre terrenos baldíos, o de unidades 

agrícolas familiares, a la pareja o unión conyugal, fue introducida por la Ley 30 de 1988 , en su 

artículo 36:  

Las personas naturales que hayan cumplido 16 años de edad y sean jefes de familia podrán obtener, 

en forma individual o conjuntamente con su cónyuge, compañero o compañera permanente con quien 

comparta las responsabilidades sobre sus hijos menores, o con sus parientes hasta el segundo grado de 

consanguinidad, si velare por ellos, adjudicaciones de tierras baldías, o de unidades agrícolas familiares, 

o ser admitidos como socios de empresas comunitarias y contraer por consiguiente las obligaciones 

inherentes, sin necesidad de autorización judicial. 

Mediante esta norma se reconoció el hecho de que la explotación de baldíos y las faenas del 

campo no eran asunto exclusivo de los hombres y que, al contrario, las mujeres jugaban, y juegan 

un rol activo no solo en la economía doméstica sino en la explotación económica de la tierra. 

Razón tiene Magdalena León (2006) al afirmar que la titulación de tierras a la pareja, o a la unión 

conyugal, significó un notable avance en los derechos de las mujeres, puesto que implica el 

reconocimiento de la doble jefatura del hogar.  

Pero la inclusión explícita de las mujeres en los programas de reforma agraria se haría años 

después, con la expedición de la Ley 160 de 1994 que a su vez les dio representación en la 

Junta Directiva del INCORA y en los comités regionales de reforma agraria. En varios 

estudios, incluido este, se pone de relieve el papel crucial que han desempeñado la 

organización y la movilización de las mujeres rurales en el reconocimiento de sus derechos, 

entre estos el de la propiedad (individual o conyugal) de la tierra.  

No es posible decir con certeza qué tanta incidencia tuvo el artículo 36 en la adjudicación de 

baldíos a las parejas, pues la información del INCODER solo discrimina las cifras según el sexo 

                                              

44   Véase entre otros Magdalena, León, 2006; Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, CNRR y Grupo de Memoria 

Histórica GMH, 2010. 
 



del adjudicatario. Aún hoy se asume erróneamente que todos los adjudicatarios son familias y en 

particular familias campesinas, como puede comprobarse en las publicaciones del INCORA y del 

INCODER aquí citadas. Pero lo que sí se sabe es cómo se repartían los títulos entre hombres y 

mujeres.  

Tabla 28. Adjudicación de baldíos según sexo y rangos de tamaño. Colombia, 1988-1994 

 

Rangos de 

tamaño 

Adjudicaciones Superficie 

Hombres  Mujeres  Total 
Hombres 

% 
Femenino 

% 
Hombres Mujeres  Total Hombres % 

Mujeres 
% 

0-20 38.084 18.446 56.530 67,4 32,6 162.596 55.586 218.182 74,5 25,5 

21-100 12.043 3.583 15.626 77,1 22,9 548.007 163.397 711.404 77,0 23,0 

101-500 3.061 919 3.980 76,9 23,1 589.778 191.552 781.330 75,5 24,5 

501-1000 523 251 774 67,6 32,4 431.871 212.115 643.986 67,1 32,9 

1001-2500 137 51 188 72,9 27,1 230.662 89.396 320.058 72,1 27,9 

2501-5000 91 39 130 70,0 30,0 266.304 113.618 379.922 70,1 29,9 

más de 5000 2 6 8 25,0 75,0 14.875 69.936 84.811 17,5 82,5 

Total 53.941 23.295 77.236 69,8 30,2 2.244.094 895.599 3.139.692 71,5 28,5 

 
Fuente: elaboración propia, datos tomados de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

 

De acuerdo con la Tabla 28, entre 1988 y 1994 hubo un importante avance en la titulación de 

baldíos a mujeres que probablemente los habían ocupado y explotado por sí mismas o en 

compañía de sus familias. En efecto, del total de las resoluciones de adjudicación de baldíos, las 

mujeres peticionarias recibieron el 30 por ciento, un 6 por ciento más que en el periodo anterior; y 

del total de la superficie adjudicada, recibieron el 28 por ciento, un 8 por ciento más que en el 

periodo anterior.  

Por otra parte, la distribución de los baldíos adjudicados por rangos de tamaño indica que las 

mujeres aumentaron en todos los rangos de la escala. Pero el hecho inédito se relaciona con que 

ocho mujeres obtuvieran adjudicaciones de más de 5.000 hectáreas, superando en un alto 

porcentaje las otorgadas en este rango a los hombres. Se nos ocurren dos conjeturas al respecto: 

una, que estas mujeres, o algunas de ellas, habían heredado de sus padres o cónyuges o 

hermanos, la posesión de vastas extensiones de baldíos que legalizaron años después bajo la 

figura de títulos ganaderos. Recuérdese que en las estadísticas de baldíos de 1931 a 1971, antes 

mencionadas, las adjudicatarias de grandes extensiones de bald²os figuraban como ñcultivadorò o 

ñganaderoò, o ambas. La segunda conjetura es menos benévola: la figuración de estas mujeres, o 



de algunas, como titulares de enormes extensiones de baldíos era una treta para acaparar tierras 

por parte del cónyuge o de algún familiar que ya era propietario de tierras y por eso no podía ser 

adjudicatario de baldíos.  

El éxito de las campañas de titulación de baldíos en este periodo, y en los siguientes, se debe en 

parte a la creación, en 1962, de una sección de baldíos en el INCORA, y de doce comisiones 

regionales en: Atlántico, Caquetá, Cauca, Huila, Córdoba, Magdalena, Meta, Nariño, Norte de 

Santander, Tolima y Santander (INCORA, 1988, página 21). Y en parte a que las gobernaciones 

fueron facultadas por el gobierno central para otorgar títulos de baldíos en sus respectivos 

departamentos. También debió incidir la creación, en 1986, de gerencias regionales del INCORA 

en todos los departamentos del país (INCORA, 1988, página 22). Y en lo concerniente a los 

colonos, el notable incremento de las solicitudes de legalización de fundos se explica no solo por 

las mayores facilidades para realizar los respectivos trámites, sino porque para acceder a los 

créditos ofrecidos por el INCORA y la Caja Agraria se requería la resolución de adjudicación o el 

título del predio.   

Cabe agregar que la expansión de la colonización, tanto en la costa como en el interior del país y 

en las zonas de frontera abierta, junto con las elevadas tasas de crecimiento demográfico y las 

presiones políticas regionales, dieron lugar a la creación de ocho departamentos nuevos entre 

1951 y 1981, a saber: Córdoba (1951), Meta (1959), La Guajira (1964), Quindío (1966), Risaralda 

(1966), Sucre (1966), Cesar (1967) y Caquetá (1981), que por supuesto hicieron aún más 

compleja la administración territorial del país y el control de las tierras de domino estatal.  

 

2.8. Alcances de las reformas agrarias (1961-1988) y ocaso del 

reformismo agrario   

Los resultados de la reforma agraria en reparto de tierras pueden resumirse así.  

¶ En 32 años, el Estado colombiano otorgó 370.360 títulos de propiedad sobre terrenos 

baldíos por un total de 13.360.882 hectáreas. Y asignó 85.403 parcelas por un total de 

1.415.468 hectáreas.  

¶ En términos jurídicos y catastrales, hubo 455.763 nuevos propietarios y la superficie 

agropecuaria bajo propiedad privada aumentó en 14.776.350 hectáreas.  

¶ Con relación al número de predios de propiedad privada registrados en el catastro rural del 

año 2000 (2.183.833), los propietarios aumentaron en un 21 por ciento y la superficie bajo 

propiedad privada en 46,5 por ciento.  

¶ El considerable aumento de la superficie bajo propiedad privada en virtud de la titulación 

de baldíos indica que el tamaño promedio de los predios adjudicados era superior al de 

los de la propiedad privada registrada en el catastro.   



Como se ha dicho muchas veces, el declive del reformismo agrario en Colombia comenzó con el 

gobierno de Misael Pastrana Borrero, cuyo plan de desarrollo ïLas Cuatro Estrategiasï tuvo 

como base ideológica las tesis de Lauchlin Currie sobre el desarrollo en Colombia que 

privilegiaban la modernización capitalista del campo y la tecnificación de la agricultura y la 

ganadería como estrategias más adecuadas a la urbanización y la industrialización del país, que 

la reforma agraria (Currie,1961 y 1976).  

Puesto que Currie consideraba no solo inevitable sino conveniente el desarrollo capitalista del 

campo, una de cuyas consecuencias era la asalarización o proletarización del campesinado, y la 

migración de la mano de obra excedente a las ciudades, veía necesario abrir fuentes de empleo 

para los migrantes rurales y mejorar sus salarios, su capacitación laboral y sus condiciones de 

vida. Tanto para lo uno como para lo otro, la construcción de vivienda masiva dotada de 

infraestructura y servicios públicos y sociales era, según Currie, una estrategia fundamental para 

superar la pobreza y salir del subdesarrollo45.  

No hay duda de que Currie tenía razón en lo relativo al incremento de la migración rural-urbana y 

la tendencia de la población a establecerse en las ciudades. Recuérdese que Colombia 

experimentó entre 1964 y 1993 altas tasas de crecimiento de la población urbana junto con un 

decrecimiento relativo de la población rural, lo cual se expresó en una inversión en la distribución 

de la población entre áreas urbanas y rurales. Con relación a la población total, la población 

urbana aumentó de 29,1 por ciento en 1938 a 71 por ciento en 1993, en tanto que la población 

rural (o ubicada en el ñrestoò de los municipios) decreci· de 70,9 por ciento a 29,1 por ciento 

(Flórez, 2000, página 64). 

El Acuerdo de Chicoral, celebrado en 1972, seguido de las leyes que lo legitimaron (4ª y 5ª de 

1973 y 6ª de 1975), ciertamente contribuyó al desmonte progresivo de la reforma agraria. Ante la 

oposición de los gremios del sector agropecuario y de algunos sectores políticos, más los 

obstáculos jurídico-legales para la adquisición de las tierras requeridas para los programas de 

reforma agraria, el Estado colombiano optó por continuar la antigua política de legalizar baldíos 

explotados por colonos y otorgar grandes extensiones de tierras públicas a empresarios, 

terratenientes, políticos, etcétera. Y para promover la modernización del agro e incentivar tanto la 

agricultura capitalista de exportación como la producción campesina de alimentos para el 

consumo doméstico, los gobiernos de Pastrana Borrero y López Michelsen ejecutaron con relativo 

éxito el programa de DRI (Desarrollo Rural Integrado).  

Entre las razones políticas que habrían motivado el viraje de las políticas agrarias en este 

periodo, o el cambio de modelo de desarrollo, se han se¶alado ñla consolidaci·n de la burgues²a 

                                              

45   aŀƭŎƻƭƳ 5Ŝŀǎ Ŝƴ ǎǳ Ŝƴǎŀȅƻ όнлмнύΣ ά[ŀ ƴƻŎƛƽƴ ŘŜƭ ǎǳōŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻ Ŝƴ /ƻƭƻƳōƛŀέΣ Ŝƴ wǳōŞƴ {ƛŜǊǊŀ όŜŘƛǘƻǊύΣ La restauración conservadora 
1946-1957, Universidad Nacional-Facultad de Ciencias Humanas, Bogotá, aporta interesantes datos biográficos sobre Lauchlin Currie y se 
refiere con cierto detalle a las ideas económicas y las propuestas de este ilustre asesor canadiense sobre el desarrollo en Colombia; también 
hace referencia a la polémica entre Currie y Hirschman, otro ilustre asesor extranjero que escribió en мфсо Ŝƭ Ƴǳȅ ŎƛǘŀŘƻ Ŝƴǎŀȅƻ ά[ŀ ǘŜƴŜƴŎƛŀ 
ŘŜ ƭŀ ǘƛŜǊǊŀ ȅ ƭŀ ǊŜŦƻǊƳŀ ŀƎǊŀǊƛŀ Ŝƴ /ƻƭƻƳōƛŀέΣ ǇǳōƭƛŎŀŘƻ Ŝƴ ŜǎǇŀƷƻƭ ǇƻǊ Ŝƭ CƻƴŘƻ ŘŜ /ǳƭǘǳǊŀ 9ŎƻƴƽƳƛŎŀ Ŝƴ мфспΦ 



agrariaò y la oposici·n de los terratenientes, empresarios y ganaderos a la reforma agraria; la 

radicalización de la ANUC, bajo la influencia de las distintas vertientes de la izquierda, y la 

invasión de grandes propiedades que esta promovió, especialmente en los años 1971 y 1974, 

cuando alcanzó el punto más álgido la movilización campesina por la tierra del último tercio del 

siglo XX46.  

Pese a la derrota de la ANUC, el hecho de que la legislación agraria reconociera e 

incentivara la organización campesina, y creara canales de expresión y participación del 

campesinado en los diferentes niveles de la organización estatal, fue sin duda un logro 

fundamental para la democracia. Más aún, la idea de Lleras Restrepo de que sin 

organización y presión del campesinado la reforma agraria no era viable, hizo posible que el 

Estado colombiano reconociera a los campesinos como ciudadanos plenos.  

Entre las ambigüedades y contradicciones de las reformas agrarias en Colombia, que limitaron su 

alcance social, subrayamos: (a) el escaso uso de la figura jurídica de expropiación de tierras no 

explotadas o para beneficio general; (b) las excepciones a los topes legales en la adjudicación de 

tierras; y (d) las concesiones de baldíos que excedían los límites legales y fueron autorizadas por 

la Junta Directiva del INCORA. También hay que señalar la contradicción entre la retórica 

reformista y los escasos resultados de los programas de reparto de tierras a los campesinos en 

comparaci·n con la poblaci·n definida como ñsujeto de reforma agrariaò.  

En relación con el limitado alcance de la primera reforma agraria, y las subsiguientes, es preciso 

recordar que para la adquisición de tierras, el INCORA enfrentó dos tipos de problemas.  

En primer lugar, el encarecimiento de los precios de la tierra en las zonas de reforma agraria, 

debido a la expectativa de compra de predios por el Estado. Y en segundo lugar, la lentitud de los 

procesos jurídicos y administrativos de expropiación, extinción del dominio privado, e incluso de 

legalización de tierras de cesión gratuita. Respecto de las limitaciones legales y jurídicas de la 

Ley 135 de 1961, Ramos sostiene que ñ(...) el 37 por ciento de los procesos de expropiaci·n 

duraron entre 2 y 6 años; y en las negociaciones directas, el 30 por ciento de los trámites tardó 

m§s de 10 a¶os en finalizarseò. Entre los motivos de demora de los procesos de expropiaci·n, 

menciona el sometimiento de ñlas resoluciones de expropiaci·n (é) al escrutinio del 

correspondiente Tribunal Administrativo, con el objeto de verificar la calificación que se hubiera 

dado a las tierras y determinar la viabilidad de la medidaò (Ramos, 2002, p§gina 132). 

Otro obstáculo a la reforma agraria, según Arango, fue la prelación que el primer gerente del 

INCORA, Pe¶alosa Camargo, le dio a la inversi·n ñen 25 distritos de riego, que adecuaron 

176.652 hectáreas y favorecieron a 11.557 agricultores, de los cuales 35 por ciento eran 

adjudicatarios de reforma agraria. La tenencia de la tierra continuó altamente concentrada en los 

                                              

46   Para una documentada síntesis de la historia agraria colombiana de la segunda mitad del siglo XX y de las movilizaciones campesinas 
lideradas por la ANUC en el decenio de 1970, véase también el capítulo 8 de este informe. Para una visión autobiográfica de la ANUC, véase 
Pérez, 2010.  
 



distritos, pues mientras el 55,3 por ciento de los propietarios menores de tres hectáreas poseía el 

5 por ciento de la superficie, los mayores de 50 pose²a el 30,4 por cientoò. Con esos recursos, 

dice Arango, el INCORA habr²a podido comprar ñal valor comercial 5,7 millones de hect§reas 

frente a 407.968 realmente adquiridasò (Arango, 1987, p§gina 209).  

A propósito del orden de prioridades del INCORA, cabe recordar que en su segundo informe de 

actividades, el doctor Peñalosa sostenía que el principal obstáculo para el desarrollo agrario en 

Colombia no era el monopolio de la tierra sino el predominio del minifundio y ñla deficiente 

utilizaci·n de la tierraò.  

En general, las evaluaciones de la reforma agraria, inclusive las del INCORA, coinciden en 

señalar que los resultados fueron insignificantes en relación con los objetivos fijados por la Ley 

135 de 1961 y las metas que debía cumplir el INCORA. Por ejemplo, Ramos (2002, página 133) 

considera que ñel objetivo b§sico de la reforma agraria, medido por las realizaciones en 

adjudicación de tierras y población beneficiada, estuvo lejos de cumplirse: la superficie adjudicada 

en 25 años representa poco menos del 3 por ciento del área de la frontera agrícola y la población 

beneficiaria (37.000 familias) corresponde al 4,6 por ciento de la poblaci·n objeto del programaò. 

Pero si se incluye la titulación de baldíos, el balance es menos pesimista que hace diez o veinte 

años.  

Como se verá en otro de los capítulos, además de las ambigüedades y las trabas de tipo jurídico-

legal y político a la reforma agraria, hay que decir que el Estado colombiano no ha logrado ejercer 

un control efectivo sobre las tierras públicas, no solo por la debilidad del aparato estatal territorial, 

sino por la ineficiencia y corrupción de la burocracia oficial, incluidos los organismos de control 

político, fiscal y disciplinario.  

En la asignación de baldíos, no obstante la tendencia democratizadora, se mantuvo el 

desequilibrio histórico entre un gran número de peticionarios de baldíos que recibieron poca tierra 

y un ínfimo número que recibió mucha tierra. Este desequilibrio es atribuible, en parte, a que la 

legislación agraria siempre ha autorizado grandes concesiones de baldíos y excepciones a los 

topes de tierra adjudicable; y en parte, porque la mayoría de los colonos que solicitan la 

legalización de sus fundos carecen de recursos económicos para explotar terrenos medianos y 

grandes. Al parecer no hay muchos colonos latifundistas, aunque en La Macarena, por ejemplo, 

encontramos varios que reclaman como propias grandes extensiones de tierra cuyos linderos han 

demarcado de acuerdo con los vecinos.   

De la participación de los baldíos adjudicados a particulares en la superficie de los municipios 

colombianos para dos periodos en los cuales se han ejecutado programas de reforma agraria, 

dan cuenta los mapas 3 y 4. Nótese la participación creciente de las zonas de colonización de la 

región oriental en la asignación de baldíos. Entre 1989 y 1994 comienza el incremento de la 

asignación de baldíos en la Altillanura. También es evidente el peso de la asignación de baldíos 



en la superficie de algunos municipios de Nariño, por la especial atención que el INCORA prestó 

a este departamento con miras a disminuir el minifundio y superar los altos índices de pobreza. 

Mapa 3. Proporción de la superficie municipal adjudicada en baldíos. Colombia. 1962-1987 

 

Fuente: elaboración propia a partir de: INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

Mapa 4. Proporción de la superficie del municipio adjudicada en baldíos. Colombia. 1988-1994 



 

Fuente: elaboración propia a partir de: INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

  



3 La reforma agraria de 1994 

En medio de la apertura económica -que agravó aún más la crisis del sector agrícola- y tres años 

después de la promulgación de una nueva carta constitucional que fue el resultado de 

deliberaciones y acuerdos entre los partidos tradicionales, sectores independientes y de 

izquierda, indígenas y voceros de la insurgencia desarmada (M-19, EPL y otros), en agosto de 

1994 el presidente C®sar Gaviria sancion· la Ley 160 que dispuso la creaci·n del ñsistema 

nacional de reforma agraria y desarrollo rural campesinoò e introdujo el mercado asistido de 

tierras como el principal mecanismo de acceso a la tierra por parte del campesinado minifundista 

o carente de este medio de producción47.  

Tanto los objetivos como las disposiciones de la nueva ley se atienen formalmente a los 

preceptos de equidad, justicia social, igualdad de oportunidades y participación ciudadana de la 

nueva constitución aplicados al ámbito rural. Una expresión nítida de estos preceptos es el 

artículo 1º y los tres primeros enunciados de la Ley 160, que por lo demás difieren muy poco de la 

retórica de las leyes de reforma agraria anteriores (Ley 135 de 1961 y Ley 30 de 1988), excepto 

en dos propósitos nuevos: el de promover y garantizar la paz, y el de incluir a las mujeres y a los 

indígenas como sujetos de la nueva reforma agraria.  

Artículo 1o.- Inspirada en el precepto constitucional según el cual es deber del Estado promover el 

acceso progresivo a la propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios y a otros servicios públicos 

rurales, con el fin de mejorar el ingreso y la calidad de vida de la población campesina, esta ley tiene por 

objeto: 

Primero: promover y consolidar la paz, a través de mecanismos encaminados a lograr la justicia social, 

la democracia participativa y el bienestar de la población campesina. 

Segundo: reformar la estructura social agraria por medio de procedimientos enderezados a eliminar y 

prevenir la inequitativa concentración de la propiedad rústica o su fraccionamiento antieconómico y dotar 

de tierras a los hombres y mujeres campesinos de escasos recursos, mayores de 16 años, que no la 

posean, a los minifundistas, mujeres campesinas jefes de hogar, a las comunidades indígenas y a los 

beneficiarios de los programas especiales que establezca el Gobierno Nacional. 

Tercero: apoyar a los hombres y mujeres del campo, de escasos recursos, en los procesos de 

adquisición de tierras promovidos por ellos mismos, a través de crédito y subsidio directo.  

                                              

47   Entre los antecedentes de la Ley 160 de 1994, Ramos (2002) se refiŜǊŜ ŀ ǳƴ ǇǊƻȅŜŎǘƻ ŘŜ ƭŜȅ ǇǊŜǇŀǊŀŘƻ ǇƻǊ Ŝƭ Lb/hw!Σ ŘŜƴƻƳƛƴŀŘƻ ά[ŀ 
ǊŜŦƻǊƳŀ ŀƎǊŀǊƛŀ ƴŜŎŜǎŀǊƛŀέΣ ǉǳŜ ƴƻ ǘǳǾƻ ŀŎƻƎƛŘŀ Ŝƴ Ŝƭ ƎƻōƛŜǊƴƻΣ ȅ ŀ ǳƴ ŘƻŎǳƳŜƴǘƻ /ƻƳǇŜǎ ŘŜ Ƨǳƴƛƻ ŘŜ мффнΣ ŘŜƴƻƳƛƴŀŘƻ bǳŜǾƻ ƛƳpulso a la 
Reforma Agraria, que definió la orientación de la política de tierras de la futura Ley 160. Menciona así mismo un proyecto de ley elaborado por 
las organizaciones campesinas e indígenas que no hizo trámite en el Congreso porque algunos parlamentarios adujeron que no contaba con el 
aval del gobierno (Ramos, 2002, páginas 139-143). 



Aun cuando en estos enunciados no se menciona a las comunidades negras o afro, con la 

expedición de la Ley 70 de 1993 comenzará la adjudicación de territorios colectivos a estas.  

 

3.1. Adquisición y asignación de tierras de reforma agraria  

La Ley 160 de 1994 fue un nuevo intento del Estado Colombiano por conciliar dos formas de 

producción agraria dominantes en el agro: la capitalista y la campesina, que por lo demás han 

mantenido relaciones de subordinación, competencia y complementación sobre las cuales se 

sabe muy poco. Para lograrlo, la ley introdujo dos tipos de organización productiva, a saber: las 

ZDE (Zonas de Desarrollo Empresarial) y las ZRC (Zonas de Reserva Campesinas); estas últimas 

eran vistas, en la retórica política y académica de entonces, como una fórmula ideal de 

cooperación, intercambio y solidaridad.  

Aparte de estas zonas especiales, mediante las cuales también se buscaba ordenar y racionalizar 

la caótica y conflictiva expansión de la frontera agraria, la nueva ley de reforma agraria, siguiendo 

las orientaciones del Banco Mundial, sustituyó el antiguo mecanismo de adquisición y dotación de 

tierras a los campesinos por el denominado ñmercado asistido de tierrasò, consistente en que el 

beneficiario de reforma agraria compra la tierra directamente y el INCORA/INCODER lo asesora y 

le entrega un subsidio del 70 por ciento del valor del predio bajo la figura de ñcr®dito no 

reembolsableò por una sola vez (art. 20). En el caso de que el beneficiario, por su situaci·n 

económica, no pueda aportar el 30 por ciento restante, la ley autoriza subsidiar la tasa de interés 

del respectivo crédito (art. 21).  

Para efectos de la compra y titulaci·n de tierras a los ñsujetos de reforma agrariaò, tanto las compradas 

en el mercado asistido de tierras como las adjudicadas en calidad de baldíos, la ley define en términos 

más precisos la UAF (Unidad Agrícola Familiar), figura heredada de la Ley 135 de 1961 y que hasta 

entonces no había sido reglamentada.  

Se entiende por unidad agrícola familiar (UAF), la empresa básica de producción agrícola, pecuaria, 

acuícola o forestal cuya extensión, conforme a las condiciones agroecológicas de la zona y con 

tecnología adecuada, permite a la familia remunerar su trabajo y disponer de un excedente capitalizable 

que coadyuve a la formación de su patrimonio.  

La UAF no requerirá normalmente para ser explotada sino del trabajo del propietario y su familia, sin 

perjuicio del empleo de mano de obra extraña, si la naturaleza de la explotación así lo requiere (art. 38).  

Por disposici·n legal, le corresponde a la Junta Directiva del INCORA ñ[indicar] los criterios 

metodológicos para determinar la unidad agrícola familiar por zonas relativamente homogéneas, y 

los mecanismos de evaluación, revisión y ajustes periódicos cuando se presenten cambios 

significativos en las condiciones de la explotación agropecuaria que la afecten, y [fijar] en salarios 

mínimos mensuales legales el valor máximo total de la UAF que se podrá adquirir mediante las 



disposiciones de esta leyò (art. 38). A esta ¼ltima disposici·n, el INCORA dar²a cumplimiento dos 

años más tarde con la expedición de la Resolución 041 del 24 de septiembre de 199648 -un 

reglamento extenso, complejo y de difícil comprensión no solo para los campesinos sino para los 

interesados en el agro colombiano-. 

Aparte de la negociación directa de tierras por los beneficiarios de la reforma agraria, la ley 

ordena que las tierras compradas directamente por el INCORA ñse destinen a los siguientes fines: 

a. Establecer unidades agrícolas familiares, empresas comunitarias o cualquier tipo 

asociativo de producción;  

b. Para la constitución, ampliaci·n, reestructuraci·n y saneamiento de resguardos ind²genasò 

(art. 38); y  

c. para dar tierra a ñlas personas que residan en centros urbanos y que hayan sido 

desplazados del campo involuntariamente, así como las personas de la tercera edad que 

deseen trabajar en explotaciones agropecuarias y carecieren de tierras propiasò (art. 20).  

En materia de obligaciones de los beneficiarios de la reforma agraria, la ley diferencia a los 

nuevos de los antiguos. De acuerdo con el art²culo 25, los primeros deben ñrestituir al INCORA el 

subsidio reajustado a su valor presente, en los casos en que enajenen o arrienden el terreno 

adquirido con el subsidio dentro de los doce (12) años siguientes a su otorgamiento sin la 

autorización expresa e indelegable de la Junta Directiva del INCORA, o si se estableciere que el 

predio no está siendo explotado adecuadamente por el campesino a juicio del Instituto, o se 

comprobare que incurrió en falsedades para acreditar los requisitos como beneficiario de la 

reforma agraria. La autorización para la enajenación solo podrá comprender a quienes tengan la 

condición de sujetos de reforma agraria y en ningún caso se permitirá el arrendamiento de la 

unidad agr²cola familiarò. 

En el caso de que el beneficiado ñ[transfiera] la propiedad, posesi·n o tenencia de la parcela 

adquirida mediante subsidio, no podrá ser nuevamente beneficiario de los programas de Reforma 

Agraria. El nuevo adquirente o cesionario será considerado poseedor de mala fe y en 

consecuencia no habrá reconocimiento de las mejoras que hubiere introducido en el predioò. 

Por su parte, los que hubiesen obtenido parcelas o unidades agrícolas familiares antes de la 

vigencia de la Ley 160, quedan sujetos al régimen de propiedad parcelaria del cual cabe 

mencionar las siguientes obligaciones:  

- Respetar las reglas de ñuso y protecci·n de los recursos naturales renovables, 

así como a las disposiciones sobre caminos y servidumbres de tránsito y de 

aguas que al efecto dicte el Institutoò.  

- ñHasta cuando se cumpla un plazo de quince (15) a¶os, contados desde la 

primera adjudicación que se hizo sobre la respectiva parcela, no podrán transferir 

                                              

48   El texto de la Ley 160 de 1994 y sus decretos reglamentarios se puede consultar en Ministerio de Agricultura y Desarrollo 

rural/INCORA, (2003), Ley 160 de 1994 y Normas que la reglamenta y desarrollan, Bogotá. 



el derecho de dominio, su posesión o tenencia sino a campesinos de escasos 

recursos sin tierra, o a minifundistas. En este caso el adjudicatario deberá 

solicitar autorización expresa del INCORA para enajenar, gravar o arrendar la 

unidad agr²cola familiarò. El INCORA deber§ responder la solicitud en tres meses 

y si no lo hace se asume que la acepta.  

- Las transacciones de compraventa, o la cesión de la posesión o tenencia de 

estas parcelas sin la autorizaci·n del INCORA es castigada con ñla declaratoria 

de caducidad de la adjudicaci·nò y la nulidad de cualquier acto contrario a la 

norma.  

- Deben informar al INCORA ñrespecto de cualquier proyecto de enajenaci·n del 

inmueble, para que este haga uso de la primera opción dentro de los tres (3) meses 

siguientes a la fecha de recepci·n del escrito que contenga el informe respectivoé. 

Si el INCORA rechazare expresamente la opción, o guardare silencio dentro del 

plazo establecido para tomarla, el adjudicatario quedará en libertad para disponer de 

la parcelaò. 

- ñEn ning¼n caso un solo titular, por s² o interpuesta persona, podr§ ejercer el 

dominio, posesión o tenencia a ningún título de más de una (1) unidad agrícola 

familiar. La violaci·n de esta prohibici·n es causal de caducidadò. 

- ñQuien transfiera a cualquier t²tulo la propiedad de una parcela no podr§ solicitar 

nueva adjudicación, ni ser beneficiario de otros programas de dotación de tierras de 

la reforma agrariaò. 

Para controlar la compraventa de terrenos baldíos y de reforma agraria, la ley define como 

ñposeedor de mala fe a quien adquiera a cualquier t²tulo una unidad agr²cola familiar sin el lleno 

de los requisitos exigidos en esta ley y, en consecuencia, no habrá reconocimiento de las mejoras 

que hubiere introducidoò.  

Y para garantizar el cumplimiento de las disposiciones legales en materia de adquisición y 

enajenación de parcelas de reforma agraria, la ley ordena a los notarios y registradores 

públicos anotar en las escrituras públicas y en los registros todas las observaciones que al 

respecto indica la ley y no otorgar ni registrar escrituras públicas de las transacciones que no 

cumplan todos los requisitos legales (énfasis agregado). Sin embargo, como veremos en el 

capítulo 5, esta disposición ha sido ignorada o transgredida por notarios, registradores y 

funcionarios del INCORA e INCODER.   

El arduo y complejo proceso de reglamentación de las UAF (Unidades Agrícolas Familiares) se 

llevó a cabo en dos etapas. En 1995, la Junta Directiva del INCORA acordó los criterios 

metodológicos para la definición de las UAF en los departamentos y municipios del país, los 

cuales fueron oficializados en la Resolución No. 017 del 16 de mayo de 1995; y en septiembre de 



1996 fue expedida la Resolución 041 mediante la cual la Junta Directiva del INCORA estableció 

los rangos de tamaño de cada UAF (Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 2002).  

 

3.2. Adjudicación de baldíos  

Entre las innovaciones de la Ley 160 relativas a la adjudicación de baldíos, cabe subrayar el no 

reconocimiento de los ocupantes de bald²os ñcomo poseedores conforme al C·digo Civilò, y la 

aclaración de que el solo hecho de la ocupación no genera el derecho a la adjudicación, sino una 

ñmera expectativaò (art. 65). Pero a la vez se mantiene el requisito de la ocupación y explotación 

previa del terreno para obtener la asignación legal de este:  

no podrá hacerse adjudicación de baldíos sino por ocupación previa, en tierras con aptitud 

agropecuaria que se estén explotando conforme a las normas sobre protección y utilización racional de 

los recursos naturales renovables, en favor de personas naturales, empresas comunitarias y cooperativas 

campesinas, en las extensiones y condiciones que para cada municipio o región del país señale la Junta 

Directiva (art. 65). 

Por otra parte, en lugar de fijar límites máximos y mínimos del área adjudicable, la Ley dispone, 

como regla general, que ñsalvo las excepciones que establezca la Junta [49], las tierras baldías se 

titularán en unidades agrícolas familiares (é). El INCORA se¶alar§ para cada caso, regi·n o 

municipio, las extensiones máximas y mínimas adjudicables de las empresas básicas de 

producción y declarará, en caso de exceso del área permitida, que hay indebida ocupación de las 

tierras de la Naci·nò (art. 66).  

Y como los baldíos ocupados antes de la expedición de la Ley 160 podían superar la Unidad 

Agrícola Familiar del municipio donde estuvieran ubicados, se autoriza al INCORA para que cobre 

el excedente de tierra ñmediante el procedimiento de aval¼o se¶alado para la adquisici·n de 

tierrasò (art. 66).  

Además de enunciar los criterios generales para la definición de los baldíos adjudicables, la 

ley define como no adjudicables ñlos terrenos baldíos situados dentro de un radio de 5 

kilómetros alrededor de las zonas donde se adelanten explotaciones de recursos naturales no 

renovables, las aledañas a Parques Nacionales Naturales y las seleccionadas por entidades 

públicas para adelantar planes viales u otros de igual significación cuya construcción pueda 

incrementar el precio de las tierras por factores distintos a su explotaci·n econ·micaò (art. 67. 

Parágrafo). 

En lo que respecta a las entidades de derecho público, se mantienen las adjudicaciones para 

obras de infraestructura y dotación de servicios públicos. Y se otorga el derecho de adjudicación 

de bald²os ña las fundaciones y asociaciones sin §nimo de lucro que presten un servicio p¼blico, o 

                                              

49   Los énfasis agregados son nuestros.  
 



tengan funciones de beneficio social por autorizaci·n de la ley (é)ò. Los criterios de asignaci·n de 

baldíos a las entidades sin ánimo de lucro le corresponden a la Junta Directiva del INCORA (art. 

68). 

De acuerdo con el artículo 69, para ser adjudicatario de un terreno baldío se requiere cumplir dos 

requisitos. Primero, demostrar la explotación de las dos terceras partes del terreno solicitado y 

que esta ñcorresponde a la aptitud del suelo establecida por el INCORA en la inspecci·n ocularò; y 

segundo, ñmanifestar bajo la gravedad del juramento si se halla o no obligado legalmente a 

presentar declaración de renta y patrimonio. En caso afirmativo, la exigencia de la explotación 

económica deberá demostrarse con las declaraciones de renta y patrimonio correspondientes a 

los tres años anteriores a la fecha de la solicitudò. Adicionalmente, se hacen dos precisiones:  

a. ñLa ocupaci·n anterior de persona distinta del peticionario, no es transferible a terceros, 

para los efectos contemplados en este incisoò.  

b. ñEn los casos en que la explotaci·n realizada no corresponda a la aptitud espec²fica 

señalada, el baldío no se adjudicará, hasta tanto no se adopte y ejecute por el colono 

un plan gradual de reconversión, o previo concepto favorable de la institución 

correspondiente del Sistema Nacional Ambientalò.  

Entre muchas otras disposiciones, destacamos en primer lugar la que otorga el derecho de 

adjudicación de unidades agrícolas familiares a los ñc·nyuges o compa¶eros permanentes, 

siempre que estos hayan cumplido dieciséis años de edad, sean jefes de familia, compartan entre 

sí las responsabilidades sobre sus hijos menores, o con sus parientes hasta el segundo grado de 

consanguinidad si velaren por ellosò (art. 70). Y en segundo lugar, la disposici·n que concede el 

derecho de adjudicaci·n de las ñislas, playones y madreviejas desecadas de los r²os, lagos y 

ciénagas de propiedad nacional [exclusivamente] a campesinos y pescadores de escasos 

recursos, en las extensiones y conforme a los reglamentos que sobre el particular expida la Junta 

Directiva del INCORAò (art. 69), disposici·n cuyo cumplimiento convendr²a evaluar, puesto que se 

sabe de la apropiación de tierras públicas en islas, playones, ciénagas, etc., no propiamente por 

campesinos y pescadores pobres sino por personas adineradas. 

De acuerdo con el artículo 71, estas son las restricciones o impedimentos para obtener la 

adjudicación de baldíos:  

- No pueden ser adjudicatarios ñlas personas naturales o jur²dicas, cuyo patrimonio 

neto sea superior a mil salarios mínimos mensuales legales, salvo lo previsto 

para las empresas especializadas del sector agropecuario en el capítulo XIII de 

la presente ley. Para determinar la prohibición contenida en esta norma, en el 

caso de las sociedades deberá tenerse en cuenta, además, la suma de los 

patrimonios netos de los socios cuando estos superen el patrimonio neto de la 

sociedad (art. 71). 



- ñTampoco podrán titularse tierras baldías a quienes hubieren tenido la condición 

de funcionarios, contratistas o miembros de las Juntas o Consejos Directivos de 

las entidades públicas que integran los diferentes subsistemas del Sistema 

Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino dentro de los 5 años 

anteriores a la fecha de la solicitud de adjudicación. Esta disposición también 

será aplicable a las personas jurídicas cuando uno o varios de sus socios hayan 

tenido las vinculaciones o calidades mencionadas con los referidos organismos 

p¼blicosò.  

- ñNo se podr§n efectuar titulaciones de terrenos bald²os en favor de personas 

naturales o jurídicas que sean propietarias o poseedoras, a cualquier título, de 

otros predios rurales en el territorio nacionalò. 

- ñNinguna persona podr§ adquirir la propiedad sobre terrenos inicialmente 

adjudicados como baldíos, si las extensiones exceden los límites máximos para 

la titulación señalados por la Junta Directiva para las unidades agrícolas 

familiares en el respectivo municipio o regi·nò. 

ñPara la aplicaci·n de las prohibiciones previstas en el presente art²culo, se 

tendrán en cuenta, además, las adjudicaciones de terrenos baldíos efectuadas a 

sociedades de las que los interesados formen parte, lo mismo que las que 

figuren en cabeza de su cónyuge, compañero permanente e hijos menores que 

no hayan obtenido habilitaci·n de edadò. 

- ñLos terrenos bald²os adjudicados no podr§n fraccionarse en extensi·n inferior a 

la señalada por el INCORA como Unidad Agrícola Familiar para la respectiva 

zona o municipio, salvo las excepciones previstas en esta ley. 

En caso de transgresiones a cualquiera de las anteriores disposiciones, la ley dispone que las 

respectivas adjudicaciones serán declaradas nulas (art. 72). La misma sanción se aplica a ñlos 

actos o contratos en virtud de los cuales una persona aporte a sociedades o comunidades de 

cualquier índole, la propiedad de tierras que le hubieren sido adjudicadas como baldíos, si con 

ellas dichas sociedades o comunidades consolidan la propiedad sobre tales terrenos en 

superficies que excedan a la fijada por el Instituto para la Unidad Agr²cola Familiarò.  

Como medidas de control, se ordena, en primer lugar, que ñlas prohibiciones y limitaciones [antes 

señaladas] deberán consignarse en los títulos de adjudicaci·n que se expidanò; y en segundo 

lugar, que ñlos registradores de instrumentos p¼blicos se abstendr§n de registrar actos o 

contratos de tradición de inmuebles, cuyo dominio inicial provenga de adjudicaciones de baldíos 

nacionales, en los que no se protocolice la autorización del INCORA cuando con tales actos o 

contratos se fraccionen dichos inmueblesò. 



3.3. Colonizaciones y zonas especiales  

Para regular y racionalizar la ocupación de baldíos, evitar la concentración de la tierra y proteger 

los recursos naturales y el medio ambiente, la Ley 160, en su capítulo XIII, define dos 

modalidades de organización y adjudicación de tierras en las áreas de colonización: las ZRC 

(Zonas de Reserva Campesina) y las de ZDE (Zonas de Desarrollo Empresarial).  

De acuerdo con el art²culo 80 ñson zonas de reserva campesina las áreas geográficas 

seleccionadas por la Junta Directiva del INCORA, teniendo en cuenta las características 

agroecológicas y socioeconómicas regionales. En los respectivos reglamentos se indicarán las 

extensiones mínimas y máximas que podrán adjudicarse, determinadas en unidades agrícolas 

familiares, el número de estas que podrá darse o tenerse en propiedad, los requisitos, 

condiciones y obligaciones que deberán acreditar y cumplir los ocupantes de los terrenosò50. 

ñEn las zonas de reserva campesina, la acci·n del Estado tendr§ en cuenta, adem§s de los 

anteriores principios orientadores, las reglas y criterios sobre ordenamiento ambiental territorial, la 

efectividad de los derechos sociales, económicos y culturales de los campesinos, su participación 

en las instancias de planificación y decisión regionales y las características de las modalidades de 

producci·nò (art. 80). 

De la importancia que la Ley 160 de 1994 otorga a las Zonas de Reserva Campesina da 

cuenta el art²culo 81: ñSalvo lo dispuesto en el art²culo 83 de la presente ley, las zonas de 

colonización y aquellas en donde predomine la existencia de tierras baldías, son zonas de 

reserva campesinaò [51]. Apoyándose en esta disposición legal, la ANZORC (Asociación 

Nacional de Zonas de Reserva Campesina) ha solicitado al gobierno nacional la delimitación 

de más de cincuenta zonas, petición que fue recogida por los negociadores de las FARC en 

la mesa de La Habana. 

También le corresponde al INCORA delimitar las Zonas de Desarrollo Empresarial, para lo cual la 

ley le ordena hacer estudios previos de las zonas de baldíos que no sean de reserva campesina. 

En estas zonas deber§ conservarse ñun equilibrio entre la oferta ambiental y el aumento de la 

producción agropecuaria, a través de la inversión de capital, dentro de criterios de racionalidad y 

eficiencia y conforme a las políticas que adopten los Ministerios de Agricultura y del Medio 

Ambienteò (art. 83). 

Con respecto a los potenciales adjudicatarios en las ZDE, el art²culo 83 dispone que ñlas 

sociedades de cualquier índole que sean reconocidas por el Ministerio de Agricultura como 

empresas especializadas del sector agropecuario (é), o que se dediquen a la explotaci·n de 

cultivos agrícolas o a la ganadería, podrán solicitar la adjudicación de terrenos baldíos en las 

                                              

50   Mediante el Acuerdo No 028 de 1995, la junta directiva del INCORA definió los criterios metodológicos para la delimitación y selección de 
las Zonas de Reserva Campesina y las Zonas de Desarrollo Empresarial. El Decreto 177 de 1996, expedido por el presidente Ernesto Samper, 
reglamenta las Zonas de Reserva Campesina (Ministerio de Agricultura, 2002. 
51   Énfasis agregado 
 



zonas de desarrollo empresarial (é), en las extensiones que al efecto determine la Junta 

Directiva del INCORA, de conformidad con lo previsto en el artículo 66 de la presente leyò. 

La condición previa para la adjudicación a las empresas que soliciten baldíos en las ZDE es el 

cumplimiento de un contrato con el INCORA para la explotación de no menos de las dos terceras 

partes del terreno solicitado ñen los cultivos o actividad ganadera convenida, dentro de los cinco 

(5) a¶os siguientes a la fecha del contrato respectivoò (art. 83).  

A diferencia de las ZRC, en las cuales la tierra que exceda el tamaño de la UAF debe ser 

comprada por el propietario o posesionarlo al INCORA, en las ZDE se autoriza ñpor una sola vezò 

y a una misma empresa ñuna extensi·n adicional por el mismo tama¶o a la inicialmente 

adjudicada (é) mediante un nuevo contrato de explotaci·n por un t®rmino de dos (2) a¶os, al 

vencimiento del cual, si hubiere dado cumplimiento a las obligaciones contraídas, se autorizará la 

venta del terreno bald²o conforme al precio que se¶ale la Junta Directivaò. 

El incumplimiento de las normas anteriores es sancionado con la caducidad del contrato y la 

reversión de los baldíos al Estado.  

 

3.4. El mercado asistido de tierras   

La Ley 160 de 1994, como las anteriores leyes agrarias, ha sido objeto de severas críticas que, 

en general, coinciden en subrayar el fracaso de este nuevo modelo de reforma agraria basado en 

el mercado asistido de tierras. Dejando de lado las diferencias teóricas e ideológicas de los críticos, 

el principal argumento para calificar como fallido este nuevo intento de hacer más equitativa la 

distribución de la propiedad agraria en Colombia, son sus ínfimos resultados en relación con las 

metas propuestas y el no haber logrado reformar la estructura social agraria, objetivo explícito de 

la ley52.  

De este fracaso se exceptúan los pueblos indígenas y las comunidades afrodescendientes, a 

quienes el Estado ha titulado 4.675.606 y 5.396.609 hectáreas respectivamente entre 1995 y 

2012 (INCODER, 2013, páginas 67-71). 

                                              

52   Véase: Machado, Absalón y Suárez, Ruth (compiladores), (1999), El mercado de tierras en Colombia. ¿Una alternativa viable? 
Cega/IICA/TM Editores, Bogotá. CEPAL, Balcázar, Álvaro; López Nelson; Orozco, Martha Lucía y Vega Margarita, (2001), 
Colombia: Alcances y Lecciones de su experiencia en reforma agraria, CEPAL, Santiago de Chile, Serie Desarrollo productivo Nº 109. 

Heshusius Rodríguez, Karen, (2005, mayo), Medición del impacto de un programa de reforma agraria en Colombia, Documento 

CEDE 2005-28. Fajardo, Darío, (2014), ñColombia: agricultura y capitalismoò, en Almeyra, Guillermo, Luciano Concheiro 
Bórquez y otros (coordinadores), Capitalismo: tierra y poder en América Latina 1982-2012, Universidad Autónoma Metropolitana 

México, Latinoamericana/Ediciones Continente/CLACSO, Volúmen II. Sobre la Ley 160 y el mercado de tierras también hay 
evaluaciones críticas en INCORA, (2002), Tierra y paz, Experiencias y caminos para la reforma agraria alternativas para el siglo XXI, 
1961 ς 2001. Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural/Universidad Nacional de Colombia, (2014), Mercado de tierras rurales 
productivas en Colombia. Caracterización, Marco conceptual, jurídico e institucional. Los ensayos del libro El mercado de tierras en 
Colombia, abordan el debate teórico e ideológico en torno al mercado de tierras como mecanismo de reforma agraria y 

examinan las limitaciones de la Ley 160 de 1994. De esos ensayos, los de Héctor Mondragón y Frank Hollinger aportan 
información de interés para examinar las políticas de reforma agraria en Colombia y no solamente la Ley 160; y el ensayo de 
Gabriel Martínez sobre las Zonas de Reserva Campesina es un interesante aporte a la discusión sobre esta controversial figura 
creada por la Ley 160. Varios de los autores de este libro proponen interesantes fórmulas o modelos alternativos de 
redistribución de la tierra para Colombia. Una buena síntesis del debate académico sobre el mercado de tierras y la reforma 

agraria puede consultarse en Centro Nacional de Memoria Histórica, CNMH, (2013), La política de reforma agraria y tierras en 
Colombia. Esbozo de una memoria institucional, Bogotá. 



Antes de examinar las cifras relativas a la adquisición y asignación de tierras de reforma agraria, y 

las de adjudicación de baldíos, bajo la vigencia de Ley 160, haremos referencia a un proyecto 

piloto de reforma agraria que se llevó a cabo dos años después de la expedición de la Ley 160 en 

cinco municipios del país y cuyos propósitos Manuel Rojas resume así:  

a) descentralización y supervisión local del proceso de Reforma Agraria en lo atinente a planeación, 

selección de beneficiarios e integralidad; b) negociación directa [de tierras] entre propietarios y 

campesinos; c) formulación de proyectos productivos que garantizaran el repago de las tierras y un 

ingreso mínimo por familia; d) participación del sector productivo en la financiación, comercialización y 

acompañamiento de los proyectos productivos y e) diseño de un manual operativo que condensara los 

ajustes a la normatividad existente (Rojas, 1999, página 68). 

Con base en una ñtipolog²a regional y econ·micaò, se escogieron los siguientes municipios: 

Rivera (Huila), zona agroindustrial ubicada a pocos kilómetros de Neiva; Fuente de Oro (Meta), 

zona de colonización reciente, con cultivos de arroz y vinculada a la economía de Villavicencio; 

Montel²bano (C·rdoba), ñmunicipio de alta concentraci·n de la propiedad, de dedicaci·n ganadera 

y cuya economía depende básicamente de la explotación minera de ferroníquel; San Benito Abad 

(Sucre), con fuerte predominio del latifundio ganadero y presencia de pescadores artesanales 

articulado a Sincelejo; y Puerto Wilches (Santander), sobre el Magdalena Medio, con economía 

basada en el cultivo de la palma africana y la actividad ganaderaò y conectado econ·micamente 

con Barrancabermeja y Bucaramanga (Rojas 1999, página 68).  

De las reflexiones de Rojas sobre los resultados del proyecto piloto de negociación voluntaria de 

tierras entre propietarios y beneficiarios de la reforma agraria, conviene referirse a los obstáculos 

encontrados en los municipios donde se ejecutó dicho proyecto. Fuera de las limitaciones 

técnicas del aparato estatal municipal, y de la segmentación del mercado de tierras en Colombia, 

Rojas pone de presente los siguientes problemas para el cabal funcionamiento del mercado de 

tierras de reforma agraria:  

En San Benito, Montel²bano y Puerto Wilches, adem§s de ñuna oferta restringida de tierraò, entre 

los oferentes se presentaron personas sin t²tulo de propiedad y propietarios de predios ñno 

registrados en los catastros municipalesò. Por el lado de los aspirantes, se presentaron muchos 

que viv²an en las cabeceras municipales y cuya principal motivaci·n era ñel alto valor del subsidioò 

(Rojas, 1999, página 80).  

En San Benito Abad, el principal obstáculo para la negociación de tierras de reforma agraria era la 

ocupación de los terrenos baldíos (que constituían más de la tercera parte de la superficie 

municipal) por parte de grandes ganaderos que, además, usufructuaban los cuerpos de agua y 

las ciénagas. Según Rojas (1999), ñDada la calidad de las tierras y el poder econ·mico de los 

ganaderos compradores, la tendencia es a jalonar los precios de las fincas hacia arriba. Los 



aspirantes a tierras son obligados a demandar las áreas más secas y menos productivas, pero 

pagando precios altosò (Rojas, 1999, p§gina 81). 

En Montelíbano, municipio donde hay gran propiedad y ganadería extensiva, la negociación de 

tierras se ñvio interferida por la inseguridad en los derechos de propiedad derivada de los 

fenómenos de conflicto social y armado recurrentes en la región: en el pasado, en los años 

setenta, la presencia de fuerzas insurgentes provocó la salida de propietarios, en su mayoría 

ganaderos, los cuales vendieron sus tierras a bajo precio, a compradores ligados con dineros 

provenientes del narcotr§ficoò. Se conformaron luego grupos de justicia privada que 

incrementaron el valor de la tierra y expulsaron a los campesinos (Rojas, 1999, página 81). 

A los anteriores obstáculos hay que agregar la inoperancia de los consejos municipales de 

reforma agraria, problema que también ha sido subrayado por otros analistas de la Ley 160  

 

3.5. Resultados de la Ley 160 de 1994   

Teniendo como referente las disposiciones legales, a continuación analizamos los resultados de 

dos programas: 1) La compra directa de parcelas de reforma agraria en el mercado de tierras; y 

2) La titulación de baldíos.  

Sobre las Zonas de Reserva Campesina, no obstante su importancia social y política, la 

información del INCODER se limita a señalar la fecha de la resolución y el área de cada una de 

las zonas creadas hasta el momento. Y quizá por las dificultades de acceso a las zonas ubicadas 

en territorios del conflicto armado, los pocos estudios que se han hecho al respecto se centran en 

la reglamentación y los planes de desarrollo sostenible de las ZRC, pero no contienen información 

concreta sobre aspectos fundamentales como el reparto interno de la tierra, el funcionamiento de 

las fincas campesinas, las conexiones con el mercado local y regional, y las formas de dirección, 

cooperación y participación comunitaria53.  

De las Zonas de Desarrollo Empresarial no encontramos información, excepto el Acuerdo 028 del 

18 de diciembre de 1995 por el cual la junta directiva del INCORA definió los criterios de selección 

de estas y de las Zonas de Reserva Campesina (Ministerio de Agricultura, 2002). Al parecer, 

hasta el momento no se ha creado ninguna Zona de Desarrollo Empresarial (figura que se está 

tratando de retomar en la segunda administración del presidente Santos).  

 
Con relación a las evaluaciones de la Ley 160 de 1994, nuestro principal aporte consiste en 

analizar la información disponible sobre la adquisición y asignación de parcelas de reforma 

agraria entre 1995 y 2012; y sobre la adjudicación de baldíos a personas naturales y jurídicas en 

el mismo periodo. Adicionalmente, examinamos las adjudicaciones de baldíos superiores a una 

                                              

53   Los escritos de Darío Fajardo son la excepción: Fajardo (2002-a,  2006 y 2012); INCODER/Universidad Nacional de Colombia, 2013; Ortiz, 
Pérez, Castillo y Muñoz, (2004); INCODER/ILSA, 2012.  
 



UAF (Unidad Agrícola Familiar), asunto que ha estado en el centro del debate público sobre el 

problema agrario colombiano en los dos últimos años. Y hacemos una somera descripción de las 

Zonas de Reserva Campesina existentes.  

 

3.5.1. Compra y asignación de parcelas   

Sobre la compra directa de parcelas por parte de personas definidas como ñsujetos de reforma 

agrariaò, disponemos de las siguientes fuentes: 1) Las cifras del libro del INCORA Colombia Tierra 

y Paz (2002)54; 2) La estadística del Balance de la gestión para el ordenamiento social y productivo del 

territorio, (INCODER, 2013)55; y 3) Las cifras contenidas en Álvaro Balcázar y otros (2001), 

Colombia: alcances y lecciones de su experiencia en reforma agraria, que por lo demás están basadas 

en información estadística del INCORA.  

Durante los primeros seis años de vigencia de la Ley 160, por el programa de compra subsidiada 

de tierras ingresaron al Fondo Nacional Agrario 1.559 predios por un total de 301.966 hectáreas. 

A estos se sumaron cinco predios provenientes de procesos de extinción de dominio que 

aportaron 1.537 hectáreas. En total fueron adquiridos 1.564 predios por un total de 303.503 

hectáreas (Tabla 29).  

Tabla 29. Tierras ingresadas al Fondo Nacional Agrario. Modalidad campesinos e indígenas. Ley 160 de 1994. 

1995-2000 

AÑOS COMPRA EXPROPIACIÓN CESIÓN OTROS TOTAL 

 No Hectáreas No Hectáreas No Hectáreas No Hectáreas No Hectáreas 

1995 318 55.385 2 788 - - - - 320 56.173 

1996 484 100.312 1 245 - - - - 485 100.557 

1997 297 69.080 - - - - - - 297 69.080 

1998 271 43.959 2 504 - - - - 273 44.463 

1999 109 18.018 - - - - - - 109 18.018 

2000 80 15.212 - - - - - - 80 15.212 

                                              

54   En este libro encontramos algunos errores e inconsistencias que vale la pena poner de presente. Por ejemplo, se presenta 
como un logro del programa de asignaci·n del subsidio para la compra de tierras la negociaci·n de ñ311.960 hect§reas en 
beneficio de 20.681 familias, cobertura poblacional que se incrementa con la adjudicación de 82.403 unidades agrícolas 
familiares provenientes de las adquisiciones de tierras de la legislaci·n anteriorò, pero estas cifras no concuerdan con las 
registradas en la tabla de ñfamilias beneficiadasò (p§gina 175). Y aunque se informa sobre el precio promedio de la hectárea 
de tierra, no se dice en dónde fueron compradas las tierras. Con relación al impacto de la compra subsidiada de tierras se 
afirma, sin ning¼n respaldo emp²rico, que ñse ha logrado que las familias beneficiadas incrementen la productividad, el 
desarrollo agr²cola y el mejoramiento de sus condiciones de vida (sic)ò, afirmaci·n que es desvirtuada por la evaluaci·n de 
impacto hecha por Balcázar y otros en el texto citado. 
55   INCODER, (2013), Balance de la gestión para el ordenamiento social y productivo del territorio 1960-2012, Bogotá. En la escueta 

presentación de las estadísticas de tierras correspondientes a los programas de reforma agraria (1960-2012), se advierte que las 
cifras anteriores a 2004 son tomadas de los ñarchivos recuperados y depurados del extinto INCORAò. Desafortunadamente, las 
cifras de este balance histórico carecen de una mínima contextualización. 



Total 1.559 301.966 5 1.537 - - - - 1.564 303.503 

 
 

Fuente: tomada de Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, INCORA, (2002), Colombia: tierra y paz: experiencias y caminos para la reforma agraria 

alternativas para el siglo XXI, 1961-2001. 

 
De las 303.503 hectáreas que ingresaron al FNA, 295.619 hectáreas fueron repartidas entre 

20.681 familias que recibieron lotes de 14 hectáreas en promedio. La desagregación de las cifras 

por año muestra que la compra subsidiada de tierras comenzó a declinar dos años después de 

haber sido expedida la Ley 160 (Tabla 30).   

Tabla 30. Parcelas adjudicadas por el Fondo Nacional Agrario.  Colombia, 1995-2000 

AÑOS No. FAMILIAS ÁREA (HAS) TAMAÑO PROMEDIO 

1995 6.684 90.388 14 

1996 5.473 84.433 15 

1997 4.006 59.482 15 

1998 2.303 34.963 15 

1999 1.095 13.166 12 

2000 1.120 13.187 12 

TOTAL 20.681 295.619 14 

 
 

Fuente: Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, INCORA, (2002), Colombia: tierra y paz: experiencias y caminos para la reforma agraria 

alternativas para el siglo XXI, 1961-2001. 

 
Entre 2001 y 2004, cuando fue liquidado el INCORA y se creó el INCODER, hay notables vacíos 

de información. Por ejemplo, no existe información sobre las tierras ingresadas al Fondo Nacional 

Agrario para los años 2001, 2002 y 2003, ni sobre los beneficiarios que recibieron tierras de este 

fondo. Tampoco hay información sobre la compra directa de tierras en 2001, sí la hay para los 

a¶os 2002 y 2003, pero se desconoce si esas compras se hicieron en el ñmercado asistido de 

tierrasò o fueron hechas por el INCORA. Según parece, en los años 2009 y 2010 no hubo compra 

de tierras subsidiadas; y en 2011 y 2012, el INCODER solo compró 126 hectáreas que fueron 

repartidas entre 28 familias que recibieron lotes de 4,5 hectáreas en promedio.  

Entre 2004 y 2012 la DNE (Dirección Nacional de Estupefacientes) aportó 36.733 hectáreas 

provenientes de procesos de extinción de dominio y que al parecer fueron repartidas entre 2.889 

familias No se sabe si en años anteriores ingresaron tierras de extinción de dominio de la DNE al 

Fondo Nacional Agrario (Tabla 31). 

Tabla 31. Parcelas entregadas según fuente de adquisición. Colombia, 2001-2012 



Fuente de 
adquisición 

FNA (Fondo Nacional Agrario) Compra directa 
DNE (Dirección Nacional de 

Estupefacientes) 

Años 
No. FAMILIAS  
BENEFICIADAS 

ÁREA 
( HAS) 

Tamaño 
promedio 

No. FAMILIAS  
BENEFICIADAS 

ÁREA 
( HAS) 

Tamaño 
promedio 

No. FAMILIAS  
BENEFICIADAS 

ÁREA 
( HAS) 

Tamaño 
promedio 

2001 - - - - - - - - - 

2002 - - - 83 1.967 24 - - - 

2003 - - - 185 1.668 9 - - - 

2004 87 732 8 782 7.896 10 336 4.946 15 

2005 205 2.889 14 349 2.956 8 431 6.855 16 

2006 54 552 10 906 9.682 11 1.260 13.794 11 

2007 135 1.712 13 2.389 22.290 9 851 11.064 13 

2008 35 844 24 194 1.608 8 10 68 7 

2009 766 9.585 13 - - - - - - 

2010 1.839 17.579 10 - - - - - - 

2011 692 8.881 13 5 34 7 - - - 

2012 992 7.380 7 23 92 4 1 6 6 

Total 4.805 50.154 10,4 4.916 48.193 10 2.889 36.733 13 

 
Fuente: elaboración propia con base en INCODER, (2013), Balance de la gestión para el ordenamiento social y productivo de territorio 1960-2012, 

Bogotá.  

A juzgar por la información del INCODER, durante los años comprendidos entre 2002 y 2012 

fueron asignadas un total de 135.080 hectáreas a 12.610 familias que recibieron lotes de un poco 

más de 10 hectáreas en promedio. Las tierras adjudicadas en este decenio provienen de tres 

fuentes: el Fondo Nacional Agrario, la compra directa (por los beneficiarios y por el 

INCORA/INCODER) y la Dirección Nacional de Estupefacientes. Lo que no informa el INCODER 

es cómo obtuvo la tierra el FNA (Tabla 32).  

Tabla 32. Parcelas entregadas según fuente de adquisición. Colombia, 2002-2012 

Fuente de adquisición No. FAMILIAS BENEFICIADAS ÁREA ( HAS) 
Tamaño 

promedio 

FNA 4.805 50.154 10,4 

Compra directa 4.916 48.193 10 

DNE* 2.889 36.733 13 

Total 12.610 135.080 10,5 

 
 

Fuente: elaboración propia con base en INCODER, (2013), Balance de la gestión para el ordenamiento social y productivo de territorio 1960-2012, 

Bogotá. * Los datos de tierras de la Dirección de Estupefacientes se refieren a los años 2004-2012. Para los años 2001, 2002 y 2003, no hay información 

del INCODER.  

 
En resumen, de 1995 a 2012 obtuvieron parcelas de reforma agraria 33.291 familias por un total 

de 430.699 hectáreas, es decir, 13 hectáreas en promedio por familia. Desafortunadamente, no 



se dispone de información sobre la distribución territorial de las parcelas de reforma agraria de la 

Ley 160. La información publicada por el INCODER solo contiene cifras agregadas de las 

adjudicaciones entre 1960 y 2012.   

De las seis modalidades de adquisición de tierras para reforma agraria autorizadas por la Ley 

16056, la menos utilizada ha sido la expropiación con indemnización, mediante la cual el INCORA 

adquirió 1.537 hectáreas entre 1995 y 2000. Al parecer, este instrumento jurídico no ha sido 

utilizado en los últimos 14 años de vigencia de la Ley 160. 

Como lo han señalado sus críticos, el reparto de parcelas de reforma agraria a través del 

mercado subsidiado de tierras y de la compra de predios por el INCORA e INCODER, fue muy 

reducido en comparación con el número de familias campesinas que expresaron interés en 

adquirir tierras subsidiadas. De acuerdo con Mondrag·n, ñde 1.547.676 familias que seg¼n la 

encuesta de hogares del DANE de 1997 estaban interesadas en adquirir tierra, solo 356.957 

familias conocían el PMT [Programa de Mercado de Tierras]; pero de esta cantidad menos de un 

11 por ciento (38.451 familias) estaban inscritas. Aún así, en 1997 solo se atendieron el 8 por 

ciento de las familias inscritasò (Mondrag·n, 1999, p§gina 197). Dice Mondrag·n que ñlos 

propietarios ofrecieron al INCORA 1.141.313 hectáreas, pero la entidad solo tuvo dinero para 

subsidiar la compra de 42.527 hect§reasò (Mondrag·n, 1999, p§gina 197). Aun cuando estas 

cifras se refieren a los dos primeros años de ejecución de los programas de dotación de tierras de 

la Ley 160, es sabido que la falta de recursos financieros fue una de las causas del reducido 

alcance de la compra directa de tierras por parte de los beneficiarios de la reforma agraria 

(Balcázar y otros, 2001).   

Sobre los resultados de la Ley 160, cabe tener en cuenta las observaciones de Balcázar y otros 

especialistas:  

En cinco años de funcionamiento del mercado de tierras (1995-1999), las tierras que ingresan al 

Fondo Nacional Agrario disminuyen a 286.939 hectáreas; mientras que el número de familias 

beneficiadas baja a 19.397, en comparación con el período anterior. La inversión cae, el crédito 

complementario al subsidio para la adquisición de tierras no funcionó en concordancia con aquel; el 

sistema de reforma agraria no funcionó como tal debido a la formulación aislada de políticas y prioridades 

propias en cada entidad, al grado disímil en la planificación de instituciones y entidades territoriales, a la 

especialización y dispersión de funciones y al estado diferenciado del proceso de descentralización en 

todas ellas (Balcázar y otros, 2001, página 18). 

En cuanto a las características del mercado de tierras en Colombia que son consideradas como 

obstáculos para la transferencia de tierras de grandes propietarios a campesinos sin tierra o con 

tierra insuficiente, son pertinentes las conclusiones del estudio realizado en 1992-1993 por un 

equipo de la FAO y el CEGA, el cual hacía parte de un programa de investigación de la FAO en 

                                              

56   Negociación voluntaria de tierras, compra directa de tierras por el INCORA/INCODER, expropiación con indemnización, titulación de 
baldíos a particulares, titulaciones colectivas a pueblos indígenas y comunidades negras, extinción de dominio. 



cinco países de América Latina (Colombia, Ecuador, México, Bolivia y Chile) y cuya principal 

motivación había sido la prevalencia que, en el marco de las medidas de ajuste estructural y 

liberalización de los mercados, estaban adquiriendo las políticas agrarias que consideraban el 

mercado de tierras como ñel instrumento más apropiado para modernizar la estructura de la 

tenencia de la tierra y distribuci·n de la propiedadò (FAO y CEGA, 1994, p§gina 1).  

Para llevar a cabo la investigación empírica, el equipo de investigadores clasificó los sistemas 

productivos en Colombia, as²: ña. Agricultura comercial consolidada; b. Agricultura comercial con 

ampliaci·n de frontera; c. Ganader²a extensiva; y d. Agricultura campesinaò (FAO y CEGA, 1994, 

p§gina 3). Escogieron 18 municipios que ñtipifican los anteriores sistemas productivosò57, de los 

cuales indagaron la historia, la geografía, la cultura y la producción agropecuaria y en 15 de estos 

aplicaron una encuesta a ñl²deres campesinos, profesores, abogados, notarios, comerciantes, 

técnicos y productores de distinto tama¶o y condici·nò (FAO y CEGA, 1994, página 3).  

De las conclusiones de ese estudio, citamos las más relevantes para entender las limitaciones del 

mercado de tierras como mecanismo de redistribución de la propiedad agraria en Colombia58.  

Una premisa que tiende a difundirse y aceptarse hoy día es que las fuerzas del mercado permiten la 

libre transferencia y el libre acceso a las tierras, así como su uso intensivo. Sin embargo, en el estudio 

realizado [en Colombia] se encontró que el mercado de tierras es un reflejo de la estructura de 

distribución de la propiedad. Muchos predios se negocian en pequeñas áreas y pocos predios en grandes 

áreas. No hay indicios de la capacidad natural del mercado para transferir grandes predios a distintos 

estratos de productores.  

La participación del Estado en compra de tierras ha activado el mercado de la propiedad en zonas 

donde la compraventa es tradicionalmente baja, como en áreas de ganadería extensiva. Sin embargo, la 

intervención del Estado no modifica sustancialmente la magnitud del mercado en su conjunto. 

La estratificación de la propiedad, que se manifiesta en la segmentación del mercado, impide que este 

juegue un papel activo en la transferencia de la propiedad. En los casos estudiados, se encontraron dos 

tipos de segmentación: de acuerdo con la capacidad económica de los participantes en el mercado y 

según la pertenencia a grupos sociales. 

Debido a la segmentación por capacidad económica, las negociaciones de pequeños predios y de 

grandes predios tienen lugar en mercados diferentes. La compraventa de minifundios se realiza entre 

pequeños productores. La de grandes predios tiene lugar entre agentes de gran capacidad adquisitiva. 

Habitualmente estos dos tipos de mercado no se mezclan, excepto en circunstancias que favorecen la 

concentración de la propiedad de la tierra, como en algunas zonas de violencia donde los propietarios 

                                              

57   Municipios con agricultura campesina: Turmequé, Tibaná y Nuevo Colón (Boyacá), Tibacuy (Cundinamarca), San Luis (Tolima), Ovejas 
(Sucre); municipios con ampliación de frontera: Villavicencio, Granada, Lejanías, Castillo y Puerto López (Meta); municipios con agricultura 
comercial consolidada: Guamo y Líbano (Tolima); municipios con ganadería extensiva: Sincelejo y Corozal (subregión Montes de María - Costa 
Atlántica).  
58   Todos los subrayados son agregados. 
 



pequeños que han sido desalojados han vendido sus tierras a inversionistas.  

El segundo tipo de segmentación es de carácter social. En las zonas campesinas por ejemplo, se 

vende a personas conocidas, parientes y vecinos. En muchos casos es un mecanismo de defensa de la 

comunidad; si alguien de afuera adquiere una finca es probable que tenga dificultades para conseguir los 

servicios que requiere; así es forzado a salir de la comunidad.  

En aquellas zonas donde hay grupos de poder que ejercen un dominio territorial, estos seleccionan de 

manera tácita al comprador que llega a la zona. Si el nuevo comprador no amenaza la permanencia del 

grupo de poder dominante, la transacción se realiza. Este tipo de segmentación no existe en áreas de 

cultivos comerciales, con relaciones impersonales, donde operan efectivamente el Estado y las 

instituciones civiles. 

En las zonas afectadas por la violencia, el narcotráfico y por la demanda para fines turísticos y 

recreativos, los precios de la tierra son afectados por factores exógenos a la producción, como la 

inseguridad o la especulación. En las zonas con influencia de las guerrillas por ejemplo, hay gran oferta 

de predios productivos a precios inferiores a su valor comercial. 

En cambio, en las zonas de influencia del narcotráfico, el enorme poder adquisitivo de los 

compradores ha permitido que las tierras se negocien por encima de su valor comercial (é). 

Es notoria la carencia de información sobre oferta y demanda de tierras para uso público. Por 

ejemplo, los diarios de mayor circulación no envían sus secciones de ofertas de tierras a todo el país. 

Tampoco hay agentes especializados en el mercado rural de tierras, los intermediarios son personas 

de la localidad que se limitan a ofrecer los predios entre sus conocidos (é) (p§ginas 69-71). 

Señalemos, por último, que la segmentación económica y social del mercado de tierras en 

Colombia, así como la informalidad en la tenencia de la tierra, son considerados como obstáculos 

para la transferencia de tierras de grandes propietarios a pequeños cultivadores sin tierra o con 

tierra insuficiente. 

3.5.2 Adjudicación de baldíos 1995-2012 

La Ley 160 introdujo un cambio radical en la política de distribución de la tierra y en la escala de 

rangos de tamaño que tradicionalmente se ha utilizado en Colombia para dar cuenta de la 

estructura de la propiedad agraria. La adopción de la UAF (Unidad Agrícola Familiar), en cuya 

determinación interviene un conjunto de variables59 (Ver Anexo 0, Metodología 0.1; Tabla 0.6; 

                                              

59   Los criterios para la delimitación de UAF fueron reglamentados en la Resolución No. 017 de 1995 según lo estipulado en los 
artículos 38, 66 y 67 de la Constitución Nacional.   
Resoluci·n 017 de 1995: ñPor la cual se adoptan los criterios metodol·gicos para determinar la unidad agr²cola familiar en terrenos 
baldíos por zonas relativamente homogéneas adjudicable en los municipios situados en las áreas de influencia de las respectivas 
gerencias regionalesò.  
Capítulo ii. De las zonas relativamente homogéneas. Artículo 2o. Criterios fundamentales comprenden: Aspectos fisiográficos 
(Clima, Geomorfología), Suelos (capacidad para la producción agrícola), entorno socioeconómico (Vías de comunicación, 
Servicios públicos y privados) Organización estatal y de las comunidades. 
Capítulo iii. Aspectos metodológicos para la determinación de la UAF. Artículo 4o. Criterios de planificación, comprenden: Uso 
del suelo, Adopción de tecnología, Reducción de costos de producción, Sustentabilidad de recursos naturales, Uso óptimo de 



Tabla 0.7), exigió una detallada y compleja reglamentación para cada uno de los municipios que 

conforman el territorio nacional, los que a su vez fueron agrupados en ñzonas relativamente 

homog®neasò. Es tal la variaci·n de tamaños de las UAF que una gran propiedad en 

Cundinamarca equivale a mucho menos de una UAF en Caquetá o en Vichada (Tabla 33). 

Este cambio en los patrones de asignación de tierras por parte del Estado se expresa, por su 

puesto, en la medición de los GINIS de tierras y propietarios: mientras el GINI de tierras mide la 

desigualdad en la distribución de la propiedad agraria independientemente de su calidad, el GINI 

UAF mide la desigualdad teniendo en cuenta la calidad de la tierra. Por lo general, los GINIS UAF 

muestran menores índices de desigualdad que los GINIS tradicionales, pues tienen en cuenta un 

conjunto de variables que diferencian las tierras de las distintas zonas y regiones del país (Anexo 

0 Metodología 0.1 Tabla 0.6).  

Dado que la enorme variación de las UAF hace sumamente difícil establecer tendencias 

generales en los patrones de distribución de la tierra, e incluso hacer comparaciones entre 

departamentos y municipios, optamos por hacer un cálculo que toma para cada departamento el 

intervalo comprendido entre el valor mínimo del rango inferior y el valor máximo del rango 

superior del total de los tamaños UAF según las zonas relativamente homogéneas en las que se 

subdivide el suelo departamental (Tabla 33). De acuerdo con este cálculo, la extensión de las 

unidades agrícolas familiares varía desde 4 hectáreas en los departamentos de Caldas y Cauca 

hasta 1.840 hectáreas en los departamentos de Meta y Vichada60. 

 

 

Tabla 33. Rangos UAF por departamento 

DEPARTAMENTO VALOR MÍNIMO VALOR MÁXIMO 

AMAZONAS 46 274 

ANTIOQUIA 12 55 

                                                                                                                                                                  

la mano de obra, Remuneración a la gestión empresarial, Entorno socioeconómico 
60   Aun cuando los recién creados departamentos de Vichada, GuainƝŀ ȅ ±ŀǳǇŞǎΣ ŀƴǘŜǎ ŘŜƴƻƳƛƴŀŘƻǎ άǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻǎ ƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎέΣ ƴƻ 
ŦǳŜǊƻƴ ƛƴŎƭǳƛŘƻǎ Ŝƴ ƭŀ wŜǎƻƭǳŎƛƽƴ лпм ŘŜƭ нп ŘŜ ǎŜǇǘƛŜƳōǊŜ ŘŜ мффс ǇƻǊ ƭŀ Ŏǳŀƭ ǎŜ ŘŜŦƛƴƛŜǊƻƴ ƭŀǎ άȊƻƴŀǎ ǊŜƭŀǘƛǾŀƳŜƴǘŜ ƘƻƳƻƎŞƴŜŀǎέ ȅ 
las respectivas unidades agrícolas familiares, y si bien es cierto que todavía no existe una definición oficial de las UAF de estos tres 
departamentos, a propósito del álgido debate público en torno a la acumulación de UAF en la Altillanura, en mayo de 2013 el entonces 
ministro de agricultura informó ante el Congreso qǳŜ ά5ǳǊŀƴǘŜ Ŝƭ нлмнΣ Ŝƭ Lb/h59w ǾŀƭƛŘƽ ƭŀ ¦!C Ŝƴ ƭƻǎ ŘŜǇŀǊǘŀƳŜƴǘƻǎ ŘŜ ±ƛŎƘŀŘŀΣ 
Guaviare, Meta, Cesar, La Guajira, Magdalena, Arauca, Casanare, Caquetá y Putumayo; e inició la valoración y ajuste en siete 
departamentos adicionales: Bolívar, Córdoba, Sucre, !ƴǘƛƻǉǳƛŀΣ {ŀƴǘŀƴŘŜǊΣ bƻǊǘŜ ŘŜ {ŀƴǘŀƴŘŜǊ ȅ ¢ƻƭƛƳŀ όΧύέΦ {ƛƴ ŜƳōŀǊƎƻΣ Ŝƭ ŀŎǘƻ 
administrativo del INCODER mediante el cual se hizo dicha validación no se conoce, ni ha sido publicado en la página oficial de esta 
entidad. Pero para efectos de este trabajo, se hizo un cálculo aproximado de las UAF de esos departamentos con base en el valor 
mínimo inferior y el máximo superior de municipios de departamentos limítrofes como Puerto Gaitán (Meta). Véase Anexo 0 
Metodología 0. 1. Procedimiento para el cálculo de UAF. 
 



CALDAS 4 25 

ARAUCA 24 1071 

ATLÁNTICO 8 22 

BOGOTÁ 12 15 

BOYACÁ 5 42 

BOLÍVAR 26 115 

CAQUETÁ 58 2269 

CASANARE 65 843 

CAUCA 4 57 

CESAR 14 55 

CÓRDOBA 8 58 

CHOCÓ 20 78 

CUNDINAMARCA 2 37 

LA GUAJIRA 43 172 

GUAVIARE 52 220 

HUILA 18 58 

MAGDALENA 7 105 

META 28 1840 

NARIÑO 22 48 

PUTUMAYO 35 90 

N. DE SANTANDER 10 50 

SANTANDER 8 25 

SUCRE 22 72 

TOLIMA 6 54 

VALLE 4 22 

QUINDÍO 4 17 

RISARALDA 5 15 

VICHADA 1360 1840 

VAUPÉS 202 274 

GUAINÍA 75 101 

 
 

Fuente: elaboración propia según lo ordenado en la Resolución 041 de 1996. Ver anexo 0 metodología 0.1 

 
Con base en esta tabla, elaboramos un conjunto de estadísticas que permiten analizar las 

principales tendencias en la distribución de los baldíos adjudicados entre 1995 y 2012 según el 

tamaño de las unidades agrícolas familiares. Y puesto que la Ley 160 limita a una UAF la 

extensión de tierra adjudicable a particulares, establecimos tres rangos de distribución (menos de 

1 UAF, 1 UAF y más de 1 UAF)61, que permiten ver en términos aproximados hasta qué punto el 

                                              

61   Para este cálculo, se tomó como referente la Resolución 041 de 1996 en relación al rango mínimo y máximo de cada zona 
relativamente homogénea (ZRH). Los datos de UAF fueron calculados a nivel departamento, a partir del dato mínimo del rango 
inferior y el dato máximo del rango superior de las zonas relativamente homogéneas presentes en la superficie del 
departamento. Para el caso de las ZRH que tienen UAF desagregada por otro criterio (agrícola, ganadera, alta, baja) se tomó el 
dato del rango correspondiente a UAF mixta o UAF ganadera o agrícola, según el caso. Para los departamentos cuyos 
municipios no están incluidos en los cálculos de ZRH de la resolución, a saber, Vichada, Vaupés, Guainía y San Andrés y 
Providencia, el cálculo de la UAF corresponde al dato del municipio del departamento vecino con el que colinda en su frontera 
más extensa.  
 



INCORA y el INCODER han respetado los límites legales en la adjudicación de baldíos a 

particulares. Para esto también hay que tener en cuenta las normas reglamentarias de la ley en 

esa materia62.  

En este periodo, la demanda de tierras públicas por parte de empresas o sociedades fue bastante 

baja en comparación con las solicitudes de personas naturales. En efecto, de 126.388 terrenos 

baldíos adjudicados a particulares, solo 0,4 por ciento fue otorgado a personas jurídicas y el área 

adjudicada a estas fue escasamente 0,02 por ciento (Tabla 34). 

La distribución de los baldíos adjudicados a particulares según rangos de tamaño UAF evidencia, 

en primer lugar, que el 98 por ciento fue adjudicado dentro de los límites legales y que de estos el 

77,8 por ciento tenía un tamaño inferior a una UAF (Tabla 34). Respecto de este elevado 

porcentaje, es preciso señalar que las adjudicaciones inferiores a una UAF, como excepciones a 

la norma general, fueron autorizadas por la junta directiva del INCORA en el Acuerdo 014 de 

1995, por el cual se autorizan extensiones de menos de 2.000 metros cuadrados y máximo 2.000 

para la adjudicación de lotes en zonas urbanas para uso no agropecuario, como construcción de 

vivienda y bodegas; y extensiones un poco mayores para baldíos ubicados en zonas cercanas a 

los centros urbanos o de alta calidad de la tierra. Cabe agregar que en la estadística histórica del 

INCODER estos lotes no aparecen desagregados de los terrenos rurales, lo cual distorsiona las 

cifras sobre el microfundio rural en las últimas décadas. Este problema, no advertido en el 

ñbalanceò del INCODER, obliga a matizar hip·tesis seg¼n las cuales las pol²ticas de tierras del 

Estado colombiano no solo han propiciado la concentración de la propiedad agraria, sino también 

la microfundización de las parcelas campesinas. 

La altísima proporción de baldíos adjudicados por debajo de una UAF se explica asimismo porque 

la mayoría de los adjudicatarios son pequeños cultivadores que, al parecer, carecen de recursos 

suficientes para explotar una UAF63.  

En segundo lugar, se observa que si bien las adjudicaciones superiores a una UAF representan 

solo un 2,2 por ciento del total de adjudicaciones entre 1995 y 2012, la superficie que se les 

adjudicó es bastante alta: 13 por ciento (Tabla 34). Más adelante vemos con mayor detalle la 

adjudicación de baldíos por encima de los límites legales.   

Tabla 34. Distribución de los baldíos adjudicados a personas naturales y jurídicas según rangos de 

tamaño UAF. Colombia, 1995-2012 

Tamaño Personas Naturales Personas Jurídicas 

                                              

62   Decreto 2664 de diciembre 3 de 1994, sobre Procedimiento para tierras baldías, Decreto 0982 de mayo 31 de 1996 que modifica el 
Decreto 2664; el Acuerdo 018 del 31 de agosto de 1995 por el cual la junta directiva del INCORA establece excepciones en la titulación de 
baldíos. Véase Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural/INCORA (2003)  
 
63   Cfr. Mondragón, 1999; CNMH, 2013; Fajardo, 2002a y 2014, entre otros.  
 



Adjudicaciones % 
Superficie 

(has) 
% Adjudicaciones % 

Superficie 
(has) 

% 

Menos de 1 UAF 97,738 77,7 1,519,267 30,0 540 93,1 447 33,6 

1 UAF 25,274 20,1 2,861,603 56,9 38 6,6 629 47,3 

Más de 1 UAF 2,796 2,2 658,356 13,1 2 0,3 253 19,0 

Total 125,808 100 5,030,227 100 580 100 1,329 100 

 
Fuente: elaboración propia a partir de los datos de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

 

Con el fin de ver las variaciones en la adjudicación de baldíos de este periodo con relación al 

anterior, es preciso tener en cuenta los rangos de tamaño utilizados en los periodos anteriores. 

De acuerdo con esa clasificación, el 60 por ciento de la superficie adjudicada quedó en manos de 

un poco más del 2 por ciento de los adjudicatarios (2.724) y el 40 por ciento restante quedó 

distribuida entre el 98 por ciento de los adjudicatarios (Tabla 35). Es evidente entonces la fuerte 

diferencia introducida por la UAF como nuevo patrón de medida de la propiedad agraria.  

Ahora bien, cabe decir que la concentración de la superficie adjudicada en los rangos superiores 

de la escala de tamaños tradicional expresa principalmente el enorme peso de las adjudicaciones 

en la Altillanura64, subregión que por sus características geográficas, económicas y agrológicas 

tiene las UAF más grandes del territorio nacional. 

Tabla 35. Adjudicación de baldíos por rangos de tamaño.  Colombia, 1995-2012 

Tamaño 

Personas Naturales Personas Jurídicas 

Adjudicaciones % 
Superficie 

(has) 
% Adjudicaciones % 

Superficie 
(has) 

% 

1-20 99.864 79 276.056 5 564 97 501 38 

21-100 19.348 15 900.135 19 13 2 451 34 

101-500 3.872 3 810.622 16 3 1 377 28 

501-1000 1.429 1 1.096.977 22 - - - - 

1001-2500 1.197 1 1.583.840 31 - - - - 

2501-5000 85 0 253.262 5 - - - - 

más de 5000 13 0 109.334 2 - - - - 

Total 125.808 100 5.030.227 100 580 100 1.329 100 

 
 

                                              

64   En la resolución 041 de 1996 corresponden a suelos de altillanura: 
Artículo 8 Regional Caquetá, Zona Relativamente Homogénea No. 2 ð Altillanura comprende los municipios de: Valparaíso, 
Cartagena del Chairá, Solano, Curillo, Albania, Milán, Puerto Guzmán (Putumayo), Santa Rosa (Cauca), y la parte que no 
corresponde a cordillera de los municipios de San José de Fragua, Belén, Morelia, Montañita, Paujil, Doncello, Puerto Rico, 
Florencia y San Vicente del Caguán.  
Unidad Agrícola Familiar: comprendida en el rango de 86 a 117 hectáreas. 
Las UAF más grandes se encuentran calculadas para las zonas relativamente homogéneas de Serranía, estas son: 
Artículo 20 Regional Meta,  Zona Relativamente Homogénea No. 5 ð De Serranía 
Comprende fracciones de los siguientes municipios de: Mapiripán, Puerto Concordia, Puerto López, Puerto Gaitán, San Martín, 
Puerto Rico y Puerto Lleras.  
Unidad Agrícola Familiar: comprendida en el rango de 1360 a 1840 hectáreas 



Fuentes: elaboración propia a partir de los datos de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

 
Por otra parte, al desagregar las cifras de baldíos adjudicados a personas naturales y jurídicas 

por departamentos, lo primero que salta a la vista es el agotamiento de las tierras baldías 

disponibles dentro de la frontera agrícola. En efecto, del área total adjudicada a particulares en los 

últimos 17 años, escasamente el 8 por ciento se distribuyó entre 20 departamentos de antiguo 

poblamiento y en la zona rural de Bogotá, en tanto que el 92 por ciento restante se repartió entre 

diez departamentos que todavía disponen de grandes extensiones de baldíos, de los cuales 

Vichada, Meta, Arauca, Casanare y Caquetá concentraron casi el 80 por ciento del área 

adjudicada en ese periodo (Mapa 3.1) (Anexo 3, Tabla 3.1).   

Como se ve en la Tabla 36, Vichada es el departamento con mayor proporción de área 

adjudicada entre 1995 y 2012: 1.629.357 hectáreas que representan el 32,4 por ciento del total de 

la superficie adjudicada en el país en esos años. Con relación al área adjudicada por fuera de los 

límites legales, Vichada representa el 42,5 por ciento (279.678 hectáreas). Otros departamentos 

que presentan altos porcentajes de adjudicaciones que exceden el límite legal, son: Santander 

(18,6 por ciento), Antioquia (6,5 por ciento), Casanare (5,8 por ciento) y Putumayo (5,0 por 

ciento).  

Tabla 36. Distribución territorial de los baldíos adjudicados según rangos de tamaño UAF. Colombia, 1995-

2012 

Rangos UAF Menos de 1 UAF 1 UAF Más de 1 UAF Total 

Departamento Adjudicaciones % Superficie Adjudicaciones % Superficie Adjudicaciones % Superficie Adjudicaciones Superficie % 

Vichada 2,582 92,4 1,176,678 109 3,9 173,001 102 3,7 279,678 2,793 1,629,357 32,4 

Meta 3,639 59,8 15,933 2,436 40 974,856 12 0,2 32,528 6,087 1,023,317 20,3 

Arauca 1,468 39,3 11,214 2,264 60,6 611,615 2 0,1 6,652 3,734 629,481 12,5 

Casanare 2,426 70,8 44,549 968 28,2 367,983 33 1 38,165 3,427 450,697 9,0 

Caqueta 2,476 56,8 48,074 1,884 43,2 213,140 1 0 6,131 4,361 267,345 5,3 

Santander 6,049 61,9 11,367 2,322 23,7 34,598 1,406 14,4 122,343 9,777 168,308 3,3 

Putumayo 5,432 78,2 46,035 1,238 17,8 72,141 272 3,9 33,085 6,942 151,261 3,0 

Bolivar 5,521 77,3 26,912 1,615 22,6 81,205 8 0,1 2,523 7,144 110,640 2,2 

Antioquia 4,711 69,5 8,448 1,571 23,2 48,934 492 7,3 42,569 6,774 99,951 2,0 

Guaviare 1,543 65,3 26,107 807 34,1 63,706 14 0,6 3,912 2,364 93,725 1,9 

Otros* 62,431 85,5 95,397 10,098 13,8 221,056 456 0,6 91,022 72,985 407,475 8,1 

Total 98,278 77,8 1,510,714 25,312 20 2,862,232 2,798 2,2 658,609 126,388 5,031,555 100.0 

 
Fuente: elaboración propia a partir de los datos de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012. 

*La Guajira, Huila, Magdalena, Nariño, Cundinamarca, Norte Santander, Cauca, Córdoba, Boyacá, Cesar, Tolima, Chocó, Atlántico, Guainía, Sucre, 

Amazonas, Caldas, Valle del Cauca, Bogotá DC, Risaralda, Quindío.  

La distribución de los baldíos adjudicados dentro de cada departamento muestra, en primer lugar, 

que los que tienen mayor porcentaje de área adjudicada por fuera de los límites legales, son: 

Santander (72,7 por ciento), Quindío (66,7 por ciento), Nariño (49,3 por ciento), Huila (47,2 por 



ciento), Cundinamarca (47,2 por ciento), Caldas (43,2 por ciento), Antioquia (42,6 por ciento), 

Guanía (32,1 por ciento) y Valle del Cauca (31,7 por ciento).  

No se sabe cuáles de estas adjudicaciones son realmente casos de acumulación ilegal de 

Unidades Agrícolas Familiares como los documentados para la Altillanura. Cabe aclarar al 

respecto que la Ley 160 dispone que cuando las adjudicaciones anteriores a la vigencia de la 

nueva norma exceden el tamaño de una UAF, el INCORA (hoy INCODER) debe cobrar una 

determinada tarifa por el excedente de tierra. En cualquier caso, convendría que el INCODER 

estudiara en detalle cuáles de las adjudicaciones superiores a una UAF corresponden a predios 

ocupados y explotados antes de la expedición de la Ley 160 y si en esas adjudicaciones se 

cumplieron los requisitos legales. 

En lo tocante a la asignación de baldíos según el sexo de los adjudicatarios, la estadística del 

INCODER muestra que el 59 por ciento fue otorgado a hombres y el 41 por ciento restante a 

mujeres; y que del total del área adjudicada (5.030.227 hectáreas), el 64,2 por ciento quedó en 

manos de hombres y el 35,8 por ciento restante en manos de mujeres. Infortunadamente la base 

de datos de baldíos no discrimina las adjudicaciones por estado civil, así que no sabemos 

cuántas fueron otorgadas a parejas conyugales. Tampoco se sabe cuántas mujeres y cuántos 

hombres solteros fueron adjudicatarios de baldíos en estos años y en los periodos anteriores.  

El reparto de los baldíos por sexo y según rangos de tamaño UAF (Tabla 37) muestra que la 

distribución de la tierra entre las mujeres es similar a la de los hombres. Sin embargo, llama la 

atención que 925 mujeres (1,8 por ciento del total de adjudicatarias) obtuvieron terrenos que 

exceden el límite legal de una UAF, de los cuales 29 tenían más de 2.500 hectáreas.   

Tabla 37. Adjudicación de baldíos a hombres y mujeres según rangos de tamaño. Colombia, 1995-2012 

Rangos 

de 
tamaño 

Adjudicaciones Superficie Adjudicaciones Superficie 

Hombre % Mujer % Hombre % Mujer % Total 

Menos 

de 1 UAF 
54.897 74 42.841 83 944.048 29 566.219 31 97.738 1.510.267 

1 UAF 17.203 23 8.071 16 1.818.049 56 1.043.555 58 25.274 2.861.604 

Más de 
1 UAF 

1.871 3 925 2 467.762 14 190.595 11 2.796 658.357 

Total 
general 

73.971 100 51.837 100 3.229.859 100 1.800.368 100 125.808 5.030.227 

 
 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos de INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

3.5.3. Adjudicación de baldíos por encima de los límites legales  

En mayo de 2013 el ministro de agricultura de entonces, Juan Camilo Restrepo, informó al 

Congreso acerca de graves anomalías o irregularidades relacionadas con la adjudicación de 



baldíos que, al parecer, se habían cometido en los años anteriores a la administración del 

presidente Juan Manuel Santos. La primera, consistente en una ñ[defraudaci·n] a la naci·n, 

mediante la adjudicaci·n de bald²os a quienes no tienen derechoò; y la segunda, la apropiaci·n 

ilegal de baldíos.  

Respecto de la primera, el Ministro inform· que ñya [se hab²an] emprendido acciones de tipo 

penal y disciplinario, [y se habían] reforzado los controles, la consulta de información y los 

cruces con otras entidades como la DIAN, el IGAC y los catastros descentralizadosò 

(Restrepo, 2013, página 13). Respecto de la segunda dijo que el Ministerio de Agricultura 

junto con la Fiscalía, el IGAC y la Superintendencia de Notariado y Registro, ya habían 

emprendido las investigaciones del caso ñpara la prevenci·n y recuperaci·n de bald²os 

ilegalmente apropiados o adjudicadosò.  

Sobre los primeros resultados de estas investigaciones, el ministro Restrepo informó:  

Se han detectado graves irregularidades en los procesos de solicitud y adjudicación. Principalmente se 

ha incurrido en la titulación a favor de personas cuya vocación no es campesina, con importantes 

patrimonios económicos, y propietarios de otros inmuebles, que no tendrían derecho a recibir los baldíos 

que están destinados a las familias campesinas de escasos recursos que en verdad los necesiten. A la 

fecha se han identificado 1.879 expedientes de titulación de baldíos realizados irregularmente durante el 

periodo 2006-2010, sobre aproximadamente 416.545 hectáreas [ 65 ] en los casos identificados en 

Antioquia, Meta, Vichada, Guaviare, Caquetá, Guainía, Amazonas, Norte de Santander y Santander, que 

incluyen casos emblemáticos como los de El Porvenir, resoluciones falsas de Urabá y adjudicaciones 

espurias al exsenador Habib Meregh (Restrepo, 2013, página 7). 

Se refirió asimismo a la acumulación de baldíos que exceden el límite de una UAF e informó que 

hasta la fecha (mayo de 2013) se habían detectado 231 predios que en conjunto sumaban 87.424 

hectáreas, que estaban siendo investigados. De acuerdo con la Tabla 38 los predios estaban 

localizados así: Antioquia (106), Vichada (42), Meta (29), Meta y Vichada (9), Norte de Santander 

(27) y Magdalena (18). Esta tabla también informa sobre los dueños (nacionales y extranjeros) de 

esos predios, entre los cuales se cuentan el Fondo Ganadero de Córdoba, Mónica Semillas, 

Poligrow Colombia y Brasil, entre otros.  

Tabla 38. Relación de casos de presunta concentración de tierras en Colombia 

CASO DEPARTAMENTO MUNICIPIO 
No. DE 

PREDIOS 

ÁREA Límite 
máximo UAF 

(has) 

Área que 
excede la UAF 

( has) HAS MTS 

Fondo ganadero de 
Córdoba 

Antioquia Turbo, Necoclí 106 3.770 2.725 68 3.702 

Mulero Magdalena Plato 1 299 4.735 35 264 

                                              

65   Énfasis agregado. 
 



Mulas Altamaceras Magdalena Plato 17 403 1.750 74 329 

Bioagroindustrial Norte Santander Tibú 21 1.040 8.700 36 1.004 

Inversiones Palma Oriente Norte Santander Tibú 4 526 2.392 36 490 

Ecopalma Norte Santander Tibú 2 65 4.250 36 29 

Poligrow Colombia Meta Mapiripán 3 5.577 5.800 1.840 3.737 

Mónica Semillas Meta y Vichada 
Puerto Gaitán y 
Puerto Carreño 

9 8.866 5.042 1.107 7.759 

Sociedad Inversiones 
Eternas 

Meta Fuente de Oro 5 221 2.197 46 175 

Sociedad Villa Diana Meta Mapiripán 3 4.655 5.342 1.840 2.815 

El Brasil Meta Puerto Gaitán 16 27.715 6.486 920 26.795 

Palma vista o finca las 

palmeras 
Meta San Juan de Arama 2 210 9.519 138 72 

Veracruz Vichada Santa Rosalía 42 34.077 9.013 1.294 32.783 

Total 231 87.424 67.951   

 
Fuente: Restrepo, Juan Camilo (2013), Implementación de la política integral de tierras 2010-2013, Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, página 

12. 

 

A las irregularidades registradas en la Tabla 38 el ministro Restrepo agregó otra denuncia según 

la cual ñlos bald²os de la Naci·n han sido tambi®n objeto del despojo por varios actores [e] incluso 

algunos expertos estiman que cerca del 60 por ciento de los predios despojados o abandonados 

por causa de la violencia en Colombia, corresponden a baldíos de la Nación o a predios que 

hab²an sido objeto de reforma agrariaò (Restrepo, 2013, p§gina 13). 

Por su parte, en junio y agosto de 2013, los congresistas del Polo Democrático, Wilson Arias, 

Jorge Robledo e Iván Cepeda, realizaron debates de control político sobre la compra de grandes 

extensiones de tierra en la Altillanura por parte de empresas nacionales y multinacionales que se 

valieron para ello de trucos jurídicos como la creación de sociedades ficticias. A su vez, el 

senador Robledo denunci· la ñextranjerizaci·nò de la tierra y propuso una nueva legislaci·n para 

detener la venta masiva a multinacionales, fenómeno que se ha presentado en países como 

Brasil, y Argentina, y que algunos académicos denominan land grabbing (Borras y otros, 2011; 

Borras y Franco, 2010). 

Las denuncias sobre adjudicaciones de baldíos contrarias a las disposiciones legales, y sobre 

acumulación de UAF mediante la compra de parcelas de reforma agraria o de tierras adjudicadas 

como baldíos, ha tenido amplia resonancia en los medios de comunicación, especialmente en la 

publicación digital Verdad Abierta (que ha hecho un seguimiento sistemático de casos denunciados 

por los parlamentarios del Polo Democrático y de otros). También han dado lugar a investigaciones 

de la Contraloría en los casos denunciados por los parlamentarios Arias, Cepeda y Robledo 

(Contraloría General de la República, 2014). Por su parte, la Unidad Especial de Tierras de la 

Superintendencia de Notariado y Registro elabor· una serie de ñinformes registralesò sobre las 

anomalías e irregularidades encontradas en los registros de predios adjudicados como baldíos. 



Antes de examinar las cifras relativas a los baldíos adjudicados entre 1995 y 2012 que excedieron 

el límite de una UAF conviene tener presente, como lo indicamos al comienzo de este capítulo, 

que la Ley 160 de 1994 autoriza excepciones a ese límite en los casos de baldíos solicitados en 

adjudicación que hubieran sido ocupados antes de la vigencia de esta ley, pero condiciona la 

respectiva adjudicación al pago de un valor fijado de acuerdo al avalúo del excedente de tierra 

(art. 66). 

Recordemos que entre 1995 y 2012 se adjudicaron 2.798 terrenos baldíos que excedieron el límite de 

una UAF (Tabla 34). En términos relativos, estas adjudicaciones representan el 2,2 por ciento del total 

de adjudicaciones y el 13 por ciento de la superficie adjudicada en esos años. Tres departamentos 

concentraron el 68 por ciento del área adjudicada en terrenos que excedieron el límite de una UAF: 

Vichada: 42,5 por ciento (279.678 has), Santander: 18,6 por ciento (122.343 has), y Antioquia: 6,5 por 

ciento (42.569 has). Llama la atención que en el Vichada las adjudicaciones mayores a una UAF solo 

representan el 3,6 por ciento (102 adjudicaciones) del total de adjudicaciones en ese departamento, y 

el 17 por ciento del área total adjudicada; sin embargo, 73 de estas fueron de más de 2.500 hectáreas.  

El caso contrario se observa en Santander y Antioquia donde hubo una alta proporción de 

adjudicaciones por encima del límite legal: en Santander, el 73 por ciento del área adjudicada 

(122.343 has) en esos años excedió el límite legal; y en Antioquia, el 43 por ciento (42.569 has).  

Dentro de las adjudicaciones de baldíos superiores a una UAF, se encontraron 98 casos de más 

de 2.500 hectáreas: 85 en el rango de 2.500 a 5.000 hectáreas y 13 superiores a 5.000 

hectáreas. De las primeras, 73 se otorgaron en Vichada, ocho en Meta, una en Cauca y otra en 

Nariño.  

De las adjudicaciones superiores a una UAF en el Vichada, 44 por ciento fueron en 1995, 53 por 

ciento en 1998 y el 3 por ciento restante en 1996, años en los que al parecer no se habían definido 

las UAF para ese departamento. Esas adjudicaciones se distribuyeron así: 39 en el municipio de 

Puerto Carreño, 24 en La Primavera y 10 en Santa Rosalía. De estas adjudicaciones, llama la 

atención que el 30 por ciento se otorgaron a mujeres, lo cual puede haber sido un truco para evadir 

los requisitos legales (ver Anexo 3, tabla 3.5). 

De las 13 adjudicaciones superiores a 5.000 hectáreas, cuatro se otorgaron en Santander y una en 

Antioquia. Las de Santander suman 48.447 hectáreas y representan el 40 por ciento de la superficie 

mayor a una UAF adjudicada en ese departamento; tres se hicieron, en 2001, en los municipios de 

Puerto Wilches (5.004 hectáreas), Albania (28.286 hectáreas) y Sabana de Torres (7.520 

hectáreas); y la cuarta se otorgó en 2003 en el municipio de Albania (7.637 hectáreas). En Antioquia 

hubo una adjudicación de 5.232 hectáreas, en 1996, en el municipio Guarne (Anexo 3, tabla 3.4). 

Tabla 39. Adjudicación de baldíos a particulares de más de 2.500 hectáreas. Colombia, 1995-2012 

Rangos de tamaño Adjudicaciones Superficie 



Departamento Hombre Mujer Total Hombre Mujer Total 

2501-5000 (Subtotal) 61 24 85 182.641 70.621 253.262 

VICHADA 51 22 73 150.140 64.753 214.893 

META 7 1 8 20.906 3.000 23.906 

CASANARE 1 1 2 2.564 2.868 5.432 

CAUCA 1 - 1 4.750 - 4.750 

NARIÑO 1 - 1 4.280 - 4.280 

Más de 5000 (Subtotal) 8 5 13 75.929 33.405 109.334 

SANTANDER 4 - 4 48.447 - 48.447 

HUILA  2 2 - 16.000 16.000 

NARIÑO 1 1 2 6.791 6.791 13.582 

CUNDINAMARCA 1 - 1 7.400 - 7.400 

MAGDALENA 1 - 1 7.160 - 7.160 

CAQUETÁ 1 - 1 6.131 - 6.131 

ARAUCA - 1 1 - 5.382 5.382 

ANTIOQUIA - 1 1 - 5.232 5.232 

Total 69 29 98 258.570 104.026 362.596 

 
 

Fuente: elaboración propia, con base en Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-

2012 

 
Con base en esta información (anónima) y teniendo en mente las excepciones establecidas por la 

Ley 160 de 1994 (y por las leyes agrarias en general), podemos inferir al menos dos 

conclusiones.  

¶ Primera, la inercia de los derechos adquiridos y las excepciones a los límites de tierra 

adjudicable terminan por anular la regla general.  

¶ Segunda, aunque no todas las adjudicaciones que exceden el límite de una UAF hayan 

sido ilegales o indebidas, concentraron en un 2,2 por ciento de los adjudicatarios el 13 por 

ciento de la tierra adjudicada entre 1995 y 2012, proporción que desde luego no 

contribuyó a democratizar la propiedad agraria.  

En el capítulo 5 daremos cuenta de las prácticas de apropiación ilegal e indebida de tierras en 

Colombia.  

 



3.5.4. Zonas de Reserva Campesina 

De conformidad con las disposiciones de la Ley 160 de 1994 (capítulo XIII) y el Decreto 

Reglamentario 1777 de 199666, la junta directiva del INCORA definió hace más de quince años los 

criterios y procedimiento para seleccionar y determinar las ZRC (Zonas de Reserva Campesina).  

En la Ley 160 las Zonas de Reserva Campesina son consideradas como una figura para delimitar la 

propiedad de la tierra en las zonas de colonización y para estabilizar a la población residente en zonas 

de amortiguación de parques naturales y reservas forestales. Su origen se asocia con la problemática 

(socioeconómica y ambiental) derivada de los conflictos agrarios y la violencia armada, particularmente 

acentuados en el suroriente del país, en virtud de los procesos de ampliación de la frontera agrícola por 

habitantes rurales que migraron hacia esas tierras con motivo de la violencia política y social de los 

a¶os cincuenta. ñSu origen se asocia con la idea de estabilizar las econom²as de los campesinos 

desplazados por la violencia y evitar la concentración de tierras que provocaba la colonización en las 

§reas fr§giles y de frontera agr²colaò (Ortiz, P®rez, Castillo y Mu¶oz, 2004, p§gina 23).  

Seg¼n lo expuesto en la ley, el principal prop·sito de las zonas de reserva campesina es ñregular 

y ordenar la ocupación de los baldíos y consolidar las economías campesinasò. Sin embargo, el 

decreto reglamentario estableció como ámbito de aplicación de estas zonas, además de las áreas 

de colonizaci·n, ñlas §reas geogr§ficas cuyas caracter²sticas agroecol·gicas y socioecon·micas 

requieran la regulación, la limitaci·n y el ordenamiento de la propiedad ruralò, abriendo as² la 

posibilidad de establecer zonas de reserva campesina dentro de la frontera agrícola.  

La constitución y delimitación de las primeras zonas de reserva campesina fue el resultado de 

negociaciones y acuerdos entre el gobierno y los líderes campesinos que dirigieron las marchas de 

los cocaleros de 1997 en el Caquetá, el Sur de Bolívar, Putumayo, Cauca y Guaviare, en oposición a 

las restricciones en la comercialización de insumos para el procesamiento de la hoja de coca y 

contra las fumigaciones aéreas que afectaban los cultivos de pan coger y pastos.  

Una de las exigencias de los manifestantes al gobierno nacional era la conformación de las zonas 

de reserva campesina como alternativa de desarrollo para las regiones marginadas, lo que 

finalmente se lograría con la expedición del Decreto 1777 de 1996 (Fajardo, 2000). Para la 

conformación de las primeras zonas de reserva campesina, en 1998 el gobierno nacional recibió 

un préstamo del Banco Mundial bajo la línea de innovación y aprendizaje. El dinero se ejecutó a 

                                              

66   ñ(é) Este decreto contiene tres aspectos b§sicos: la definici·n de su §mbito econ·mico-geográfico de aplicación, sus 
objetivos económicos, ambientales y políticos y la acción interinstitucional de soporte. El primer tema reasume la definición que 
les asigna la ley, circunscrita a las áreas de colonización y predominio de baldíos; posibilita su aplicación a las áreas geográficas 
en donde por las características agroecológicas y socioeconómicas se requieran, la regulación, la limitación y el ordenamiento de 
la propiedad y a las zonas de amortiguación de los parques nacionales naturales. El segundo punto, la definición de los objet ivos 
de la constitución y delimitación de ZRC, proporciona elementos estratégicos para ser tenidos en cuenta no solo en la aplicación 
de esta figura sino también en las políticas de tierras y de asentamientos humanos, por redefinir en el país. Adicionalmente el 
decreto ordena la convergencia (aún inoperante) de las entidades del sistema nacional de reforma agraria y otras instituciones 
para la financiación de programas de crédito, capitalización rural, servicios públicos, investigaciones, etc.; con carácter 
preferencial para las ZRC. El decreto ha sido objeto de críticas desde distintos ángulos: se le objeta no haber establecido límites 
a la propiedad dentro de las reservas campesinas ni proponer definiciones que estimulen el desarrollo en su interior de las 
organizaciones campesinas. De otra parte, en el medio gremial se le critica haber extendido su ámbito de aplicación en la 
frontera agr²cola (Mart²nez, 1999)ò (Fajardo, Dar²o; Universidad Nacional de Colombia e Instituto de Estudios Ambientales, IDEA, 
2002a). 
 



través del Proyecto Piloto de Zonas de Reserva Campesina (PPZRC) ejecutado por el Ministerio 

de Agricultura y Desarrollo Rural a través del Instituto Interamericano de Cooperación para la 

Agricultura (IICA)67. 

El proyecto piloto definió como zonas de influencia los territorios de las tres primeras zonas de 

reserva campesina declaradas por el INCORA, a saber: El Pato68, Calamar69 y Cabrera70. Durante los 

cinco años de ejecución del PPZRC, se desarrolló una metodología para la implementación de esta 

figura en el conjunto del territorio nacional (Fajardo, 2002-a y 2006). Entre los resultados del proyecto 

se concluyó que la figura de Zona de Reserva Campesina, novedosa herramienta de reforma agraria, 

resultaba viable y conveniente para la consolidación y el desarrollo de las economías campesinas y 

que además contribuía a que el gobierno restableciera la confianza de los habitantes de lugares 

marginados del desarrollo rural institucional.  

La primera evaluación del proyecto piloto fue hecha en 2003 por el Departamento de Desarrollo 

Rural y Regional de la Facultad de Estudios Ambientales Rurales de la Universidad Javeriana 

(Ortiz, Pérez, Castillo, y Muñoz, 2004). Esta evaluación indicó que el PPZRC asumió el concepto 

de zonas de reserva campesina como una política pública sustentada en la diferenciación 

regional, la descentralización, la participación y el control público. También conceptuó que 

durante la ejecución del proyecto piloto las comunidades se apropiaron de los procedimientos 

administrativos, no obstante el carácter técnico y formalista de los manuales y las políticas 

institucionales; y a la vez resaltó la importancia del reconocimiento estatal de las colonizaciones y 

la búsqueda de alternativas adecuadas para el restablecimiento de las relaciones políticas entre 

las comunidades y las instituciones del Estado.  

Simultáneamente con la ejecución del proyecto piloto, la junta directiva del INCORA aprobó la 

conformación de dos nuevas zonas de reserva campesina: una en el Sur de Bolívar71 y otra en el Bajo 

Cuembí y Comandante72. Cuatro años después, en diciembre de 2002, aprobó la Zona de Reserva 

Campesina del Valle del Río Cimitarra73. Esta última fue particularmente controvertida, de manera que 

                                              

67   La publicación de los resultados y de la evaluación del proyecto a cargo de investigadores de la Universidad Javeriana se 
realizó con fondos del Banco Mundial. Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, Instituto Interamericano de Cooperación para la 

Agricultura, IICA, y Banco Mundial, (2003), Informe final, Hacia una estrategia de estabilización de la frontera agrícola con desarrollo 
humano, Bogotá. 

 
68   El Pato-Balsillas, San Vicente del Caguán: Área 111.000 hectáreas correspondientes a 38 veredas, 4.300 habitantes, 1.500 
familias. 
 
69   Calamar, municipios de San José del Guaviare (Guaviare), El Retorno y Calamar (inicialmente cubría solamente el área del 
municipio de Calamar). Área 40.000 has correspondientes a 11 veredas, 2.500 habitantes, 450 familias. 
 
70   Cabrera, municipio de Cabrera, Cundinamarca. Área 44.000 has correspondientes a 17 veredas, 4.500 habitantes, 850 familias.  
 
71   Sur de Bolívar, municipios de Arenal y Morales. Área 29.110 hectáreas, 3.500 habitantes. Resolución Nº 054 del 22 de junio de 
1999. 
 
72   Bajo Cuembí y Comandante, municipios de Puerto Asís, Putumayo. Área 22.000 hectáreas correspondientes al corregimiento 
Perla Amaz·nica, 4.700 habitantes. Resoluci·n NÜ 069 del 18 de diciembre de 2000. En el a¶o 2011 fue renombrada como ñPerla 
Amaz·nicaò. 
 
73   Valle del Río Cimitarra, municipios de Cantagallo y San Pablo, (Sur de Bolívar) y Remedios y Yondó (Antioquia). Área 184.000 
hectáreas, 25.000 habitantes. Resolución 028 del 10 de diciembre de 2002. 



cuatro meses después de su creación, fue suspendida mediante la Resolución N° 046 de 10 de abril 

de 200374. Otras zonas que estaban en proceso de constitución no llegaron a formalizarse ni a 

reconocerse75. 

De 2002 a 2010 no hubo avances en la consolidación de las zonas de reserva campesina 

existentes; y no se aprobaron las solicitudes de conformación de nuevas zonas. Por su parte, la 

administración Santos prometió reactivar esta figura de ordenamiento territorial y conservación 

ambiental, pero a raíz del apoyo de las FARC a la solicitud de la ANZORC (Asociación Nacional 

de Zonas de Reserva Campesina) de crear cerca de cincuenta zonas y de hacer de estas 

territorios autónomos, se hizo evidente la oposición a esta figura por parte de sectores políticos y 

gremiales.  

El primer ministro de agricultura de la administración del presidente Santos, Juan Camilo 

Restrepo, consideraba que las zonas de reserva campesina podían impedir la dinámica de 

concentración de la tierra en las zonas de colonización, gracias a la prohibición legal de acumular 

individualmente propiedades por una extensión superior a una UAF. Pero Restrepo no era 

partidario de concederles a estas zonas la autonomía que reclamaba ANZORC.  

Seg¼n Restrepo, ñélas FARC han hablado de cosas completamente diferentes a las que quedaron 

consignadas en el texto que se ha negociado en La Habana sobre Zonas de Reserva Campesina. 

En efecto, han planteado que quisieran ver transformadas en Zonas de Reserva Campesina nueve 

millones de hectáreas (lo que equivale al doble de la superficie agrícola actual); que en esas zonas 

debería primar una cuasi soberanía en lo fiscal, en lo administrativo y judicial (similar a la ETIS 

ñEntidades territoriales ind²genasò)ò (Restrepo, Juan Camilo, y Bernal, Andr®s, 2014)76. Para el 

                                                                                                                                                                  

 
74   ñLa del Valle del R²o Cimitarra fue la ¼ltima zona de reserva campesina declarada y la m§s corta en t®rminos de periodo de activación 
legal (cuatro meses), pues fue suspendida a través de la Resolución 046 del 10 de abril de 2003 del INCORA. La decisión, según la 
entidad, obedeció a que algunas autoridades, gremios y comunidades de los municipios de Yondó, Cantagallo, Remedios y San Pablo, 
manifestaron su inasistencia a la Audiencia Pública del 18 de agosto de 2002, por la presunta falta de garantías y mostraron 
preocupaci·n por la no canalizaci·n y utilizaci·n de los recursos de manera correcta (INCODER, 2011)ò (Ordo¶ez G·mez, Freddy; 
Instituto Latinoamericano para una Sociedad y un Derecho Alternativos, ILSA; Sindicato de Pequeños Agricultores de Cundinamarca-
Cabrera, SINPEAGRICUN, e INCODER, 2012). 
 
75 Ricaurte (Boyacá), la solicitud fue hecha en febrero de 1998 por ocho alcaldes de la región, se elaboró y aprobó el Plan de Desarrollo 
Sostenible. Solo quedó pendiente la aprobación por parte de la Junta Directiva del INCORA, último requisito del trámite. La Región 
Lozada-Guayabero; se solicitó su creación el 4 de octubre de 2001, debido a la situación de orden público no se realizó la audiencia 
pública quedando sin formalizarse la constitución de la zona de reserva campesina, aunque los pobladores han operado como zona de 
reserva campesina de hecho. El municipio de Curití, provincia Guanentá y una subregión ubicada sobre la margen izquierda del río 
Chicamocha, se solicitó el 16 de septiembre de 2000, la cual fue avalada por el gerente regional del INCORA, pero aún no ha sido 
aprobada (Ordoñez Gómez, Freddy; INCODER; Instituto Latinoamericano para una Sociedad y un Derecho Alternativos, ILSA, y 
Sindicato de Pequeños Agricultores de Cundinamarca- Cabrera, SINPEAGRICUN, (2012), Zonas de Reserva Campesina. Elementos 
introductorios y de debate).  
 
76   ñEn sus disposiciones sobre organizaci·n territorial, la Constituci·n Nacional de Colombia de 1991 define como Entidades Territoriales 
a los departamentos, distritos, municipios y territorios indígenas (art. 286); que gozan de autonomía para la gestión de sus intereses; y 
dentro de los límites de la constitución tienen derecho a administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento 
de sus funciones (art. 287). El artículo 329 indica que las ETI (Entidades Territoriales Indígenas) se conformarán según lo dispuesto en la 
LOOT (Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial), y serán delimitadas por el Gobierno nacional, con participación de representantes 
indígenas, previo concepto de la Comisión de Ordenamiento Territorial. Sin embargo, veinte años después de la Constitución la LOOT no 
ha sido sancionada. Por ende, en la pr§ctica, las ETI no han sido reglamentadasò (Territorio Ind²gena y Gobernanza, Entidades Territoriales 
Indígenas (ETIs)). Estas definiciones fueron consultadas en el sitio web Entidades Territoriales Indígenas (ETI) y transcritas de manera 
textual, recuperado el 24 de febrero de 2015, en http://www.territorioindigenaygobernanza.com/col_06.html 
 



exministro, las ZRC no son más que una solución a la dinámica de acumulación de las zonas de 

colonización, que debe articularse con otras políticas como la formalización de títulos y la 

planificación rural.  

Tabla 40. Zonas de Reserva Campesina constituidas y activas. Colombia, 2014 

Nombre de las 
ZRC (Zonas de 

Reserva 
Campesina) 

Cobertura 
departamental 

Cobertura 
municipal 

Nº de resolución 
y fecha de 

constitución 

Extensión inicial 
(Has.) 

Cabrera Cundinamarca Cabrera 
Resolución 046 - 
Noviembre 7 de 

2000 
44.000 

Bajo Cuembí y 
Comandante 

Putumayo Puerto Asís 
Resolución 069 - 
Diciembre 18 de 

2000 
22.000 

Morales-Arenal Bolívar 

Arenal 
Resolución 054 - 
Junio 22 de 1999 

29.110 

Morales 

Guaviare Guaviare 

Calamar 

Resolución 054 - 
Diciembre 18 de 

1997 
463.600 El Retorno 

San José del 
Guaviare 

Cuenca de Río 
Pato y Valle de 

Balsillas 
Caquetá 

San Vicente del 
Caguán 

Resolución 055 - 
Diciembre 18 de 

1997 
88.401 

Valle del Río 
Cimitarra 

Antioquia 
Remedios ς 

Yondó 

Resolución 028 - 
Diciembre 10 de 

2002 
Levantamiento 

suspensión 
Resolución 240 - 

Febrero 22 de 
2011 

184.000 

Bolívar 
Cantagallo-San 

Pablo 

TOTAL 6 12  831.111 

 
 

Fuente: INCODER, (2011), Procedimiento de constitución y reactivación de zonas de reserva, Subgerencia de Tierras Rurales, Dirección Técnica de 

Ordenamiento Productivo. Presentación Power Point.  

Tabla 41. Zonas de Reserva Campesina constituidas. Propiedad privada rural y adjudicación de baldíos de los 

municipios en los que se encuentran constituidas ZRC. Colombia. 1997-2002 

Nombre Año 

Superficie 

hectáreas 
ZRC (1) 

Número de 

habitantes 
ZRC(2) 

Superficie 
rural bajo 

propiedad 

privada 

Propietarios 

rurales del 
municipio 

Número de 
adjudicaciones 

de baldíos 1903-
2000 

(municipio) 

Superficie de 
baldíos 

adjudicados 

(municipio) 

Cabrera 2000 44.000 9.300 35.796 3.658 659 12.569 

Guaviare 1997 463.600 38.596 134.253 2.689 2.135 157.646 



Valle del Río 
Cimitarra 

2002/2011 184.000 35.810 114.112 6.414 2.674 377.074 

Cuenca del río 
Pato y Valle del 

Balsillas 
1997 88.401 7.500 267.135 3.178 3.216 302.047 

Sur de Bolívar 1999 29.110 3.500 103.491 6.319 1.126 76.254 

Perla Amazónica 2000 22.000 4.700 44.039 2.221 3.924 149.806 

Total N.A 831.111 99.406 698.827 24.479 13.734 1.075.395 

 
Fuente: (1) INCODER, (2013), Balance de la gestión para el ordenamiento social y productivo de territorio 1960-2012, Bogotá. (2) IGAC, (2012), Atlas de 

la distribución de la propiedad rural, (3) INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

Mapa 5. Zonas de Reserva Campesina constituidas. Colombia. 1998-2011 

 

Fuente: elaboración propia a partir de INCODER, 2012 

Mapa 6. Zonas de Reserva Campesina por constituir. Colombia. 2012 



 

Fuente: elaboración propia a partir de INCODER, 2012 

 

3.6. Conclusiones  

La opción del mercado asistido de tierras como mecanismo de reforma agraria ha sido muy poco 

exitosa en Colombia. Las parcelas adquiridas a través de la negociación directa de los 

beneficiarios de reforma agraria con propietarios de tierras tuvieron un alcance muy reducido. Y 

aun cuando hubo oferta de tierras por más de un millón de hectáreas, el INCORA no disponía del 

presupuesto requerido para otorgar todos los subsidios solicitados.  

Entre 1995 y 2012 el Estado entregó parcelas de 13 hectáreas en promedio a 33.291 familias y 

expidió 126.388 resoluciones de adjudicación de baldíos a particulares (personas naturales y 

jurídicas) por un total de 5.031.556 hectáreas. Sumadas las dos modalidades de asignación de 

tierras, el número de propietarios agrarios aumentó en 159.679 y la superficie rural bajo propiedad 

privada se incrementó en 5.462.255 hectáreas. 



No obstante las limitaciones del mercado asistido de tierras, este experimento propiciado por el 

Banco Mundial incentivó la investigación sobre los mercados de la propiedad rural en Colombia, 

aunque todavía es muy limitado el conocimiento empírico de cómo funcionan estos mercados en 

las diferentes regiones del país.   

Una vez más, el Estado colombiano acudió a la política de titulación de baldíos como una 

alternativa menos costosa (en términos económicos, mas no políticos) de responder a la 

demanda de tierra no solo de campesinos y pobladores rurales, sino también de empresas 

(nacionales y multinacionales) interesadas en establecer grandes plantaciones de 

biocombustibles y de otros productos agrícolas comerciales, en zonas donde todavía hay grandes 

extensiones de tierras incultas como la Altillanura.  

De hecho, entre 1995 y 2012, el INCORA/INCODER adjudicó el 21,9 por ciento del total de la 

tierra baldía adjudicada en 109 años y de esta le entregó a 1.225 personas naturales terrenos de 

más de 1.000 hectáreas que sumados equivalen al 38 por ciento del total de hectáreas 

adjudicadas en los últimos 17 años (Anexo 0 Tabla 0.1, Anexo 3, tabla 3.7).  

En este periodo, como se observa en el Mapa 7, la participación de la asignación de baldíos en la 

superficie municipal fue mayor en los departamentos de Arauca, Vichada y Meta.   

Mapa 7. Proporción de la superficie del municipio adjudicada en baldíos. Colombia, 1995-2012 



 

Fuente: elaboración propia a partir de: INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 

 

Del declive de la política de tierras en las dos últimas décadas da cuenta la disminución del 

promedio anual de baldíos adjudicados con relación a los periodos anteriores, aunque en los 

últimos seis años se evidencia un leve repunte (Anexo 0, tabla 0.3). También da cuenta el 

debilitamiento del aparato estatal y la disminución del gasto público en el sector rural77.  

Según el documento Misión para la transformación del campo: ñEn materia presupuestal, el 

deterioro [del sector agropecuario] fue marcado a partir de 1998. De presupuestos equivalentes 

al 4,7 por ciento del PIB sectorial en 1990-97, el gasto del sector se redujo a entre 1 y 2 por 

ciento por varios años y solo en 2012 se retornó a niveles de gasto similares a los de comienzos 

y mediados de los años 1990. Esto estuvo acompañado por un cambio en la composición del 

gasto, caracterizado por el aumento en los subsidios directos a costa de las inversiones en 

desarrollo rural, y adem§s por bajos niveles de ejecuci·nò (DNP y Ocampo, 2014, p§ginas 18 y 

19). 

La reglamentación de las UAF (Unidades Agrícolas Familiares) para el conjunto del territorio 

nacional, así tenga defectos y limitaciones, es un referente importante para formular políticas 

                                              

77   Véase Balcázar y otros (2001); PNUD, 2011; DNP y Ocampo, 2014. 



agrarias que tengan en cuenta las peculiaridades regionales, o como se dice ahora, con enfoque 

territorial. Por lo demás, esta unidad de medida de la tierra y de ordenamiento territorial permite 

superar categorías estáticas de caracterización de la estructura de la propiedad agraria en 

Colombia como las de latifundio y minifundio.  

Desafortunadamente, las excepciones a la regla general en materia de adjudicación de baldíos, 

como ocurrió con las leyes anteriores, han sido utilizadas para asignar tierras públicas a personas 

naturales y jurídicas que no cumplían los requisitos legales, como lo muestran las denuncias del 

exministro Restrepo y las investigaciones hechas por la Contraloría y la Superintendencia de 

Notariado y Registro.  

Las Zonas de Reserva Campesina existentes aún carecen de evaluaciones fundadas en estudios 

empíricos78 sobre asuntos claves como la regulación de la propiedad de la tierra, las formas de 

cooperación y de comercialización de los productos agrícolas y pecuarios, las relaciones sociales 

internas y los mecanismos de participación en la administración de la reserva.  

  

                                              

78   El Observatorio de Restitución y Regulación de Derechos de propiedad agraria está realizando una evaluación de las 
ZRC existentes que aún no ha sido publicada. 



4 Distribución de la propiedad privada  

de la tierra en Colombia 1960-2009 

En este capítulo nos proponemos examinar los cambios en la distribución de la propiedad agraria 

entre 1960 y 2009, e intentaremos ponderar la incidencia que en esos cambios ha tenido la 

asignación de tierras por parte del Estado colombiano a personas naturales y jurídicas y a 

comunidades étnicas. Para ello disponemos de dos fuentes estadísticas:  

a. La serie histórica de adjudicación de baldíos del INCODER, cuya información hemos 

analizado en los capítulos anteriores; y  

b. La base de datos de la Superintendencia de Notariado y Registro sobre transacciones de 

compraventa de propiedades que tuvieron origen en resoluciones de adjudicación de 

baldíos.  

La primera nos ha permitido examinar con mayor rigor, y en perspectiva histórica, la transferencia 

de derechos de propiedad del Estado colombiano a personas naturales y jurídicas y a 

comunidades étnicas; y la segunda nos permite un acercamiento a las dinámicas de la compra-

venta de tierras (en los niveles departamental y municipal) desde 1980 hasta hoy, tiempo 

suficiente para ver qué tanta incidencia pudieron haber tenido en el mercado de tierras, no solo la 

Ley 160 de 1994, sino también la apertura económica de los años noventa, el fenómeno climático 

del ñni¶oò, y los actos violentos contra la población civil en el marco del conflicto armado.   

Para el análisis de los cambios en la distribución de la propiedad privada de la tierra rural, nos 

basamos en dos estudios que sobre este tema se han hecho en Colombia para la segunda mitad 

del siglo XX y la primera década del XXI. El primero fue realizado por un equipo del Centro de 

Estudios Ganaderos y Agrícolas, CEGA, y se titula Distribución de la propiedad rural en Colombia 

1960-1984. El segundo, es el Atlas de la distribución de la propiedad rural en Colombia 2000-2009 

(2012), cuya investigación y elaboración estuvo a cargo de un equipo de investigadores del 

Centro de Estudios sobre Desarrollo Económico, CEDE Universidad de los Andes, el Instituto 

Geográfico Agustín Codazzi, IGAC y la Universidad de Antioquia, bajo la dirección de la 

economista Ana María Ibáñez. 

Con relación a las fuentes estadísticas disponibles para analizar los cambios en la distribución de 

la propiedad agraria, hay que poner de presente, en primer lugar, la carencia de una serie 

histórica del catastro rural y la no realización de un censo agropecuario en cuarenta años, dos 

falencias que solo recientemente han comenzado a resolverse. Y en segundo lugar, la no 

comparabilidad de las fuentes disponibles (catastro, censos agropecuarios de 1960 y 1970, 

Encuesta Nacional Agropecuaria, etcétera), excepto si estas son sometidas a un tratamiento 

estadístico especial. Los autores de los estudios antes citados advierten que, ante la carencia de 



datos catastrales históricos confiables, los estudiosos de la estructura de la propiedad rural en 

Colombia se han visto obligados a utilizar formas de medición no comparables entre sí79.  

Señalemos un problema que hemos encontrado en algunos estudios que miden la distribución de 

la propiedad agraria en Colombia y sostienen la tesis de la tendencia a la concentración. Nos 

referimos a la inclusión de las tierras asignadas a los pueblos indígenas y a los consejos 

comunitarios de las comunidades afro en las mediciones sobre la concentración de la propiedad 

agraria en el último tercio del siglo XX. Es más, en los cálculos de la concentración de la 

propiedad rural, algunos investigadores incluyen las tierras adjudicadas a entidades de derecho 

público. Puesto que tanto las tierras de las comunidades étnicas como las del Estado por lo 

general abarcan grandes extensiones, al incluirlas en los cálculos sobre la concentración de la 

propiedad agraria se distorsionan los rangos superiores de la escala utilizada para medir la 

distribución de la propiedad rural en Colombia y los GINIS de tierras80. 

4.1. Desempeño del sector agrario 1960-2012  

En función de la demanda de materias primas para la industria, y de alimentos para la población 

urbana, en los años cincuenta se aceleró la modernización del sector agropecuario colombiano. 

Aparte de un mayor uso de maquinaria, insumos químicos y semillas de mejor calidad, en las 

décadas de 1960 y 1970 hubo un aumento considerable de cultivos distintos al café, en particular 

de cultivos comerciales y de plantación como el sorgo, la soya y la palma africana, los cuales 

ñpasaron de representar el 19 por ciento del área sembrada a comienzos de los años cincuenta, 

al 41 por ciento en la segunda mitad de la d®cada del setentaò (Ocampo ïcompiladorï y otros, 

1988, página 281). A su vez, se modernizaron los viejos cultivos de arroz, algodón, caña de 

azúcar, banano y cacao. Y como consecuencia de estas transformaciones, se redujo el área 

sembrada en cultivos tradicionales como maíz, trigo, frijol y caña panelera, en tanto que otros 

cultivos, también tradicionales, como la papa, el tabaco, la yuca y el plátano, crecieron lentamente 

y a partir de la década de 1970 cobraron especial dinamismo (Ocampoïcompiladorï y otros, 

1988, página 281).  

Entre las características de la modernización agraria en Colombia, la MESA (Misión de Estudios 

del Sector Agropecuario), dirigida por Jesús Antonio Bejarano y cuyos informes fueron 

publicados en 1990, pone de relieve que ñ[en 1960] Colombia ten²a una productividad del trabajo 

                                              

79   El Atlas de la distribución de la propiedad rural en Colombia 2000-2009 (2012) contiene tablas comparativas de diferentes fuentes y 
métodos de medición de la propiedad y la tenencia de la tierra en Colombia desde 1957 hasta 2009.  
80   Por ejemplo, en sus cálculos sobre la concentración de la propiedad rural, Claudia Rincón incluye los predios rurales del Estado y los 
resguardos indígenas, no obstante que como ella misma dice lŀǎ ǘƛŜǊǊŀǎ ƛƴŘƝƎŜƴŀǎ άŜǎǘŀǊƝŀƴ ŜȄǇƭƛŎŀƴŘƻ Ƴłǎ ƻ ƳŜƴƻǎ ǳƴ ол ǇƻǊ ŎƛŜƴǘƻ ŘŜƭ 
ŦŜƴƽƳŜƴƻ ŘŜ ŎƻƴŎŜƴǘǊŀŎƛƽƴ ώŘŜ ƭŀ ǇǊƻǇƛŜŘŀŘ ǊǳǊŀƭ ŜƴǘǊŜ мфуп ȅ мффтϐέΦ [ŀ ŘƛǎǘƻǊǎƛƽƴ ƛƴǘǊƻŘǳŎƛŘŀ ǇƻǊ ƭŀ ƛƴŎƭǳǎƛƽƴ ŘŜ ǇǊƻǇƛŜŘŀŘes públicas y 
colectivas que por lo general abarcan miles de hectáreas y no son asimilables a las tierras bajo el régimen de propiedad privada, se advierte 
ŀǎƛƳƛǎƳƻ Ŝƴ ƭŀ ǎƛƎǳƛŜƴǘŜ ŀŦƛǊƳŀŎƛƽƴ ŘŜ wƛƴŎƽƴΥ άŜƴǘǊŜ мфуп ȅ мффтΣ ƭŀ ŎƻƴŎŜƴǘǊŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ ǇǊƻǇƛŜŘŀŘ ǊǳǊŀƭ Ǉŀǎƽ ŘŜ урΣмо ǇƻǊ Ŏiento a 91,36 
ǇƻǊ ŎƛŜƴǘƻέΦ ¸ ŜƴǘǊŜ ƭŀǎ ǊŀȊƻƴŜǎ ǉǳŜ ŜȄǇƭƛŎŀƴ ǘŀƴ ǎƻǊǇǊŜƴŘŜƴǘŜ ƛƴŎǊŜƳŜƴǘƻΣ ǎƻǎǘƛŜƴŜΣ Ŝǎ ǉǳŜ άƭŀ ŎƻƴŎŜƴǘǊŀŎƛƽƴ ǇƻǊ ƴŀǊŎƻǘǊłŦƛŎƻ ȅ ǾƛƻƭŜƴŎƛŀΣ 
ŜǎǘŀǊƝŀƴ ŜȄǇƭƛŎŀƴŘƻ ǳƴ ǇƻǊŎŜƴǘŀƧŜ ŀƭǘƻέΤ ȅ ǉǳŜ άǎŜ ƛƴŎǊŜƳŜƴǘƽ Ŝƭ ǳǎƻ ŘŜ ƭŀ ǘƛŜǊǊŀ ŎƻƳƻ ŀŎǘƛǾƻ ŘŜ ǊŜǎŜǊǾŀ ŘŜ ǾŀƭƻǊ ƻ ŎƻƳƻ ƛƴǎǘrumento de 
ǇƻŘŜǊέΦ 9ƭ ŀƭǘƻ ǇƻǊŎŜƴǘŀƧŜ ŘŜ ƭŀ ŎƻƴŎŜƴǘǊŀŎƛƽƴ ǉǳŜ ǎŜƎǵƴ wƛƴŎƽƴ Ŝǎ ŀǘǊƛōǳƛōƭŜ ŀƭ ƴŀǊŎƻǘǊłŦƛŎƻ Ŝǎǘł ōŀǎŀŘƻ Ŝƴ ǳƴŀ ƴƻǘƛŎƛŀ ŘŜ 9l Tiempo donde se 
ŀŦƛǊƳŀ ǉǳŜ άǎŜƎǵƴ Řŀǘƻǎ ŘŜ мффс ƭƻǎ ƴŀǊŎƻǘǊŀŦƛŎŀƴǘŜǎ Ƙŀƴ ŀǳƳŜƴǘŀŘƻ Ŝƴ ŘƛŜȊ ŀƷƻǎ ǎǳ ǇŀǊǘƛŎƛǇŀŎƛƽƴ Ŝƴ Ŝƭ ƳŜǊŎŀŘƻ de tierras: de un millón de 
ƘŜŎǘłǊŜŀǎ ŀ п ƳƛƭƭƻƴŜǎ ŘŜ ƘŜŎǘłǊŜŀǎέ όwƛƴŎƽƴΣ мффтΣ ǇłƎƛƴŀǎ мт-28; Anexos 3 y 4).  

 



rural prácticamente igual al promedio mundial y una productividad de la tierra mayor que este 

promedioò. Indicadores que continuar²an creciendo hasta la d®cada de 1980 cuando comenz· a 

desacelerarse el ritmo de crecimiento económico del país (Ministerio de Agricultura y DNP, 1990, 

página 9).  

Pero, a diferencia de otros países de América Latina, el aumento de la productividad del trabajo 

rural y de la tierra en Colombia se explicaría no tanto por la abundancia de tierras de buena 

calidad y el uso intensivo de maquinaria y fertilizantes, sino por otros factores como el gasto 

gubernamental en investigación y desarrollo y algunas innovaciones tecnológicas como el riego, 

que al parecer mejoraron ñla calidad de los insumos convencionales, tierra, trabajo y capitalò. De 

acuerdo con la Misi·n, ñla contracci·n del gasto p¼blico en la agricultura y particularmente el 

encaminado a [la] adecuación de tierras, investigación y educación rural han tenido una 

explicaci·n (sic) importante en el quiebre de la productividad durante los a¶os 80ò (Ministerio de 

Agricultura y DNP, 1990, página 11). 

Sobre el desempeño del sector agropecuario a partir de 1990, el director de la Misión para la 

Transformaci·n del Campo, Jos® Antonio Ocampo, pone de relieve ñla reducci·n del §rea 

sembrada de los cultivos de cereales y oleaginosas de ciclo cortoò y la expansi·n de la ganadería 

por efecto de la apertura económica, como también la recuperación de las áreas sembradas a 

partir de 2003, ñgracias a la expansi·n de algunos renglones (palma africana, az¼car, frutales y 

hortalizas), aunque a niveles apenas similares a los de comienzos de los años 1990. A ello se 

agrega el constante dinamismo de algunos renglones pecuarios, notablemente de la aviculturaò. 

También cuenta el impacto de los bajos precios internacionales de los productos tropicales y, en 

particular, el café.  

Aparte del pobre desempeño económico del sector agropecuario, hay que tener en cuenta que en 

la transformación agraria de la segunda mitad del siglo XX tuvo notable incidencia la ampliación 

de la frontera agropecuaria y la colonización de nuevas tierras en la Amazonía y la Orinoquía.  

Tanto la expansión de la agricultura capitalista como la ampliación de la frontera agropecuaria 

provocaron cambios importantes en la estructura agraria colombiana, entre estos un apreciable 

aumento de la superficie explotada en cultivos agrícolas y en pastos y ganadería. Entre 1950 y 

1988 el área dedicada a la ganadería se duplicó (de 12,1 a 26,7 millones de hectáreas), en tanto 

que el área agrícola aumentó en un 65 por ciento (de 2,6 a 4,3 millones de hectáreas). Gracias a 

esto, el aumento absoluto de la fuerza de trabajo rural no implicó una reducción del área de tierra 

disponible por trabajador (Ministerio de Agricultura y DNP, 1990, página 12).  

Sin embargo, tanto entonces como ahora, existía un acentuado desequilibrio en el uso de las 

tierras en relación con su aptitud o vocación81, agravado por la escasa proporción de tierras 

                                              

81   Véase al respecto el capítulo 7 de este informe. 
 



adecuadas para la explotación económica. De acuerdo con los expertos de la Misión de Estudios 

del Sector Agropecuario 

del potencial total de áreas susceptibles de ser involucradas a la producción agropecuaria a través del 

riego, solamente el 21 por ciento de ellas están efectivamente adecuadas. A su vez, del área adecuada, 

solamente el 56,4 por ciento está dedicado a cultivos. Así mismo, el 56,8 por ciento de los suelos 

potencialmente aptos para cultivos transitorios está siendo aprovechado, en tanto que solo el 12,3 por 

ciento de los suelos que podrían ser aprovechados para cultivos permanentes, se utilizan para este 

propósito (Ministerio de Agricultura y DNP, 1990, página 14).  

En el decenio de 1980, el desbalance de la agricultura con relación a la ganadería se evidenciaba 

en que mientras un 23,6 por ciento de las tierras aptas para la agricultura estaban siendo 

explotadas en cultivos; la ganadería, especialmente la extensiva, ocupaba ñalrededor del 18,9 por 

ciento de los suelosò, pese a que, seg¼n el IGAC, el §rea apta para esa actividad no superaba los 

16,9 millones de hectáreas (Ministerio de Agricultura y DNP, 1990, página 14). 

Otros fenómenos, no menos importantes, en la transformación de la estructura agraria nacional y 

las estructuras agrarias regionales, han sido el crecimiento demográfico de la población 

colombiana y su redistribución espacial. Es sabido que a partir de la década del sesenta se 

produjeron simultáneamente un fuerte aumento de la población residente en las ciudades y en las 

cabeceras municipales, un bajo crecimiento o estancamiento de la población rural de la región 

central y un rápido aumento de la población residente en las zonas de colonización. Según 

estimativos de la MESA (Misión de Estudios del Sector Agropecuario), en 1985 habitaban las 

zonas de colonización 2.950.150 colombianos de ambos sexos, de los cuales un poco más de la 

mitad vivían en el campo y el resto en los pueblos o cabeceras municipales (Ministerio de 

Agricultura y DNP, 1990, páginas 15-16). 

Como indicamos en el capítulo 3, gracias al dinamismo de la colonización de tierras que aún no 

estaban incorporadas a la frontera agropecuaria del país, los gobiernos del Frente Nacional, y los 

subsiguientes, aumentaron sistemáticamente la titulación de baldíos a los colonos y a sociedades 

o empresas (personas jurídicas), e intentaron hacer un poco más equitativa la adjudicación de las 

tierras públicas, reduciendo los topes legales de la tierra adjudicable, simplificando los trámites de 

titulación a campesinos o colonos, e imponiendo unas pocas obligaciones a los adjudicatarios.  

Más aún, el crecimiento en la adjudicación de baldíos en la segunda mitad del siglo XX y la 

primera década del XXI, explica gran parte del aumento de la superficie rural dedicada a la 

agricultura y a la ganadería, así como la expansión de la superficie catastral bajo propiedad 

privada. 



4.2. Incidencia de las tierras adjudicadas por el Estado en la 

distribución de la propiedad privada rural 1970-2009  

A partir de la década de 1960, la titulación de baldíos cobró particular importancia como 

mecanismo alternativo a la compra y expropiación de tierras para la reforma agraria y como 

política de legalización de la expansión de la frontera agropecuaria. Suponiendo que todos los 

baldíos adjudicados entre 1970 y 1983 fueron registrados en el catastro rural82, en esos trece 

años la adjudicación de baldíos habría aportado casi un 30 por ciento del aumento de predios 

rurales y el 36,5 por ciento del aumento de la superficie catastral rural bajo propiedad privada 

(Tabla 42). A su vez, entre 2000 y 2009, la titulación de baldíos a particulares explicaría cerca del 

20 por ciento del aumento de los predios rurales y el 47,3 por ciento de la ampliación de la 

superficie catastral rural bajo propiedad privada.  

Tabla 42. Aumento de la propiedad privada rural y titulación de baldíos. Colombia, 1970-1984 y 2000-2009 

Propiedad privada 

Aumento del 
catastro rural 

nacional 

1970-1984 (a) 

Peso porcentual de 
los baldíos titulados 
en el aumento de la 

propiedad privada 
rural (b)* 

Aumento del 
catastro rural 

nacional 

2000-2009 (c) 

Peso porcentual de 
los baldíos titulados 
en el aumento de la 

propiedad privada 
rural 

Número de 
predios 

308.691 29,4% 281.919 19,8% 

Superficie (has) 4.861.031 36,5% 3.730.905 47,3% 

 
 

Fuentes: elaboración propia a partir de los datos (a) Centro de Estudios Ganaderos y Agrícolas, CEGA y Lorente, Luis; Salazar, Armando, y Gallo, Ángela 

(1985), Distribución de la propiedad rural en Colombia 1960-1984, Ministerio de Agricultura; (b), IGAC y otros (2012). 

*No incluye Boyacá, Caquetá, La Guajira, Meta, Santander, Arauca, Casanare, Guaviare, Putumayo, San Andrés y Vichada. 

 
Con respecto a la Tabla 42, cabe advertir que las cifras de baldíos adjudicados corresponden al 

acumulado en predios y superficie 1903-1983. La razón de hacer el corte en 1983 es que los 

baldíos adjudicados en 1984 no están incluidos en los datos del CEGA, los cuales corresponden 

a enero de 1984.  

A los baldíos titulados en ambos periodos hay que sumar las tierras del Fondo Nacional Agrario 

que al parecer fueron adjudicadas en su mayor parte a familias campesinas. A juzgar por la 

información del INCORA (INCODER desde 2003), en cincuenta años, el Estado colombiano 

entregó parcelas a 107.889 familias que recibieron un total de 1.761.240 hectáreas, es decir, un 

promedio de 16,3 hectáreas por familia (Tabla 43). El registro de estas parcelas en el catastro 

                                              

82   De acuerdo con la legislación de baldíos, las resoluciones de adjudicación deben ser registradas tanto en el IGAC como en la 
respectiva Oficina de Registro de Instrumentos Públicos. Pese a que no todas las resoluciones han sido registradas en Notariado y 
Registro, al parecer sí lo están en el catastro rural, trámite que le corresponde al INCODER (y antes al INCORA). De lo contrario, 
no podría calcularse la proporción de propiedades que carecen de títulos inscritos. De acuerdo con el Ministerio de Agricultura, 
cerca del 40 por ciento de los predios registrados en el catastro rural carecen de título legal. 



rural también incrementó los predios rurales y la superficie bajo propiedad privada entre 1970 y 

2009.  

Sobre las tierras del Fondo Nacional Agrario distribuidas entre 1962 y 2012 (Tabla 43), cabe 

señalar que no se dispone de información para los años 2001, 2002 y 2003. Según funcionarios 

del INCODER, la información sobre el ingreso de tierras en esos años no existe porque cuando 

se liquidó el INCORA y se creó el INCODER, los funcionarios que manejaban esa información, en 

señal de protesta, no la entregaron a los nuevos funcionarios y, al parecer, la borraron de los 

computadores83.  

Tabla 43. Distribución de tierras del Fondo Nacional Agrario (FNA). Colombia, 1962-2012 

Fondo Nacional Agrario: hectáreas y familias por año 1962-2000, 2004-2012 

Periodos Familias Hectáreas 

1962-1972* 8.832 157.937 

1973-1987* 38.432 657.782 

1988-2000* 55.820 895.367 

2004-2012** 4.805 50.154 

 
 

Fuente: elaboración propia a partir de los datos tomados de: 

*Instituto Instituto Colombiano para la Reforma Agraria, INCORA (2002), Colombia, Tierra y paz, Experiencias y caminos para la reforma agraria 

alternativas para el siglo XXI, 1961 ς 2001.  

** Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, INCODER, (2013), Balance de la gestión para el ordenamiento social y productivo del territorio, 1960-2012.  

 
De la expansión de la superficie catastral y del peso que en esta tuvo la asignación de baldíos 

entre 1967 y 1988, da cuenta el informe de la MESA (Misión de Estudios del Sector Agropecuario) 

(Ministerio de Agricultura y DNP, 1990), en los siguientes términos: 

1. Entre 1977 y 1984, la superficie rural catastral pasó de 26.125.052 hectáreas a 39.444.000 

hectáreas, lo cual implica que el crecimiento total de la frontera en términos de legalización 

de su dominio fue de 13.318.948 has, ello representa un crecimiento promedio en el 

per²odo de 2,18 por ciento anual (é). 

2. [En este periodo] se definió la situación legal en la propiedad del 36,4 por ciento del área 

total actualmente registrada en el catastro.  

3. [El aumento en la superficie catastral se repartió territorialmente de la siguiente manera]: 

Una buena parte de este crecimiento se concentró en la región Caribe (23 por ciento); en 

el centro-oriente (23,32 por ciento), en el suroccidente (8,67 por ciento), de manera que 

estas tres zonas, más la expansión en la zona cafetera (2,23 por ciento) y en el Alto 

                                              

83   Esta entrevista informal fue realizada el 5 de marzo de 2014 en la sede del INCODER Bogotá. Sorprende que no haya una investigación 
sobre la desaparición de esta información.  
 



Magdalena (1,94 por ciento), áreas constitutivas de la frontera interior del país, se 

concentró el 55,39 por ciento de la expansión rural catastral, en tanto que el 33,61 por 

ciento restante le correspondió a la zona de los Territorios Nacionales, con un 23,32 por 

ciento para la Orinoquía y un 7,37 en la Amazonía (páginas 16-17). 

Estos cálculos corroboran lo ya dicho acerca del rezago histórico en la legalización de los baldíos 

ocupados y explotados por colonos, terratenientes, empresarios agrícolas y demás ocupantes de 

baldíos, pero a la vez muestran la incidencia de la ampliación de la frontera agropecuaria en el 

incremento de la superficie catastral privada. 

Con respecto a la incidencia de la titulación de baldíos en el aumento de la superficie catastral 

entre 1977 y 1984, la Misi·n calcula que esta represent· ñel 43,65 por ciento del total del 

incremento catastralò; y sostiene que  

(é) en la zonas al Oriente de la Cordillera buena parte de esta ampliación se realizó a través de las 

titulaciones del lNCORA, en tanto que en la región Caribe son otros los factores que de manera 

determinante incidieron en el proceso. De hecho, en departamentos como el Caquetá84, las titulaciones 

explican el 65,5 por ciento del crecimiento de la superficie rural catastral, en Casanare el 49,6 por ciento, 

en el Meta el 46,7 por ciento y Santander 45,9 por ciento; por oposición, en Atlántico, Sucre, Boyacá y 

Cauca las titulaciones no contribuyeron sino de manera marginal al crecimiento del área catastral 

(Ministerio de Agricultura y DNP, 1990, páginas 17-18). 

A la adjudicación de baldíos a particulares hay que sumar los territorios indígenas legalizados en 

esos años, pues estos también contribuyeron a ampliar la superficie del catastro rural. Según 

datos del INCORA, entre 1966 y 1980 fueron constituidas 30 reservas indígenas que sumaban 

2.771.089 hectáreas y beneficiaron a 3.141 familias. A su vez, entre 1978 y 1988 se constituyeron 

legalmente 152 resguardos en un área que abarcaba en total 9.253.277 hectáreas y en los cuales 

vivían 19.353 familias indígenas (Ministerio de Agricultura e INCORA, 1988, páginas 79-80). 

Otro dato importante, que no debemos dejar inadvertido, es el relativo a la propiedad pública, 

aunque no es claro qué bienes inmuebles, aparte de los baldíos, fueron incluidos por la Misión en 

esta categoría.  

[En propiedad pública] para 1988, el Catastro registró una extensión de 4.279.909 has., que 

representan el 10,3 por ciento del área rural total registrada (excluyendo Antioquia y Chocó para los 

cuales no existe información). El 41,32 por ciento del total de tierras públicas se ubica en la Orinoquía, 

concentrándose la mayor parte en el departamento del Meta (25,3 por ciento) y en la Costa Atlántica, 

sobresaliendo la superficie en propiedad estatal en los departamentos del Magdalena, Guajira y Bolívar, 

en tanto que la propiedad pública es menos importante en regiones como el Alto Magdalena, el 

Suroccidente de la Amazonía y la región cafetera, regiones que en conjunto registran tan solo el 17,16 por 

ciento del total de tierras públicas (Ministerio de Agricultura y DNP, 1990, página 18). 

                                              

84   Ver Informe de esta misma serie sobre el departamento del Caquetá, en capítulo 3.  
 



Con relaci·n a la ñpropiedad p¼blicaò en la d®cada de 1980, el CEGA informa que de los 6.663 

predios rurales superiores a 500 hectáreas registrados en el catastro de 1984, 1.132 pertenecían 

a la Nación y sumaban 3.45 millones de hectáreas (Centro de Estudios Ganaderos y Agrícolas, 

CEGA y Lorente, Luis; Salazar, Armando, y Gallo, Ángela (1985), página 20). Por su parte, el 

Atlas de la distribución de la propiedad rural calcula que en 2009 los bienes fiscales del Estado 

abarcaban cerca de 18 millones de hectáreas, de los cuales estiman que 12 millones son terrenos 

baldíos (IGAC y otros, 2012, página 112).  

 

4.3. Cambios en la distribución de la propiedad privada rural 

1960-2009 

Para ponderar, en términos aproximados, los cambios en la distribución de la propiedad privada 

rural en los últimos cincuenta años, un punto de referencia importante es la estadística sobre la 

distribución de los predios rurales por tamaño en 1963 elaborada por un equipo del CIDA (Centro 

Interamericano de Desarrollo Agrícola). Aunque los autores no dicen si sus cálculos se refieren al 

conjunto de los predios rurales registrados en el catastro, o solamente a los de propiedad privada, 

las cifras registradas en la Tabla 44 muestran que para ese entonces ya existía un marcado 

desequilibrio en la distribución de la tierra, situación que precisamente había sido uno de los 

principales argumentos de Lleras Restrepo para defender la reforma agraria.  

Según las cifras de dicho estudio, de un total de 1.437.410 predios y una superficie de 21.907.900 

hectáreas, el 71 por ciento de los predios abarcaba apenas el 6,1 por ciento de la superficie, en 

tanto que el 29 por ciento restante concentraba el 93,9 por ciento de la tierra (CIDA, 1966, página 

75). Para una adecuada interpretación de estas cifras debe tenerse en cuenta que en el cálculo 

de la gran propiedad probablemente fueron incluidas las tierras de la Nación, puesto que en el 

estudio se utiliza el t®rmino gen®rico ñpredios catastralesò sin ninguna otra especificaci·n. De 

haber sido así, la tierra no solo estaba concentrada en grandes propiedades de carácter privado, 

sino que el Estado aún disponía de extensos terrenos que no había adjudicado. 

Tabla 44. Distribución de los predios catastrales por tamaño.  Colombia, 1963 



 

Fuente: CIDA (1966), Tenencia de la tierra y desarrollo económico del sector agropecuario de Colombia, Washington, página 75. 

 
En 1963 una gran parte de los predios pequeños pertenecían a familias campesinas. Sin 

embargo, los autores ponen de relieve que ñlos predios de media hect§rea son en buena parte 

lotes residenciales alrededor de las cabeceras [municipales], hecho que se comprueba por los 

altos avalúos catastrales en este grupo de predios; pero aún exceptuando estos, quedarían 

todavía casi dos tercios de los predios restantes cubriendo menos del 6 por ciento de la 

superficieò (CIDA, 1966, p§gina 76).  

Observan, adem§s, ñuna tendencia marcada a la disminución del avalúo catastral por hectárea, 

que acompa¶a el aumento de la extensi·n de los predios (é) y que resulta en una asimetr²a de la 

distribución de la propiedad, aparentemente menos acentuada si se emplea el concepto de 

aval¼oò (CIDA, 1966, p§gina 76).  

En opinión de los investigadores, para entonces no era posible analizar la distribución de la tierra 

con base en el avalúo predial por dos razones: porque la explotación de los predios más grandes 

suele ser menos intensiva que la de otros predios, y porque en Colombia ñel aval¼o no est§ 

basado en el uso potencial de la tierraò (CIDA, 1966, página 76). 

 



4.3.1. Distribución de la propiedad privada rural 1970-1984   

Para los años 1970 y 1984 tomaremos los datos relativos a la distribución de la propiedad privada 

rural registrada en el catastro del IGAC que fueron sistematizados y depurados por el equipo del 

CEGA. Por la cautela que siempre debe tenerse en el manejo de los datos catastrales, 

comenzamos por un resumen literal de las limitaciones y deficiencias de la información catastral 

del IGAC señaladas en el estudio sobre Distribución de la propiedad rural en Colombia 1960-1984.   

De acuerdo con este estudio, la actualización y tecnificación del catastro nacional comenzó en 

1967, gracias a ñla labor del INCORA en materia de titulaci·n y extinci·n de dominio, y a la r§pida 

generalización del catastro jurídico-fiscal, basado en la delimitación del predio sobre fotografía 

aérea, clasificación agrológica de los suelos y visita de comisiones de catastro a cada predio para 

probar sobre el terreno sus l²mites y condiciones de explotaci·nò (CEGA, Llorente, Salazar y 

Gallo, 1985, página 10). No obstante, la información catastral adolecía de limitaciones como las 

siguientes:   

¶ Para el periodo estudiado, los archivos catastrales del IGAC no contienen información 

sobre Bogotá, Antioquia y Chocó, pues estos contaban con catastros propios.  

¶ Por razones presupuestales y técnicas, para la actualización de la información catastral, el 

IGAC daba prelaci·n a los ñmunicipios m§s densamente pobladosò. Por eso el catastro de los 

territorios de Amazonas, Guainía, Guaviare, Vaupés y Vichada, y de los departamentos de 

Caquetá y Putumayo, es muy incipiente.  

¶ El catastro de muchos municipios del país es deficiente; pero lo son aún más los catastros 

fiscales de los municipios ñde menor densidad de poblaci·n y escaso o nulo desarrollo 

econ·micoò, como los de la Costa Pac²fica y otras regiones ñque carecen de v²as de 

comunicación de cualquier especie y algunas de incorporación relativamente reciente al 

sistema de catastroò (CEGA, Llorente, Salazar y Gallo, 1985, p§gina 8). 

¶ Con respecto al catastro fiscal, hay que tener en cuenta que ñantiguamente se 

fundamentaba en simples declaraciones de los propietarios que estaban obligados por ley 

a denunciar sus propiedades ante las Tesorerías Municipales, indicando su área y valor 

comercial. Aparte de la sub-numeraci·n de predios (é), eran muy frecuentes los errores 

en el tamaño de los predios, a veces por defecto aunque tambi®n por exceso (é)ò (CEGA, 

Llorente, Salazar y Gallo, 1985, página 10). 

¶ Errores originados en la imprecisi·n o indefinici·n de los t²tulos coloniales, m§s los ñerrores 

de interpretación de las antiguas unidades de medida que figuraban en escrituras y otros 

[documentos] de declaraciones de posesión que no se compadecían con el uso y 

ocupaci·n efectiva del §rea reclamada, problemas que a¼n subsisten en algunos lugaresò. 

A estos se suman los errores ocasionados por la imprecisión de los límites municipales, 

especialmente los de las ñveredas de poblaci·n muy escasa o muy dispersaò (CEGA, 

Llorente, Salazar y Gallo, 1985, páginas 8-10).  



En 1984, por razones de costos y del engorroso trabajo de levantar la información predio a predio, 

el IGAC adopt· ñun procedimiento más ágil que depende en mayor proporción de la 

fotointerpretaci·n y en mucho menor grado de las visitas personalesò, procedimiento no exento de 

limitaciones, puesto que el IGAC no dispon²a de suficientes ñaviones equipados para este finò, y 

por impedimentos naturales como la ñnubosidad de muchas zonas del pa²s [que] hace 

impracticable la fotograf²a a alturas razonables durante la mayor parte del a¶o (é)ò (CEGA, 

Lorente, Salazar y Gallo, 1985, página 9). 

En cuanto a la utilización del catastro rural y de los censos agropecuarios, el equipo del CEGA 

pone de presente observaciones que siguen vigentes:  

-Los datos de los censos agropecuarios, así como los publicados por el DANE para 1960 y 1970, 

son incompatibles con los del catastro, debido a la diferencia entre el concepto de explotación 

(usado en los censos) y el de predio (usado en el catastro) (CEGA, Llorente, Salazar y Gallo, 

1985, página 11).  

La incompatibilidad entre estas dos fuentes obedece a diferencias conceptuales y de medición: 

- Un predio [85] es un lote de terreno que pertenece a uno o más propietarios en virtud de una escritura 

u otro título de propiedad, es decir, una unidad definida por razones estrictamente legales. Un propietario 

puede tener varios predios contiguos, sin que ello implique la obligación de englobarlos en uno solo. 

También puede darse el caso de un predio con varios propietarios quienes, de hecho, podrían tenerlo 

divido en partes administradas por separado. Más importante aún, un propietario puede no explotar su 

predio, sino arrendarlo a un tercero o dejarlo abandonado. 

- La explotación, en cambio, se define por una actividad económica con unidad de administración, es 

decir, una empresa. Así, una explotación puede comprender varios predios de un mismo propietario, o 

unos propios y otros ajenos arrendados, o bien solo predios o parte de predios en arriendo u otra forma 

de posesión. Incluso puede haber explotaciones en terrenos de la Nación (playones, páramos, ´baldíos´, 

invasiones y colonizaciones) (CEGA, Llorente, Salazar y Gallo, 1985, página 11). 

Y sobre el uso de cada una de esas fuentes hacen dos advertencias:  

- (é) aunque los datos de explotaci·n del DANE hayan sido empleados con frecuencia para estudiar 

la concentración de la propiedad, es obvio que lo que realmente miden es la concentración del uso del 

medio de producción tierra.  

- Los datos del catastro (é) registran la propiedad legal, pero dan una idea distorsionada de la 

propiedad efectiva, debido a la posibilidad de que varios predios pertenezcan a un mismo dueño (CEGA, 

Llorente, Salazar y Gallo, 1985, página 12). 

                                              

85   En adelante, todos los énfasis son agregados. 
 



A lo cual hay que agregar que un mismo predio puede ser poseído por varios propietarios (por 

ejemplo las sociedades familiares o los globos poseídos en común).  

Finalmente, para poder comparar las tendencias en la distribución de la propiedad privada rural entre 

1960 y 1984, el equipo del CEGA elaboró un método de compatibilización de los datos catastrales y 

de los censos agropecuarios de 1960 y 1970, que en su momento fue criticado por algunos 

investigadores (IGAC y otros, 2012, página 71). Aquí solo haremos referencia a la información 

catastral.   

Con base en un exhaustivo análisis de la información catastral, y de otras fuentes como los 

censos agropecuarios, los investigadores del CEGA plantean las siguientes conclusiones sobre 

los cambios cuantitativos en la estructura de la propiedad rural entre 1960 y 1984.  

Durante la década 1960-70, se observó un crecimiento moderado de la superficie total sometida al 

régimen de propiedad (nacional, comunitaria o privada), acompañado de una reducción del número de 

predios. Esto se debió a un aumento en número y en área de los predios mayores de 20 [hectáreas], 

especialmente significativo en los tamaños de 20 a 50 y de 200 a 500 has., acompañado de disminución, 

también en número y área, de los predios inferiores a 10 hectáreas. 

En cambio, el periodo 1970-1984 muestra una rápida expansión del número total de predios y de la 

superficie global de los mismos, concentrada en los tamaños inferiores a las 200 [hectáreas] y, sobre 

todo, en los de 0 a 1 y de 20 a 100 has. Simultáneamente, se observa reducción en el número de predios 

mayores de 500 has., y casi estancamiento de su área conjunta.  

Mientras en la década 1960-70 domina la tendencia a la concentración de la tierra, tanto por aumento 

de los predios grandes como por reagrupamiento de los pequeños, en el periodo 1970-84 se observa la 

descomposición de la gran propiedad y la consolidación de la mediana, pero sin que se reduzca la 

desigualdad rural debido a la fragmentación de la pequeña propiedad (páginas 13-14) (énfasis agregado).  

En resumen, de 1970 a 1984, la propiedad privada rural (62 por ciento de la superficie del 

catastro rural nacional del IGAC) presentó los siguientes cambios (Gráfica 1): 

¶ La gran propiedad (predios de más de 500 has)86 disminuyó del 29 por ciento al 23 por 

ciento de la superficie catastral de dominio privado; y los predios disminuyeron del 1 por 

ciento al 0,5 por ciento con respecto al total de predios rurales privados;  

¶ La mediana propiedad aumentó su representación tanto en superficie (del 55 por ciento al 

60 por ciento) como en predios (del 14 por ciento al 16 por ciento);  

¶ La pequeña propiedad, el minifundio y el microfundio sumados, aumentaron su 

representación en la superficie de la propiedad rural (de 15 por ciento a 17 por ciento).  

                                              

86   No hay, en el texto, una explicación de por qué los investigadores del CEGA definieron como gran propiedad los predios de 
más de 500 hectáreas. Al parecer la razón de ello es el limitado número de predios rurales clasificables en ese rango, lo cual hacía 
posible un análisis detallado de las grandes propiedades registradas catastralmente. 



¶ Se estima que hubo una disminución de dos puntos en la desigualdad en la distribución de 

la propiedad privada rural según el GINI de tierras.  

 

Gráfica 1. Distribución porcentual de la propiedad rural privada por rangos de tamaño.  Colombia 1970 y 

1984 

 

Fuente: elaboración propia con base en CEGA, Lorente, Salazar y Gallo, (1985), Distribución de la propiedad rural en Colombia 1960-1984, Bogotá, Ministerio 

de Agricultura, CEGA. 

**Los datos no incluyen Boyacá, Caquetá, Guajira, Meta, Santander, Arauca, Casanare, Guaviare, Putumayo, San Andrés  y Vichada. 

 



Con todo, en 1984 persistía un acentuado desequilibrio, puesto que menos del uno por ciento de 

los propietarios poseía casi una cuarta parte (23 por ciento) de la tierra bajo propiedad privada, 

mientras que el 83,5 por ciento poseía el 17 por ciento. Nótese, sin embargo, que en 1970 la 

mediana propiedad ya había superado (en porcentaje de predios y superficie) a la gran propiedad, 

atenuándose así la antigua contraposición latifundio/minifundio. Sin embargo, la mediana 

propiedad también presenta una evidente asimetría entre la proporción de propietarios y la 

cantidad de superficie apropiada por estos. De acuerdo con la Gráfica 2, los medianos 

propietarios representaban el 16 por ciento del total de propietarios y concentraban el 60 por 

ciento de la superficie. 

Para ver qué tanto incidió la adjudicación de baldíos a particulares en la distribución de la 

propiedad privada rural entre 1970 y 1984, haremos una comparación de ambos tipos de 

propiedad siguiendo la escala de rangos de tamaño que hemos utilizado en este trabajo. En el 

caso de los baldíos adjudicados a particulares, hacemos dos cortes: 1903-1969 y 1903-198387.  

Y como no es posible hacer cortes temporales que correspondan exactamente a los años de la 

información catastral, optamos por excluir la cifra de baldíos adjudicados en el año 

correspondiente al del registro catastral. Tomamos asimismo el largo periodo de 1903 a 1983 

bajo el supuesto de que la mayoría de los baldíos adjudicados en este largo periodo ya habían 

sido incorporados en la información catastral de 1984. Aun cuando este es un ejercicio intuitivo, 

de todos modos aporta una visión aproximada del problema aquí planteado. 

En primer lugar, la comparación de los dos tipos de propiedad por rangos de tamaño (Gráfica 

2) muestra que, entre 1970 y 1984, la distribución de la propiedad privada rural era 

relativamente similar a la de los baldíos adjudicados a particulares en términos de la 

superficie por rangos de tamaño, más no en la distribución relativa de los propietarios. 

También muestra que en esos catorce años hubo cambios que moderaron la desigual 

distribución de la tierra, entre estos, el decrecimiento relativo de las grandes concesiones de 

baldíos y de la gran propiedad territorial.  

Además de la reforma agraria, estos cambios se explican principalmente por factores como la 

subdivisión de predios por partición de herencias, o por disolución de sociedades familiares o 

comerciales, o el desenglobe de predios poseídos en común. También incide el dinamismo 

del mercado de tierras. Al parecer, la compra de tierras para los programas de reforma 

agraria estimuló el mercado de tierras. A su vez, las normas de extinción de dominio (por no 

explotación de la tierra) motivaron el fraccionamiento de grandes predios y la venta de tierras 

de mala calidad. En el fraccionamiento de predios grandes también parece haber incidido el 

impuesto a la renta presunta establecido por la Ley 2ª de 1973 (CEGA, Lorente, Salazar y 

Gallo, 1985, página 14).   

                                              

87   El corte de tiempo de la adjudicación de baldíos en 1983 obedece a que las adjudicaciones hechas en 1984 aún no estaban registradas en 
el catastro rural de ese año. Suponemos asimismo que las adjudicaciones hechas en 1964, aún no estaban registradas en el catastro rural. 



Otro cambio, no menos importante, es la consolidación de la mediana propiedad y su 

predominio relativo en la estructura de la propiedad agraria. En 1984 la mediana propiedad 

concentraba el 60 por ciento de la tierra rural bajo propiedad privada, fenómeno que no puede 

disociarse del fraccionamiento de la gran propiedad. En este rango se observa asimismo una 

disminución porcentual de los baldíos adjudicados por el Estado y un aumento del tamaño 

promedio de los terrenos. En cambio, la relación predios/superficie en la mediana propiedad, 

según el catastro rural, se mantiene relativamente estable, aunque la superficie aumenta un 

poco más de cuatro puntos entre 1970 y 1984 (Gráfica 2).  

 

Gráfica 2. Distribución porcentual de la propiedad rural privada y de los baldíos adjudicados según rangos de 

tamaño. Colombia 1970 y 1980 



 



 

Fuente: elaboración propia con base en las siguientes fuentes: (1) Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, INCODER, (2012), Serie histórica de 

adjudicación de baldíos 1903-2012; (2) Centro de Estudios Ganaderos y Agrícolas, CEGA y Lorente, Luis, Salazar, Armando y Gallo, Ángela (1985), 

Distribución de la propiedad rural en Colombia 1960-1984, Ministerio de Agricultura. 

 
 

En conjunto, estos cambios sugieren que la estructura bimodal de la propiedad rural en Colombia, 

caracterizada por el desequilibrio extremo entre el latifundio y el minifundio, comenzaba a 

transformarse en una estructura multimodal, transformación aún más evidente si se tienen en 

cuenta las tierras de los resguardos indígenas, las de las empresas comunitarias a las que el 

INCORA adjudicó tierras en cumplimiento de la ley de reforma social agraria y las tierras de 

dominio estatal (Gráfica 3).  

 



Gráfica 3. Distribución porcentual de la superficie rural según tipos de propiedad rural.  Colombia 1984 

 

Fuente: elaboración propia con datos tomados de:  

(1) Ministerio del Interior y Organización Nacional Indígena de Colombia ONIC, (2012), Sistema de información de caracterización general de los resguardos 

indígenas colombianos, consultada en: http://resguardoscolombia.org/ 

(2) Centro de Estudios Ganaderos y Agrícolas, CEGA y Lorente, Luis, Salazar, Armando y Gallo, Ángela (1985), Distribución de la propiedad rural en 

Colombia 1960-1984, Ministerio de Agricultura. 

 
 

4.3.2. Distribución de la propiedad privada rural 2000-2009   

Para analizar las tendencias en la estructura de la propiedad rural durante la última década, la 

fuente más confiable es el Atlas de la distribución de la propiedad rural en Colombia 2000-2009. Una 

lectura informada de las estadísticas catastrales contenidas en este estudio exige un resumen 

previo de los aspectos metodológicos y conceptuales del catastro rural nacional y la definición de 

las categorías e indicadores utilizados para medir la propiedad privada rural y sus niveles de 

concentración. 

Aspectos metodológicos y conceptuales  

En Colombia se considera que un predio se encuentra actualizado a nivel catastral si la vigencia de 

actualización catastral corresponde a los últimos 5 años, por tanto actualmente están actualizados los 

predios que entraron en vigencia catastral en 2011, 2010, 2009, 2008 y 2007; desactualizados se 

encuentran los predios con vigencias catastrales anteriores o iguales a 2006 y sin formar son los predios 

correspondientes a los municipios en donde no se ha realizado la formación catastral existiendo bajo la 

forma de catastro fiscal (IGAC y otros, 2012, página 99). 



Con base en la actualización catastral hecha en 2010 por el IGAC, la cual abarcó 101 municipios 

(IGAC y otros, 2012, páginas 97-99), puede afirmarse que en 2011, el 56,8 por ciento de los 

predios rurales aún no había sido actualizado, dato que hay que tener en cuenta en la 

interpretación de las tendencias observadas en la distribución de la propiedad rural entre 2000 y 

2009, así como en periodos anteriores. A este respecto debe tenerse en cuenta que la 

desactualización del catastro afecta principalmente a municipios con poca población, que carecen 

de vías de comunicación y que son territorios de confrontación armada. 

Para la cuantificación de los predios rurales de propiedad privada, los autores del Atlas de la 

distribución de la propiedad rural sustrajeron del universo predial depurado, los predios que 

cumplían dos condiciones: a) ser de propiedad privada (personas naturales y jurídicas) y b) 

tener un uso agropecuario. Para ello se filtró la información ya depurada entre las categorías 

de (i) predios que pertenecen al Estado; (ii) minorías étnicas; (iii) comunidades religiosas; (iv) 

otras comunidades; (v) parques naturales y áreas protegidas; (vi) predios de destinación no 

agropecuaria; y (vii) predios con un área menor a un metro cuadrado (IGAC y otros, 2012, 

páginas 104-105).  

Sobre las formas de propiedad distintas a la privada, el Atlas pone de presente que estas ñdifieren 

para las distintas regiones del país. Más aún, algunos departamentos y municipios del país tienen 

asignada la mayor parte de su territorio a formas no privadas de la propiedadò (IGAC y otros, 

2012, páginas 105-106).  

Y para medir las tendencias en la distribución de la propiedad privada rural entre 2000 y 2009, los 

autores escogieron dos tipos de indicadores:  

a. Tamaño de la propiedad:  

Grande: predios con una extensión mayor a 200 hectáreas. 

Mediana: predios entre 20 y 200 hectáreas. 

Pequeña: predios entre 10 y 20 hectáreas. 

Minifundio: predios entre 3 y 10 hectáreas. 

Microfundio: predios menores de 3 hectáreas. 

b. Calidad de la tierra (Unidad Agrícola Familiar -UAF-)  

Microfundio: menos de 0.5 UAF 

Pequeña propiedad: 0.5 a menos de 2 UAF 

Mediana: 2 a 10 UAF 

Grande: mayor de 10 UAF  

Las UAF solo fueron tenidas en cuenta para el cálculo de los GINIS de calidad de la tierra. El 

Atlas no contiene cálculos de la distribución de la propiedad privada rural según rangos de 

tamaño UAF, no obstante que estos son fundamentales para dar cuenta de las diferencias 

regionales en la distribución de la propiedad de la tierra a partir de la expedición de la Ley 160 de 

1994 hasta hoy. Esta omisión es compensada en parte con una descripción de la distribución de 



la propiedad privada rural en cada uno de los departamentos del país que permite formarse una 

idea más precisa de las estructuras regionales de la propiedad agraria. 

4.3.2.1. Distribución de la propiedad privada rural según categorías de tamaño 

Con base en la distribución de los predios rurales por categorías de tamaño, los autores del Atlas 

constatan lo dicho por los investigadores agrarios sobre la concentración de la propiedad privada 

rural en Colombia, característica que atribuyen a fenómenos recientes y a procesos de larga 

duración: 

La concentración de la propiedad en Colombia es el resultado de diversas dinámicas. Una distribución 

desigual durante los siglos de dominio colonial, las políticas de asignación de baldíos, los procesos de 

colonización y los distintos conflictos armados que ha enfrentado el país a lo largo de su historia, son 

algunos de los determinantes de la distribución actual de la propiedad. Los mercados de tierras y las 

Reformas Agrarias emprendidas en el Siglo XX parecen no haber sido efectivas para disminuir la 

desigualdad estructural de la propiedad rural en Colombia (IGAC y otros, 2012, página 97). 

Puesto que la medición y el análisis de los diferentes indicadores sobre la distribución de la 

propiedad privada rural exigen precisión y rigor técnico, citamos literalmente las principales 

observaciones que al respecto se encuentran en el Atlas (IGAC y otros, 2012): 

En Colombia, la estructura de la propiedad se concentra en grandes y medianas propiedades: el 41 

por ciento del área de propiedad privada es gran propiedad o predios de más de 200 hectáreas (15,8 

millones de hectáreas); y el 40 por ciento de la propiedad privada se clasifica como mediana propiedad, 

predios entre 20 y 200 hectáreas. La extensión restante, siete millones de hectáreas, está distribuido 

entre pequeña propiedad, minifundio y microfundio (Gráfica 4) (página 117). 

ñAl comparar la participaci·n de cada uno de los rangos de propiedad entre 2000 y 2009, se 

observa una leve reducción en la mediana propiedad, que predominaba al comienzo del periodo, 

y un incremento en la gran propiedad hasta convertirse en la estructura predominanteò (IGAC y 

otros, 2012, página 118). 

Sin embargo -agregamos nosotros-, el aumento de la gran propiedad en 10 años es menos del 

uno por ciento. Lo que salta a la vista en la Gráfica 4, tomada del Atlas, es la estabilidad de la 

distribución de la propiedad privada rural en la última década, pese a los cambios en el sector 

agropecuario y a fenómenos como la compra de grandes extensiones de tierras por empresas 

agroindustriales, especuladores y narcotraficantes, más el abandono y despojo de tierras en 

zonas afectadas por el conflicto armado. Es de suponer que estos fenómenos no se reflejan en su 

real magnitud en la información catastral, ya sea por la desactualización de los catastros de los 

municipios más afectados por la confrontación armada, o por el uso de testaferros y de trucos 

jurídicos para ocultar acumulación de tierras (véanse los capítulos 5 y 6 de este informe).  

 



Gráfica 4. Colombia. Evolución de la distribución de la propiedad rural según categorías de tamaño. 2000-

2009 

 

Fuente: gráfica tomada y rediseñada de: Instituto Geográfico Agustín Codazzi, IGAC, Centro de Estudios sobre Desarrollo Económico, CEDE, y 

Universidad de Antioquia, (2012), Atlas de la distribución de la propiedad rural en Colombia 2000-2009, página 120. 

 
Respecto de la mediana propiedad, tanto los datos del Atlas como el siguiente cuadro del PNUD 

Informe de Desarrollo Humano 2011. Colombia rural: razones para la esperanza, matizan la hipótesis 

según la cual esta ha sido una de las más afectadas en los últimos años.  

Tabla 45. Distribución de la propiedad privada rural por categorías de tamaño. Colombia, 2000 y 2009 

Propiedad privada rural 2000-2009 

Tamaño Área Número predios Número propietarios 

 2000 2009 2000 2009 2000 2009 

Pequeña 11.435.810 12.687.945 2.090.240 2.360.488 2.713.572 3.147.189 

Mediana 13.753.434 14.770.086 113.757 123.997 351.752 402.902 



Grande 9.495.652 10.957.770 6.801 8.230 42.630 56.542 

Total 34.684.896 38.415.801 2.210.798 2.492.715 3.107.954 3.606.633 

 
 

Fuente: Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, PNUD, (2011), Colombia Rural. Razones para la esperanza, Informe de Desarrollo 

Humano. Información con base en IGAC-Cede, no incluye Antioquia. 

 

De acuerdo con el Atlas, sin contar los predios rurales de Antioquia, Medellín, Cali y Bogotá (que 

tienen catastros autónomos), entre 2000 y 2009, el número de predios rurales aumentó de 

2.210.798 a 2.492.715. ñEl n¼mero de propietarios en Colombia exhibe una tendencia similar y 

más pronunciada con un crecimiento del 14,3 por ciento en la década. Hoy Colombia cuenta con 

2,4 millones de propietarios rurales registrados catastralmenteò (IGAC y otros, 2012, página 118). 

Y puesto que fue mayor el aumento del número de propietarios que el de predios, el tamaño 

promedio de los predios disminuy· de 15.69 a 15.39 hect§reas entre 2000 y 2009. ñé Sin 

embargo, algunos propietarios tradicionales parecieron [énfasis agregado] adquirir nuevos 

predios de tal manera que el n¼mero promedio de predios por propietario pas· de 1.47 a 1.49ò 

(IGAC y otros, 2012, página 118)88.   

Pese al carácter hipotético de la afirmación anterior, los autores del Atlas concluyen que: 

Este fenómeno sugiere una concentración de la distribución de la tierra en Colombia debido al 

aumento en el número de propietarios dueños de varios predios y en el número de nuevos propietarios 

dueños de predios pequeños, que reducen el promedio de hectáreas por propietario, sin que esto 

implique una desconcentración de la tenencia de la tierra (IGAC y otros, 2012, página 118). 

Al examinar la distribución de la propiedad privada rural por categorías de tamaño (Tabla 45 y 

Gráfica 5), el lector del Atlas concluye que entre los años 2000 y 2009 hubo leves variaciones en 

la estructura de la propiedad agraria. Como lo han dicho Machado y otros investigadores, hubo 

una leve disminución de la superficie de la mediana propiedad y de los rangos de tamaño más 

pequeños (microfundio, minifundio y pequeña propiedad). Y aunque esta disminución solo fue del 

1,7 por ciento con respecto al total de la superficie bajo propiedad privada, revirtió en un aumento 

equivalente (1,7 por ciento) de la superficie de la gran propiedad. Pero la participación de los 

predios según categorías de tamaño se mantuvo casi igual. Así pues, en términos estadísticos, no 

se puede concluir que la propiedad privada rural ha presentado en la última década una tendencia 

significativa a una mayor concentración (Gráfica 5). En cualquier caso, lo que sí es evidente es la 

concentración de la propiedad privada de la tierra, no solo en los predios grandes sino también en 

los medianos. 

 

                                              

88   Los autores del Atlas de la distribución de la propiedad rural no aclaran qu® entienden como ñpropietarios tradicionalesò. M§s que 

una conclusión fundada empíricamente, esta afirmación parece una conjetura. 



Gráfica 5. Colombia. Distribución porcentual de la propiedad privada rural según categorías de tamaño. 2000 

y 2009 

 

Fuente: elaboración propia con base en IGAC, CEDE, Universidad de Antioquia, (2012)  Atlas de la distribución de la propiedad rural en Colombia 2000-2009, 

página 124.   

4.3.2.2. Distribución de la propiedad privada y adjudicación de baldíos según rangos de tamaño 2000-2009  

La comparación de las cifras sobre estos dos tipos de propiedad en los últimos 9 años muestra 

cambios insospechados. En contraste con la aparente estabilidad de la distribución de la 

propiedad privada registrada en el catastro rural, la de los baldíos adjudicados muestra un leve 



aumento en la concentración de la tierra en predios de más de 500 hectáreas, así como una una 

distribución más equitativa de los baldíos de mediano tamaño en relación con los predios del 

catastro rural. Es evidente asimismo la reducción de las pequeñas adjudicaciones de baldíos, a la 

luz de los rangos de tamaño tradicionales (Gráfica 6). Se observa, por otra parte, que la 

distribución de la propiedad privada rural registrada en el catastro rural es menos desigual que la 

distribución de los baldíos adjudicados, diferencia explicable a la luz del fraccionamiento de 

predios y las transacciones de compraventa de tierras.  

En la explicación de estos contrastes hay que tener en cuenta, por una parte, la reglamentación 

de la Ley 160 de 1994 sobre las Unidades Agrícolas Familiares en cada departamento del país; y 

por otra parte, la partición de predios por sucesiones hereditarias y otros motivos, así como las 

transacciones de compraventa de tierras. 

Gráfica 6. Distribución porcentual de la propiedad privada rural  y de los baldíos adjudicados a particulares 

según categorías de tamaño. Colombia 2000 y 2009 



 



 

Fuente: elaboración propia con base en: IGAC, CEDE, Universidad Antioquia, (2012)  

Atlas de la distribución de la propiedad  rural en Colombia; 2000-2009. E INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012. 

 

4.3.2.3. Tendencias regionales en la distribución de la propiedad privada rural  

Comencemos por destacar dos observaciones metodológicas de los autores del Atlas de la 

distribución de la propiedad rural en Colombia 2000-2009 acerca de los cambios en la distribución de 

la propiedad privada agraria en los 32 departamentos del pa²s. Dicen, en primer lugar, que ñla 

dispersi·n regional de los Ginis de concentraci·n de la tierra es altaò, lo cual se constata al 

examinar todos los Ginis por departamentos y por municipios. En segundo lugar, advierten que 

ñlos cambios en la distribución catastral entre el año 2000 y 2009 son casi imperceptibles en muchos de los 

departamentos (é)ò (®nfasis agregado), y que algunos de esos cambios pueden deberse a 

actualizaciones catastrales. A esta advertencia debemos agregar la dispersión de las fechas de la 



actualización catastral en los municipios, problema que por supuesto afecta las distintas 

mediciones de la distribución de la propiedad privada rural. Recuérdese que un poco más del 50 

por ciento de los predios rurales no están actualizados catastralmente y que en las zonas de 

colonización todavía hay muchos predios explotados por colonos que no han sido registrados, ya 

sea porque carecen de la respectiva resolución de adjudicación, o porque quieren evadir el pago 

del impuesto predial, o porque poseen más de una UAF. Es muy probable que muchos de esos 

terrenos figuren como baldíos en el catastro del IGAC. 

De acuerdo con el Atlas de la distribución de la propiedad rural, estas son las principales tendencias regionales 

de la distribución de la propiedad privada rural (IGAC y otros, 2012):  

[1] Los departamentos con un mayor porcentaje de su área catastral asignada a propiedad privada 

registrada en la base de datos del catastro nacional son Caldas, Córdoba, Meta y Tolima. Atlántico, 

Chocó, La Guajira y Putumayo son, por otro lado, los departamentos con menor participación de 

propiedad privada registrada en la base de datos del catastro nacional. La menor participación de Chocó 

y La Guajira se debe a que una porción importante de su territorio se otorgó a las minorías étnicas o son 

áreas protegidas. Los departamentos con un mayor porcentaje de su territorio destinado a áreas 

protegidas son Caquetá, La Guajira y Putumayo, mientras que Chocó, La Guajira y Cauca son los 

departamentos con más hectáreas otorgadas a las minorías étnicas. Por último, los terrenos bajo 

propiedad del Estado reportan una mayor participación en los departamentos de Bolívar, Caquetá, Nariño 

y Norte de Santander (IGAC y otros, 2012, página 119).  

[2] (é) Los departamentos con una mayor concentraci·n de la tierra, medida con el GINI de tierras, 

son Meta, Cauca y Valle, lo cual significa que en estos departamentos, pocos propietarios poseen predios 

de grandes extensiones. Valle, Meta y Caldas son (é) los departamentos con mayor concentraci·n 

cuando se usa el GINI de propietarios. Es más, el departamento del Valle tiene un GINI de propietarios 

bastante más alto que los otros departamentos del país (IGAC y otros, 2012, página 119). 

Estos departamentos, por ende, no solo tienen pocos predios de grandes extensiones sino que 

pocos propietarios poseen más de un predio. Quindío y Arauca, aunque no registran altos GINIS de 

tierras, reportan unos de los más altos GINIS de propietarios. Por otro lado, la distribución de la tierra 

es menos concentrada en los departamentos de Caquetá, La Guajira y Magdalena. 

[3] Tal como se observa en la Gráfica 6, la posesión de más de un predio es un mecanismo importante 

de concentración en Colombia. Los indicadores de concentración que se habían calculado anteriormente 

en el país no consideraban este posible mecanismo. Caquetá, Cesar, La Guajira, Magdalena y Quindío 

son los departamentos donde este fenómeno es más marcado. Más aun, al presentar los mayores 

crecimientos entre las diferencias de los GINIS, la tendencia de este fenómeno parece consolidarse entre 

2000 y 2009 para Caquetá, Cesar y La Guajira. Risaralda y Chocó exhiben también un alto crecimiento en 

esta diferencia, en particular Risaralda. Por otro lado, el departamento del Huila es el único del país con el 

fenómeno opuesto, es decir, un GINI de tierras más alto que el GINI de propietarios (página 119).  

[4] (é) Los departamentos de Nari¶o, Putumayo y Valle incrementaron entre 2000 y 2009 de manera 



significativa la participación de predios de minorías étnicas en el área catastral. Esto puede ser el 

resultado de actualizaciones catastrales o de la creación o ampliación de nuevos resguardos indígenas o 

la creación de territorios colectivos de comunidades negras incorporadas al Catastro. Por otro lado, la 

propiedad privada aumentó significativamente en los departamentos de Atlántico, La Guajira, Norte de 

Santander y San Andrés (página 119).  

Sobre las tierras de las comunidades étnicas, hay que agregar la siguiente información del 

Ministerio del Interior89:  

Nariño obtuvo dos ampliaciones de los resguardos: La Floresta-Santa Rosa y San Río Satinga en 

el municipio Olaya Herrera, por un total de 810,6 hectáreas. Se conformaron además 21 nuevos 

resguardos con una superficie de 122.100 hectáreas y se titularon 973.982 hectáreas a 37 

Consejos Comunitarios. La mayor parte de la tierra adjudicada tanto a los resguardos como a 

territorios afro se concentró en Tumaco.  

En el departamento del Putumayo se entregaron 4.564,7 hectáreas para la ampliación de cuatro 

resguardos: Condagua, La Aguadita, Tukunare, El Descanso y Wasipungo; los dos primeros 

pertenecen al municipio de Mocoa. Y entre 2000 y 2009 se titularon 121.043 hectáreas a 30 

nuevos resguardos.  

En el Valle del Cauca fueron ampliados cuatro resguardos: Río Dagua, Wasiruma, Triunfo Cristal 

y Kwet Wala (Piedra Grande), ubicados en varios municipios. Estas ampliaciones sumaron 

4.747,3 hectáreas; se crearon siete resguardos nuevos a los cuales les fueron tituladas un total 

de 4.525 hectáreas; y se otorgaron títulos por un total de 218.880 hectáreas a 24 consejos 

comunitarios (IGAC y otros, 2012). 

 

4.4. Compraventa de predios adjudicados como baldíos 1980-

2012 

Puesto que una de las hipótesis sobre la concentración de la propiedad de la tierra en los últimos 

veinte años relaciona este fenómeno con la compra masiva de tierras por parte de 

narcotraficantes y de empresarios que habrían aprovechado el bajo precio de las tierras 

abandonadas por campesinos desplazados por el conflicto armado, y que además tenían deudas 

que no podían pagar, se examinará en este apartado la información de la SNR (Superintendencia 

de Notariado y Registro) sobre la compraventa de predios que tuvieron origen en resoluciones de 

adjudicación de baldíos.  

Para tal cosa, escogimos un periodo (1980-2012) que tiene en cuenta no solo la expansión e 

intensificación del conflicto armado, sino también variables económicas como las tasas de 

                                              

89   Resoluciones del INCODER 024-28-06-01 y 039-24-09-01 consultadas en sitio web Ministerio del Interior, Organización Nacional Indígena 
ŘŜ /ƻƭƻƳōƛŀΣ όнлмнύΣ ά{ƛǎǘŜƳŀ ŘŜ LƴŦƻǊƳŀŎƛƽƴ ŘŜ /ŀǊŀŎǘŜǊƛȊŀŎƛƽƴ DŜƴŜǊŀƭ ŘŜ ƭƻǎ wŜǎƎǳŀǊŘƻǎ LƴŘƝƎŜƴŀǎ /ƻƭƻƳōƛŀƴƻǎέΣ ŎƻƴǎǳƭǘŀŘƻ el 21 de 
septiembre en Resguardos Colombia http://www.resguardoscolombia.org/proyecto.php. 
 



crecimiento del producto interno bruto. El examen que haremos a continuación será 

complementado en el capítulo 6 con un análisis de la relación entre desplazamiento forzado, 

abandono de tierras y compraventa de predios adjudicados como baldíos. 

Comencemos por explicar brevemente los tres subperiodos que utilizamos para examinar las 

cifras de la SNR:  

1980-1995. En estos 15 años hubo tres asuntos importantes que seguramente tuvieron incidencia 

en el mercado de tierras rurales, a saber: 1) La expedición de la ley de reforma agraria de 1988; 

2) El escalamiento del conflicto armado; y 3) El fomento del mercado de tierras para reforma 

agraria con la expedición de la Ley 160 de 1994. 

1996-2005. De acuerdo con los analistas del conflicto armado, en estos años se expandieron los 

frentes guerrilleros de las FARC y el ELN y los bloques paramilitares: es un periodo de 

escalamiento del conflicto armado y de altos índices de desplazamiento forzado y abandono de 

tierras. Paralelamente se puso en marcha la negociación directa de tierras de reforma agraria y 

prosiguió la adjudicación de baldíos.  

2006-2012. Además de la Ley 975 de 2005 llamada ley de justicia y paz, en este periodo se 

expidieron el estatuto de desarrollo rural, cuya vigencia duró apenas dos años, pues fue 

declarado inexequible por la Corte Constitucional, y la Ley 1448 de 2011, más conocida como la 

ley de reparación y restitución de tierras a las víctimas del conflicto armado. 

Vale aclarar que no examinamos si las compraventas de predios asignados como baldíos se 

atienen a las respectivas normas legales, pues ello sobrepasa el alcance de este trabajo y 

requiere un dispendioso ejercicio de comparación de la estadística de la SNR con las distintas 

normas relativas a la enajenación de tierras asignadas a particulares por el Estado colombiano. 

Por ejemplo, para los predios adjudicados entre 1980 y 1988 regía la Ley 135 de 1961, para los 

adjudicados entre 1989 y 1994, la Ley 130 de 1988, y para los de 1995 en adelante, la Ley 160 de 

1994.  

Prescindiendo de los detalles normativos, para ilustración del lector cabe mencionar las 

normas relativas a la venta de predios adjudicados por el Estado. La Ley 135 de 1961 

estableció un término de cinco años como mínimo, contados a partir de la resolución de 

adjudicación, para transferir los derechos de propiedad sobre un predio adjudicado como 

baldío, o sobre una parcela de reforma agraria. Este periodo fue ampliado a 12 y 15 años 

por las leyes 30 de 1988 y 160 de 1994. Es más, para enajenar un predio asignado por el 

Estado antes del tiempo establecido legalmente, se requería una autorización del INCORA, 

hoy INCODER, entidad que a su vez tenía la primera opción de compra. Otra obligación 

relacionada con la enajenación de tierras adjudicadas por el Estado era el no venderlas a 

personas que no cumplieran con los requisitos exigidos para ser sujetos de reforma agraria 

(Anexo 0 Resumen legislativo Cuadro 0.1).  



Si bien es cierto que las sanciones legales al incumplimiento de las normas anteriores son 

relativamente drásticas, los informes registrales de la SNR ponen en evidencia que los notarios y 

los registradores de instrumentos públicos han sido bastante laxos en esta materia y en no pocos 

casos han actuado en contra de la ley (ver capítulos 5 y 6).  

 

4.4.1. Tendencias generales en la compraventa de predios adjudicados como baldíos durante los 

años comprendidos entre 1980 y 2012  

a. Entre 1980 y 2012 se efectuaron 622.831 transacciones de compraventa de predios que 

habían sido adjudicados como baldíos (Tabla 46). Con relación al total de predios de este 

tipo registrados en la SNR (576.989), el volumen de compraventas en esos años indica 

que un número indeterminado de predios fue vendido varias veces, lo cual es permitido 

siempre y cuando se respeten las normas relativas a la enajenación de tierras adjudicadas 

a particulares por el Estado. 

b. Entre 1995 y 2005 hubo un aumento del 10 por ciento en el promedio anual de 

compraventa de tierras asignadas como baldíos con relación al periodo anterior (1980-

1995). Este aumento probablemente guarda relación con factores como el auge económico 

asociado al boom minero energético, el impulso que la Ley 160 de 1994 le dio al mercado 

asistido de tierras para la reforma agraria y la venta de tierras (voluntaria o forzada) por 

pobladores de las zonas de conflicto armado (Tabla 46). 

c. Con relación al periodo anterior, entre 2005 y 2012 se observa un notable incremento de 

la compraventa de tierras asignadas como baldíos (15,5 por ciento) (Tabla 46). Este 

incremento podría explicarse en parte por el aumento de la demanda de tierras para la 

producción de biocombustibles y plantas agroindustriales, y en parte por la 

desmovilización de los bloques paramilitares que se acogieron a la Ley de Justicia y Paz, 

hecho que se expresó en un mejoramiento relativo de las condiciones de seguridad rural. 

También puede reflejar transacciones realizadas bajo presión de los grupos armados, en 

particular de los paramilitares.  

d. En el mercado de tierras asignadas como baldíos se observan picos en los años 1987, 

1994, 1997 y 2007. Con excepción del año 1987, los picos corresponden a periodos de 

ñbuen desempe¶o econ·micoò, no obstante el dr§stico descenso de la participación del 

sector agropecuario en el PIB. De acuerdo con el director de la Misión para la 

Transformaci·n del Campo, ñ(é) el comportamiento del sector agropecuario (colombiano) 

es uno de los más decepcionantes de América Latina. Su participación en el PIB ha 

colapsado y curiosamente lo ha hecho con particular rapidez durante los subperiodos de 

relativamente buen desempeño económico general, 1990-97 y 2003-13, indicando que se 

ha roto la correlación entre las fases de crecimiento del sector agropecuario y de la 

economía en general que eran típicas antes de la apertura económica. Aún en el período 



de mayor crecimiento económico reciente del país, los años 2003-07, la expansión del 

sector fue apenas la mitad del que experimentó el PIB y muy inferior a los ritmos de 

crecimiento que prevalecieron antes de 1980ò (DNP y Ocampo, 2014, p§ginas 12-14). 

e. En algunas zonas que han padecido con mayor intensidad el conflicto armado y el 

desplazamiento forzado, como los Montes de María, se observan incrementos anormales 

en la compraventa de predios adjudicados como baldíos y/o de parcelas de reforma agraria 

(ver capítulo 6).   

f. Con relación a la compraventa de predios rurales, hay que tener en cuenta que en 

Colombia el mercado de tierras es muy segmentado y, en consecuencia, son escasas las 

transacciones entre grandes y pequeños propietarios y aún más entre grandes propietarios 

y campesinos sin tierra o con poca tierra.  

Según la Encuesta Longitudinal Colombiana de la Universidad de los Andes (ELCA, 2013), 

aplicada a una muestra de hogares urbanos y rurales (estos últimos propietarios de pequeñas 

fincas), los mercados de tierras rurales son muy dinámicos, a pesar de la concentración de la 

propiedad y la informalidad en la tenencia de la tierra, pero también muy segmentados.  

De estas caracter²sticas da cuenta, por una parte, el que ñ72,1 por ciento de los hogares rurales 

encuestados adquirieron tierras tras la conformación del hogar y un 27,9 por ciento poseían tierras 

en el momento de la conformaci·nò. Y por otra, el que ñlos hogares que compraron tierras lo hicieron 

mayoritariamente a propietarios de menos de 20 hectáreas, y muy pocos lograron comprar 

propiedades medianas (de 20 a 100 hect§reas)ò (ELCA, 2013, p§gina 124). 

Tabla 46. Transacciones de compraventa de predios adjudicados como baldíos con relación al total de 

adjudicaciones. Colombia, 1980-2012 

Períodos 
Número de 

compraventas 

de predios* 

Promedio 

anual 

Número de predios 
adjudicados como 

baldíos SNR* 

Promedio 

anual 

Compraventas/ Total 
predios adjudicados 

como baldíos 
% 

1980-1995  287.589 19.173 1903-1995 402.742 4.068 71,4 

1996-2005  189.419 21.047 1903-2005 510.539 4.684 37,1 

2006-2012  145.823 24.304 1903-2012 576.989 4.974 25,3 

Total 622.831 19.463 1903-2012 576.989 4.974 108.0 

 
 

Fuente: elaboración propia con base en: (1) Superintendencia de Notariado y Registro, SNR, Registros de tradición de dominio de los predios 

adjudicados como baldíos 1887- 2013, Bogotá. (2) Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 

1903-2012. 

*Incluye los departamentos Amazonas, Antioquia, Arauca, Atlántico, Bolívar, Boyacá, Caldas, Caquetá, Cauca, Cesar, Chocó, Córdoba, Cundinamarca, 

Guainía, La Guajira, Guaviare, Huila, Magdalena, Meta, Norte de Santander, Quindío, Risaralda, Santander, Sucre, Tolima, Valle y Vaupés. 

 



Gráfica 7. Transacciones de compraventa de predios adjudicados como baldíos Colombia, 1980-2012 

 

Fuente: elaboración propia con base en SNR, Registros de tradición de dominio de los predios adjudicados como baldíos 1887- 2013, Bogotá. 

 

4.4.2. Tendencias departamentales de la compraventa de tierras adjudicadas como baldíos 1980-

2012 

La compraventa de tierras adjudicadas como baldíos muestra un notable dinamismo en seis de 

los 32 departamentos del país, a saber: Cundinamarca, Antioquia, Santander, Valle del Cauca, 

Meta y Caquetá, en los cuales se concentró el 60 por ciento de las transacciones entre 1980 y 

2012 (Tabla 47).  

Al comparar la compraventa de tierras por departamentos, se observa que  

¶ Cundinamarca ocupa el primer lugar con el 19,5 por ciento del total de transacciones 

efectuadas en ese periodo;  

¶ el segundo lugar lo ocupa Antioquia con el 9,6 por ciento de las transacciones, de las 

cuales una elevada proporción se efectuó precisamente en los años de escalamiento del 

conflicto armado;  

¶ el tercer lugar lo ocupa Santander con el 8,3 por ciento del total de las transacciones, las 

cuales se incrementaron entre 1996 y 2012;  

¶ el cuarto y quinto lugar les corresponde a los departamentos de Meta y Caquetá, dos 

regiones de expansión de la frontera agropecuaria con altos los índices de 

informalidad en la tenencia de la tierra, con tendencia a la concentración de la 

propiedad agraria en el último decenio y que además han sido epicentros de la 

confrontación armada.  



Tabla 47. Transacciones de compraventa por periodos y departamento. Colombia, 1980-2012. Valores 

absolutos 

Departamentos 1980-1995 1996-2005 2006-2012 1980-2012 

AMAZONAS 1.233 323 299 1.855 

ANTIOQUIA 21.946 24.373 13.595 59.914 

ARAUCA 7.575 2.293 2.762 12.630 

ATLÁNTICO 771 721 765 2.257 

BOLÍVAR 2.306 3.569 3.448 9.323 

BOYACÁ 1.620 2.543 3.180 7.343 

CALDAS 1.758 1.400 1.265 4.423 

CAQUETÁ 20.064 13.343 11.370 44.777 

CAUCA 6.755 4.925 2.990 14.670 

CESAR 11.041 6.395 5.415 22.851 

CHOCÓ 3.095 2.568 1.795 7.458 

CÓRDOBA 8.117 8.493 5.419 22.029 

CUNDINAMARCA 70.875 28.391 22.390 121.656 

GUAINÍA 2 20 28 50 

GUAJIRA 8.314 5.181 2.901 16.396 

GUAVIARE 1.080 1.249 1.818 4.147 

HUILA 12.522 10.745 9.011 32.278 

MAGDALENA 9.951 6.413 5.659 22.023 

META 21.672 13.118 11.050 45.840 

NORTE DE SANTANDER 10.161 7.479 6.456 24.096 

QUINDÍO 2.055 816 483 3.354 

RISARALDA 3.650 2.509 1.881 8.040 

SANTANDER 20.151 17.816 13.923 51.890 

SUCRE 680 1.825 1.887 4.392 

TOLIMA 11.868 9.435 7.503 28.806 

VALLE 28.327 13.476 8.530 50.333 

Total 287.589 189.419 145.823 622.831 

 
 

Fuente: elaboración propia con base en SNR, Registros de tradición de dominio de los predios adjudicados como baldíos 1887- 2013, Bogotá.  

 
Sobre las transacciones de tierras en los departamentos, cabe hacer referencia a algunas de las 

hipótesis de los estudios regionales de este proyecto. 

En el departamento del Putumayo los picos en la compraventa de tierras de origen baldío son en 

1990 y 1993, años en los que se registraron respectivamente 421 y 849 compraventas de tierras. 

Estos picos coinciden con el periodo de consolidación de los cultivos de coca en el país. En 1993, 

Colombia pasó a ser un importante productor de coca: se calcula que Putumayo tenía el 10 por 

ciento de los cultivos de coca existentes en el país (CNMH, 2015).  

En el departamento del Caquetá, que también es productor de coca, el mercado de tierras muestra 

una dinámica un poco distinta a la del Putumayo. Del conjunto de transacciones de tierras de origen 

baldío efectuadas a lo largo del siglo XX, la mayor proporción corresponde al periodo 1985-2000. 

Dentro de este periodo, los a¶os pico fueron 1983 con 503 transacciones y 1994 con 481. ñEl 

incremento de las compraventas en 1981-1985 y 1992-1996 coincide con los momentos de auge y 

ca²da de los precios de la pasta base de cocaéò. Al parecer, el incremento en la compraventa de 



tierras en esos años no tiene relación directa con el abandono y el despojo de tierras derivados de la 

confrontación armada en esta región (CNMH, 2015a). 

En la subregión de los Montes de María, según un informe especial de la Superintendencia de 

Notariado y Registro, entre 2005 y 2010 hubo compras masivas de tierras de personas 

desplazadas por la violencia en los municipios de El Carmen de Bolívar, San Onofre y Ovejas, 

que sumaron 37.166 hectáreas, de las cuales 27.683 corresponden al municipio de El Carmen de 

Bolívar. De la compra masiva de tierras da cuenta el hecho de que el 60 por ciento de la 

superficie transada quedó en manos de ocho particulares. De estos, el señor Álvaro Ignacio 

Echeverría Ramírez compró a título personal 48 predios por un total de 4.650 hectáreas y como 

representante legal de la Sociedad de Tierras de Promisión compró 31 predios que suman 1.644 

hectáreas (CNMH, 2015b). 

 

4.5. Conclusiones 

De acuerdo con la información catastral de los años 1984, 2000 y 2009, en el transcurso de los 

últimos 30 años la estructura bimodal de la propiedad de la tierra latifundio/minifundio se 

transformó en una estructura multimodal conformada por los siguientes tipos de propiedad: 

¶ Propiedad privada. En esta categoría predominan la mediana y la gran propiedad. De 

acuerdo con el Atlas de la distribución de la propiedad rural 2000-2009, en 2009 solo en dos 

departamentos (Meta y Casanare) predominaba la gran propiedad.  

¶ Dentro de la propiedad privada hay que incluir las seis Zonas de Reserva Campesina que 

ya cuentan con aprobación oficial y delimitación territorial.  

¶ Propiedades colectivas. Son los resguardos indígenas, los concejos comunitarios afro, las 

empresas campesinas comunitarias, las comunidades religiosas y otro tipo de 

comunidades.  

¶ Las tierras del Estado y sus entes territoriales (baldíos, parques, reservas naturales). 

Gráfica 8. Distribución porcentual de la superficie rural según tipos de propiedad rural. Colombia 2009 



 

Fuentes: *INCODER, Balance de la gestión para el ordenamiento social y productivo del territorio,  (2013), Bogotá, páginas 71 y 67 . **Instituto Geográfico 

Agustín Codazzi, IGAC, Centro de Estudios sobre Desarrollo Económico, CEDE, y Universidad de Antioquia, (2012), Atlas de la distribución de la propiedad rural 

2000-2009, Bogotá, IGAC, Universidad de los Andes, Universidad de Antioquia. 

 

 

El carácter multimodal de la estructura de la propiedad rural en Colombia hace aún más complejo 

el derecho agrario y el manejo y solución de los conflictos entre distintos tipos de propietarios. 

Basta con mencionar tres ejemplos. Primero, la disputa por la tierra y el agua entre pequeños 

cultivadores y grandes empresas agrícolas (como las de palma de aceite y la teca), y entre 

campesinos e indígenas con empresas petroleras y mineras y con la construcción de 

hidroeléctricas; segundo, la indecisión del gobierno actual en lo que respecta a la creación de 

nuevas Zonas de Reserva Campesina, solicitud hecha por la ANZORC (Asociación Nacional de 

Zonas de Reserva Campesina); más la reciente aprobación de la Ley 1776 de 2016, que fomenta 

la creación de "zonas de desarrollo rural, económico y social, ZIDRES", y que algunos analistas 

consideran contrapuesta a una política de redistribución de la propiedad agraria; tercero, los 

conflictos entre indígenas, colonos y latifundistas en las zonas de colonización90.  

En cuanto a la distribución de la propiedad privada rural, la información catastral examinada en este 

capítulo muestra las siguientes tendencias:  

                                              

90   Sobre los conflictos rurales contemporáneos, hay información en el capítulo 9 de este informe y en los estudios regionales de los 
departamentos de Putumayo, Meta, Caquetá, Huila y Tolima del Proyecto Tierras, Organización Social y Territorio.  
 



¶ La desigualdad en la distribución de la propiedad privada rural disminuyó gradualmente en 

la segunda mitad del siglo XX, gracias a la combinación de varios factores, entre estos la 

adjudicación de baldíos a colonos, la parcelación de haciendas para el reparto de tierras de 

reforma agraria, la fragmentación de grandes propiedades y la agregación de pequeños 

predios.  

¶ No obstante lo anterior, la inequidad en la distribución de la tierra sigue siendo muy 

acentuada. La persistencia de la desigualdad se explica por factores como:  

a. El reducido alcance de los programas de dotación de tierras a los campesinos sin 

tierra o con tierra insuficiente, y de recursos necesarios para la adecuada explotación 

de la tierra como el crédito subsidiado, la asistencia técnica y la provisión de canales 

de comercialización para los productos campesinos;  

b. La concesión gratuita, o en arriendo, de grandes extensiones de baldíos a personas 

que no explotan directamente la tierra, y a empresas agrícolas, pecuarias, forestales, 

etc.;  

c. La inversión en tierras, ya sea para fines especulativos o para el lavado de activos por 

parte de narcotraficantes y testaferros;  

d. las compras masivas de tierras en zonas afectadas por el conflicto armado interno; y  

e. El acaparamiento legal e ilegal de tierras. 

¶ Los departamentos que, según el Atlas, en 2012 tenían los índices más altos de 

desigualdad en la propiedad privada rural eran: Sucre (0,95), Cauca (0,84) Valle del Cauca 

(0,84), Arauca (0,84), Meta (0,83), Huila (0,83), Nariño (0,82), Caldas (0,81), Santander 

(0,80), Casanare (0,80). 

¶ Los departamentos con menores índices de desigualdad son: Vaupés (0,39), Vichada 

(0,46), Guainía (0,46) Guaviare (0,51) y Caquetá (0,54).  

En cuanto al mercado de tierras, no hay conclusiones claras sobre la transferencia de tierras de 

pequeños a grandes proletarios, excepto en casos específicos como el de la subregión de Montes 

de María. De acuerdo con las evidencias empíricas del estudio de la FAO y CEGA (1994, El 

Mercado de tierras y la formación de propietarios en Colombia: estudios de casos) y de la Encuesta 

Longitudinal de la Universidad de los Andes, por lo general las transacciones de tierras se realizan 

entre personas relativamente homogéneas en términos económicos y sociales. Al parecer, la 

transferencia de derechos de propiedad de grandes a pequeños propietarios o cultivadores sin 

tierra en Colombia ha sido muy escasa. 

En el capítulo 6 de este informe se examinan el abandono y despojo de tierras y su posible 

incidencia en la concentración de la tierra en algunas de las zonas afectadas por el conflicto 

armado interno. 

El peso relativo de la adjudicación de baldíos en la superficie municipal, entre 1903 y 2012, se 

aprecia en el Mapa 8. 



Mapa 8. Proporción de la superficie del municipio adjudicada en baldíos. Colombia, 1903-2012  

 

Fuente: elaboración propia a partir de: INCODER, (2012), Serie histórica de adjudicación de baldíos 1903-2012 
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5 Vulneración de los derechos  

sobre la propiedad agraria 

Desde hace algún tiempo, tanto el Ministerio de Agricultura como los investigadores del sector 

rural colombiano vienen insistiendo, con razón, en que la informalidad en la tenencia de la tierra 

entre el campesinado es uno de los mayores obstáculos para acceder al crédito agrícola y a otros 

bienes públicos y para superar la pobreza rural. También se ha dicho que la informalidad aumenta 

el riesgo de que los campesinos sean despojados de sus tierras, ya sea mediante coacción, 

violencia, o trucos jurídicos.  

Con relación al despojo de tierras en las zonas de conflicto armado, las entidades estatales 

encargadas de la atención de las víctimas, las organizaciones de derechos humanos y los 

investigadores académicos subrayan la intención de los actores armados de apropiarse de las 

tierras de los campesinos, ya sea para fines de control territorial (como en el caso de la guerrilla) 

y/o para la obtención de rentas y la implantación de proyectos productivos (como en el caso de 

los paramilitares). Se argumenta asimismo que el abandono forzado de tierras ha sido 

aprovechado por actores civiles (empresarios, comerciantes, políticos, especuladores en bienes 

raíces, etc.) para adquirir tierras a bajo precio, desconociendo incluso las medidas de protección 

de predios en zonas afectadas por el conflicto armado.  

A estos problemas, que seguramente han contribuido a la usurpación o adquisición 

fraudulenta de tierras, se agrega la concesión estatal, contraria al espíritu de la ley, de 

grandes extensiones de baldíos a individuos y empresas (nacionales y transnacionales) que 

se valieron de sofisticadas fórmulas jurídicas y contactos en las altas esferas 

gubernamentales para evadir las restricciones legales. Recuérdese que este tipo de 

irregularidades fue denunciado, en 2013, por el entonces ministro de agricultura Juan Camilo 

Restrepo, y por los parlamentarios del Polo Democrático en los debates de control político 

sobre ese asunto.  

Por fortuna, hoy día es posible documentar y analizar la vulneración de los derechos de 

propiedad sobre la tierra, como también las anomalías en la adjudicación de tierras de domino 

estatal gracias a nuevas fuentes de información producidas por entidades oficiales y organismos 

de control, organizaciones no gubernamentales, instituciones académicas y medios 

periodísticos como Verdad Abierta.  

De las fuentes oficiales son particularmente importantes las bases de datos de la SNR 

(Superintendencia de Notariado y Registro) sobre las transacciones de compraventa de 

propiedades originadas en resoluciones de adjudicación de baldíos y en adjudicaciones de 

reforma agraria y sobre afectaciones a la propiedad agraria como embargos, hipotecas y remates. 



También son relevantes los informes registrales de la SNR que dan cuenta de las irregularidades 

encontradas en las oficinas de registro de instrumentos públicos en las transacciones de 

compraventa de predios provenientes de la adjudicación de baldíos en municipios gravemente 

afectados por el conflicto armado.  

La copiosa información sobre tierras de que se dispone actualmente es un valioso resultado de 

las leyes 975 de 2005 (de Justicia y Paz) y 1448 de 2011 (de Víctimas y Restitución de 

Tierras). De no ser por estas leyes, probablemente no habría salido a la luz pública una serie 

de anomalías, irregularidades e infracciones de la legislación agraria que en modo alguno son 

un producto exclusivo de la violencia y el conflicto armado contemporáneo. Por el contrario, en 

Colombia, la apropiación ilegal de tierras públicas y privadas es una práctica tan antigua como 

el origen mismo de la propiedad privada, aunque ciertamente se ha potenciado, reproducido y 

sofisticado, no solo por efecto del narcotráfico y del conflicto armado, sino también por la 

corrupción en las esferas gubernamentales, en la dirigencia política y en miembros de las élites 

económicas del país. 

Como se verá a lo largo de este texto, aquí intentaremos mostrar que, en Colombia, la 

vulneración de los derechos de propiedad sobre la tierra es un problema (cultural, ético y político) 

de larga data y quizá más grave que la informalidad en la tenencia. Su larga duración se explica 

no solo por la precariedad del aparato estatal territorial y las deficiencias del sistema de justicia, 

sino también por la incompetencia, la corrupción y la venalidad de funcionarios del nivel central y 

de los diferentes niveles territoriales; y por la tolerancia y la aceptación social de los trucos y 

ardides jurídicos utilizados de tiempo atrás para apropiarse de tierras públicas o privadas.  

Si bien es cierto que la vulneración de los derechos de propiedad en Colombia ha afectado 

principalmente a los tenedores informales de tierras que carecen de recursos económicos y 

contactos burocráticos y políticos para defender sus derechos, ninguno de los sectores que 

conforman la estructura social de la propiedad agraria en Colombia se ha librado de delitos e 

infracciones contra los derechos de propiedad. Y aun cuando es cierto que estos (y otros) 

derechos han sido gravemente vulnerados por los grupos armados ilegales, al parecer este no 

es un problema intrínseco al conflicto armado. De acuerdo con Francisco Gutiérrez, a 

diferencia de Colombia, el conflicto armado en el Per¼ produjo ñdesplazamiento masivoò, pero 

el despojo de tierras fue ñpr§cticamente desconocidoò (Guti®rrez, 2014, p§gina 47). Por el 

contrario, en Guatemala, según el informe de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico 

(1999, Guatemala, Memoria del Silencio) hubo mucho despojo de tierras a los indígenas y a los 

campesinos por parte de terratenientes y de las fuerzas militares. 

 



5.1. Viejas prácticas de apropiación de tierras   

Comencemos por recordar que la deficiente e imprecisa titulación de las tierras en Colombia 

proviene de los tiempos coloniales, cuando la medición y el amojonamiento de los terrenos 

concedidos por la Corona española a particulares, a comunidades religiosas y a pueblos de 

indios se hacía por medio de inspecciones oculares o declaraciones de los concesionarios que 

calculaban al ojo el tamaño de los predios y fijaban los linderos con base en los nombres de los 

vecinos y en mojones naturales (ríos, quebradas, árboles, piedras, picos, etc.). Como resultado 

de esa rudimentaria agrimensura, y por el costo y las dificultades técnicas de levantar el 

catastro en vastas zonas incultas y sin facilidades de acceso, los títulos coloniales eran 

imprecisos e indeterminados, defectos que fueron aprovechados por muchos propietarios para 

expandir sus dominios sobre terrenos baldíos de la nación, dando lugar a incontables lit igios y 

conflictos entre propietarios y ocupantes de tierras incultas y entre propietarios, colonos y 

pueblos de indios91.  

Sería tan grave el problema de la indefinición e imprecisión de los linderos y los títulos de la 

propiedad agraria en Colombia que, con motivo de los conflictos agrarios en los años veinte y 

treinta, el Ministerio de Industrias ordenó efectuar estudios de la tradición de dominio de las 

haciendas cuyos arrendatarios y colonos habían cuestionado la legitimidad de sus títulos. Por 

ejemplo, del estudio de los títulos de la hacienda Sumapaz (de la familia Pardo Roche), muy 

citado por los historiadores agrarios, el Ministerio concluyó que sus diferentes dueños fueron 

expandiendo los linderos originales mediante el acaparamiento de baldíos hasta abarcar en 1930 

un área superior a 200.000 hectáreas92. No sorprende, pues, que en la historia agraria colombiana 

abunden los conflictos por tierras incultas, linderos y servidumbres, y por la apropiación privada 

de fuentes de agua, entre otros. Como lo advirtió tempranamente Fals Borda:   

Mesuras y reconocimientos inexactos, las imperfectas descripciones de límites, y los títulos que 

resultan conflictivos crean una atmósfera de agitación en la gente rural, un desasosiego que con 

frecuencia ha llevado a luchas sangrientas (Fals Borda, 1957, página 51). 

Que la apropiación (indebida, ilegal e ilegítima) de tierras públicas ha sido una práctica antigua y 

bastante generalizada en Colombia, puede constatarse en el antiguo Fondo Nacional de Baldíos y 

en los archivos judiciales y notariales. También hay otro tipo de evidencias en los estudios sobre 

la historia agraria colombiana, e incluso en la literatura colombiana93.   

                                              

91   Para una síntesis de los problemas del sistema colonial español de medición y alinderamiento de las tierras véase T. Lynn 
Smith, (1967), Colombia: Social Structure and the Process of Development, University of Florida Press, Gainesville. 
92   Véase, entre otros, Marulanda, Elsy, (1991), Colonización y conflicto. Las lecciones del Sumapaz, Tercer Mundo/Universidad 

Nacional de Colombia, Bogotá, páginas 45-46; y Londoño, Rocío, Juan de la Cruz Varela. Sociedad y política en la región de Sumapaz 
(1902-1984), (2011), páginas 63-65. 

 
93   Sobre las prácticas ilegales o irregulares de apropiación de tierras públicas y ampliación de linderos a finales del siglo 

XIX y en el primer tercio del siglo XX, véase Legrand, Catherine, (1988) Colonización y protesta campesina en Colombia 1850-



A continuación se enuncian viejas prácticas que han vulnerado el dominio del Estado sobre las 

tierras públicas y los derechos de propiedad de los ciudadanos.  

¶ Ocultamiento y cerramiento de tierras 

Durante las inspecciones oculares de terrenos solicitados en adjudicación, grandes 

peticionarios solían esconder tierras de las que se habían apropiado, ocultamiento que era 

posible por el rudimentario método para fijar los linderos de los terrenos y por la 

complicidad entre el solicitante y el agrimensor. Esta práctica es señalada por un 

comisionado del gobierno, citado por Legrand, que en 1888 puso de presente las 

dificultades para conseguir agrimensores calificados y la costumbre de los peticionarios de 

entregar ñun plano cualquieraò para cumplir la formalidad exigida para la adjudicaci·n de un 

baldío:  

Merece fijar la atención el hecho de que en los pocos planos de adjudicaciones que ha 

habido ocasión de rectificar, han resultado en los terrenos cabidas que difieren de una 

manera enorme por exceso respecto de la que debían tener y en ningún caso se ha 

demostrado que haya defecto. Citaré los dos ejemplos siguientes: en 1849 se hizo la 

adjudicación de un lote que debía tener 7.680 hectáreas y que rectificado últimamente dio 

un excedente de 13.459 hectáreas; más tarde en 1878 se hicieron unas adjudicaciones 

respecto de las cuales los planos presentados declaraban una medida de 2.396 hectáreas 

y la rectificación puso de manifiesto un error, también por exceso en la medida del terreno, 

que alcanzaba a 2.964 hectáreas (Legrand, 1988, página 81). 

¶ Privatización de los playones, las ciénagas, las fuentes de agua y servidumbres de 

usos comunal  

Sobre la apropiación ilegal de estos bienes públicos y comunales informa Víctor Daniel 

Bonilla en su estudio pionero de los conflictos de tierras en la Costa Atlántica y del 

programa del INCORA denominado Atlántico 3 (Bonilla, 1967a, página 28). De ese valioso 

estudio, cabe mencionar, a manera de ejemplo, un pleito entre hacendados y colonos en 

torno a las tierras aledañas a un terraplén de 70 kilómetros construido por el gobierno del 

general Rojas Pinilla en 1955 y 1956 con el fin de controlar las inundaciones que 

anualmente afectaban ña los habitantes de Manat², Candelaria, Campo de la Cruz y dem§s 

municipios sudorientales del departamento del Atl§nticoò. Sobre las parad·jicas 

consecuencias de esa obra y los conflictos por las tierras aledañas al terraplén, Bonilla 

señala:  

Los terratenientes comenzaron a correr sus cercas a medida que el nivel de aguas descendía, 

arguyendo ya fuera la posesión de estos nuevos terrenos por accesión, la búsqueda de agua para 

                                                                                                                                                                  

1950; Arango, Mariano, (1977), Propiedad territorial, producción de café y acumulación de capital, 1830-1930, Centro de 
Investigaciones Económicas, CIE, Universidad de Antioquia, Medellín; Fajardo, Darío, (1986),  Haciendas, campesinos y 
políticas agrarias en Colombia, CID/Universidad Nacional de Colombia; entre otros. 



sus ganados, o los derechos que decían poseer sobre las ciénagas en los que basaban el tributo 

queéhac²an pagar a algunos pescadores de la regi·n.  

Pero en el plano popular la reacción fue inversa, por cuanto que con la desaparición de la pesca, 

la mayoría de los habitantes veían disminuir sus ya infrahumanos niveles de vida. Este fenómeno 

forjó la inmediata oposición de los pobladores de Repelón, Villa Rosa, Rotinet y Agua de Pablo, 

villorrios que rodeaban las difuntas ciénagas occidentales, fuentes exclusivas de la economía 

regional. En cambio en las regiones de Manatí, Candelaria y Campo de la Cruz la reacción popular 

no fue unánime, por cuanto la retirada de las aguas no solo había despertado la ambición de los 

hacendados deseosos de agrandar sus propiedades, sino que había hecho nacer entre los pocos 

agricultores de profesión y algunos pescadores que habían efectuado una rápida conversión hacia el 

colonato, la ambición de asegurarse parcelas en los fértiles playones que, habían oído decir, 

pertenecían a la Nación. Así comenzó a gestarse el choque de intereses que habría de convertir a la 

región en un campo de batalla social (Bonilla, 1967a, página 28). 

¶ Títulos mineros 

La solicitud de títulos mineros ha sido otro antiguo mecanismo de acaparamiento de tierras 

públicas. Según Legrand, la Ley 75 de 1887 concedía entre 500 y 1.000 hectáreas de 

bald²os a los solicitantes de t²tulos mineros, as² que ñen grandes zonas del Choc·, del 

nordeste de Antioquia y en las regiones montañosas de Huila, Caldas y Valle, los 

empresarios se valieron de estas disposiciones para reivindicar minas a menudo 

imaginarias y asegurar as² el control de los bald²os y bosquesò (Legrand, 1988, página 83).  

 

¶ Falsa tradición  

La ñfalsa tradici·nò es una figura jur²dica referida a la venta de bald²os no adjudicados 

legalmente a través de la figura de derechos de posesión. Pese a ser una práctica 

prohibida por la ley, la transferencia de derechos de posesión sobre tierras baldías ha 

sido muy usual en las zonas de colonización y entre el campesinado, explicable en gran 

parte por la informalidad en la tenencia de la tierra. En contextos de violencia, esta 

práctica facilita el despojo o la apropiación coactiva de tierras.  

La legalización de apropiaciones ilegales, o de tierras usurpadas (sean estas de dominio público o 

privado), tradicionalmente se ha hecho por medio de escrituras de compraventa, juicios de 

clarificación y deslinde de propiedades, desenglobe de terrenos poseídos en común, 

parcelaciones y testamentos o sucesiones testamentarias (Legrand, 1988, página 87). 

A juzgar por los informes registrales de la Superintendencia de Notariado y Registro, a las figuras 

jurídicas anteriores hay que sumar otras formas de apropiación o adquisición irregular de tierras, 

como escrituras ficticias, embargos, hipotecas, doble titulación, englobe de terrenos que superan 

una UAF, revocatoria de resoluciones de adjudicación de baldíos, testaferrato, etcétera. 



5.2. Fragilidad de los derechos de propiedad   

De las leyes de adjudicación de baldíos a personas naturales y jurídicas, a las cuales hicimos 

referencia en los capítulos anteriores, conviene recordar algunas normas que protegen los 

derechos de propiedad tanto del Estado como de los particulares y que suelen incumplirse no 

solo por los ciudadanos sino por los funcionarios responsables de certificar la legalidad de los 

derechos de propiedad y de las transferencias y afectaciones de estos derechos (notarios y 

registradores de instrumentos públicos).   

Empecemos por la función social de la propiedad, consagrada por la Ley 200 de 1936 y que se ha 

mantenido vigente en la legislación agraria colombiana. Su incumplimiento por no explotación del 

predio en la cuantía y el tiempo establecido por la ley (10 años) debía dar lugar a un proceso de 

extinción del dominio privado sobre el respectivo predio, pero esta norma nunca fue aplicada, así 

que muchos latifundios permanecieron ociosos. 

Recuérdese asimismo que la Ley 200 concedía el derecho de propiedad a campesinos que en los 

cinco años anteriores a su expedición hubiesen ocupado de buena fe tierras inculturas de 

propiedad privada. Sin embargo, la justicia agraria, establecida por la misma ley, no operó 

oportunamente, de manera que muchos campesinos no fueron amparados en sus derechos de 

posesión, ni obtuvieron títulos sobre sus parcelas, e incluso un número indeterminado fueron 

lanzados de sus parcelas por los terratenientes94.  

A todo lo anterior se suma ñla sesgada interpretaci·n de la Ley 200 de 1936 por los jueces civiles, 

[que] fortaleció el criterio de la posesión inscrita en el registro civil de la propiedad, característica 

del Derecho Civil, en vez del principio de la posesión agraria, material, esto es la explotación 

económica del suelo por medio de hechos positivos propios de dueño, que hace presumir la 

propiedad frente al Estadoò (Ramos, 2003, p§gina 6). 

La prevalencia que en Colombia ha tenido la posesión inscrita (el título de propiedad o la escritura 

pública) sobre la posesión material (explotación económica) fue advertida en los años veinte por 

Alejandro López en su conocida metáfora de la lucha del papel sellado contra el hacha.  

Aunque en Colombia la expropiación por razones de utilidad pública es compensada con una 

indemnización monetaria, ha sido muy poco utilizada en la práctica debido a los complicados 

requisitos y procedimientos para llevarla a cabo exitosamente y por la resistencia de la dirigencia 

política y gremial del país a poner en práctica una importante herramienta jurídica y administrativa 

para la redistribución de la tierra. Veamos los argumentos de Peña, Parada y Zuleta (2014) al 

respecto:  

                                              

94   Sobre el lanzamiento de arrendatarios y aparceros, como reacción a la Ley 200, no hay mayores evidencias empíricas. Pero la 
oposición de los terratenientes a la ley permite suponer que una de las medidas preventivas de estos fue la cancelación de los 
contratos con aparceros y arrendatarios. Sin embargo, hay que tomar con cierta cautela la hipótesis de una expulsión generalizada 
de los arrendatarios y aparceros de las haciendas, habida cuenta de que conseguir trabajadores para remplazarlos en modo 
alguno era fácil.  
 



En cuanto al poder de expropiación de la tierra por parte del Estado, vía administrativa con fines de 

utilidad común ðherramienta básica para cualquier programa de reforma agrariað la Constitución fue 

bastante tímida y consagró un procedimiento bastante engorroso en el que las tres ramas del poder 

público debían estar presentes para que dicha expropiación pudiera darse; en este caso el Constituyente 

deja en inferiores condiciones al Estado frente a los grandes propietarios de la tierra. Este poder se 

debilita aún más mediante el acto legislativo n.° 1 de 1999 que prácticamente cerró la posibilidad de hacer 

una expropiación a bienes incultos por parte de la administración (Peña, Parada y Zuleta, 2014, páginas 

131-132). 

En la vulnerabilidad de los derechos de propiedad del Estado y de los particulares ha incidido la 

no implementación, por parte del INCORA (hoy INCODER), del artículo 12 de la Ley 160 de 1994, 

que ordena ñ(é) clarificar la situaci·n de las tierras desde el punto de vista de su propiedad, con 

el objeto de identificar las que pertenecen al Estado y facilitar el saneamiento de la propiedad 

privada (é)ò; ñdelimitar las tierras de propiedad de la Naci·n, de las de los particularesò; y si es 

del caso, ñefectuar procedimientos de deslinde de las tierras de resguardo y las pertenecientes a 

las comunidades negraséò.  

Veinte años después de expedida la Ley 160 de 1994, que con algunas modificaciones sigue 

vigente, el INCODER no cuenta siquiera con un inventario de las tierras baldías del Estado. El 

único dato que encontramos al respecto es el del Atlas de distribución de la propiedad rural, según el 

cual, en 2009 se identificaron bienes fiscales rurales por cerca de 18 millones de hectáreas, de 

los cuales aproximadamente 12 millones serían terrenos baldíos. Al preguntarle a funcionarios del 

INCODER, encargados del Sistema de Información de Desarrollo Rural, cuántas hectáreas de 

baldíos son de dominio estatal y en dónde están ubicadas, respondieron que no se sabía a 

ciencia cierta, puesto que por razones presupuestales, el instituto no había podido hacer el 

inventario de baldíos ordenado por la ley. Y, al parecer, por la misma razón, tampoco ha sido 

organizado el archivo del INCORA, que es una fuente documental clave para documentar la 

historia agraria colombiana de la segunda mitad del siglo XX.  

Con relación a la asignación de los derechos de propiedad en Colombia, Francisco Gutiérrez 

observa patrones de comportamiento que contribuyen a explicar la asimétrica distribución de la 

propiedad agraria y facilitan las apropiaciones fraudulentas y el despojo. 1) La falta de capacidad 

de regulación del Estado en las regiones de colonización y su presunta actuación a través de 

redes clientelistas que compiten por la asignaci·n de recursos e intercambian votos por ñfavoresò; 

2) ñla baja capacidad del Estado de Ëmirar la tierraË, debido al escaso desarrollo de las agencias 

encargadas de ñobservar la tierra y controlar el territorio (catastro, impuestos, etc.)ò; 3) La 

injerencia de la pol²tica competitiva y de las redes clientelistas en la ñespecificaci·n de los 

derechos de propiedadò, acerca de lo cual Guti®rrez subraya el hecho de que ñel principal agente 

en la determinaci·n formal de dichos derechos, el notario, es un tenedor privado de la fe p¼blicaò, 

que por lo general es nombrado ñcomo un favor y/o reconocimiento pol²ticoò, problema que 



ciertamente requiere una discusión de fondo y no meramente instrumental (Gutiérrez, 2014, 

página 50). 

Hay que tener en cuenta, por otra parte, las hipótesis de Daniel Pécaut sobre la fragilidad del 

Estado de derecho en Colombia, seg¼n la cual, ñentre la norma jur²dica y el comportamiento 

efectivo [de los colombianos] operan las reglas del juego que son el resultado de múltiples 

transacciones formales e implícitas, legales e ilegales, que en algunos casos adquieren validez 

jurídica y en otros no, pero de todos modos se imponen a los actoresò (P®caut, 2003, p§gina 97).  

ñSeg¼n Berry, la justicia en Colombia, en cuanto a cuestiones de tierra rural, ha sido muy poca, no 

solamente en términos absolutos sino también en relación con la gran mayoría de otros países. El 

Estado no ha sido capaz de prevenir una cantidad enorme de iniquidades e incluso, en muchas 

ocasiones, ha facilitado tales desafuerosò (Berry, 2014, p§ginas 8-9).  

 

5.3. Las tierras de narcotraficantes   

Por el peso que se le atribuye a la adquisición de tierras por los narcotraficantes colombianos en 

la concentración de la propiedad agraria y en el conflicto armado interno, es importante formular 

algunos planteamientos. Comencemos por decir que no encontramos estudios sistemáticos y bien 

documentados sobre las propiedades rurales compradas por narcotraficantes colombianos, con 

excepción de algunos estudios regionales sobre el conflicto armado que dan cuenta de este 

asunto95.  

En 1995 Alejandro Reyes hizo uno de los primeros estimativos sobre tierras adquiridas por 

los narcotraficantes en Colombia, bas§ndose en ñuna encuesta a expertos en el mercado de 

tierras en todo el país para el periodo 1980-1993ò. Si bien es cierto que los resultados de 

una encuesta de estas características son muy tentativos, los datos de Reyes han sido un 

punto de referencia fundamental para las hipótesis sobre la concentración de la propiedad 

de la tierra en los últimos 20 o 30 años.  

Según la encuesta hecha por Reyes, entre 1980 y 1993 los narcotraficantes colombianos habían 

comprado tierras en 409 municipios del pa²s (42 por ciento del total); y seg¼n ñobservadores 

localesò consultados por ®l, ñlos narcotraficantes hab²an comprado las mejores tierrasò y las 

utilizaban en su mayor parte para ganadería extensiva. Los departamentos con mayor proporción 

de municipios con compras de tierras por narcotraficantes eran: Valle (85,7 por ciento), Córdoba 

(84,0 por ciento), Risaralda (71,4 por ciento), Antioquia (70,9 por ciento), Magdalena (66,6 por 

ciento), La Guajira (66,6 por ciento) y Bolívar (51,4 por ciento) (Reyes, 2009, páginas 74-75). 

En la edición del 26 de agosto de 1996 la Revista Semana publicó un informe especial titulado 

ñLos otros due¶os del pa²s. Los narcotraficantes se apropian de la tercera parte de Colombia y se 

                                              

95   Véase, por ejemplo, Centro Nacional de Memoria Histórica, CNMH, (2014), άtŀǘǊƻƴŜǎέ ȅ ŎŀƳǇŜǎƛƴƻǎΥ ¢ƛŜǊǊŀΣ ǇƻŘŜǊ ȅ ǾƛƻƭŜƴŎƛŀ Ŝƴ Ŝƭ 
Valle del Cauca (1960-2012). 



consolidan como una nueva clase dirigenteò. Adem§s de destacar que en 1987 la revista Forbes 

incluyera entre los hombres más ricos del mundo a dos narcotraficantes colombianos (Pablo 

Escobar y Jorge Luis Ochoa), y solo muchos años después incluyó a los multimillonarios legales 

(Sarmiento Angulo, Ardila Lule y Santodomingo), el informe está dedicado a calcular las fortunas 

de los principales capos del narcotráfico en Colombia y a mostrar en qué las estaban invirtiendo.  

Mencionan los estimativos de Francisco Thoumi (66.000 millones de dólares acumulados 

entre 1980 y 1990) y los del entonces codirector del Banco de la República Salomón 

Kalmanovitz, el cual sostenía que los narcotraficantes colombianos habrían acumulado un 

patrimonio equivalente al ñ30 por ciento de la riqueza que poseen todos los colombianos 

dentro y fuera del pa²s, acumulada en m§s 100 a¶os de historia contempor§neaò. Aun cuando 

algunos expertos consideraron exagerado el estimativo de Kalmanovitz, es indicativo de la 

percepción que comenzaban a tener la prensa colombiana y los economistas del enorme 

poder económico que habían adquirido los empresarios del narcotráfico.  

Sobre la compra de tierras, además de los datos de Alejandro Reyes, el informe de Semana 

registra las estimaciones de la SAC (Sociedad de Agricultores de Colombia), según las cuales en 

manos de estos hab²a cerca de 4 millones de hect§reas, ñcifra que [consideran] preocupante 

teniendo en cuenta que el n¼mero de hect§reas cultivadas en Colombia es de 4.222.000ò; y que 

seg¼n Reyes les permit²a a los narcos ñconcentrar las pautas de inversi·n ruralò y el suministro de 

alimentos.  

Por su parte, el presidente de la SAC, Juan Manuel Ospina, afirmó que los narcotraficantes 

hab²an comprado ñlas tierras civilizadasò y que su incursi·n en el campo ñno solo ha incidido 

marcadamente en el precio de la tierra, sino que además ha intensificado viejos problemas del 

agro colombiano como la improductividad, los conflictos por la propiedad y la violenciaò (Semana, 

1996, agosto, ñLos otros due¶os del pa²s. Los narcotraficantes se apropian de la tercera parte de 

Colombia y se consolidan como una nueva clase dirigenteò). 

Concluyamos este breve recuento sobre la compra de tierras y el poder económico de los 

narcotraficantes con la rese¶a de un ñcable diplom§tico de la Embajada de Estados Unidos 

en Bogotá [enviado a Washington] a comienzos de 2007, publicada en El Espectador cuatro 

años después, con motivo de la expedición de la Ley 1448 (de Víctimas y Restitución de 

Tierras). El titular de El Espectador habla por s² mismo: ñWikileaks: 10 por ciento de las 

tierras en Colombia son de narcos o ËparasËò (2011, abril). En realidad, el ñcable diplom§ticoò 

es un informe sobre los problemas y conflictos relacionados con la propiedad de la tierra en 

Colombia, que tiene como contexto la discusión del proyecto de ley de desarrollo rural (de la 

segunda administración de Uribe Vélez), y como fundamento empírico un diagnóstico del 

Banco Mundial sobre la tierra en Colombia, informaciones y opiniones de funcionarios del 

INCODER y algunos escritos de expertos en el conflicto armado y la cuestión agraria.  



De este reporte diplomático son particularmente interesantes los problemas que explicarían la 

ñvisi·n pesimistaò de la Embajada Norteamericana sobre la situaci·n del campo colombiano en 

2007.  

De acuerdo con el resumen periodístico, el reporte expresa dudas acerca del proyecto de ley 

de desarrollo rural que se estaba discutiendo en el Congreso, dado que las organizaciones 

de derechos humanos hab²an manifestado que ese proyecto podr²a terminar ñlegalizando las 

tierras producto del despojo del paramilitarismo o de otros grupos armados ilegalesò. Es m§s, 

con base en ñestudios especializadosò, se dice que ñlos grupos de autodefensa y el 

narcotráfico podían controlar hasta el 10 por ciento de la tierra en Colombiaò. Respecto de la 

propiedad de la tierra, se hace referencia a un diagnóstico del Banco Mundial que ya 

mencionamos y seg¼n el cual ñel 4 o 5 por ciento del §rea total de la propiedad rural en 

Colombia, es decir, cerca de 4,5 millones de hectáreas [estar²a] en manos ilegalesò96. A estos 

cálculos, el informe agrega observaciones como la siguiente:  

[En la Costa Atlántica han crecido] las compras de predios en zonas rurales por parte del 

paramilitarismo, a tal punto que en el computador confiscado al jefe paramilitar Jorge 40 se había 

encontrado información sobre compra de tierras entre los 2,5 y los 5 millones de hectáreas. Un caso 

parecido de adquisición de tierra por vía ilegal había quedado en evidencia en la Costa Pacífica, donde 

los paramilitares estaban desplazando a las comunidades afrocolombianas con el propósito de desarrollar 

plantaciones de palma africana (El Espectador, 2011, abril, ñWikileaks: 10 por ciento de las tierras en 

Colombia son de narcos o ËparasËò).  

El pesimismo de la Embajada Norteamericana se expresa también en sus comentarios sobre el 

fracaso de la reforma agraria en Colombia y el desempeño del antiguo INCORA, hoy INCODER: 

ñélos proyectos no eran escogidos con an§lisis t®cnicos y econ·micos, tampoco hab²an 

implementado un proceso efectivo para desarrollar proyectos de restitución de tierras y, en la 

práctica, habían cambiado los valores reales de la tierra porque los propietarios podían pedir lo 

que quisieranò (El Espectador, 2011, abril, ñWikileaks: 10 por ciento de las tierras en Colombia son 

de narcos o ËparasËò). 

En resumen, las distintas estimaciones sobre las tierras adquiridas por los narcotraficantes son 

muy tentativas y deben tomarse con cautela. Antes que datos ciertos, las cifras antes 

mencionadas ilustran la preocupación, y la percepción, que a comienzos de los años noventa 

comenzarían a expresar los medios de comunicación y algunos analistas por el poder económico 

y político que habían adquirido los narcotraficantes. 

                                              

96   Cabe decir que estas cifras no se ajustan a los datos sobre la propiedad rural registrada en el catastro en 2009. Según el Atlas 
de la distribución de la propiedad rural 2000-2009 de IGAC y otros, la propiedad privada rural sumaba un poco más de 38 millones de 

hectáreas, es decir que el 5 por ciento era un poco más de 1.900.000 hectáreas. Y si a la propiedad privada se agrega la 
propiedad colectiva indígena y afro, tendríamos cerca de 75 millones de hectáreas, de las cuales el 5 por ciento equivale a 
3.750.000 hectáreas. 



5.4. Anomalías en el registro de los predios rurales   

Con base en una dispendiosa revisi·n de la ñsituaci·n registral de predios ruralesò de municipios 

afectados por el desplazamiento forzado y el abandono y despojo de tierras, los equipos de la 

Unidad de Tierras de la SNR (Superintendencia de Notariado y Registro) elaboraron unos 

informes que documentan una serie de anomalías o irregularidades de las cuales informa 

escuetamente un resumen oficial que citamos literalmente por su carácter técnico97.   

Hallazgos generales  

¶ Resoluciones de adjudicación registradas en fotocopia simple98.  

¶ Actos administrativos de adjudicación registrados sin los requisitos legales: sin debida 

notificación, ejecutoria, sin firma de quien la expide, con enmendaduras.  

¶ Folios de matrícula inmobiliaria en donde no se inscribe la limitación a la que queda sujeto 

el beneficiario de la adjudicación (hipoteca y fraccionamiento).   

¶ Folios con inscripción de englobes de predios provenientes de adjudicación de baldíos 

superando el límite de la UAF, definida para la zona por la resolución 041 de 1996, 

transgrediendo el artículo 72 de la Ley 160 de 1994.  

¶ Folios en donde un solo titular adquiere la propiedad de varios predios, provenientes de la 

adjudicaci·n de bald²os y que superan la UAF (é).  

¶ Folios con inscripción de resoluciones de adjudicación de baldíos que sobrepasan la UAF 

(é).  

¶ Venta fraccionada de predios adjudicados como baldíos (en vigencia de la Ley 160 de 

1994) sin autorización de INCORA/INCODER.  

 

Hallazgos sobre predios del FNA (Fondo Nacional Agrario)  

¶ Registro de resoluciones de adjudicación en UAF, en fotocopia simple.  

¶ Registro de actos administrativos sin el lleno de los requisitos de ley: falta de notificación, 

de ejecutoria, con enmendaduras y sin firma de quien la profiere.  

¶ No se inscribe en los folios la prohibición de enajenar dentro del régimen de propiedad 

parcelario.  

¶ Ventas de UAF sin autorización de INCORA/INCODER, estando dentro del régimen de 

propiedad parcelario.  

                                              

97   Las listas de los ñhallazgosò de la SNR y el Ministerio de Justicia aparece en un Power Point sin fecha, titulado ñNormatividad 
agraria y registroò. 
https://www.supernotariado.gov.co/portalsnr/images/archivosupernotariado/capacitacion2014/normatividad%20agraria%20-
%20registro.pdf  
 
98   De acuerdo con el Parágrafo 1 del artículo 14 del Estatuto de Registro de Instrumentos Públicos: "Para radicar físicamente 
cualquier instrumento público que debe inscribirse en el registro, el interesado deberá aportar otro ejemplar original o una copia 
especial y auténtica expedido por el Despacho de origen, destinado al archivo de la Oficina de Registro, sin el cual no podrá 
recibirse para su radicación". Esta disposición busca evitar el registro de documentos falsos o con alteraciones.  
 



¶ Compraventa de predios adjudicados como provenientes del FNA, en donde no se da la 

primera opción de compra a INCORA/INCODER.  

¶ Ventas sin autorización expresa de INCORA/INCODER, sin protocolizar el silencio 

administrativo.  

¶ Ventas acogiendo lo dispuesto en la Ley 1152 de 2007.  

¶ Adjudicaciones de UAF inscritas bajo el código registral equivocado.  

¶ Falta de claridad en las autorizaciones para la venta dadas por INCORA/INCODER.  

¶ Autorizaciones de venta de INCORA/INCODER sin el lleno de los requisitos legales  

Nótese que en ambas listas hay irregularidades comunes a partir de las cuales pondrían en tela 

de juicio la probidad e idoneidad de los funcionarios responsables de certificar la adjudicación de 

baldíos y las transacciones de predios rurales, así como de verificar que estas cumplan todos los 

requisitos legales, a saber: funcionarios del antiguo INCORA y del INCODER, notarios y 

registradores de instrumentos públicos. 

Las listas anteriores son un resumen esquemático de las anomalías e irregularidades encontradas por 

los equipos de la SNR en la indagación que efectuaron en varios círculos notariales del país99. La 

Tabla 48, que resume los resultados cuantitativos de los informes registrales consultados para este 

trabajo100, muestra que de los círculos notariales indagados, los que presentan un mayor porcentaje de 

predios con anomalías e irregularidades, son: San Vicente del Caguán (58,3 por ciento), Turbo (48,3 

por ciento) y Marinilla (44,7 por ciento).  

Tabla 48. Irregularidades encontradas por la Superintendencia de Notariado y Registro en círculos notariales 

de municipios afectados por violencia y conflicto armado (2011-2014) 

Círculos 
notariales 

No. de predios 
con 

irregularidades 

registrales 

Universo de 
folios de 
matrícula 

analizados 

% de predios en 
situación registral 

tipificada respecto del 
universo de folios 

revisados 

Área de los 
predios con 

irregularidades 

registrales (has) 

Florencia1 236 670 35,2 60.672 

                                              

99   De los informes registrales de la Superintendencia Delegada para la Protección, Restitución y Formalización de Tierras de la SNR, 
tuvimos acceso a los siguientes: 1) Informe ejecutivo de la situación registral de predios rurales en los Montes de María, (2011a); 2) Informe 
ejecutivo situación registral de predios rurales en los municipios de Apartadó, Arboletes, Necoclí, San Pedro de Urabá, San Juan de Urabá y Turbo- 
Región Urabá Antioqueño, (2011b); 3) Informe ejecutivo de la situación registral de predios rurales en seis municipios del oriente antioqueño, (2011c); 

4) Informe ejecutivo Situación Registral de predios rurales pertenecientes al Círculo de Valledupar, Cesar, (2012a); 5) Situación jurídica actual parque 
nacional natural Sierra Nevada de Santa Marta zona Lengüeta (propiedad, tenencia y ocupación) (Diagnóstico registral), (2012b); 6) Situación jurídico 
registral de las matrículas inmobiliarias de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Florencia - Caquetá (Diagnóstico registral), (2012c); 7) 

Situación jurídico registral de las matrículas inmobiliarias de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de San Vicente del Caguán (Diagnóstico 
registral), (2012d); 8) Situación jurídico registral de las matrículas inmobiliarias de los predios donados por la fundación por la paz de Córdoba - 
FUNPAZCORD, (Diagnóstico registral), ((2012e); 9) Situación jurídica actual del parque nacional natural Tayrona (Propiedad, tenencia y ocupación) 
(Diagnóstico registral), (2012f); 10) Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado, Equipo Nacional de 

Verificación, y SNR, Aproximaciones  a la identificación registral de presuntas tipologías de despojo de tierras y otras  irregularidades jurídicas en 
Magdalena, Círculo registral de Plato y Ciénaga (Magdalena) (2013); 11) Informe ejecutivo sobre la situación jurídico registral de los Círculos 
Registrales de las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos de Orocué, Paz de Ariporo y Yopal- Departamento del Casanare, (2014, abril). 

 
100   Con relación a los datos de la Tabla 48, aclaramos que estos se refieren a la muestra calculada aleatoriamente por cada uno 
de los equipos de investigaci·n de la SNR, que ellos denominan ñuniverso de folios analizadosò. 



La Macarena2 388 τ τ 35.136 

Marinilla3 1.221 2.730 44,7 9.415 

San Martín de 
los Llanos4 

239 1.026 23,3 217.952 

San Vicente del 
Caguán5 

466 800 58,3 235.222 

Turbo6 676 1.400 48,3 3.647 

Valledupar7 74 1.282 5,8 5.646 

Total general 3.300 7.908 41,7 567.689 

 
 

Fuente: tabla elaborada con base en los Informes Registrales realizados en los años 2011, 2012, 2013 y 2014 por la Superintendencia de Notariado y 

Registro.  

1. Florencia 

** Total de situaciones registrales anómalas o irregulares: 89 

*** Total número de círculos notariales 9 

Comprende los municipios de Florencia, Albania, Belén de los Andaguíes, Cartagena del Chairá, Curillo, San José de la Fragua, Valparaíso, El Doncello, El 

Paujil, La Montañita, Milán, Morelia, Solano, Solita 

*13 tipificaciones de situaciones registrales de predios rurales 

2. La Macarena 

*9 tipificaciones de situaciones registrales de predios rurales 

3. Marinilla 

Cocorná, Granada, Puerto Triunfo, San Carlos, San Luis, San Rafael, Marinilla, Peñol, Carmen de Viboral, Guatapé, Santuario 

*10 tipificaciones de situaciones registrales de predios rurales 

4. San Martín de los Llanos (Círculos notariales, I, II y III) 

*10 tipificaciones de situaciones registrales de predios rurales 

5. San Vicente del Caguán y Puerto Rico 

*25 tipificaciones de situaciones registrales de predios rurales 

6. Turbo 

Apartadó, Arboletes, Necoclí, San Pedro de Urabá, San Juan de Urabá y Turbo 

*13 tipificaciones de situaciones registrales de predios rurales 

7. Valledupar 

Becerril, Bosconia, Codazzi, El Copey, La Paz, Manaure, Pueblo Bello, San Diego, Valledupar 

*7 tipificaciones de situaciones registrales de predios rurales 

 
Aunque muchas de las irregularidades encontradas por la SNR en el registro de predios rurales 

en municipios afectados por el desplazamiento forzado son comunes a todos los indagados, 

algunos casos examinados en detalle ilustran modalidades de apropiación ilegal de tierras y de 

despojo o usurpación bajo la apariencia de transacciones legales. 

5.4.1. Valledupar  

El informe registral de los círculos notariales de Valledupar registra las siguientes anomalías o 

irregularidades:   

¶ Presunta falsedad en escritura pública y en certificado otorgado por una notaría de Bogotá. 

¶ Presunta falsedad en sentencias judiciales de pertenencia. 

¶ Venta sin cancelación de la medida de protección individual. 

¶ Falsificación de sentencias para obtener títulos de propiedad espurios. 



Resumamos textualmente un caso de ñpresunto constre¶imiento en la adquisici·n de obligaciones 

y posterior remate del predioò, que ilustra el despojo, o la venta forzada, de predios adjudicados 

como baldíos y parcelas de reforma agraria por parte de un individuo acusado del delito de 

ñlavado de activosò. Este caso tambi®n pone en evidencia problemas encontrados en los procesos 

de restituci·n de tierras como el denominado ñsegundos ocupantesò o reclamantes.   

(é) 33 de las 58 parcelas segregadas del predio El Toco que suman un §rea de 921,5669 hect§reas, 

tuvieron inscrito embargo ejecutivo del Juzgado Primero Civil del Circuito de Valledupar, desde el mes de 

marzo de 2004, siendo el único acreedor el señor Rodríguez Fuentes Hugues, quien se encuentra 

vinculado al delito de lavado de activos [énfasis agregado] y por ello se encuentra suspendida la 

disposición del derecho de dominio de los predios indicados en el cuadro anterior de propiedad de la 

sociedad Rodríguez Fuentes Ltda. de la cual hace parte. Con base en el hecho anterior, el INCODER 

instauró en el año 2000 denuncia penal en contra del señor Rodríguez Fuentes por el delito de 

desplazamiento forzado de los parceleros del predio El Toco. Como producto de la investigación de la 

Fiscal²a, los embargos fueron cancelados en el a¶o 2006 (é) (Superintendencia Delegada para la 

Protección, Restitución y Formalización de Tierras, SNR, 2012a). 

Del origen de los predios indagados y que han sido solicitados en restitución, el informe aporta 

estos datos:  

El 77 por ciento (é) provienen de propiedades adquiridas en el marco de programas de reforma 

agraria. El 23 por ciento restante corresponden a propiedades obtenidas a través de adjudicaciones por 

prescripción y compraventas entre particulares. Dentro de los predios cuya propiedad proviene de 

programas de reforma agraria, se encuentra una paridad entre las adjudicaciones de terrenos baldíos (96 

predios) y las adjudicaciones de unidades agrícolas familiares (97 predios); de la adjudicaciones en 

común y proindiviso, solo cuatro predios han sido solicitados en restitución: dos en el Municipio de 

Valledupar, uno en El Copey y otro en Becerril (Superintendencia Delegada para la Protección, 

Restitución y Formalización de Tierras, SNR, 2012a). 

Sobre los reclamantes de predios que solicitan en restituci·n, el informe aporta estos datos: ñéel 

40 por ciento lo hace en calidad de propietario o propietaria del inmueble; le siguen aquellos 

reclamantes que no han tenido ninguna vinculación jurídica con el predio, con un porcentaje del 

29 por ciento, en calidad de poseedores, tenedores o familiares de los titulares; es de anotar, que 

también es significativo el número de anteriores propietarios que hoy solicitan la restitución, luego 

de haber vendido, n¼mero que asciende a 35 reclamantes que equivalen al 14 por cientoò.  

Este tipo de situaciones se ha presentado en procesos de restitución de tierras en lugares como 

Ovejas-Sucre y ha dado lugar a conflictos entre los titulares del predio (baldío o de reforma 

agraria) y los denominados ñsegundos ocupantesò, los cuales obtuvieron los predios mediante la 

compra de mejoras u otros mecanismos informales y han sido calificados como ocupantes o 

compradores de buena fe. 



5.4.2. Casanare 

En el informe registral de este círculo notarial se destaca la siguiente "anomalía":  

[Se hizo] un cruce de los nombres y cédulas de los adjudicatarios o beneficiarios de las adjudicaciones 

de los baldíos realizadas en el marco del convenio No. 070 de 2004, de aproximadamente 341 nombres 

de beneficiarios, con el fin de verificar si cumplían o no con uno de los requisitos establecidos por la Ley 

para ser sujeto de reforma agraria (é). Como resultado de esa indagaci·n, se encontraron 74 casos que 

no cumplían requisitos y 58 casos de acumulación de UAF [énfasis agregado]. (Superintendencia de 

Notariado y Registro 2014, abril) 

5.4.3. Magdalena 

Quienes realizaron la investigación sobre el departamento del Magdalena (Comisión de 

Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado, Equipo Nacional de Verificación 

y Superintendencia de Notariado y registro Delegada para la Protección, Restitución y 

Formalización de Tierras, 2013) revisaron los registros de los predios rurales de siete municipios 

de los Círculos Registrales de El Plato y Ciénaga. Con base en esa revisión advierten que hay 

notorias diferencias ñen los patrones de presunci·n de despojo de tierrasò en los c²rculos 

registrales y ponen en evidencia la ñinjerencia de estamentos del Estado, tanto judiciales como 

administrativosò en algunas de las modalidades de despojo.  

(é) en el departamento de Magdalena se configur· la combinaci·n de formas sospechosas asociadas 

a las anteriormente citadas tales como: 1) compraventas efectuadas a través de poder (sic) que tendrían 

presuntas irregularidades con indicios de falsedad; 2) compraventas inscritas en el registro de 

instrumentos públicos, en las que el valor o precio estipulado fue inferior al del avalúo consignado en la 

escritura pública; 3) compraventas inscritas en el registro en donde se configuró lesión enorme; 4) 

aumentos y/o disminución significativa en el valor del predio, respecto a la compraventa anterior; 5) 

escrituras públicas de compraventas con indicios de falsedad y compraventas de derechos de propiedad 

a partir de la adquisici·n de hipotecas por deudas (é).  

Los modos de operar consistieron en la aplicación de figuras jurídicas tales como la revocatoria y 

caducidad administrativa, profiriendo actos administrativos carentes de motivación y fundamentación 

legal, cuyo fin parece ser arrebatarles a los campesinos la propiedad de sus predios adquiridos de 

manera legal, utilizando maniobras revestidas de una ñaparente legalidadò101.   

                                              

101   Entre 2000 y 2004 se presentaron, en los siete municipios analizados, las siguientes situaciones en relación con predios revisados: 
revocatoria de la adjudicación (48 predios), caducidad (74 predios), caducidad y readjudicación (45 predios), revocatorias y 
readjudicación (23 predios). De acuerdo con un informe de la Misión de Observación Electoral (MOE), de 2008, citado en el diagnóstico 
registral Aproximaciones  a la identificación registral de presuntas tipologías de despojo de tierras y otras  irregularidades jurídicas en Magdalena, 
Círculo registral de Plato y Ciénaga (Magdalena) (2013), el despojo de tierras en el departamento de Magdalena estaba asociado a las 

acciones de terror de las AUC (Autodefensas Unidas de Colombia): ñsolo en 2000 llegan a superar los cien muertos civiles en conflicto 
como consecuencia de su fuerte ingreso al departamento y a las confrontaciones que inicialmente tuvieron con grupos como el de 
Hern§n Giraldoò. A partir de los a¶os 2000 y 2001 los muertos civiles en el conflicto superan porcentualmente a los nacionales. Y en 
estos mismos años, cerca de doscientos predios, localizados en estos municipios, fueron objeto de actos administrativos de revocatoria 
de adjudicaciones, declaraciones de caducidad e incluso readjudicaciones. 
 



(é) es de p¼blico conocimiento, y en la actualidad se encuentran investigaciones en curso de la 

colaboración que prestaron algunos funcionarios del INCORA con los grupos al margen de la ley, 

permitiendo que a través de actos administrativos, revestidos de una falsa legalidad, se sanearan 

situaciones de hecho producto de la violencia y del despojo, a favor de testaferros de los grupos que 

operaban en la zona, como son los casos de José Fernando Mercado Polo, exgerente Regional del 

INCORA, Solano Díaz, Jefe de Cartera del INCORA, Luz Cenit Curiel, exasesora jurídica del INCORA, 

quienes integraron el Comité de Adjudicaciones de la extinta entidad en periodos concomitantes con los de 

graves violaciones a derechos humanos y especialmente de desplazamiento forzado (El Heraldo, 2011, 

ñSe inician pesquisas contra testaferros de tierras expropiadas por óJorge 40ôò).  

Otras de las modalidades de despojo en las que han tenido fuerte injerencia los estamentos del 

Estado, tanto judiciales como administrativos, han sido los procesos judiciales de pertenencia y 

los trámites administrativos de extinción del derecho de dominio privado, ya que como 

consecuencia del desplazamiento masivo a causa de la violencia que operó en la zona, los 

legítimos poseedores, tenedores, propietarios u ocupantes se vieron obligados a abandonar los 

predios sin que este hecho fuera tomado en cuenta dentro de los procesos o trámites 

mencionados.  

Así, por ejemplo, resultan relevantes los 105 casos detectados en el estudio relacionados con 

revocatorias de adjudicación de parcelas y declaraciones de caducidad administrativa en los 

municipios de Ciénaga y Pivijay, en periodos donde es evidente la presencia de grupos al margen 

de la ley y hechos de violencia generalizada. Igualmente, como se mostrará a continuación, 

existen antecedentes que se han denominado como ñlegalización irregular de despojoò, con la 

presunta complicidad de algunos funcionarios del INCORA antiguo INCODER. 

 

5.5. Irregularidades en la adjudicación de tierras públicas 

A las adjudicaciones de baldíos mayores a una UAF efectuadas entre 1995 y 2012, hicimos 

referencia en el capítulo 3. Recordemos que, según la información del INCODER, en esos 17 

años se adjudicaron 2.796 terrenos cuya superficie excedía una UAF. Sumados esos terrenos 

equivalen al 13 por ciento del total de hectáreas adjudicadas (véase Tabla 36).  

Las irregularidades en la adjudicación de baldíos y las denuncias de acumulación indebida de UAF no 

solo fueron reconocidas por el ministro de agricultura Juan Camilo Restrepo y la dirección del 

INCODER, también fueron objeto de debates de control político en el Congreso por parte de los 

parlamentarios del Polo Democrático. 

Aparte de las denuncias del ministro Restrepo, quien en 2013 señaló la existencia de ñ1.879 

expedientes de titulación de baldíos realizados irregularmente durante el periodo 2006-2010ò, es 

decir, durante el segundo gobierno del presidente Uribe Vélez, la abogada Jennifer Mojica, 

exasesora del ministro Juan Camilo Restrepo y que desempeñó el cargo de subgerente de tierras 



del INCODER102, sostuvo que entre 2003 (año de creación del INCODER) y 2010, este instituto 

solo hab²a entablado ñ299 procesos agrarios que involucraban 77 mil hect§reas, [los cuales] no se 

hab²an resueltoò, a pesar de que tanto la Procuradur²a como algunas personas ñhab²an advertido 

que esas titulaciones eran irregularesò (Verdad Abierta, 14 de agosto de 2014).  

De la prelación que la dirección del INCODER, en cabeza de Myriam Villegas, le dio a las 

investigaciones sobre adjudicaciones irregulares, da cuenta Mojica: ñen 2013 aumentamos estos 

procesos a 488, que comprometen 151 mil hectáreas, y todos quedaron resueltos. Fueron casos 

relacionados con adjudicaciones irregulares y apropiación de lagunas, ciénagas y playasò (Verdad 

Abierta, 14 de septiembre de 2013). 

Por su parte, el Superintendente de Notariado y Registro, Jorge Enrique Vélez, en los debates de 

control político en el Congreso, hizo alarmantes afirmaciones: 

El funcionario advirtió que el 77 por ciento de los baldíos no están en manos de las personas 

originarias a las que se les tituló. Según Vélez, desde 1961 han sido titulados 517 mil predios baldíos, 336 

mil antes de la Ley 160 de 1994 y 180 mil después de esta Ley, pero entre el 65 por ciento y 80 por ciento 

de estas tierras ya fueron vendidas. Es decir, no están en manos de campesinos como se supone debería 

ser el uso de las tierras de la Naci·n (Verdad Abierta, 2013, ñLa otra cara de las tierras acaparadas por 

empresaò). 

Respecto de la acumulación de tierras, el Superintendente hizo una grave afirmación según la 

cual ñSolo el 8 por ciento est§ registrado. La Superintendencia tiene identificados 12 mil predios 

con acumulación. Este será un asunto sobre el que tendrán que actuar las Superintendencias de 

Sociedades, Financieras y de Cooperativas, y por supuesto los juecesò. Agreg· que ñhasta ahora 

ningún juez en Colombia ha sentado jurisprudencia en relación con la acumulación de tierras de 

origen baldío. Es decir, no ha habido un fallo que por ejemplo determine que una empresa o un 

particular violó la Ley y le sean revocados los títulos para que estos vuelvan a la Nación o a sus 

due¶os originarios, que se supone deben ser campesinosò (Verdad Abierta, 14 de agosto de 

2013).  

En 2012, por petición de los congresistas del Polo Democrático, la Contraloría General de la 

Naci·n llev· a cabo una ñactuaci·n especial sobre la acumulaci·n irregular de predios bald²os en 

la Altillanura Colombianaò, sobre la cual fue publicado un voluminoso informe en febrero de 

2014103. Este informe hace una evaluación crítica de la legislación agraria y la política de baldíos y 

                                              

102   Jennifer Mojica fue obligada a renunciar al cargo de subgerente de tierras del INCODER por un proceso disciplinario. Se sabe 
sin embargo que el motivo real fueron las investigaciones y denuncias de la dirección de tierras del INCODER sobre 
adjudicaciones ilegales de baldíos, acumulación de tierras, etc. Véase el artículo de la Revista Semana (2013, 1 de octubre) 
titulado ñPoderosa ex directiva del INCODER inhabilitada por 10 añosò. 
103   Contraloría General de la Nación (2014), Informe de actuación especial (Aces) -Instituto Colombiano de Desarrollo Rural INCODER- 
Actuación especial sobre la acumulación irregular de predios baldíos en la Altillanura colombiana (año 2012), publicado en febrero de 2014. 

Puede consultarse en la Web de la Contraloría. 



un an§lisis microsc·pico de 14 casos de ñpresunta acumulaci·n irregular de predios bald²os en la 

altillanura orientalò104, con base en los cuales los investigadores encontraron tres ñhallazgosò:   

Hallazgo No. 1. Incumplimiento de los artículos 1, 12 y 72 de la Ley 160 de 1994105 por parte del 

INCODER. Presunta connotación fiscal en cuantía de $150.378,92 millones, así mismo se realizará el 

traslado respectivo por las presuntas connotaciones Penal y Disciplinaria. 

Hallazgo No. 2. Acumulación de terrenos baldíos por parte de particulares a partir de actualizaciones 

de área sin el lleno de requisitos. Hallazgo dirigido a la Superintendencia de Notariado y Registro. 

Hallazgo No. 3. Deficiente gestión jurídica del INCODER en la recuperación de terrenos baldíos 

acumulados irregularmente por particulares (Contraloría General de la Nación, 2014, páginas 6-7)106.  

En lo tocante a la administración de los baldíos, el informe señala omisiones e irregularidades de 

funcionarios (del antiguo INCORA y del INCODER), entre las que se cuentan: 1) No se constata 

la información del solicitante sobre requisitos que debe cumplir para obtener la adjudicación de un 

baldío; 2) Las inspecciones oculares se hacen más para cumplir un requisito que para comprobar 

la ocupación y explotación del terreno durante los últimos 5 años anteriores a la solicitud de 

adjudicaci·n; 3) ñéasignaci·n de bald²os por excepci·n como regla generalò [®nfasis agregado], 

irregularidad que se constata en las adjudicaciones de pequeños lotes en núcleos urbanos y en 

zonas rurales para vivienda y otros usos. Acerca de estas se dice que son una vía para permitir 

varias adjudicaciones a un mismo solicitante cuya principal actividad no es agropecuaria 

(Contraloría General de la Nación, 2014, páginas 72-73). 

El informe también examina la información de la Superintendencia de Notariado y Registro sobre 

la compraventa de predios adjudicados como baldíos, e incluso calcula el tiempo transcurrido 

entre la adjudicación y la venta del predio. Con base en la definición de rangos de tiempo, se 

calcula que el 10 por ciento de los predios fue vendido antes de 6 meses y el 41 por ciento en 

menos de 5 años, de lo cual se concluye que es necesario ñimplementar mecanismos legales y de 

seguimiento que garanticen que con la asignación de baldíos se logren los fines previstos en el 

artículo 64 de la Constitución Nacional, en especial lo que respecta al deber de promover el 

                                              

104   Grupo Mónica de Colombia S.A.S, Multinacional Cargill, Riopaila Castilla S.A, Organización Luis Carlos Sarmiento Angulo, 
Corficolombiana, Fiducia Helm Trust S.A, Predio El Brasil, The Forest Company (Wood/Timberland-Holdings Limited), 
Agroindustria Guarrojo S.A., Carlos Aguel kafruni, Aceites ita S.A., Poligrow Ltda., familia Lizarralde-Ocampo (sic), familiares del 
ministro del interior Augusto Iragorri, y Camilo Pabón Puentes. 
 
105   A estos artículos hicimos referencia en la primera parte de este capítulo. El primero se refiere al cumplimiento del "precepto 
constitucional según el cual es deber del Estado promover el acceso progresivo a la propiedad de la tierra de los trabajadores 
agrarios y a otros servicios públicos rurales, con el fin de mejorar el ingreso y la calidad de vida de la población campesina (é)"; el 
artículo 12 define las funciones del INCORA; y el artículo 72 prohíbe "efectuar titulaciones de terrenos baldíos en favor de 
personas naturales o jurídicas que sean propietarias o poseedoras, a cualquier título, de otros predios rurales en el territorio 
nacional".  
 
106   Para la argumentación de los hallazgos, ver páginas 213 a 228 del informe mencionado. 
 



acceso progresivo a la propiedad de tierra, con el fin de mejorar el ingreso y la calidad de vida de 

los campesinosò (Contralor²a General de la Naci·n, 2014, p§gina 71). 

5.6. La jurisdicción agraria   

Para resolver de manera oportuna y eficaz los asuntos de tierras, en 1989 se creó en Colombia la 

jurisdicción agraria (Decreto 2303 de octubre 7 de 1989), de cuya importancia dan cuenta los 

temas de los cuales se ocupan los jueces agrarios (Ramos, 2004, páginas 15 y 16), a saber:  

a. El deber de cultivo de la tierra, la posesión económica entendida como obligación de 

explotar en esa forma la propiedad agraria, en desarrollo del principio de la función social 

de la propiedad. 

b. Los contenidos y finalidades sociales y de desarrollo económico de las instituciones 

agrarias. 

c. La protección de los sujetos agrarios, en especial de la parte más débil de la relación 

jurídica de tenencia de la tierra y de la producción agraria, representada por los 

campesinos de escasos recursos y los integrantes de las comunidades indígenas. 

d. La concurrencia de elementos de derecho público y privado, en donde las relaciones y 

conflictos entre particulares se hallan permeados por un interés público o social que implica 

la aplicación de disposiciones del mismo orden. 

e. La conservación de los recursos naturales renovables y la preservación del ambiente rural. 

f. La protección de la producción agraria como base de la seguridad alimentaria. 

Del estatuto de la jurisdicci·n agraria, Ramos destaca ñlas normas sobre amparo de pobreza (é) 

[por medio de las cuales] se hacen efectivos los principios de gratuidad de la justicia, igualdad de 

las partes ante la ley y acceso a la administración de justicia, en aras de mantener el equilibrio 

procesal (é)ò (Ramos, 2004, p§gina 27).  

No obstante las buenas intenciones, la jurisdicción agraria adolece de serias limitaciones para 

actuar de manera oportuna y eficaz en defensa de las personas más vulnerables en asuntos 

relacionados con la propiedad y la tenencia de la tierra. Así lo indica el hecho de que, de 23 salas 

agrarias previstas en el Decreto 2303, solo se establecieron dos; y de 115 juzgados agrarios, solo 

se crearon tres. Seg¼n Ramos ñlo que realmente hicieron o permitieron los sucesivos gobiernos y 

administraciones judiciales del pa²s, a partir de la expedici·n del Decreto 2303 de 1989 (é) fue 

autorizar una especie de plan piloto, un ensayo, para el funcionamiento de esa jurisdicción en 

Colombia (é.)ò (Ramos, 2004, p§gina 59).  

Entre las consecuencias de haber dejado inconcluso el montaje de la jurisdicción agraria, Ramos 

subraya el hecho de que ñla gran mayor²a de los procesos judiciales de naturaleza agraria 

siguieron siendo del conocimiento y decisión de los Juzgados Civiles de Circuito y de las Salas 

Civiles de los Tribunales Superiores, despachos judiciales estos últimos en los que la relación 

entre la demanda y la oferta (esta última se refiere a la capacidad de los juzgados y tribunales 



para decidir los casos justa y eficientemente) de justicia civil, según un informe reciente, ha 

estado rotulada por una constante situación de congestión y morosidad, y en donde sus 

competencias específicas y tradicionales obedecen a realidades económicas y sociales diferentes 

a las que conciernen a la jurisdicci·n agrariaò (Ramos, 2004, p§gina 60). 

Con excepción de un escrito de Ramiro Bejarano, fechado el 16 de octubre de 2014, no 

encontramos información sobre la situación actual de la jurisdicción agraria. Aparte de confirmar 

lo dicho por Ramos sobre el ínfimo desarrollo del aparato judicial agrario, Bejarano pone de 

relieve el desmonte progresivo de esta jurisdicción en leyes expedidas entre 1996 y 2010, entre 

estas dos leyes estatutarias que reformaron la administración y la composición de la justicia 

ordinaria (Ley 270 de 1996 y 1285 de 2009). Dice Bejarano que con la expedición de la Ley 1395 

de 2010 y del Código General del Proceso se le dio la estocada final a la jurisdicción agraria 

(Bejarano, Ramiro, 2014, octubre 16, en ambitojurídico.com).   

En efecto, el artículo 44 de la Ley 1395 de 2010 derogó los artículos 51 a 97 del Decreto 2303 de 

1989, es decir la normativa procesal agraria. Este cercenamiento dejó herida de muerte a la jurisdicción 

agraria, pero el puntillazo final lo ha dado el Código General del Proceso, pues en el literal c) del artículo 

626 dispuso la derogatoria de la totalidad del Decreto 2303 de 1989, o lo que quedaba del mismo, a partir 

de la entrada en vigor de este nuevo estatuto. Es decir, el día en que empiece a regir el Código General 

del Proceso, simultáneamente desaparecerá la jurisdicción agraria (Bejarano, Ramiro, 2014, octubre 16, 

en ambitojurídico.com). 

Paradójicamente, el desmonte de la frágil jurisdicción agraria se produjo en medio de 

innumerables litigios y conflictos de tierras, y como dice Bejarano, no obstante la expedición de 

leyes ñque de una u otra manera tienen que ver con el problema agrarioécomo la Ley 1157 de 

2002, declarada inexequible mediante Sentencia C-175 de 2009; las leyes 1182 y 1183 de 2008, 

la última declarada inexequible mediante Sentencia C-1159 de 2008, y la primera prácticamente 

inaplicada; la Ley 1561 de 2012, que creó un proceso verbal especial para sanear la posesión y 

titular pequeños predios rurales y urbanos, y, por supuesto, la Ley de Víctimas y Restitución de 

Tierras que si bien creó unos jueces y magistrados especiales de restitución de tierras, no 

alcanza a ser jurisdicci·n agrariaò (Bejarano, Ramiro, 2014, octubre 16, en ambitojur²dico.com). 

5.7. Conclusiones  

La indefinición e imprecisión de los linderos entre las propiedades privadas y las tierras baldías de 

dominio estatal, ha facilitado la vulneración de los derechos de propiedad de la tierra en 

Colombia, especialmente los derechos de los campesinos y colonos pobres. Hoy día el deslinde y 

la demarcación de las tierras de propiedad pública y privada sigue pendiente en muchas zonas 

del país107, no obstante que desde comienzos de la República se han dictado normas que ordenan 

                                              

107   Veamos, como ejemplo, la descripción de un pequeño predio rural, basada en la primera escritura fechada en mayo de 1945, 
de acuerdo con el Certificado de Tradición expedido en diciembre de 2010 por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de 



realizar el registro de los predios rurales y urbanos y levantar un inventario de los baldíos de la 

Nación.  

A pesar de la disociación entre el formalismo jurídico y el comportamiento práctico de los 

colombianos, enfatizado por Pécaut y otros académicos, la legislación agraria colombiana 

contiene normas y procedimientos que de haber sido cabalmente acatados por las autoridades y 

los ciudadanos, probablemente la propiedad agraria estaría mejor distribuida, habría menos 

litigios y pleitos de tierras y el Estado contaría con información e instrumentos más idóneos para 

formular, desarrollar y evaluar las políticas agrarias. Esto no significa ignorar los vacíos e 

inconsistencias de la legislación agraria, como tampoco las excepciones a la norma que han 

facilitado el acaparamiento y la apropiación indebida de tierras de dominio público y de propiedad 

privada.  

Sobre los problemas del sistema jurídico colombiano en lo referente a la regulación de los 

derechos de la propiedad agraria, cabe mencionar los argumentos de los investigadores del 

Observatorio de Restitución de Tierras y Regulación de los Derechos de Propiedad Agraria, 

seg¼n los cuales ñla Constituci·n de 1991, a pesar de su corte garantista, no consideró a los 

campesinos sujetos de protección especial, incluyó cláusulas que prácticamente imposibilitaban la 

expropiación y no reformó aspectos cruciales relativos a la regulación de los derechos de 

propiedad que daban gran poder a los ricos y las ®lites localesò.  

Además ponen de relieve dos características problemáticas de la regulación de los derechos de 

propiedad en Colombia. En primer lugar, la confluencia, en el sistema jur²dico, de ñnormas de 

derecho privado ðcomo las consagradas en el Código Civilð normas de derecho público ðcomo 

las de formación del catastro nacional y el registro de instrumentos públicosðñ; y en segundo 

lugar, el hecho de que ñla funci·n de dar ñfe p¼blicaò [est§ a cargo de] un cuerpo de notarios (con 

su propio r®gimen jur²dico) que no son funcionarios del Estado, pero tienen funciones p¼blicasò 

(Peña, Parada y Zuleta, 2014, páginas 131-132). 

Dejando de lado las dificultades técnicas y administrativas para inventariar, deslindar y controlar 

vastas extensiones de tierras que aún hoy permanecen aisladas, es preocupante, por decir lo 

menos, la ínfima atención que los gobernantes colombianos han prestado a asuntos tan 

decisivos (para efectos fiscales, para las políticas agrarias y para resolver pleitos y conflictos de 

tierras) como son (a) los inventarios de los bienes fiscales y de los baldíos de la nación; (b) la 

formación y actualización periódica del catastro rural, y (c) el seguimiento de los procesos de 

extinción de dominio y de reversión de tierras adjudicadas ilegalmente al patrimonio de la 

Nación.   

Es entonces imperativo evaluar la jurisdicción agraria y determinar el aparato burocrático y los 

mecanismos adecuados para atender oportuna y eficazmente los litigios y pleitos de tierras en 

                                                                                                                                                                  

Bogotá Norte: "Lote de terreno denominado La Loma jurisdicción del municipio de Guasca y linda: occidente, con el lote 
adjudicado a Pablo Mancea (sic) por mojones de piedra marcados 6 y 5, con propiedad de herederos de Cayetano de La Cruz 
Martínez¥" (siguen otros herederos). 



Colombia. Esta tarea es aún más urgente en un escenario de posconflicto en el que el Estado no 

solo tiene que garantizar a las víctimas sus derechos, entre estos la restitución de tierras y otros 

bienes, sino también prevenir y enfrentar viejos y nuevos conflictos. Dentro de esta evaluación, 

convendría examinar en detalle los problemas y dificultades afrontados por los jueces de 

restitución de tierras.  

Digamos, por último, que la corrupción, la venalidad y la falta de idoneidad de funcionarios, 

notarios, registradores y jueces que tienen responsabilidades en la asignación y certificación de 

los derechos de propiedad, y en la vigilancia legal de las transacciones de bienes inmuebles, en 

particular de las tierras asignadas por el Estado a particulares, son problemas cuya solución es 

urgente y no debe depender de los acuerdos de paz. 

  



6 Abandono y despojo de tierras 

6.1. Abandono y despojo de tierras 

El desplazamiento de habitantes rurales ocasiona el abandono de las tierras que habitan y los 

espacios y actividades que realizan en la vida cotidiana. A pesar de que cuando se habla de 

abandono se piensa principalmente en la tierra, existen otros bienes que también son 

abandonados y que deben hacer parte de la reparación integral a las víctimas. El abandono 

puede referirse a bienes materiales y a bienes simbólicos o comunitarios.  

Entre los bienes materiales están los de carácter privado como la tierra, las viviendas, los 

animales, los cultivos y plantas y las herramientas o bienes muebles. Otro tipo de bienes 

materiales son de uso colectivo por las comunidades que habitan un mismo territorio. Entre 

los bienes colectivos más importantes para las comunidades se mencionan las escuelas, los 

centros de atención en salud y las vías de comunicación (carreteras, caminos veredales , 

puentes, etc.). También los bienes naturales colectivos como los lugares de recolección y 

suministro de agua y en general las condiciones ambientales que han sido el resultado de la 

interacción entre la naturaleza y las prácticas rurales y que propician o no el desarrollo de la 

vida en el campo o en un territorio en particular.  

Entre los bienes no materiales que hacen parte de la vida cotidiana comunitaria que se 

desarrolla por fuera del núcleo familiar, son fundamentales las organizaciones sociales, las  

normas sociales para dirimir conflictos, las prácticas cotidianas de encuentro social en torno 

al ocio, la solidaridad y la construcción de futuros colectivos, entre otros. Aunque el 

abandono no es solo de la tierra, en este capítulo se hará énfasis en este bien patrimonial.  

Un segundo elemento que debemos aclarar es la relación del abandono con el despojo. No 

todo abandono se convierte en despojo: algunas de las tierras que abandonaron las familias 

desplazadas siguen estando deshabitadas y sin explotación alguna o han quedado a cargo 

de algún familiar o vecino. En cambio, cobre otras, en los que los campesinos, o propietarios 

rurales, han perdido la titularidad de sus tierras y las oportunidades de uso y disfrute. Como 

advierte la CNRR (Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación): 

Con el despojo ïa diferencia del abandonoï existe la intención manifiesta de robo, expropiación, 

privación, enajenación de un bien o de un derecho. También puede estar asociado a la privación y 

despojo del disfrute y gozo de bienes muebles e inmuebles, espacios sociales y comunitarios, hábitat, 

cultura, política, economía y naturaleza (Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, CNRR, 2009, 

página 25).  

Este capítulo se concentra en el análisis del abandono de tierras y presenta algunos elementos 

para dimensionar mejor el despojo.  



Con base en la información disponible sobre predios y tierras abandonadas en el marco del 

conflicto interno, se caracterizan los municipios más afectados por este fenómeno y se tienen en 

cuenta hipótesis de otros estudios que permiten comprender mejor la variabilidad del fenómeno 

en las diferentes regiones. También se caracterizan y examinan las relaciones sugeridas por la 

literatura académica e institucional sobre el abandono de tierras con fenómenos como el conflicto 

armado, la concentración de la propiedad de la tierra y, en el capítulo siguiente, con los cambios 

en los usos del suelo y el desarrollo de la agroindustria.  

 

6.1.1. Análisis espacial y temporal 

Para identificar las tendencias de abandono de predios a nivel nacional se analizan en este 

capítulo tres fuentes de información:  

1. Las declaraciones realizadas en el Registro Único de Territorios y Predios Abandonados ï 

RUPTAï individual y colectivo a agosto de 2013;  

2. Las solicitudes de ingreso al Registro de Tierras ïRTDAï de la URT (Unidad de 

Restitución de Tierras) y  

3. La encuesta de verificación de la Comisión de Seguimiento a la Política Pública de 

Desplazamiento Forzado108.  

Esta última proporciona información sobre aspectos adicionales al del abandono de tierras, como 

la pérdida de otros bienes patrimoniales (vivienda, animales, cosechas, etc.).  

A continuación se presentará un análisis que permite un acercamiento a la magnitud del 

fenómeno del abandono y despojo de tierras. Como introducción se retomarán las principales 

cifras presentadas en otros estudios y se hará un análisis de tendencias históricas y espaciales 

teniendo como fuente de información principal el RUPTA.  

Como varios estudios han señalado, ninguno de los sistemas actuales contiene información 

completa sobre la magnitud del desplazamiento y de las tierras abandonadas o despojadas 

(ver en anexo 4, descripción 4.1 y 4.2: caracterización de los sistemas de informac ión); esto 

en razón a que todos los sistemas parten de la decisión voluntaria de las víctimas de 

declarar los hechos de que han sido víctimas y acreditar la documentación exigida por las 

entidades competentes para ello. De esto se infiere que puede existir  un subregistro 

significativo. Por ejemplo, en el caso del cuadro 4.1. RUPD (Registro Único de Población 

Desplazada), la Corte Constitucional estimaba en 2009 que el nivel de subregistro podía 

variar entre 25 por ciento y 74 por ciento según el municipio (Auto 011 de la Corte Suprema 

de Justicia, página 7).  

                                              

108   La Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado fue creada a mediados de 2005 por 
iniciativa de la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento CODHES, la Corporación Viva la Ciudadanía y la 
Decanatura de Derecho de la Universidad de los Andes, entre otras. Desde su creación ha producido varios informes de 
evaluación y seguimiento a las políticas implementadas por el Estado en esta materia y ha realizado recomendaciones de 
política. Si bien la Comisión es una iniciativa de la sociedad civil, debido a sus aportes, en 2007 la Corte Constitucional solicitó 
la realización de una tarea de verificaron nacional del Goce Efectivo de los Derechos de la población desplazada.  
 



Al comparar las cifras consolidadas en los diferentes sistemas de registro, se observan 

considerables diferencias que pueden estar relacionadas con la mayor o menor accesibilidad de 

las víctimas del conflicto armado a las entidades u organizaciones que atienden sus peticiones. 

Las principales estimaciones de hectáreas de tierras abandonadas o despojadas se presentan en 

la siguiente Tabla 49:  

Tabla 49. Estimaciones sobre hectáreas abandonadas o despojadas en Colombia 

Fuente Base de la información 
Estimación de hectáreas 

(millones) 

Movimiento Nacional de 
Víctimas ς Catastro 

alternativo* Sin fecha. 

Encuestas del catastro 
alternativo de despojo 

10,0 

Acción social ς Proyecto 
protección de tierras y 

patrimonio de la población 
desplazada ς 2010* (1999 ς 

2010) 

RUPD y RUPTA 6,5 

Comisión de Seguimiento a la 
Política Pública sobre 

Desplazamiento Forzado. III-
ENV-2010**  

Encuestas a población incluida 
en RUPD 

6,6 

Sindicato de trabajadores del 
Instituto Colombiano de la 

Reforma Agraria (Sintradin)* 
s.f. 

ND 4,9 

Programa Mundial de 
Alimentos* 2001 

ND 4,0 

Contraloría General de la 

República* 2005 
ND 2,9 

Unidad de Restitución de 
Tierras*** (2013) 

RTDA 3,4 

Ibáñez, Moya y Velásquez 
2006 (base RUT-Pastoral)* 

(1980-2005) 
RUT (Pastoral) 1,2 

 
 

Fuentes: *tomados de Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, PNUD, 2011a, Desplazamiento Forzado, Tierras y Territorios. 

Agendas Pendientes: La Estabilización Socioeconómica y La Reparación. Colección Cuadernos INDH, Bogotá, página 25, a partir de Acción Social 

ς PPTP, 2010, Movimiento de Víctimas de Crímenes de Estado, 2007; Ibáñez, Moya y Velásquez, 2006; Programa Mundial de Alimentos, 2001. 

** Comisión de Seguimiento a la Política Pública Sobre el Desplazamiento Forzado, 2010 *** URT - Registro de solicitud de restitución de tierras 

despojadas y abandonadas, Oficina de Tecnologías de la Información, 31 de diciembre de 2013. 

 
Las cifras citadas son estimaciones basadas en encuestas y en los registros de población 

desplazada. Los únicos registros diseñados específicamente para el tema del abandono y el 

despojo de tierras son el RUPTA y el RTDA de la Unidad de Restitución de Tierras, este último es 

un registro sistemático que permite la cuantificación de hectáreas abandonadas y despojadas 

declaradas por las personas interesadas en la restitución o indemnización de las mismas. Esta 

cifra está en construcción y actualización permanente, razón por la cual no puede dar lugar a un 

estimativo total de las tierras abandonadas y despojadas, puesto que este registro se lleva desde 



octubre de 2011. Además, es preciso señalar que este valor hace referencia a las hectáreas 

declaradas en las solicitudes de ingreso al registro, solicitudes que posteriormente son valoradas 

y pueden ser rechazadas o ajustadas en el valor de cantidad de hectáreas abandonadas. Por 

último, se indica que en esta cifra se tienen en cuenta reclamaciones sobre un mismo predio, lo 

que sugiere que un mismo terreno se puede estar cuantificando dos o más veces. 

Otra de las fuentes que se acerca a una cuantificación de lo declarado por las víctimas es la del Proyecto 

de tierras de la población desplazada de Acción Social. La estimación de 6,5 millones de hectáreas 

abandonadas y despojadas se realiza con base en lo declarado en el RUPD y en el RUPTA109. En este caso, 

el 65 por ciento de los registros cuentan con información del área abandonada, para el 35 por ciento 

restante (90.326 predios de 85.302 personas) se realizó una estimación de las áreas abandonadas110.  

Teniendo en cuenta que para esta investigación se tuvo acceso a la base de información del RUPTA, a 

través de un convenio con el INCODER, y que esta puede ser tenida en cuenta como una muestra 

adecuada de las tendencias espaciales e históricas, a continuación se hace un análisis detallado desde 

esta base y se comparan algunos aspectos con las cifras del registro de la URT.  

 

Tendencias según RUPTA individual111 y registros de la URT (Unidad de Restitución de Tierras) 

La tendencia histórica de abandono individual indica que, entre 1994 y 2013 (agosto), los 

periodos en los que más familias se han visto afectadas por este hecho son 2000-2002 y 2005-

2008. Como se desarrollará más adelante, estas tendencias se corresponden con las del 

desplazamiento forzado.  

 

                                              

109    Las fuentes precisas se describen a continuaci·n: ñ1. Registro Đnico de Poblaci·n Desplazada -RUPD, información 
capturada a través del Formato Único de Declaración de Población Desplazada, preguntas 50 a la 54 en las que se indaga sobre 
bienes rurales abandonados, entre ellos tierras, viviendas e inmuebles, para el periodo 2004-2010; 2. Proceso de extracción de 
datos sobre predios abandonados de las declaraciones de población desplazada anteriores a 2004, principalmente de los 
departamentos de Bolívar, Cesar, Córdoba, Magdalena, Sucre y una parte de Antioquia; 3. RUPTA (Registro Único de Predios y 
Territorios Abandonados), información capturada a través del Formulario Único de Solicitud Individual de Protección e Ingreso al 
RUPTA, así como los informes de derechos sobre los predios y territorios expedidos por los CTAIPD (Comités Territoriales de 
Atención Integral a la Población Desplazada), en el marco de la aplicación de la Ruta de Protección Colectiva. Es importante 
precisar que el ejercicio de extracción de información sobre tierras abandonadas en 56.857 declaraciones en el RUPD anteriores 
al 2004, solo cubren el 19,5 por ciento de total de declaraciones (291.100), y corresponden al grupo de registros procesados 
como ñextracci·n de tierras abandonadasò de algunos de los departamentos de mayor afectación por desplazamiento. Esto 
implica que para la elaboraci·n del c§lculo completo en este periodo deben considerase las 234.243 declaraciones restantesò. 
Tomado de: Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional y Proyecto Protección de Tierras y 
Patrimonio de la Población Desplazada, 2010a, página 120.  
 
110   Ver análisis en detalle en: Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional y Proyecto Protección de 
Tierras y Patrimonio de la Población Desplazada, 2010a.  
 
111   La información que se analiza sobre RUPTA individual y colectivo proviene de la base de datos del INCODER. Se limpió y 
depuró esta base para el análisis que se presenta en este capítulo (detalles sobre la depuración y limpieza en el aparte 
metodológico). En este análisis se presentan los registros en los que las personas declaraban que el abandono se presentó en 
el periodo 1994-2013 (agosto). En el caso de RUPTA individual la base completa tiene 51.321 solicitudes correspondientes a 
un área de 2.709.910, para el análisis del periodo definido en este capítulo se excluyeron los casos de abandono que se dieron 
antes de 1994, quedando así un total de 48.774 solicitudes y un área de 2.273.688 hectáreas. En el análisis del RUPTA 
colectivo se incluyeron todos los registros de la base original que corresponden a declaraciones de desplazamiento y de 
inminencia y riesgo efectuadas entre 2002-2010, 130.101 declaraciones y zonas correspondientes a 3.386.215 hectáreas.  
 



Gráfica 9. Porcentaje de registros de abandono según año, 1994-2013 (agosto) ςRUPTA individualς 

 

Fuente: elaboración propia a partir de: INCODER, Registro Único de Predios y Territorios Abandonados Individuales (RUPTA individual), 1994-2013 (agosto). 

 

El peso del abandono en los diferentes departamentos depende del indicador que se utilice. Por 

ejemplo, si se tiene en cuenta la cantidad de solicitudes de inscripción en el Registro Único de 

Territorios y Predios Abandonados Individuales, el departamento de Antioquia tiene la mayor 

proporción de solicitudes (1994-2013) frente al resto de departamentos, seguido por los 

departamentos de Bolívar, Tolima, Putumayo y Caquetá. Y si se tiene en cuenta la intensidad del 

abandono, esto es, el nivel de afectación del territorio de cada departamento, Chocó tendría el 

mayor grado de afectación: el 37,5 por ciento de la superficie de predios privados de uso 

agropecuario ha sido declarada como abandonada en el Registro Único de Territorios y Predios 

Abandonados individuales112. Le siguen Caldas, Putumayo y Meta con proporciones de afectación 

de su territorio de propiedad privada rural del 16,0 por ciento, 14,4 por ciento y 10,1 por ciento 

respectivamente.  

                                              

112   Para otros departamentos como Guainía, Vaupés, Guaviare, Vichada y Amazonas esta participación es más alta. Esta 
proporción no se incluye pues el nivel de actualización catastral en estos departamentos es muy bajo o inexistente y por ello  
el área de propiedad privada rural es muy baja, lo que seguramente distorsiona el indicador de proporción. A continuación se 
presentan algunos ejemplos con los niveles de desactualización catastral: en Guainía 7 de 9 municipios no tienen catastro 
rural formado; en Vaupés 4 de 6 municipios no tienen catastro rural formado, en Guaviare 4 de 4, en Amazonas 11 de 11 y en 
Chocó de 30 municipios solo cinco están actualizados y los 25 municipios restantes no tienen formación catastral. En parte 
esta es una de las razones por las cuales Chocó aparece como el departamento con una mayor proporción de superficie 
afectada. A continuación otros ejemplos de departamentos más consolidados, para presentar una idea de los grados de 
actualización catastral rural: Caldas: de 27 municipios, 9 tienen catastro rural desactualizado, Bolívar de 47 municipios, 31 
tienen catastro rural desactualizado; Cundinamarca: todos los municipios (77) tienen el catastro rural desactualizado.  
 



Los mapas número 9 permiten ver gráficamente la diferencia entre el primer y el segundo indicador, en ellos se 

distingue con un degrade de color la magnitud del abandono, en este caso por municipios. En estos se puede 

observar el cambio de los municipios más afectados si se analiza la superficie abandonada o si se analiza la 

superficie abandonada como una proporción de la superficie de propiedad privada rural del municipio.  

Un tercer indicador está construido con base en la información sobre superficie abandonada de forma 

individual más la superficie incluida en las declaratorias de desplazamiento y/o de riesgo de desplazamiento 

colectivas113. En este caso, el departamento con una mayor proporción de superficie afectada es el de Norte de 

Santander, seguido por Chocó, Nariño y Valle del Cauca. La diferencia entre los dos últimos indicadores puede 

obedecer al hecho de que en algunos departamentos los Comités de Desplazamiento fueron más eficientes al 

hacer un listado detallado de predios y áreas incluidas en las zonas afectadas, gracias a lo cual se logró la 

inscripción en el RUPTA colectivo el detalle de cada predio y no un área homogénea completa.  

Gráfica 10. Incidencia del abandono por departamentos ςRUPTA individual y colectiva. 

 

 
Fuente: elaboración propia a partir de: INCODER, Registro Único de Predios y Territorios Abandonados individuales (RUPTA individual), 1994-2013 (agosto).  

Nota. Para calcular la proporción de la superficie se tuvo en cuenta la cantidad de hectáreas de propiedad privada rural indicada por el Atlas de la distribución 

de la propiedad privada rural 2000-2009 (IGAC y otros, 2012). 

                                              

113   Las declaraciones que se incluyen en el RUPTA colectivo pueden contemplar predios que previamente han sido protegidos 
por RUPTA Individual, por ello puede existir doble contabilización de áreas y predios. No sucede igual con las declaraciones en 
RUPTA individual, en aquellos casos en los que la solicitud individual se hace de forma posterior a un registro en RUPTA colectiva 
se anota como predio con previa inscripción y no se cuantifica en los datos totales de la base.  
 



Mapa 9. Superficie y proporción de la superficie abandonada por municipio. 

 



 

Fuente: elaboración propia a partir de: INCODER, Registro Único de Predios y Territorios Abandonados individuales (RUPTA individual), 1994-2013 

(agosto). 

*En el mapa del lado derecho los municipios que reportan más del 25 por ciento de su superficie como abandonada son: Carmen de Bolívar, San 

Jacinto y Calamar en Bolívar; Toluviejo en Sucre; Útica en Cundinamarca; Carmen de Viboral en Antioquia y Quinchía en Risaralda. 

Nota. En el segundo mapa, para calcular la proporción de la superficie abandonada se tuvo en cuenta la superficie total del municipio.  

 

Las gráficas 9 y 10 indican las tendencias agregadas para el periodo 1994-2013. Sin embargo, 

debido a las variaciones (temporales y territoriales) en la intensidad del conflicto armado, los 

departamentos presentan diferencias importantes.  

En la tabla siguiente se muestran los departamentos con mayor número de declaraciones de abandono 

individual y de desplazamiento forzado y riesgo de desplazamiento colectivo, y se indican los años en los 

que predominó el abandono de tierras. La tendencia general muestra que los departamentos del 

noroccidente presentan mayores casos de abandono desde finales de la década de 1990 y principios de la 

década de 2000, en tanto que los del suroccidente presentan mayor abandono durante el periodo de la 

Política de Seguridad Democrática (2002-2010) y en años posteriores al proceso de desmovilización de los 

grupos paramilitares.  



Tabla 50. Porcentaje de registros de abandono por año, según departamentos con mayor abandono ς RUPTA 

individual 

Departamento Años con mayor abandono por departamento 

Antioquia 2000 (9,13%), 2002 (7,4%),1997 (6,4%),  

Bolívar 2000 (24,2%), 1999 (10,7%) 

Meta 2005 (11,23%), 2006 (11,93%) 

Tolima 2007 (12,11%), 2008 (10,73%) 

Putumayo 2007 (12,68%), 2002 (11,41%), 2008 (9,49%) 

Caquetá 2007 (16,05%), 2008 (12,48%) 

Chocó 1996 (9,0%), 1997 (19,3%), 2001 (8,1%) 

Caldas 2005 (11,1%), 2006 (12,7%) 

Norte de Santander 2002 (100%) 

Nariño 2007 (47%), 2010 (32,7%) 

Valle del Cauca 2004 (44,2%), 2006 (29,6%) 

 
 

Fuente: elaboración propia a partir de: INCODER, Registro Único de Predios y Territorios Abandonados individuales (RUPTA individual), 1994-2013 

(agosto). 

 

En la siguiente gráfica se seleccionan algunos departamentos del país. En ella se identifica de 

forma más clara la tendencia entre departamentos del norte y sur del país. Los departamentos 

con mayores declaraciones en el primer periodo de abandono (1999-2002) son: Bolívar, 

Antioquia, Magdalena, Cesar y Tolima. Aquellos que resaltan en el segundo periodo (2005-2008) 

hacen parte del sur occidente colombiano: Nariño, Putumayo, Tolima, Caquetá y Meta. El primer 

periodo coincide claramente con el avance y consolidación paramilitar en la zona norte y 

noroccidental del país reseñado en detalle en el informe Basta Ya (GMH, 2013, página 156-170) y 

en los estudios sobre paramilitarismo del CNMH (CNMH, 2012a). Los estudios regionales de este 

proyecto contribuyen a la comprensión del segundo periodo y su relación con dinámicas 

económicas: variabilidad de los precios de la hoja de coca y explotación petrolera, así como con 

los procesos de consolidación territorial adelantados por el Estado.  

 

Gráfica 11. Porcentaje de registros de abandono por año, según departamentos con mayor abandono ς 

RUPTA individual 



 

Fuente: elaboración propia a partir de: INCODER, Registro Único de Predios y Territorios Abandonados individuales (RUPTA individual), 1994-2013 (agosto). 

 
Las anteriores tendencias de abandono de tierras por departamento varían si se toma en cuenta 

el RTDAF (Registro Único de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente) administrado 

por la Unidad de Restitución de Tierras114. La mayor cantidad de solicitudes de ingreso al registro 

se presentan en Antioquia (16,5 por ciento), seguido por los departamentos de Tolima (8,1 por 

ciento), Cesar (8,3 por ciento), Meta (7,6 por ciento), Bolívar (7,4 por ciento) y Magdalena (6,1 por 

ciento). El nivel de incidencia del abandono por departamento, teniendo en cuenta este registro, 

es ligeramente diferente al identificado a partir de la información de RUPTA individual y colectivo. 

Esto se podría explicar por el hecho de que en los dos registros las víctimas son las que se 

acercan a las entidades estatales encargadas de tomar sus declaraciones, lo cual depende de 

factores como la cercanía física a las oficinas estatales, la confianza en dichas instituciones y el 

conocimiento del procedimiento, entre otros.  

                                              

114   Toda la información de este registro se encuentra actualizada a octubre de 2013.  
 



Para el seguimeinto y análisis del cumplimiento de la ley de víctimas y restitución de tierras, la 

Contraloría General de la República ha utilizado la información procedente del RUPTA-SIPOD-RUPD 

como el universo estimado del abandono o como los beneficiarios potenciales del proceso de 

restitución y lo ha comparado con la cantidad de solicitudes de restitución presentadas frente a la 

Unidad de Restitución de Tierras. En este ejercicio indican que a junio de 2013 se han recibido las 

solicitudes de inscripción en el registro para restitución correspondientes a aproximadamente el 15,2 

por ciento de los beneficiarios potenciales de la política (Contraloría General de la República, 2013, 

página 6). Al hacer una comparación entre los dos registros por departamentos, este porcentaje varía 

significativamente. Como se presenta a continuación, estas comparaciones evidencian la debilidad de 

estos datos para acercarnos a la cuantificación real del abandono y a su peso por territorios. En la 

tabla siguiente se identifica que en el agregado nacional se han presentado por solicitudes de 

restitución el equivalente al 25,3 por ciento del total de declaraciones por abandono. Tomando como 

indicador el área solicitada por el mecanismo de restitución, el 53,8 por ciento corresponde al área 

declarada como abandonada en los registros de RUPTA individual y colectiva. Sin embargo, si se 

hace un análisis por departamentos, los indicadores son difíciles de interpretar, pues en cinco 

departamentos (Atlántico, Boyacá, Cesar, Córdoba y Magdalena) las solicitudes para acceder a los 

procesos de restitución superan ampliamente los registros de predios abandonados para protección115 

y en casos como Norte de Santander y Valle del Cauca, son muy bajas.  

Si, a partir de los registros de RUPTA se definen los beneficiarios potenciales de la restitución, tal 

como lo hace el estudio de la Contraloría, en algunos departamentos ya se estarían cumpliendo 

las metas estimadas de inclusión de predios en el inicio del proceso de restitución.  

Diferencias tan marcadas pueden responder a múltiples factores, entre los cuales se destacan:  

¶ inscripción de solicitudes para la restitución en departamentos diferentes al lugar del 

abandono,  

¶ mayor presencia de oficinas de la URT en algunos departamentos,  

¶ mayor eficiencia y gestión de las URT de algunos territorios,  

¶ concentración de registros del RUPTA en ciertas zonas por diferencias en la presencia 

institucional,  

¶ bajo deseo de retorno y desconfianza en los procesos de restitución,  

¶ miedo y posibles amenazas a la población que tiene derecho a la restitución, entre otras.  

Una recomendación es avanzar en el trabajo de sistema único de información para verificar y 

poder contrastar los diferentes registros y hacer análisis regionales específicos. Por ejemplo, 

sería recomendable identificar de qué depende el hecho de que en departamentos como el Valle 

del Cauca, Norte de Santander y Cauca las solicitudes de ingreso al registro para la restitución 

                                              

115   Si se compara por el indicador de área, las diferencias son más acentuadas. Sin embargo, esto puede estar determinado por el hecho 
de que en la URT no todas las solicitudes ya han pasado por un proceso de validación del tamaño de los predios declarados por las víctimas, 
mientras que la base de RUPTA sí ha tenido este proceso de depuración.  
 



sean muy bajas frente a la cantidad de tierras abandonadas registradas en RUPTA, lo que 

permitiría además focalizar y precisar los planes de acción de la URT.  

Tabla 51. Comparación declaraciones de RUPTA individual y colectiva con el RTDAF de la URT (Unidad de 

Restitución de Tierras), según departamentos 

 
Registro de tierras 
abandonadas para 
protección (RUPTA 

individual y colectiva) 

Solicitudes de ingreso al 
registro para la 

restitución 
Comparación 

  
Total 

registros  
Total área (ha) 

Total  
solicitudes 

Total área 
(ha) 

% de solicitudes 

URT frente a 
solicitudes RUPTA 

individual y 
colectiva 

% de área URT 

frente a área 
RUPTA 

individual y 
colectiva 

Amazonas 22 2.089 14 565 63,6% 27,1% 

Antioquia 30.889 603.822 7.461 302.388 24,2% 50,1% 

Arauca 1.198 116.866 431 49.555 36,0% 42,4% 

Atlántico 60 2.684 99 6.507 165,0% 242,4% 

Bogotá D.C. 31 550 171 37.710 551,6% 6852,7% 

Bolívar 12.043 391.686 3.335 136.926 27,7% 35,0% 

Boyacá 161 4.880 205 10.453 127,3% 214,2% 

Caldas 650 109.627 444 16.914 68,3% 15,4% 

Caquetá 2.124 111.834 977 101.609 46,0% 90,9% 

Casanare 387 64.696 354 152.281 91,5% 235,4% 

Cauca 6.339 61.062 862 25.203 13,6% 41,3% 

Cesar 3.166 130.860 3.738 214.769 118,1% 164,1% 

Chocó 1.425 67.543 778 51.053 54,6% 75,6% 

Córdoba 1.376 39.336 1.827 81.023 132,8% 206,0% 

Cundinamarca 692 14.986 670 17.245 96,8% 115,1% 

Guainía 61 4.810 19 2.260 31,1% 47,0% 

Guaviare 1.274 84.907 723 93.342 56,8% 109,9% 

Huila 884 17.106 432 17.523 48,9% 102,4% 

La Guajira 366 11.593 270 26.364 73,8% 227,4% 

Magdalena 2.397 143.100 2.768 122.491 115,5% 85,6% 

Meta 6.745 1.307.197 3.426 779.062 50,8% 59,6% 

Nariño 5.569 392.598 2.292 46.221 41,2% 11,8% 

Norte Santander 52.724 913.941 2.426 112.283 4,6% 12,3% 

Putumayo 2.445 52.734 2.135 67.908 87,3% 128,8% 

Quindío 49 331 28 4.565 57,1% 1378,2% 

Risaralda 269 10.856 101 2.961 37,5% 27,3% 

Santander 5.300 83.991 1.617 92.900 30,5% 110,6% 

Sin Información 1.438 10.692       

Sucre 2.119 43.908 1.771 56.971 83,6% 129,8% 

Tolima 16.723 225.486 3.676 105.109 22,0% 46,6% 

Valle del Cauca 19.166 417.486 1.640 36.311 8,6% 8,7% 

Vaupés 66 2.447 41 6.120 62,1% 250,1% 

Vichada 717 214.199 444 265.617 61,9% 124,0% 

Totales 178.875 5.659.904 45.175 3.042.210 25,3% 53,8% 

 
 

Fuentes: elaboración propia a partir de: INCODER, Registro Único de Predios y Territorios Abandonados Individuales (RUPTA individual), 1994-2013 

(agosto); URT, Registro de solicitud de restitución de tierras despojadas y abandonadas, Oficina de Tecnologías de la Información, 31 de diciembre de 

2013.  



6.1.2. Nivel de formalidad e informalidad de la propiedad de la tierra abandonada y eficacia del 

RUPTA 

Más de la mitad de las declaraciones en RUPTA no lograron hacerse efectivas en medidas para 

la protección del bien116. El 61,05 por ciento de los registros en el RUPTA tienen nota devolutiva 

por parte de la SNR, lo que se debe en parte a la imposibilidad de ubicar el folio de matrícula 

inmobiliaria. Tan solo el 25,6 por ciento de las declaraciones fueron efectivas en la protección del 

bien y un poco más del 7 por ciento están en trámite y estudio.  

Un problema adicional en términos de la eficiencia de este registro es que los abandonos se 

pudieron haber dado años antes de la solicitud de protección, de manera que cuando esta se 

hace efectiva, la transacción de compraventa que se deseaba prevenir ya se ha realizado. Este 

es el caso de varios de los predios de Turbo reseñados por la SNR (Superintendencia Delegada 

para la Protección, Restitución y Formalización de Tierras, 2011b).  

Tabla 52. Registros de abandono, según medidas adoptadas o estado de trámite ς RUPTA individual 

Estado trámite 
No. de 

declaraciones 

Porcentaje del 
total de 

declaraciones 

Hectáreas 
abandonadas 

Porcentaje del 
total de 

hectáreas 

Nota Devolutiva 29.776 61,0% 1.217.092 53,5% 

Anotación en 
folio de 

matrícula 
12.525 25,6% 717.411 31,5% 

Enviado a ORIP 2.175 4,4% 109.855 4,8% 

Por Iniciar 
proceso 

1.288 2,6% 31.380 1,3% 

Levantamiento 
de protección 

915 1,8% 98.091 4,3% 

Solicitud de 
levantamiento 
de protección 

828 1,7% 40.720 1,7% 

Solicitud 
aprobada 

374 0,7% 20.304 0,8% 

Otros 893 1,8% 38.836 1,7% 

Total 48.774  2.273.689  

                                              

116   La medida consiste en la inscripci·n en el folio de matr²cula inmobiliaria de una medida cautelar para ñprevenir 
transacciones ilegales que pudieran realizarse en contra de la voluntad de los titulares  de los derechos inscritos en los 
folios de matrícula inmobiliaria, al prohibir cualquier acto de enajenación o transferencia sobre los derechos protegidos y 
publicitar la situaci·n de poseedores, ocupantes y tenedoresò (Superintendencia de Notariado y Registro, Agencia 
Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, y Proyecto de Protección de Tierras y Patrimonio de la 
Poblaci·n Desplazada, 2012, p§gina 2). Se inscribe en el folio la ñprohibici·n de enajenar derechos inscritos en el predio 
declarado en abandono por causa de la violencia por el titular de esos derechosò (Superintendencia de Notariado y 
Registro, Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, y Proyecto de Protección de Tierras y 
Patrimonio de la Población Desplazada, 2012, página 3).  
 



 
 

Fuente: elaboración propia a partir de: INCODER, Registro Único de Predios y Territorios Abandonados individuales (RUPTA individual), 1994-2013 

(agosto). 

 
Cuando se cruza la información del estado del trámite con el tipo de derecho de las personas que 

hacen el registro, se encuentra que la mayoría de las notas devolutivas117 se presentan en casos 

en los que los declarantes son ocupantes, poseedores o tenedores. Solo el 33,2 por ciento de los 

registros en los que se detenta el título de propiedad tienen nota devolutiva, mientras que este 

indicador supera el 80 por ciento en los predios de poseedores, ocupantes y propietarios (ver 

Tabla 53). 

Tabla 53. Porcentaje de medidas adoptadas según tipo de derecho sobre el predio RUPTA individual 

Tipo de 
derecho/estado 

trámite 

Anotación en folio de 
matrícula 

Nota devolutiva Otros 

Propietario 49,66% 33,21% 17,13% 

Poseedor 12,56% 79,65% 7,79% 

Ocupante 6,04% 85,75% 8,13% 

Tenedor 7,74% 86,21% 5,57% 

 
 

Fuente: elaboración propia a partir de: INCODER, Registro Único de Predios y Territorios Abandonados individuales (RUPTA individual), 1994-2013 

(agosto). 

 
Los departamentos que han logrado mayor protección, es decir, aquellos en los que el porcentaje 

de declaraciones que cuentan con anotación en folio de matrícula está entre el 40 y el 50 por 

ciento, son: Caldas, Cundinamarca, Tolima, Córdoba, Huila, Boyacá y Cesar. Entre los que este 

porcentaje es inferior al 20 por ciento se encuentran algunos de los departamentos con mayores 

niveles de abandono, a saber: Bolívar, Meta, Putumayo y Caquetá (ver tabla). De estos, Meta, 

Putumayo y Caquetá son regiones de colonización y frontera abierta, por lo cual los niveles de 

informalidad en la tenencia de la tierra son más altos que las zonas del centro del país y la Costa 

Caribe.  

                                              

117   La nota devolutiva está inscrita en aquellos registros en los que no se pudo adelantar medida de protección alguna por parte de 
la Superintendencia de Notariado y Registro. Esto sucede principalmente en los casos en los que fue imposible encontrar el folio de 
matrícula debido a errores en la información otorgada por el declarante, o a la inexistencia de título de propiedad. Otras causales 
comunes son: el predio no es susceptible de apropiaci·n privada; ñse estableció que ya existe medida de protección a favor del 
solicitante en aplicación de la ruta colectiva o existe inscrita enajenación del derecho efectuada por el titular u ordenada por 
sentencia judicialò (Superintendencia de Notariado y Registro, Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación 
Internacional, y Proyecto de Protección de Tierras y Patrimonio de la Población Desplazada, 2012, página 3). 
 



Las diferencias entre departamentos relacionadas con la cantidad de declaraciones o solicitudes 

de registro instauradas por personas que no poseen la titularidad de la tierra puede indicar 

diferencias en los niveles de formalización de la propiedad. Aunque también puede estar 

relacionado con la hipótesis que sugiere que en algunas regiones el abandono y el despojo fueron 

facilitados por la falta de títulos sobre la tierra (Reyes, 2009, página 112). 

El primer caso puede estar más asociado con departamentos en los que los procesos de 

formalización han sido recientes. La asignación de baldíos en los departamentos de Vaupés, 

Guaviare, Guainía, Vichada y Meta (primeros en la tabla) se intensificó desde 1975 y podría 

suponerse que todavía subsiste una alta informalidad. Para casos como Bolívar y Sucre, el alto 

porcentaje de registros provenientes de poseedores, ocupantes y tenedores puede estar asociado 

con el hecho de que son este tipo de personas las más vulnerables al abandono y el despojo.  

En el análisis por departamentos encontramos una relación directa entre notas devolutivas e 

informalidad en la tenencia de la tierra. Como se observa en la siguiente tabla, aquellos 

departamentos en los que el porcentaje de propietarios es menor, tienen menos oportunidades de 

lograr protección del predio a través de anotación en el folio de matrícula. Por ejemplo, en el 

departamento de Meta, el 69 por ciento de las declaraciones de protección corresponde a de 

predios sobre los cuales no se tiene titularidad, lo que está relacionado con una baja protección 

de los predios, solo el 11,5 por ciento de las declaraciones lograron anotación de la protección en 

el folio de matrícula inmobiliaria.  

Tabla 54. Comparación entre porcentaje de registros de abandono según trámite y según tipo de derecho 

sobre el predio, por departamento ςRUPTA individualς 

 Anotación en folio de 
matrícula 

Nota devolutiva Propietario Poseedor, ocupante, 
tenedor 

Vaupés 0,00% 77,27% 9,09% 72,7% 

Guaviare 4,71% 86,89% 13,58% 78,8% 

Guainía 4,92% 85,25% 21,31% 62,3% 

Amazonas 9,09% 86,36% 50,00% 36,4% 

Vichada 10,88% 82,29% 20,36% 66,1% 

Meta 11,50% 76,34% 21,72% 69,0% 

Sin información 11,61% 29,55% 13,42% 16,8% 

Chocó 12,35% 68,00% 27,93% 62,2% 

Nariño 14,70% 68,32% 31,88% 58,2% 

Putumayo 15,13% 80,25% 26,18% 62,7% 

Cauca 15,84% 72,44% 23,32% 62,3% 

Bolívar 17,56% 76,78% 18,48% 74,6% 

Caquetá 21,89% 66,62% 38,28% 49,1% 

Magdalena 25,40% 60,93% 38,92% 52,2% 

Bogotá D.C. 25,81% 41,94% 41,94% 35,5% 

Atlántico 26,67% 51,67% 28,33% 65,0% 

Sucre 26,97% 67,16% 21,62% 70,0% 

Casanare 27,91% 46,51% 38,50% 50,6% 

Quindío 28,57% 30,61% 61,22% 26,5% 

Antioquia 29,62% 60,26% 43,12% 47,1% 

La Guajira 29,78% 49,18% 48,36% 44,8% 

Santander 33,60% 51,49% 43,35% 43,9% 



Norte Santander 33,97% 52,74% 41,74% 44,4% 

Arauca 34,39% 48,91% 52,75% 36,7% 

Valle del Cauca 36,98% 47,19% 46,09% 41,7% 

Risaralda 37,55% 21,56% 58,74% 25,7% 

Cesar 41,53% 47,84% 45,46% 45,9% 

Boyacá 43,48% 32,92% 48,45% 38,5% 

Huila 43,55% 43,10% 58,26% 32,8% 

Córdoba 46,58% 45,86% 50,80% 41,6% 

Tolima 48,25% 35,85% 56,69% 34,6% 

Cundinamarca 48,84% 32,23% 50,58% 35,7% 

Caldas 50,46% 29,38% 55,69% 36,8% 

 
 

Fuente: elaboración propia a partir de: INCODER, Registro Único de Predios y Territorios Abandonados individuales (RUPTA individual), 1994-2013 

(agosto).  

 
En este mismo sentido, de los registros realizados en el RUPTA individual, solo el 35 por ciento 

es propietario de la tierra abandonada, mientras que el 53 por ciento son poseedores (33,1 por 

ciento), ocupantes (13,9 por ciento) y tenedores (6 por ciento). En los registros de la URT, la 

proporción de propietarios es mayor, 45 por ciento y 43 por ciento son poseedores y ocupantes. 

Estas proporciones se acercan a los datos sobre informalidad en la tenencia de la tierra aportados 

por la Encuesta Longitudinal Colombiana en la que se identificó que 39,9 por ciento de los 

hogares encuestados poseen propiedad formal sobre la tierra (CEDE, 2011, página 124). 

Estos niveles de informalidad determinarán, luego del abandono, las diferentes modalidades de 

despojo, pues como lo se¶ala la CNRR ñlos m®todos de despojo tienen una relaci·n directa con la 

tenencia y propiedad que se tenga de un bien inmueble (é). Entre m§s formalidad exista en la 

relaci·n, m§s diverso ser§ el m®todo de despojoò (Comisi·n Nacional de Reparaci·n y 

Reconciliación, CNRR, 2009, página 60).  

 

Gráfica 12. Comparación de los porcentajes de registros de abandono por tipo de relación 

con el predio entre RUPTA individual y RTDAF 

 

Fuente: elaboración propia a partir de: INCODER, Registro Único de Predios y Territorios Abandonados individuales (RUPTA individual). 



URT - Registro de solicitud de restitución de tierras despojadas y abandonadas, Oficina de Tecnologías de la Información, 31 de diciembre de 2013 

6.1.3. Abandono según tamaños 

La información de RUPTA, principalmente individual, registra 48.774 declaraciones de abandono 

que abarcan 2.237.689 has. El análisis de tamaños que se presenta a continuación se hace a 

partir de este número de hectáreas abandonadas. Lo que se observa es que el 72,3 por ciento de 

las declaraciones de abandono corresponden a predios ubicados en la pequeña propiedad 

(menos de 20 has), que suman un poco menos de 100 mil hectáreas. Por el contrario, más de la 

mitad de la superficie abandonada, 51 por ciento (1.158.788 has), corresponde a predios mayores 

a 500 has y a una pequeña cantidad de declaraciones (755).  

 

Gráfica 13. Cantidad de registros y superficie según tamaño de los predios abandonados ςRUPTA individualς 

 

Fuente: INCODER, Registro Único de Predios y Territorios Abandonados individuales (RUPTA individual). 

 
 

Con el fin de evitar la distorsión de las grandes propiedades en departamentos donde la UAF es 

mucho mayor en hectáreas, se realizó el mismo análisis con tamaños UAF. La tendencia no 

cambió. En términos de superficie, más del 50 por ciento de las hectáreas abandonadas se 

encontraban en predios mayores a una UAF. Los departamentos en los que predominan los 

registros de abandonos de predios menores a una UAF, son: Nariño, Putumayo, Cauca, Huila y 

Sucre. En los departamentos donde hay más registros de propietarios de más de una UAF son: 

Santander, Norte de Santander, Antioquia, Atlántico, Chocó y Córdoba.  

 



Gráfica 14. Cantidad de registros y superficie según tamaños UAF de los predios abandonados 

 

Fuente: elaboración propia según los datos tomados de: INCODER, Registro Único de Predios y Territorios Abandonados individuales (RUPTA individual). 

 

6.1.4. Despojo de tierras 

Como se ha indicado, no todas las tierras abandonadas han sido despojadas. Es poca la 

información que existe sobre la magnitud del despojo. A continuación presentamos dos de las 

fuentes que brindan indicios sobre este aspecto. La tercera Encuesta Nacional de Verificación de 

la Comisión de Seguimiento señala que el 82,9 por ciento de la población desplazada afirma que 

abandonó el bien que poseía en el momento del desplazamiento, un 1,8 por ciento señala que fue 

obligado a entregar el bien, 7,6 por ciento que lo vendió por la situación de violencia y un poco 

más del 5 por ciento que lo usa por sus propios medios o a través de terceros.  

Tabla 55. Situación de bienes en el momento del desplazamiento 

Situación del bien en el momento del desplazamiento 
% de grupos familiares de personas 

desplazadas 

Lo abandonó 82,9 

Lo obligaron a entregarlo 1,8 

Lo vendió presionado por la situación de violencia  7,6 

Lo vendió libremente 2,0 

Lo arrendó 0,5 

Lo dejó al cuidado de familiar o amigo 3,1 



Lo tiene y lo usa 2,3 

 
 

Fuente: tomado de III ENV comisión, tierras, 2011.  

 
La magnitud del despojo puede crecer abruptamente luego del abandono de las tierras por las 

personas desplazadas y concentrarse en el periodo posterior al desplazamiento.  

ñEl 54 por ciento de los grupos familiares señala que luego del desplazamiento las tierras se han 

concentrado en manos de unos pocos nuevos propietariosò ñEste fen·meno se presenta en mayor grado 

en Antioquia y Chocó (región 1: 66,2 por ciento) y, en menor grado, en Cauca, Nariño, Putumayo, 

Caquet§ y Buenaventura (regi·n 4: 29,6 por ciento)ò (Comisi·n de Seguimiento a la Pol²tica P¼blica Sobre 

el Desplazamiento Forzado, 2011). 

Otra fuente para acercarse a la magnitud del despojo es la declaración de las víctimas que 

instauran la solicitud de restitución del predio ante la URT. Del total de solicitudes de restitución 

reportado hasta 2013, el 33,6 por ciento eran solicitudes en las que las víctimas declaraban que 

sus predios habían sido despojados, para el restante 66,3 por ciento los predios solo habían sido 

abandonados118. Como se muestra en la gráfica 15, las declaraciones en las que predomina el 

despojo se presentan en Córdoba, Santander, La Guajira y Magdalena. Este fenómeno se puede 

asociar a la fuerte presencia y presunta alianza paramilitar con sectores económicos en estos 

departamentos. En el caso específico de Córdoba, se ha encontrado que, luego de la 

desmovilizaci·n paramilitar, se ñconcentr· m§s la propiedad de la tierra, tanto en cabeza de la 

antigua élite terrateniente como de nuevos grandes propietarios provenientes del narcotráfico y de 

la violencia como empresa de usurpaci·n de tierrasò (Reyes, 2009, p§gina 157).  

 

Gráfica 15. Porcentaje de solicitudes de restitución en las que se declara despojo.  

                                              

118   Es preciso señalar que esta es una proporción tentativa pues es la declaración de la víctima, estos registros aún no han 
pasado por la revisión y es solo en la etapa judicial en la que se puede afirmar la magnitud del despojo frente al abandono. Otra de 
las razones por las cuales esta es una aproximación está relacionada con el hecho de que las personas abandonaron el predio y 
hoy no saben el estado en que se encuentra.   



 

Fuente: elaboración propia a partir de: URT - Registro de solicitud de restitución de tierras despojadas y abandonadas, Oficina de Tecnologías de la 

Información, 31 de diciembre de 2013 

 

6.1.5. Análisis de afectación por municipios 

A continuación se presentan los municipios más afectados por abandono ubicados en los 

departamentos identificados.  

Los municipios que, según el RUPTA individual, tienen más del 20 por ciento de su superficie de 

propiedad privada rural afectada por abandono, son119: Turbo (23,7 por ciento) y San Carlos (23,5 

por ciento) en Antioquia; Carmen de Bolívar (47,7 por ciento), San Jacinto (46,3 por ciento), 

Cantagallo (34,0 por ciento) y San Pablo*120 (31,9 por ciento) en el departamento de Bolívar; La 

Macarena (88,5 por ciento), Vistahermosa (43,1 por ciento) y Uribe (24,8 por ciento) en Meta; 

Puerto Guzmán* (56,4 por ciento) en Putumayo; y Barbacoas (20,7 por ciento) en Nariño.  

Si se analizan los predios inscritos en el RUPTA colectivo, el tamaño por superficie de la 

propiedad rural privada, es mayor. Esto en parte por el hecho de que algunas de las 

declaraciones colectivas protegen toda la vereda afectada por desplazamiento, o que se 

encuentra en riesgo de desplazamiento, y la superficie total sobre la que se está analizando la 

                                              

119   Para el cálculo de este indicador se tomó como denominador la superficie de propiedad rural privada 2012 calculada por el 
Atlas de la distribución de la propiedad rural 2000-2009 (IGAC y otros, 2012), con base en la información catastral. Esta superficie no 

incluye los predios de propiedad colectiva, los del Estado y los no agropecuarios.  
 
120   Los municipios con asterisco son municipios clasificados como pueblos arrasados por el CNMH en el marco del proyecto de 
investigaci·n de la serie ñUna naci·n desplazadaò, (CNMH, Bases de datos compiladas por grupo de investigaci·n Una nación 
desplazada a partir de RUV, 2014). 

 



porción de afectación solo incluye las hectáreas pertenecientes a predios de propiedad privada 

rural. Teniendo esta precaución con el indicador, según el RUPTA colectiva, los municipios en los 

que se ha visto afectado más del 60 por ciento de su territorio, son: Arboledas, Ocaña, Tibú, 

Salazar y Cucutilla en Norte de Santander; Buenaventura, Calima, Buga, y Riofrío en Valle del 

Cauca; Ataco en Tolima; Santa Rosa del Sur y San Jacinto* en Bolívar; Balboa en Cauca, El 

Peñón y Landázuri en Santander, Santa Bárbara*, Olaya Herrera, Barbacoas y La Llanada* en 

Nariño; y Mapiripán* en Meta.  

Mapa 10. Nueve departamentos con mayor abandono según el RUPTA individual y proporción de afectación 

de los cinco municipios más afectados en cada departamento. Colombia. 1994- 2012 

 

Fuente: elaboración propia a partir de: Registro Único de Predios y Territorios Abandonados individuales (RUPTA individual), 1994-2013 (agosto). 

Nota. Para calcular la proporción de la superficie se tuvo en cuenta como medida de control la superficie privada rural para el año 2000 según el Atlas 

de la distribución de la propiedad rural 2000-2009 del IGAC (2012). 



 

6.2. Abandono de otros bienes 

éla gente tiene mucho miedo, hay cosas que no se han podido recuperar, las cosas de anta¶o, de 

visitarse por la noche, porque aquí luego de una jornada de trabajo, salía uno en la noche a echar 

domin·, a echar cuentos, a los que les gustaba cantar, cantaban y (é) y eso nos lo quitaron, porque nos 

prohibieron. De visitar al señor Manuel ya yo tenía que quedarme en mi casa. Ese canto de vaquería, ese 

canto que se oía en el trabajo cuando comenzábamos a trabajar, eso se perdió, porque teníamos que ir 

trabajando en silencio, callaito, callaito, y eso antes se sentía por allá, uhh, una cuadrilla por allá 

trabajando y otra por acá y se sentía eso. Eso se perdió porque cuando estábamos trabajando llegaba el 

Ejército y nos reunía que para ver si estábamos infiltrados, si había guerrilla, si había milicianos. Entonces 

uno ha ido perdiendo cosas de antaño que ha sido difícil recuperarlas, (é) esa confianza que hab²a en 

las comunidades, porque había confianza cuando eso. Y todo eso se perdió. Y eso cuando se pierde la 

confianza, hermano, se pierde todo (CNMH, entrevista, hombre adulto, Asocares, 2013).  

La mayoría de los estudios se concentran en el problema de tierras y no cuantifican el abandono 

o despojo de otros bienes como la vivienda, los animales, los cultivos, entre otros. Como se 

señaló anteriormente, el RUPTA incluye información al respecto. Sin embargo, el actual registro 

de bienes abandonados de la Unidad de Restitución de Tierras se limita a consignar el abandono 

y despojo de tierras, y no de otros bienes, lo cual es una evidente falencia en los procesos de 

restitución.  

Un acercamiento a la cuantificación de otros bienes se encuentra en la Encuesta Nacional de 

Verificación. En el análisis de los resultados, lo más significativo es que la proporción de personas 

desplazadas que tenían animales es 23 veces mayor que la que poseía tierras. A continuación, los 

resultados más relevantes de la segunda Encuesta en relación con este tema (Comisión de 

Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado, 2009, Décimo Primer Informe): 

¶ 55,5 por ciento de las familias desplazadas tenía tierras.  

¶ 78,9 por ciento tenía animales.  

¶ 43,6 por ciento tenía cultivos.  

¶ ñLos hogares no inscritos en el RUPD eran m§s pobres, al parecer por tener un menor 

acceso a la tierraò. 

¶ Áreas dejadas de cultivar 1.148.401 has. Lo que equivale a un 23,4 por ciento del total de 

áreas de uso agrícola (4,9 millones). En la tercera Encuesta, esta cifra sube a 1.563.759 

has para el periodo 1980-2010 (páginas 46ï52): 

Tabla 56. Porcentaje de personas desplazadas según bienes que poseían, por departamento 



 
Debieron 

abandonar 
tierras 

Poseían 
cultivos 

Abandonaron 
cultivos 

permanentes 

Poseían 
animales 

Tenían huerta 
casera o cultivo de 

pancoger 

Antioquia y Chocó 43,2 44,3 29,4 68,0 57,3 

Bolívar, Córdoba, 
Sucre y Atlántico 

36,7 62,3 12,7 78,8 62,8 

Magdalena, Cesar, La 
Guajira, Norte de 

Santander 
26,9 39,0 16,6 68,9 43,8 

Cauca, Nariño, 
Putumayo, Caquetá, 

Buenaventura 
52,1 46,8 39,5 69,8 49,3 

Tolima, Huila, 
Cundinamarca, 
Bogotá, Boyacá, 

Santander, Valle del 
Cauca, Caldas, 

Risaralda, Quindío 

36,0 44,9 32,1 68,5 49,0 

Meta, Arauca, 
Guaviare, Casanare, 

Vichada, Vaupés, 
Guainía, Amazonas 

49,6 46,1 37,3 76,1 60,8 

 
 

Fuente: Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado, (2011) Décimo Primer Informe. Cuantificación y valoración de las 

tierras y los bienes abandonados o despojados a la población desplazada en Colombia. Bases para el desarrollo de procesos de reparación, páginas 21, 

26, 31.  

 

Actividades económicas antes del despojo 

ñLa remuneraci·n mensual promedio de estos grupos familiares, que ascendi· a $1.325.683 (en 

pesos equivalentes del año 2008), era superior en cerca del 45 por ciento a la línea de pobreza 

que se situaba en $917.425ò (Comisi·n de Seguimiento a la Pol²tica P¼blica sobre 

Desplazamiento Forzado, 2009, Décimo Primer Informe, página 17). 

En la siguiente tabla (Tabla 57) se registra la distribución del ingreso de las familias según su 

procedencia.  

Tabla 57. Tipo de ingresos antes del desplazamiento 

Tipo de ingreso % de familias 

Derivados de actividad agrícola 43,2% 

Derivados de actividad pecuaria 71,4% 

Derivados de actividad agropecuaria 77,7% 

Derivados de actividad extractiva 13,9% 

Derivados de otros negocios 9,6% 

Ingresos laborales 96,7% 

 
 

Fuente: tomado de: Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado, y Consultoría para los Derechos Humanos, Codhes, 

(2009), El reto ante la tragedia humanitaria del desplazamiento forzado: reparar de manera integral el despojo de tierras y bienes (Vol. 5), Bogotá. 

 



Las familias que contaban con ingresos por actividades derivadas de la agricultura (en tierras 

propias o ajenas) tenían una oportunidad mayor de percibir mayores ingresos que las que no 

contaban con este tipo de ingresos. ñLos grupos familiares que percib²an ingresos agropecuarios 

registraban un ingreso familiar promedio superior en 49 por ciento a la línea de pobreza. Aquellos 

grupos que no disponían de este tipo de recursos, no solo contaban con un ingreso familiar 

promedio inferior en 54 por ciento a la línea de pobreza, sino que se encontraban también por 

debajo de la l²nea de indigenciaò (Comisi·n de Seguimiento a la Pol²tica P¼blica sobre 

Desplazamiento Forzado, 2009, p. 66).  

El informe de la Comisión resalta que los ingresos laborales promedio ($279.409) eran muy 

inferiores al salario mínimo. Esto también determina que la participación de este tipo de ingresos 

en la composición del ingreso familiar fuera baja, sin que esto implique una baja dedicación en 

términos de tiempo y personas a esta actividad. Pero el hecho de que casi todos los encuestados 

(96,7 por ciento) declare percibir ingresos laborales, muestra la importancia que para la 

subsistencia de las familias campesinas tiene el contar con unos recursos monetarios 

relativamente estables, que por lo general provienen de trabajos asalariados, por jornal o por 

contrato. 

Como lo han señalado las víctimas121, los espacios de encuentro como las escuelas y los puestos 

de salud se perdieron tras el abandono. Las escuelas también eran el principal sitio de 

celebración de ritos religiosos, celebraciones comunitarias y familiares. En el retrato de los 

pueblos abandonados predominan las imágenes de estas construcciones destruidas.  

 

 

 

                                              

121   Asocares, Cucal y Cascajalito, La Bonga, La Pista.  
 



 

Estudio de caso Asocares, Escuela rural Medellín. Fotógrafo: Pablo Burgos, agosto de 2013. 

 

 

 



 

 
Estudio de caso Cucal y Cascajalito. Fotógrafo: Pablo Burgos, septiembre, 2013. 

 

6.3. Violencia, desplazamiento y abandono de tierras 

En relación con el conflicto armado, y su manifestación a través de dos de sus indicadores: 

desplazamiento y abandono, hay dos periodos en los que estos fenómenos se agudizan. A 

continuación se hará un breve análisis sobre las características de los dos momentos.  

Para el primer periodo presentaremos un breve estado del arte sobre la abundante bibliografía que caracteriza 

la relación entre abandono, despojo y presencia paramilitar principalmente en los departamentos del 

noroccidente del país. En segundo lugar se caracterizará el periodo de 2005 a 2008 con énfasis en los 

departamentos de estudio de esta investigación. 

 

Gráfica 16. Relación entre el desplazamiento y registros de abandono 1994-2013 



 

Fuente: elaboración propia a partir de: Registro Único de Predios y Territorios Abandonados Individuales (RUPTA individual), 1994-2013 (agosto); INCODER; 

Unidad para la 

Atención y Reparación Integral de Víctimas, UARIV, 2013, Registro Único de Víctimas, 1980 agosto de 2013. 

 

Para el primer periodo, 1999-2002, los departamentos que tienen más altos reportes de 

abandono, son: Antioquia, Bolívar, Cesar, Magdalena, Córdoba, Sucre, Chocó y Norte de 

Santander. Teniendo en cuenta que esta es la época de despliegue paramilitar y que gran parte 

del desplazamiento y el abandono en este periodo fue consecuencia del fortalecimiento de este 

actor armado (CNRR y GMH, 2010; Acción Social y Proyecto Protección de Tierras y Patrimonio 

de la Población Desplazada, 2009; Reyes A., 2009; CNMH, 2012; Duncan, 2006) retomaremos en 

este apartado las características que diversos estudios han desarrollado sobre la relación 

paramilitar y la disputa por la tierra. Aunque otras regiones del país no estuvieron exentas de este 

fenómeno, para esta época concentraremos las características en esta región y en este tipo de 

actor122.  

Aunque el abandono y despojo propiciado por la presencia paramilitar es el resultado de 

condiciones regionales diferenciadas y particulares (Duncan, 2006; Reyes, A., 2009), se 

presentan a continuación algunas características comunes.  

                                              

122   Para un análisis detallado de la relación anual entre registros de abandono y presencia paramilitar por cada uno de los 
departamentos ver: Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Acción Social, y Proyecto 

Protección de Tierras y Patrimonio de la Población Desplazada, 2009, Identificación de los agentes colectivos responsables del 
abandono de tierras en los municipios colombianos. En este estudio se identific· que: ñlas regiones cr²ticas donde se concentr· 

la mayor p®rdida de tierras por parte de la poblaci·n desplazada (é) coincide b§sicamente con los dominios paramilitares, 
con la notable excepción del suroriente amazónico, donde además coinciden las áreas de fumigación de cultivos ilícitos 
con la región donde se ha concentrado, desde 2002, la ofensiva militar contra las FARC, y que también expulsa población 
por los dos motivosò (Agencia Presidencial para la Acci·n Social y la Cooperaci·n Internacional, Acción Social, y Proyecto 
Protección de Tierras y Patrimonio de la Población Desplazada, 2009, Identificación de los agentes colectivos responsables del 
abandono de tierras en los municipios colombianos, página 53). 

 



La primera característica destacable es que la expansión paramilitar consistió ante todo en un 

complejo proceso de transformación y desdoblamiento de antiguas autodefensas cuyo interés no se 

enfocó exclusivamente en la lucha antisubversiva, sino que consistió en la construcción y 

mantenimiento de dominios económicos y políticos, para lo cual estos aparatos armados contaron 

con los beneficios propios de la relación cercana con políticos y sectores de la economía en la 

región (Duncan, 2006). En este sentido, Duncan caracteriza la formación de una elite de señores de la 

guerra, que logró consolidar un nuevo orden social propio. Los señores de la guerra y sus ejércitos 

no solo propiciaron la compra ilegal de tierras, el despojo de bienes, sino que se abrogaron el 

derecho de decidir quién era o no ciudadano en los territorios que controlaban, es decir, quién 

podía vivir en sus áreas de influencia y qué deberes debería observar. Lo que transformó la 

estructura de poder tradicional, imponiéndose como una nueva élite en las regiones (Duncan, 

2006).  

En el marco de este proceso, el desplazamiento y el consecuente abandono y/o despojo de 

tierras motivado ïsegún varios autoresï por la presencia paramilitar ha tenido diversidad de 

motores:  

a. el control territorial,  

b. la lucha antisubversiva,  

c. el control de corredores militares y de tráfico de drogas,  

d. el enriquecimiento, a partir de la apropiación de tierras, y  

e. el control político.  

La CNRR definió tres categorías del despojo según fines y efectos: militares, económicos y 

político-electorales (Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, CNRR, 2009). Esta 

clasificación es retomada por Gutiérrez, quien, con el fin de establecer categorías analíticas que 

sinteticen la amplia gama de móviles, propone tres tipos de despojo activo paramilitar. Este despojo 

lo define como una categoría del desplazamiento y afirma:  

éentiendo por ódespojo activoô, el acto planeado y consciente de quitar la tierra a alguien, con el fin de 

redistribuir los derechos de propiedad entre otros agentes. En este tipo de desplazamiento el agente 

despojador, o alguno de sus representantes, intenta explícitamente apropiarse del predio y la víctima lo 

abandona porque alguien le exige entregarlo, y/o los papeles que le daban derechos como posesión, 

usufructo y transferencia (Gutiérrez Sanín, 2014, página 45). 

En torno a los tres tipos de despojo -estratégico, clientelista y oportunista- propuestos por 

Gutiérrez, presentamos a continuación en el marco de esta definición, presentamos a 

continuación una síntesis de sus características según las investigaciones sobre esta materia.  

a) Despojo estratégico. Tiene como principal motivación la lucha antisubversiva y la garantía de 

medios para la subsistencia y movilidad de las tropas. En relación con el primer aspecto, un 

análisis espacial para el periodo 1996-2007 evidenci· ñla tendencia de los grupos paramilitares al 



copamiento territorial de las áreas de influencia guerrillera, hasta la superposición casi completa 

de unos y otros gruposò (Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación 

Internacional, Acción Social, y Proyecto Protección de Tierras y Patrimonio de la Población 

Desplazada, 2009, Identificación de los agentes colectivos responsables del abandono de tierras en los 

municipios colombianos, página 15).  

En algunos casos, este control tuvo como elementos el enfrentamiento y el desplazamiento de 

población, pero en otros la lucha contra la guerrilla se tradujo en una estigmatización total de la 

población, conduciendo a casos como el del Catatumbo en el que ñel uso de la violencia estaba 

conscientemente orientado a sacar a los pobladores, con la idea de que ñtodo el que hubiera 

vivido m§s de tres a¶os [all²]ò era guerrillero (Guti®rrez San²n, 2014, p§gina 62). Dentro de esta 

categor²a se ubican diversas motivaciones relacionadas con la guerra, tales como: ñcontrol de 

suministros e insumos para la manutención de tropas y confrontación bélica; aseguramiento de 

posiciones militares como de corredores de movilidad (é) y conservaci·n de retaguardiasò 

(Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, CNRR, 2009, página 68).  

Como un ejemplo extremo de este despojo se retoma el caso de Funpazcor. En este, la 

secuencia fue ñexpulsi·n estrat®gica, primero, despu®s, repoblamiento y, finalmente, expulsión de 

los nuevos habitantes por una combinaci·n de motivos clientelistas y oportunistasò (Guti®rrez 

Sanín, 2014, página 62). 

b) Despojo clientelista. El despojo buscaba consolidar los apoyos políticos locales para el accionar 

de los paramilitares y en algunos casos garantizar el ejercicio directo del poder público y privado 

(Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, CNRR, 2009). Para ello, los paramilitares 

presionaban la usurpación y transferencia de propiedades a antiguos dueños o a terratenientes 

vecinos para la ampliación o el inicio de nuevas explotaciones. En las versiones libres de Justicia 

y Paz, los paramilitares admitían directamente que la recuperación de territorios implicaba 

tambi®n ñrecuperarò fincas y terrenos que hab²an sido vendidos por sus propietarios para 

programas de reforma agraria (citado por: Centro Nacional de Memoria Histórica, CNMH, 2012, 

página 139). Esta modalidad era necesaria para garantizar la permanencia de la organización, 

pero también tenía como origen la participación de empresarios agropecuarios en la conformación 

misma de los grupos paramilitares123 (Gutiérrez Sanín, 2014, página 63). En esta tipología se 

ubican los casos en los que los paramilitares terminan participando en alianzas productivas con 

los antiguos dueños de las grandes tierras.  

c) Despojo oportunista124. En este tipo de despojo los paramilitares aprovechan su posición en los 

grupos y propician el despojo para el propio lucro. Varios individuos de estos grupos aprovechan 

                                              

123   Gutiérrez señala que una de las características que comparten los paramilitares a pesar de la variabilidad de los mismos por 
regiones es ñla representaci·n sistem§ticamente alta y significativa de grandes propietarios rurales en pr§cticamente todas las 
experiencias paramilitares, con muy, muy pocas excepcionesò (Guti®rrez San²n, 2014, p§gina 56). 
 
124   Gutiérrez, retomando a Elizabeth Wood (2009), usa el término oportunista, ñen el sentido de violencia ejercida contra los civiles 



la depreciación del mercado de tierras, por efectos del conflicto armado, para hacerse dueños de 

las mismas; participan en el negocio de las drogas ilícitas y compran o usurpan tierras para 

legalizar sus capitales; y hacen alianzas con narcotraficantes, ganaderos y otros empresarios del 

campo para participar en diferentes negocios de explotación de la tierra.  

De la conjugación e interacción de móviles y actores asociados al despojo paramilitar en el norte 

del país, da cuenta la siguiente síntesis de Salinas y Zarama, relatores del informe del Centro 

Nacional de Memoria Histórica, CNMH, (2012), Justicia y paz: tierras y territorios en las versiones de 

los paramilitares:  

No es posible aislar el apoderamiento y la concentraci·n de tierras del §nimo concertado de ñrefundar 

la patriaò por parte de los integrantes de la qu²ntuple alianza, sin perjuicio de las motivaciones y 

justificaciones de cada uno de ellos: Para los empresarios que los auspiciaron y financiaron, se trataba de 

razones de seguridad para operar y extender sus actividades econ·micas. Para los ñse¶ores de la drogaò 

era la forma de consolidar rutas, lavar activos y alcanzar poder y reconocimiento social y político (ver: 

Duncan, G., 2007 y Reyes, A. 2009). Para los militares que los formaron, les colaboraron o hicieron parte 

de ellos, era la manera de combatir a la insurgencia y de consolidar los territorios liberados. Y, finalmente, 

para las élites regionales tradicionalmente ligadas al poder político y a la tenencia de la tierra, se 

constituía en la oportunidad de recuperar los predios que habían perdido como consecuencia de las 

luchas de los movimientos campesinos de mediados del siglo XX, y los que habían vendido al Estado 

para procesos de reforma agraria (CNMH, 2012, página 139). 

Por su parte, la CNRR elabora una tipología de mecanismos que se clasifica en: a) mecanismo de 

coerción y violencia sin uso de figuras jurídicas; b) uso ilegal de figuras jurídicas e institucionales 

(con o sin coerción y violencia) y c) otras modalidades como remates, apropiación de bienes 

colectivos, entre otras (ver CNRR, 2009). Aunque estos mecanismos han sido usados por los 

diferentes actores armados, la mayoría de las acciones de despojo relacionadas con la presencia 

paramilitar en la zona norte del país se inscriben en las dos primeras modalidades.  

La relación entre la reforma agraria, el abandono y la presencia paramilitar se condensa en la 

ñpar§bola de la costa Caribeò 

Si se recorre este informe al revés, es evidente que son estos municipios los que se destacaron por las 

tierras adjudicadas por la reforma agraria (capítulo institucional); los mismos donde se dispararon las 

solicitudes de protección a través de los registros individuales y donde más organizaciones sociales se 

registraron (capítulo de las mujeres); aquellos donde las luchas campesinas eran emblemáticas (capítulo 

movimiento campesino), y donde las diferentes problemáticas del despojo se manifiestan en sus más 

crudas formas. Estas memorias constituyen la parábola de la costa Caribe, porque muestra que las parcelas 

se luchan, se arrebatan a la gran propiedad, se entregan mediante intervención estatal, luego se pierden 

y nuevamente regresan a las grandes arcas (Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, CNRR y 

                                                                                                                                                                  

por parte de un miembro de un grupo armado para servir a sus intereses individuales y no a los objetivos del grupoò (Guti®rrez 
Sanín, 2014, página 48). 
 



Grupo de Memoria Histórica, GMH, 2010, página 493). 

En relación con el segundo periodo en el que se presentaron altos índices de abandono (2005-

2008), las declaraciones de abandono se concentran en los departamentos de Nariño, Putumayo, 

Tolima, Caquetá y Meta. Identificar elementos comunes que permitan explicar las razones de este 

fenómeno en dichos departamentos es un ejercicio complejo debido a la gran diversidad de 

procesos de organización social, poblamiento, conformación del territorio y características físico 

ambientales, así como por la diversidad de actores armados presentes.  

Un ejemplo de la diversidad de esta zona del país se caracteriza en un estudio sobre conflicto y 

territorio en el sur de Colombia. En este se proponen 19 subregiones para entender los procesos 

de conflicto en la macroregión sur compuesta por el Andén Pacífico, la región Andina y parte de la 

selva amazónica (CINEP, 2011, Una vieja guerra en un nuevo contexto. Conflicto y territorio en el sur de 

Colombia, Vásquez, Teófilo; Vargas, Alejo y Restrepo, Jorge, (editores), páginas 27ï31).  

Teniendo en cuenta esta diversidad y la limitada posibilidad de caracterizar algunas tendencias 

para comprender mejor el abandono y el despojo en esta zona, listamos cuatro fenómenos que 

coinciden con el periodo que buscamos caracterizar y que están íntimamente relacionados con el 

agravamiento del abandono:  

1. Retoma de la zona de distensión, implementación de planes de control militar del territorio 

y eliminación de cultivos ilícitos125.  

2. Presencia paramilitar y posterior rearme en bandas criminales.  

3. Ofensiva nacional de las FARC en 2002 y movimientos de repliegue y control de la 

población, y  

4. Política minero energética.  

Los fenómenos señalados se han presentado en diferentes grados en cada uno de los 

departamentos, e incluso en un mismo departamento. En este sentido, las características del 

abandono también varían, el miedo y la presión por parte de algún actor armado, las 

oportunidades y limitaciones para el desarrollo agropecuario y las oportunidades de ganancia en 

el mercado de tierras, hacen parte de un rango amplio de motivaciones que tienen como 

consecuencia el abandono. El despojo, por su parte, tendrá también sus propias características. 

Para acercarnos a esta heterogeneidad, se hará una breve caracterización de los hechos que se 

dieron en el periodo 2005-2008 en los departamentos que presentan más registros de abandono 

según RUPTA individual.  

 

                                              

125   Entre estos se destaca el Plan Patriota (2004) y el Plan de Consolidación (2007). En el marco de estos planes y de las 
estrategias del Ejército para enfrentar a la guerrilla se han realizado acciones y operaciones puntuales que se encuentran listadas 
en el anexo: Operaciones Militares 2004-2012.  
 



Caquetá 

Los municipios del Caquetá con mayor número de declaraciones de abandono son: San Vicente 

del Caguán, Florencia, Puerto Rico y Cartagena del Chairá. Para los tres primeros, los registros 

de abandono se concentran en los años 2006, 2007 y 2008; y en el caso de Cartagena del 

Chairá, los registros se concentran principalmente en 2004. Esto se explica por la instalación de 

una brigada del Ejército en una vereda, hecho que ocasionó el desplazamiento de todos sus 

habitantes (Ver: Caso Cartagena del Chairá, Vereda Peñas Coloradas).  

Mapa 11. Proporción de la superficie del municipio afectada por abandono respecto a la superficie privada 

rural. Caquetá. 1994-2012 

 

Fuente: elaboración propia a partir de: Registro Único de Predios y Territorios Abandonados individuales (RUPTA individual), 1994-2013 (agosto). 

Nota. Para calcular la proporción de la superficie se tuvo en cuenta como medida de control la superficie privada rural para el año 2000 

En cuanto a los años con mayor número de registros de abandono de tierras en el norte del 

Caquetá, el principal acontecimiento relacionado con ello es el fin de la zona de distensión en San 

Vicente del Caguán, en febrero de 2002, y la retoma militar del territorio. En 2002 se efectúa 

aproximadamente el 13 por ciento de los desplazamientos forzados que hubo en Caquetá entre 

1994 y 2013 (ver anexo, a partir de cifras RUV), siendo la zona del Cagu§n la que ñconcentra el 

m§ximo global de eventos de conflicto armadoò del periodo 1988-2010 (CINEP, 2011, Una vieja 

guerra en un nuevo contexto. Conflicto y territorio en el sur de Colombia, Vásquez, Teófilo; Vargas, Alejo 

y Restrepo, Jorge, editores, página 78).  



Por otra parte, los años con mayor número de registros de desplazamiento forzado en el Caquetá 

(2004, 2006 y 2007) coinciden con el inicio del Plan Patriota en 2004 y la implementación del Plan 

de Consolidación Territorial126 en los municipios de la zona norte del Caquetá a partir de 2007 

(CNMH, 2015a).  

Cuadro 1. Caso Cartagena del Chairá ς Vereda Peñas Coloradas 

Caso Cartagena del Chairá ς Vereda Peñas Coloradas 

En 2004 se concentra el 25,4 por ciento de los registros de abandono y el 23,5 por ciento de los 
de desplazamiento. En este año se presenta un desplazamiento masivo del caserío Peñas 
Coloradas que coincide con la llegada del Ejército a la zona en el marco del Plan Patriota. En este 
caserío se desplazó toda la población; y en veredas aledañas, Flandes, El Venado, Ánimas, 
Cumarales y Laguna Verde, también hubo desplazamiento forzado ό9ƭ ¢ƛŜƳǇƻΣ нллпΣ ά;ȄƻŘƻ Ŝƴ Ŝƭ 
ǎǳǊ ǇƻǊ Ǉƭŀƴ ǇŀǘǊƛƻǘŀέύΦ  
9ȄƛǎǘŜƴ ǘǊŜǎ ǾŜǊǎƛƻƴŜǎ ǎƻōǊŜ ƭŀǎ ǊŀȊƻƴŜǎ ŘŜƭ ŘŜǎǇƭŀȊŀƳƛŜƴǘƻΥ ŀύ 9ƭ 9ƧŞǊŎƛǘƻ bŀŎƛƻƴŀƭ ŜȄƛƎƛƽ άŀ ƭŀǎ 
comunidades desocupar sus viviendas de manera inmediata en pro de una operación militar 

enmarcada en Ŝƭ tƭŀƴ tŀǘǊƛƻǘŀέ όtǊŜƴǎŀ wǳǊŀƭΣ нлмпΣ ά¦ƴŀ ŘŞŎŀŘŀ ŘŜƭ ŘŜǎǇƭŀȊŀƳƛŜƴǘƻ Ŝƴ tŜƷŀǎ 
/ƻƭƻǊŀŘŀǎΣ /ŀǉǳŜǘłέύΣ ōύ [ŀ ǾŜǊǎƛƽƴ ŘŜ ƭƻǎ ƳƛƭƛǘŀǊŜǎ Ŝǎ ǊŜǘƻƳŀŘŀ Ŝƴ Ŝƭ ǇŜǊƛƽŘƛŎƻ 9ƭ ¢ƛŜƳǇƻΦ {ŜƎǵƴ 
versión la guerrilla les advirtió que cuando llegara el Ejército debían abandonar el pueblo; un 

ƻŦƛŎƛŀƭ ŀŦƛǊƳŀōŀΥ άbƻ ƭŜ Ǿƻȅ ŀ ƴŜƎŀǊ ǉǳŜ ƭŀ ƎŜƴǘŜ Ŝǎǘł ǘƻǘŀƭƳŜƴǘŜ ǇǊŜǾŜƴƛŘŀ Ŏƻƴ ƭŀ CǳŜǊȊŀ tǵōƭƛŎŀΦ 
[ŀ ƎǳŜǊǊƛƭƭŀ ƭŜǎ ŘƛŎŜ ǉǳŜ ƭƻǎ ǾŀƳƻǎ ŀ ǘƻǊǘǳǊŀǊέ ό9ƭ ¢ƛŜƳǇƻΣ нллпΣ ά;ȄƻŘƻ Ŝƴ Ŝƭ ǎǳǊ ǇƻǊ Ǉƭŀƴ 
ǇŀǘǊƛƻǘŀέύΦ Ŏύ ¦ƴŀ ǘŜǊŎŜǊŀ ǾŜǊǎƛƽƴ ŘƛŎŜ ǉǳŜ ƭŀ propia comunidad decidió abandonar el caserío por 
miedo a que los habitantes fueran capturados y estigmatizados por el Ejército como auxiliadores 
de la guerrilla, o a quedar en medio de combates entre el Ejército y la guerrilla.  
Luego de la instalación de la Brigada 22 del Ejército en la vereda de Peñas Coloradas hay relatos 

de desmantelamiento de las viviendas e instalación de trincheras. Así mismo, hay denuncias de la 
población que acusa al Ejército de impedirles la entrada al caserío para recuperar los bienes 
abandonados. Por este hecho ya existe una sanción del Consejo de Estado por excesos del Plan 
tŀǘǊƛƻǘŀ ȅ ƭŀ ŀŦŜŎǘŀŎƛƽƴ ŘŜ ǳƴ ŜƳǇǊŜǎŀǊƛƻ ŘŜ ƭŀ Ȋƻƴŀ ό9ƭ ¢ƛŜƳǇƻΣ нлмоΣ ά/ƻƴŘŜƴŀƴ ŀ ƭŀ bŀŎƛƽƴ ǇƻǊ 
ŜȄŎŜǎƻǎ ŘŜ tƭŀƴ tŀǘǊƛƻǘŀέύΦ tƻǊ Ŝƭ ŘŜǎǇƭŀȊŀƳƛento masivo de los demás habitantes y la pérdida de 
sus bienes no hay manifestación institucional. Actualmente la comunidad continúa desplazada (El 
[ƝŘŜǊΦŎƻƳΦŎƻΣ нлмпΣ άtŜƷŀǎ /ƻƭƻǊŀŘŀǎΥ мл ŀƷƻǎ ƭǳŜƎƻ ŘŜ ƭŀ ǘǊŀƎŜŘƛŀέύΦ 

 

 
Tanto las medidas adoptadas por el gobierno luego del fracaso de las negociaciones de paz, 

como los programas posteriores, entre estos el Plan de Consolidación, coinciden con periodos en 

los que se recrudece el conflicto armado127, se acentúa el desplazamiento forzado y en 

consecuencia el abandono.  

                                              

126    ñEn Colombia se implement· el Plan Nacional de Consolidaci·n con el fin de garantizar de manera sostenible las 
condiciones para la paz y la seguridad en las zonas priorizadas, así como promover el tránsito a la economía legal por medio de 
estrategias que aseguren la presencia institucional con desarrollo social. 
El Plan inició en 2007 en la región de La Macarena (é) donde se implement· el Plan de Consolidaci·n Integral de la Macarena 
(PCIM) (é). El PCIM tuvo como objetivo lograr la presencia integral y permanente del Estado, a fin de establecer las condiciones 
necesarias para: 
la recuperación del control institucional del Estado, el fortalecimiento de la gobernabilidad local y la efectiva participación de la 
sociedad civil, la erradicación de los cultivos ilícitos y el desarrollo de la economía ilícita, la recuperación de los parques 
nacionales naturales, la aplicaci·n de la justicia y la protecci·n efectiva de los derechos humanosò (Unidad Administrativa 
Especial para la Consolidación Territorial, s.f., consultado en marzo 16 de 2015). A partir de este antecedente se formaliza la 
Política Nacional de Consolidación Territorial a través de la Directiva Presidencial No. 01 de 2009 en la que se definen las 
siguientes §reas geogr§ficas: ña) Ćreas principales para iniciar la consolidaci·n: Zona Macarena y R²o Cagu§n, Zona Pac²fico 
(Nariño, Cauca, Buenaventura, Sur de Chocó), Zona Bajo Cauca Antioqueño y Sur de Córdoba, Zona Sur de Tolima y Sur de 
Valle del Cauca; b) Áreas de transición hacia la consolidación: Zona Montes de María, Zona Sierra Nevada de Santa Marta y 
Zona Oriente Antioqueño y c) Áreas Complementarias: Zona Arauca, Zona Putumayo, Zona Catatumbo y Zona Bajo Atratoò 
(Presidencia de la República, 2009, página 2, en 
http://www.accioncontraminas.gov.co/accion/desminado/Documents/Directiva_presidencial%20_salto_estrategico.pdf)  
 
127   Algunos estudios que evalúan en detalle estas relaciones son: (CODHES, 2011; Duncan y Reyes, 2009; Indepaz, 2012).  



En el caso de San Vicente del Caguán y las zonas aledañas, desde 2002 la población se vio 

afectada por la mayor intensidad y frecuencia de los enfrentamientos entre las FARC y el Ejército 

(CINEP, 2011, Una vieja guerra en un nuevo contexto. Conflicto y territorio en el sur de Colombia, 

Vásquez, Teófilo; Vargas, Alejo y Restrepo, Jorge, (editores), página 78), enfrentamientos que, 

sin embargo, fueron disminuyendo como consecuencia del repliegue de las FARC.  

La acentuada concentración de registros de abandono en San Vicente del Caguán en el año 2007 

no parece relacionarse con un evento específico. Se infiere que la implementación del Plan 

Patriota, a partir de 2004, y las medidas tomadas, tanto por el Ejército como por la guerrilla, 

motivaron el crecimiento de los desplazamientos en la región. Seguramente muchos pobladores 

decidieron irse por temor a quedar atrapados en medio de la confrontación armada, y a ser 

estigmatizados como colaboradores de la guerrilla o del Ejército. También temían las detenciones 

arbitrarias, así como las medidas de control impuestas por la guerrilla a los pobladores, las cuales 

afectan la convivencia y el desarrollo local.  

Respecto a las medidas de la guerrilla, informes periodísticos sostienen que debido al Plan Patriota, 

las FARC han aumentado las medidas de control y represión a las comunidades, impidiéndoles el 

acercamiento a los programas del Estado e intentando controlar la infiltración de militares en las 

comunidades, el intercambio de información y di§logo con el Ej®rcito (Semana, 2009, ñAs² se vive la 

guerra en Caquet§ò). En algunos casos, las medidas de control afectan las actividades productivas 

y de subsistencia. Un ejemplo de las medidas implementadas por las FARC en el Caquetá es la 

prohibición de ñactividades productivas tradicionalesò. ñEn los resguardos de los ind²genas 

Coreguaje impidieron que la gente pesque de noche, como sol²a hacerlo, y no los dejan cazarò 

(Semana, 2009, ñAs² se vive la guerra en Caquet§ò). Adem§s de las medidas de control impuestas 

por la guerrilla, se conoce de un caso en el que este grupo ordena el desplazamiento de una 

comunidad indígena (ver: Caso indígenas Pijaos en Yaguará II). 

Entre las medidas adoptadas por el Ejército que generaron temor y desconfianza por parte de las 

comunidades, se señala que este se ha tomado atribuciones como realizar empadronamientos de 

los habitantes en lugares cercanos al casco urbano de San Vicente del Cagu§n. ñEllos no pueden 

pedirle a la gente que se registre, ni tomar sus huellas, ni sus firmas, ni sus datos. Sin embargo, 

lo han hecho, seg¼n testimonios de l²deres en la zonaò (Semana, 2009, ñAs² se vive la guerra en 

Caquet§ò). Es de suponer que estas acciones, as² como la denuncia de violaci·n del Derecho 

Internacional Humanitario con la instalación del Ejército en escuelas (El Tiempo, 2008, Quintero, 

Jorge) y en casas de los habitantes, ha producido temor en la población.  

Entre los obstáculos al desarrollo normal de la vida campesina también hay que mencionar 

medidas estatales no militares. Simultáneamente con el Plan Patriota, en 2004 se 

intensificaron las fumigaciones de los cultivos de coca. Estas no distinguen cultivos de coca y 

                                                                                                                                                                  

 



cultivos de alimentos, de manera que la afectación de estos últimos causa problemas de 

abastecimiento y afecta la subsistencia de los pobladores. Como se señala en un informe del 

Bolet²n RUT: ñlas comunidades campesinas manifiestan el quiebre de su econom²a, 

colocando en serio riesgo la seguridad alimentaria de las familias, porque con las 

fumigaciones se han afectado pastos, cultivos de pancoger, huertas caseras y sembrados de 

corto, mediano y largo plazo y las especies menores (ovejas, cerdos, aves) que se enferman 

y/o muerenò (RUT Informa sobre desplazamiento forzado en Colombia, Bolet²n especial RUT, 

2004, página 20).  

En la zona sur del departamento la dinámica del conflicto varía por la presencia paramilitar128, 

pero el periodo de mayor afectación por abandono sigue siendo el mismo que el de la zona de 

influencia de San Vicente del Caguán. En esta zona la incursión paramilitar más reciente fue en 

1997129 con el Frente Caquetá de las ACCU (Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá) 

que a partir de 2001 comenzó a llamarse Frente Sur Andaquíes perteneciente al Bloque 

Central Bol²var (Verdad Abierta, 2008, ñLa incursi·n paramilitar en el Caquet§ò). Aunque a 

principios de 2006 este grupo se desmovilizó, según informes de la Defensoría y el 

Observatorio del Programa Presidencial de DDHH y DIH, para 2007 se presentan en la zona 

bandas criminales como las ñ§guilas negrasò y el ñgrupo antisubversivo del surò con 

participación de los antiguos paramilitares (Fundación Ideas para la Paz, FID, USAID y OIM, 

2014, página 14). Como se verá a continuación, este rearme coincide con el recrudecimiento 

de los fenómenos violentos.  

Florencia -capital departamental y municipio representativo del sur del Caquetá-, tiene el mayor 

número de registros de desplazamiento y abandono de tierras en los años 2006, 2007 y 2008.  

Otros indicadores del conflicto armado (eventos de conflicto armado y homicidios) también 

presentan un crecimiento en esos años. Sin embargo, es preciso aclarar que los últimos 

indicadores (homicidios y eventos de conflicto armado) tuvieron sus niveles más altos entre 1999 

y 2002 (CINEP, 2011, Una vieja guerra en un nuevo contexto. Conflicto y territorio en el sur de 

Colombia, Vásquez, Teófilo; Vargas, Alejo y Restrepo, Jorge, (editores) página 142 y 146), 

mientras que los registros de abandono se concentran en 2007 y 2008.  

La diferencia en los años de mayor incidencia de eventos violentos sugiere que entre 2007 y 

2008 hay factores diferenciales que explicarían el predominio del desplazamiento y el 

abandono frente a los homicidios y otros eventos del conflicto interno. La presencia de 

                                              

128   En la zona norte del departamento, la zona del Caguán, los paramilitares también intentaron hacer presencia, pero fracasaron. 
Ver: El Tiempo, 2008, Quintero Jorge. 
 
129   Los grupos paramilitares ñincursionan en tres oportunidades de manera sistem§tica en el departamento del Caquet§; por 
primera vez en 1980 en Llanos del Yarí; la segunda incursión se produce entre 1997 y 1998 a través de las Autodefensas 
Campesinas de Córdoba y Urabá comandadas en la zona por Antonio Londoño, alias Rafa Putumayo. La última incursión se 

presenta a partir del año 98 con la creación del Bloque Héroes de Andaquíes, que pasaría a ser de la estructura perteneciente al 

Bloque Central Bolívar al mando de Macaco, que tuvo presencia en los municipios de Belén de los Andaquíes, Morelia, Albania, 

Currillo, Mil§n, Valpara²so y Florenciaò (CNMH, 2015a). General de la República, (2013). 
 



grupos armados ilegales, junto con los impactos militares y económicos como el control de 

los cultivos ilícitos, más las operaciones del Ejército en la zona, son factores decisivos en la 

explicación de la tendencia de los indicadores.  

En San Vicente del Caguán, por su parte, los picos de abandono y despojo coinciden con los 

periodos más dinámicos en el mercado de tierras y con los periodos más fuertes de la 

confrontación armada130. Así, entre 2004 y 2012 ocurrió un fuerte cambio en la estructura de 

tenencia de la tierra, ya que en un lapso de 9 años se realizaron 2.802 compraventas, 

correspondientes al 48,17 por ciento del total de compraventas realizadas en todo el siglo en 

este municipio. Este también fue uno de los periodos más fuertes del conflicto armado 

reciente en el Caquetá, lo que puede indicar que en tiempos convulsionados y de guerra, 

algunas personas aprovechan la crisis humanitaria que genera la confrontación armada o la 

presencia de más de dos actores armados en el territorio para comprar tierras a bajos precios 

(CNMH, 2015a).  

Hay que advertir que el mercado de tierras tuvo un marcado dinamismo en todo el país entre 

1998 y 1999 y entre 2006 y 2009. Se puede suponer que en algunas zonas del departamento, 

luego del abandono de tierras, se han producido compras a bajos precios, acercándose de esta 

forma al fenómeno de despojo. Como ejemplo de ello, algunos testimonios han permitido 

identificar que en los años de presencia paramilitar en el sur del departamento hubo compra-

ventas masivas de predios a bajo precio (en zona aledaña a la escuela paramilitar ubicada en el 

corregimiento Puerto Torres) por una serie de motivos, entre los que se encuentran la crisis de la 

economía de la coca, la presencia paramilitar, el dominio de algunas tierras y la presencia de 

nuevos empresarios acaparadores de tierras (ver caso: ñPuerto Torres de 17 veredas a 3 fincasò).  

 

Gráfica 17. Tendencias históricas de los registros de abandono, de desplazamiento y de compraventas en 

Caquetá. 1994-2012 

                                              

130   Se presentaron periodos previos de concentración de las compraventas en el departamento que coincidieron con las 
din§micas de la coca. ñEl incremento de las compraventas en el periodo 1981-1985 y en el periodo 1992-1996, coinciden con 
los momentos de auge y caída del precio de la pasta base, que ha tenido fluctuaciones abruptas a lo largo de los ciclos de 
presencia de cultivos en la región, en este sentido el incremento de las compraventas en el Caquetá en este periodo no tiene 
que ver en principio con casos de abandono y despojo, derivados del conflicto armado internoò (CNMH, 2015a). Es de resaltar 
que tanto la caída como el aumento de precios de la hoja de coca coinciden con un aumento de la dinámica del mercado de 
tierras.  
 



 

Fuente: elaboración propia a partir de: Registro Único de Predios y Territorios Abandonados Individuales (RUPTA individual), 1994-2013 (agosto), INCODER; 

Unidad para la Atención y Reparación Integral de Víctimas, UARIV, 2013, Registro Único de Víctimas, 1980 agosto de 2013; Superintendencia de Notariado y 

Registro, SNR, Registros de tradición de dominio de los predios adjudicados como baldíos 1887- 2013. 

 

 
El abandono y posterior venta a bajo precio ïsin uso de la fuerzaï no se alcanza a configurar 

como despojo en la percepción de los habitantes. Esto en parte explica que solo el 28,0 por ciento 

de las solicitudes de restitución de este departamento sean por despojo: el 69,4 por ciento 

restante es por abandono (elaboración propia a partir de la URT, Registro de solicitud de restitución 

de tierras despojadas y abandonadas, Oficina de Tecnologías de la Información, 31 de diciembre de 

2013). 

El alto nivel de informalidad en la tenencia de la tierra es otro de los factores que hace difícil 

comprender y caracterizar el abandono y el despojo en la región. Así lo concluye el estudio sobre 

el Caquetá de este proyecto del CNMH:  

La no existencia de un proceso sistemático de despojo en esta región se da también por una 

imposibilidad fáctica, ya que muchos de los predios del Caquetá no cuentan con títulos de propiedad y por 

tanto desarrollar mecanismos de despojo formal a partir de compraventas a bajo precio o por presión, es 

mucho m§s complicado que en la zona norte del pa²s (é) en el Caquet§ predominan (é) tipolog²as 

materiales de abandono, no pudiendo afirmarse que la nueva persona que ocupa el predio lo hace de 

mala fé o en connivencia con algún actor armado (CNMH, 2015a, página 173). 

Cuadro 2. Caso indígenas Pijao del resguardo Yaguará II. San Vicente del Caguán 



Caso indígenas Pijao del resguardo Yaguará II. San Vicente del Caguán 

Este resguardo surgió a raíz de una de las colonizaciones realizadas por la Fuerza Aérea 
Colombiana en el Yarí, zona de litigio entre los municipios de La Macarena en Meta y San Vicente 
del Caguán en Caquetá, en la década de 1970.  
Por otra parte, la guerrilla llegó a Yaguará a principios de los ochenta y luego de los 
bombardeos a Casa Verde, el Secretariado de las FARC decide trasladar su base de operaciones 
ŀ ƭƻǎ ƭƭŀƴƻǎ ŘŜƭ ¸ŀǊƝΣ ƭƻ ǉǳŜ ŎŀƳōƛŀ ŎƻƳǇƭŜǘŀƳŜƴǘŜ ƭŀ ŘƛƴłƳƛŎŀ ŘŜƭ ǊŜǎƎǳŀǊŘƻΦ όΧύ 5ŜǎǇǳŞǎ ŘŜ 
finalizada la zona de distensión la problemática situación humanitaria de los municipios de San 

Vicente del Caguán y La Macarena se agudiza. Después del asesinato de don Escolástico 
Ducuara las FARC desplazan a 13 familias del resguardo sin 

 

Caso indígenas Pijao del resguardo Yaguará II. San Vicente del Caguán 

dar ninguna explicación por las razones del desplazamiento; el 8 de mayo de 2004 los 
guerrilleros dan orden a una familia de abandonar el resguardo y como consecuencia sesenta 

ǇŜǊǎƻƴŀǎ ǎŜ ŘŜǎǇƭŀȊŀƴΦ όΧύ [ŀǎ ŦŀƳƛƭƛŀǎ ŘŜǎǘŜǊǊŀŘŀǎ ǘǳǾƛŜǊƻƴ ǉǳŜ ŀōŀƴŘƻƴŀǊ ǘƻŘƻǎ ǎǳǎ 
bienes, la guerrilla no les dejó vender el ganado ni llevarse nada de lo que habían acumulado 
en años de trabajo, y se asentaron en el barrio de Villa Norte en San Vicente del Caguán, 
pero, a pesar de que han intentado indagar por las razones de su destierro no obtienen 
ǊŜǎǇǳŜǎǘŀǎ ǎŀǘƛǎŦŀŎǘƻǊƛŀǎΦ όΧύΣ Ŝƴ Ŝƭ ǊŜǎƎǳŀǊŘƻ Ŝǎǘł ǇǊƻƘƛōƛŘƻ ƘŀōƭŀǊ ŘŜƭ ǘŜƳŀΦ 9ƭ ǊŜǎƎǳŀǊŘƻ 
ha tenido un proceso de repoblamiento con la llegada de un grupo de indígenas 

ǇŜǊǘŜƴŜŎƛŜƴǘŜǎ ŀƭ tǳŜōƭƻ bŀǎŀΦ όΧύ 9ƭ ŘƻƭƻǊ ŘŜ ƭŀǎ ŦŀƳƛƭƛŀǎ ŘŜǎǘŜǊǊŀŘas aún sigue vivo: 
Pues siempre para nosotros fue un cambio, hablándolo claramente, un cambio muy 

brusco porque allá donde vivíamos no nos tocaba comprar el plátano, la yuca, el maíz, el 
arroz, la ahuyama, nosotros lo cultivábamos, solamente de aquí del pueblo llevábamos 
lo ǉǳŜ ŜǊŀ ƭŀ ǎŀƭΣ ƧŀōƽƴΣ ŀŎŜƛǘŜ ȅ ƭŀ ǊƻǇƛǘŀΣ ǇƻǊǉǳŜ ƴƻ ǇŀΩ ŘŜŎƛǊ άƭƭŜǾŀƳƻǎ ŎŀǊƴŜέ ǇƻǊǉǳŜ 
allá teníamos marranos, ovejas, gallinas, el ganadito, eso casero. Lo demás, la cacería, el 

ǊƝƻΣ ƭŀ ǇŜǎŎŀΧ ǇŀΩ ǉǳŞΣ ƴƻ ǎǳŦǊƝŀƳƻǎΣ ǎǳŦǊƝŀƳƻǎ ŘŜ ǇŀƭǳŘƛǎƳƻΣ Ŝǎƻ ǎƝ ŜǊŀ ƭƻ ǵnico que nos 
daba allá, porque algunos compañeros los logró matar el paludismo porque de pronto 
no hubo la droga en el momento, algunos murieron de eso, eso era lo único que nos 
molestaba a nosotros, pero más no (González, María Eugenia, s.f. Entrevista realizada a 
doña Eulalia, documento inédito)  

Sin embargo y como parece ser la tendencia en el departamento, no se puede afirmar que estos 
eventos de despojo estén asociados a una intención de apropiarse de la tierra por parte de la 
guerrilla de las FARC.  
Caso tomado textualmente de: CNMH, 2015a, páginas 173ς175. 

 

Cuadro 3. Caso ς Puerto Torres: de trece veredas a dos fincas. Belén de los Andaquíes, Caquetá 

Caso ς Puerto Torres: de trece veredas a dos fincas. Belén de los Andaquíes 

En esta viñeta narraremos los casos de despojo que se han dado en la zona sur del Caquetá. Un 
poblador de la zona nos cuenta la forma en la que las inspecciones de La Mono y de Puerto 
Torres en el municipio de Belén de los Andaquíes que eran 17 veredas de colonos campesinos en 

los años ochenta, se convierten en tres fincas de grandes hacendados, en un periodo de 20 años. 
Estos dos territorios han vivido procesos de horror en el marco del conflicto armado. Puerto 

Torres fue el sitio de asentamiento de los paramilitares del Frente Héroes de los Andaquíes. Allí 
tuvo este grupo paramilitar un centro de tortura de civiles.  

Acá en Puerto Torres vinieron esos señores y se nos asentaron en el pueblo, esto era 
un pueblo próspero, y ellos llegaron acá y todo empezó a acabarse, eso fue mucho el 
horror que tuvimos que vivir nosotros, y ellos nos prohibían irnos de aquí porque 
decían que nosotros les servíamos de escudo por si la guerrilla venía a matarlos a 

ellos, entonces nadie se podía salir del pueblo, sin embargo la gente disimuladita se 
fue yendo, mandaba una semana un colchón en la chiva, la otra una mesa, hasta ir 
sacando sus cositas graneaditas para después 

 

Caso ς Puerto Torres: de trece veredas a dos fincas. Belén de los Andaquíes 

ƛǊǎŜΦ όΧύ ¸ Ŝƭ ǇǳŜōƭƻ ǎŜ ǉǳŜŘƽ Ŏŀǎƛ ǾŀŎƝƻΣ ŎǳŀƴŘƻ Ŝƭƭƻǎ ƳŜƴƻǎ ǇŜƴǎŀǊƻƴ όΧύ 

ŜƴǘƻƴŎŜǎ ƭƻǎ άǇŀǊŀŎƻǎέ Ŝǎƻǎ ŎƛǘŀǊƻƴ ŀ ǳƴŀ ǊŜǳƴƛƽƴ Ŝƴ .ŜƭŞƴ ȅ ŘƛƧŜǊƻƴ ǉǳŜ ƭƻǎ ǉǳŜ 
vivíamos en Puerto Torres teníamos que regresarnos, o si no ellos nos buscarían 

donde estuviésemos para matarnos, y eso nos dio mucho miedo y nos devolvimos a 
vivir todo lo que ellos hicieron aquí, porque aquí mataban a toda la gente ellos, esto 
era un lugar de tortura muy tenaz (CNMH, testimonio campesino, entrevista realizada 
por Érika Ramírez, Belén de los Andaquíes, 2013, mayo).  

Después de la presencia de los paramilitares, Puerto Torres y La Mono se han convertido en 
pueblos fantasmas, donde el miedo todavía determina los relacionamientos comunitarios, de ser 



territorios pilotos en los programas de colonización dirigida se han convertido en pueblos de 
jornaleros.  

La mayoría de campesinos del plan se encuentran en este momento en la 
cordillera, hubo gente que le tocó, por obligación, le tocó dejar eso botado. Que les 
dieran lo que se pudiera. Quedaron fincas abandonadas, otros vendieron, dejaron 
las casas botadas. Desde luego la inmigración de Puerto Torres fue tan total, por 
varios factores de la cuestión agrícola, por una parte, y del otro, el problema de 
ƻǊŘŜƴ ǇǵōƭƛŎƻ όΧύΦ 9ƭ ǊƛŎƻ Ǿŀ ŎƻƳǇǊłƴŘƻƭŜ ŀƭ pobre y lo va desplazando porque le va 

mostrando el dinero para que le venda su tierra, ya que toda esta gente de aquí, 
unos se fueron por problemas de la autodefensa, otros por problemas de la 
guerrilla, otros por otras razones, otros porque les mostraron un billete y les 
pareció mucha plata. Mi finca en Puerto Torres yo la vendí, 55 hectáreas me las 
compraron a 5.500.000 en 1991, es decir a 100.000 pesos la hectárea. Después que 
esos ricos tienen la tierra ellos le suben el precio y ahora valen a siete millones la 
hectárea. A los poquitos campesinos que no les han comprado, ahorita le están 
comprando un poquito más caro, se la pagan a cuatro millones la hectárea, y ellos 
van ampliando sus fincas (CNMH, entrevista a habitante de la zona realizada por 

José Jairo González y Erika Ramírez para la investigación de Caquetá, Belén de los 
Andaquíes, 2013, junio).  

A pesar de haber sido importantes centros de colonización dirigida, donde el INCORA invirtió 
buena parte de sus recursos, el patrón de asentamiento y propiedad de la tierra han cambiando 
radicalmente. Actualmente La Mono es centro de trabajadores de la procesadora de palma 
africana CECORA, y Puerto Torres lo es de trabajadores de las fincas ganaderas. Cuando 
indagamos a los presidentes de junta de ambas inspecciones sobre los procesos de reparación 
colectiva que debían adelantarse en la región, estos afirmaban que la reparación que ellos 

esperaban era que sus territorios volviesen a ser centros de producción campesina y que se 
garantizará el retorno de las personas que tuvieron que irse de la región.  
Caso tomado textualmente con pequeñas variaciones de: CNMH, 2015a, páginas 165-170. 

 

Putumayo 

La dinámica del desplazamiento y el abandono en este departamento es relativamente diferente a 

la presentada en Caquetá. Además del aumento de la victimización, que también se presentó en 

Caquetá entre 2007 y 2008, en el periodo 2000-2002 se incrementan considerablemente los 

homicidios, el desplazamiento y el abandono en Putumayo.  

Los municipios con mayores registros de abandono hacen parte del bajo Putumayo y son, en 

su orden: Puerto Guzmán (477131), Puerto Asís (373), Valle del Guamuez (321), Orito (275), 

Puerto Caicedo (181) y San Miguel (157). Si bien Puerto Guzmán se ubica tradicionalmente en 

el medio Putumayo, como lo señala Ramírez, este municipio comparte varias características 

del bajo Putumayo (Ramírez, 2011, página 24) relacionadas con la explotación petrolera y la 

presencia de cultivos de coca132. Es en Puerto Guzmán donde el nivel de afectación ha sido 

mayor, pues se ha declarado el abandono de 15.975 hectáreas de tierra, lo que corresponde al 

56,4 por ciento 133 del área de propiedad privada rural. Para los demás municipios este nivel de 

afectación se encuentra entre el 5 y el 10 por ciento del área de la propiedad privada rural.  

 

                                              

131   Número de registros de abandono entre 1994 y 2012 según RUPTA individual.  
132   En todo caso cada uno de estos municipios tiene sus particularidades en términos de fortaleza de las organizaciones 
sociales, representaciones asociadas a la explotación petrolera y a la intensidad de los cultivos. Ver: Ramírez, 2011. 
 
133   Cálculo elaborado a partir de un área total de propiedad privada rural de 32.860 has. El catastro de este municipio se encuentra 
desactualizado, su última actualización es del año 2003. Datos tomados de tablas anexas: IGAC, CEDE y Universidad de Antioquia, 
2012, Atlas de la distribución de la propiedad rural 2000-2009.  

 



Mapa 12. Proporción de la superficie del municipio afectada por abandono respecto a la superficie privada 

rural. Putumayo. 1994-2012 

 

 

Fuente: elaboración propia a partir de: Registro Único de Predios y Territorios Abandonados individuales (RUPTA individual), 1994-2013 (agosto). 

Nota. Para calcular la proporción de la superficie se tuvo en cuenta la superficie privada rural para el año 2000 según Atlas de la distribución de la 

propiedad rural 2000-2009 del IGAC (2012). 

 
Durante el primer periodo (2000-2002), varios fenómenos contribuyen a agudizar las disputas: los 

enfrentamientos entre guerrilla y paramilitares por el control de la coca, la presencia del Plan 

Colombia con su componente militar y de fumigación de cultivos, y el fortalecimiento de la 

presencia de los paramilitares en la región (CNMH, 2015, capítulo 2; CINEP, 2011, página 211).  

Como se puede ver en el apartado presentado para Caquetá, estos factores inciden de diferentes 

formas en el desplazamiento y abandono de tierras. Por ejemplo, en el caso del Valle del 

Guamuez, en Putumayo, se presenta una concentración de los registros de abandono en el año 

2000 (RUPTA) y en el año anterior se presenta la tasa más alta de homicidios registrada entre 

1994 y 2012 (82 por 100 mil hab.) (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2014, Bases de datos 

de delitos de alto impacto). Esta situación de agudización de la victimización está estrechamente 

relacionada con las dos masacres perpetradas por los paramilitares en los poblados de El Tigre y 

El Placer, pertenecientes a este municipio, en el año de 1999134.  

                                              

134   Para una revisión detallada de estos casos ver: Centro Nacional de Memoria Histórica, 2012b; Cancimance, 2014; Centro de 
Memoria Histórica, 2011.  
También ver el relato de las casas abandonadas en El Placer, en CNMH, 2015.  



Continuando con el patrón de asentamiento paramilitar, los paramilitares del Bloque Sur 

Putumayo continúan hacia el municipio de San Miguel en el año 2000, provocando nuevos 

desplazamientos y abandonos forzados. Algunas de estas presiones se han convertido, con el 

tiempo, en despojos, tal como se relata en el caso del recuadro adjunto. 

Cuadro 4. Caso Vereda Risaralda. San Miguel, Putumayo 

Caso Vereda Risaralda. San Miguel 

ά/ǳŜƴǘŀ Ŝƭ ŜȄŦǳƴŎƛƻƴŀǊƛƻ ŘŜ ƭŀ ŀƭŎŀƭŘƝŀ ŘŜ {ŀƴ aƛƎǳŜƭ ǉǳŜ Ŝƭ ŘƝŀ Ŝƴ ǉǳŜ ƭƭŜƎƽ Ŝƭ .{t ό.ƭƻǉǳŜ {ǳǊ 

tǳǘǳƳŀȅƻύ ŀ άǉǳŜŘŀǊǎŜέ Ŝƴ [ŀ 5ƻǊŀŘŀ ƭŀ ǊŜǳƴƛƽƴ ŜƳǇŜȊƽ ŀ ƭŀǎ р ŘŜ ƭŀ ƳŀƷŀƴŀ ȅ ŘǳǊƽ ŎǳŀǘǊƻ 
horas. De nuevo, todos los habitantes del pueblo fueron reunidos en el parque principal. En esa 
ƧƻǊƴŀŘŀΣ ƭƻǎ ǇŀǊŀƳƛƭƛǘŀǊŜǎ ƳŀǘŀǊƻƴ ŀ ǳƴ ƘƻƳōǊŜ ǉǳŜ άǎŜ ǉǳŜǊƝŀ ǾƻƭŀǊέΦ  

 

Caso Vereda Risaralda. San Miguel 

Después de esa reunión, empezaron los combates entre los paramilitares y la guerrilla en las 

inmediaciones del pueblo, los cuales no pararon en quince días. Durante este tiempo los 
habitantes de La Dorada y las veredas aledañas tuvieron que padecer el confinamiento en sus 
fincas y casas y luego el desplazamiento forzado y el refugio en Ecuador. Esto supuso el 

abandono forzado de fincas y viviendas y, en algunos casos, el despojo de las mismas. Para tener 
una idea más cercana de estos fenómenos, a continuación se presentará el caso de la vereda 
Nueva Risaralda.  
Nueva Risaralda es una vereda contigua a La Dorada, debido a eso sus habitantes también fueron 
άŎƻƴǾƻŎŀŘƻǎέ ǇƻǊ ƭƻǎ ǇŀǊŀƳƛƭƛǘŀǊŜǎ ŀ ƭŀ ǊŜǳƴƛƽƴ ŘŜƭ нн ŘŜ ǎŜǇǘƛŜƳōǊŜ ŘŜ нллл Ŝƴ Ŝƭ ǇŀǊǉǳŜ 
central de ŜǎǘŜ ǇǳŜōƭƻ όΧύΦ 5ŜǎǇǳŞǎ ŘŜ ƭŀ ǊŜǳƴƛƽƴΣ ŎǳŀƴŘƻ ƭƻǎ ƘŀōƛǘŀƴǘŜǎ ŘŜ bǳŜǾŀ wƛǎŀǊŀƭŘŀ 

ǊŜƎǊŜǎŀǊƻƴ ŀ ǎǳ ǾŜǊŜŘŀΣ ŜƴŎƻƴǘǊŀǊƻƴ ŀ ƭƻǎ ǇŀǊŀƳƛƭƛǘŀǊŜǎ άǇƻǎŜǎƛƻƴŀŘƻǎέ ŘŜ ǎǳǎ ŦƛƴŎŀǎ ȅ ŎŀǎŀǎΦ ! 
partir de entonces, y por cinco meses, tuvieron que resistir el confinamiento y la convivencia con 
ŜǎǘŜ ƎǊǳǇƻ ŀǊƳŀŘƻΣ ōŀƧƻ ƭŀ ŀƳŜƴŀȊŀ ŘŜ ǉǳŜ ǎƛ ǎŜ ƛōŀƴ ŜǊŀ ǇƻǊǉǳŜ άŘŜōƝŀƴ ŀƭƎƻέ όΧύΦ 
En Nueva Risaralda la quema de casas fue el método que muchas veces utilizaron los 
ǇŀǊŀƳƛƭƛǘŀǊŜǎ ǇŀǊŀ ŘŜǎǘŜǊǊŀǊ ŀ ǉǳƛŜƴŜǎ Ŝƭƭƻǎ ŎƻƴǎƛŘŜǊŀōŀƴ άŎƻƭŀōƻǊŀŘƻǊŜǎ ŘŜ ƭŀ ƎǳŜǊǊƛƭƭŀέΦ 
También hubo un caso particular de despojo material de una finca que los paramilitares 
utilizaron como campamento y sitio de torturas, asesinatos y fosas comunes. A continuación se 
expondrán los detalles de ese caso.  

Joaquín es un hombre que supera los setenta años y es oriundo de Bolívar (Cauca). En la década 
de 1960 el INCORA le adjudicó siete hectáreas en, lo que sería más adelante, la vereda Nueva 
Risaralda. Como todos sus vecinos, él, su hijo, su nuera y sus nietos tuvieron que padecer el 
confinamiento durante los quince días de combates que siguieron después del 22 de septiembre 
ŘŜ нлллΦ WƻǎŞΣ ǎǳ ƘƛƧƻΣ ŀǵƴ ǊŜŎǳŜǊŘŀ ƭŀ ƳŀƴŜǊŀ Ŝƴ ǉǳŜ ǊŜǎǳƭǘŀǊƻƴ ƳǳŜǊǘŀǎ ƭŀǎ ǎƛŜǘŜ άŎŀōŜȊŀǎ ŘŜ 

ƎŀƴŀŘƻέ ȅ ƭŀ ȅŜƎǳŀ ŘŜ ƭŀ ŦƛƴŎŀ ŘǳǊŀƴǘŜ Ŝƭ ǇǊƛƳŜǊ ŘƝŀ ŘŜ ŜƴŦrentamientos entre los paramilitares y 
la guerrilla; estos animales terminaron en el fuego cruzado porque corrieron desesperadamente 
ŀƭ ŜǎŎǳŎƘŀǊ ƭŀǎ ŘŜǘƻƴŀŎƛƻƴŜǎ όΧύΦ  
A principios de 2001, después de resistir por cinco meses el dominio paramilitar, Joaquín y su 

familia abandonaron su casa, su finca y su vereda para desplazarse a Popayán. Allí 
permanecieron por algún tiempo en un albergue de la Cruz Roja donde solo se alimentaban con 
άŀǊǊƻȊ ȅ ƭŜƴǘŜƧŀǎέΣ ǎƛƴ άŎƻƴƻŎŜǊ ǳƴ ŘƝŀ ŘŜ ǘǊŀōŀƧƻέ ǉǳŜ ƭŜǎ ǇŜǊƳƛǘƛŜǊŀ ƻōǘener dinero para 
άŎƻƳǇǊŀǊ ƘǳŜǾƻǎ ƻ ŎŀǊƴŜέ όΧύΦ 

En el año 2005, viviendo la penuria de Popayán, Joaquín fue citado por los paramilitares a La 
5ƻǊŀŘŀΦ 9ƴ Ŝǎŀ ǊŜǳƴƛƽƴ ƭŜ ŘƛƧŜǊƻƴ ǉǳŜ άƴŜŎŜǎƛǘŀōŀƴ ƭŀ Ŏŀǎŀέ ȅ ŞƭΣ Ŏƻƴ ǘƻŘŀ ƭŀ ǘǊŀƴǉǳƛƭƛŘŀŘ ǉǳŜ ƭƻ 

caracteriza, respƻƴŘƛƽ ǉǳŜ άǎŜ ƭŀǎ ŀǊǊŜƴŘŀōŀέΦ 5ŜōƛŘƻ ŀ ŜǎƻΣ ŦǳŜ ŀƳŜƴŀȊŀŘƻ ŘŜ ƳǳŜǊǘŜ ȅ ǎǳ ŦƛƴŎŀ 
y su casa fueron ocupadas por los paramilitares. Desde entonces y hasta la desmovilización del 

BSP, la casa y la finca de Joaquín se convirtieron en lugares de terror muy reconocidos en el 
ƳǳƴƛŎƛǇƛƻ ŘŜ {ŀƴ aƛƎǳŜƭ όΧύΦ  
El año pasado Joaquín decidió solicitar ante la Unidad de Restitución de Tierras la restitución de su 
finca. Antes de hacerlo, habló con la persona que se la había comprado poco tiempo después de 
que los paramilitares la desocuparan. Este hombre estuvo de acuerdo en que Joaquín empezara 
ŜǎŜ ǘǊłƳƛǘŜΣ ǎƛŜƳǇǊŜ ȅ ŎǳŀƴŘƻ ƭŜ άǊŜŎƻƴƻŎƛŜǊŀƴέ Ŝƭ ǾŀƭƻǊ ǉǳŜ Şƭ ƘŀōƝŀ ǇŀƎŀŘƻ ǇƻǊ ƭŀ ŦƛƴŎŀ ȅ ƭŀǎ 
mejoras que le había hecho. Joaquín, por su parte, veía en el proceso de restitución de tierras una 
oportunidad para recuperar un bien que se había visto obligado a vender a bajo precio debido a la 
ŘƛŦƝŎƛƭ ǎƛǘǳŀŎƛƽƴ ŜŎƻƴƽƳƛŎŀ ǉǳŜ ŀŦǊƻƴǘŀōŀ Ŝƴ tƻǇŀȅłƴέΦ 

Este relato se construyó a partir de la entrevista con un habitante de La Dorada (CNMH, 
entrevista con hombre adulto habitante de La Dorada, municipio de San Miguel, realizada por 

Edinso Culma para la investigación regional Putumayo, 2013, noviembre).  
Caso tomado textualmente y con pequeñas variaciones de: CNMH, 2015. 

 



Pero frente al asentamiento y fortalecimiento paramilitar, algunos municipios lograron defenderse 

de este grupo paramilitar con formas de resistencia pacífica135. El intento de incursión paramilitar 

fue enfrentado por los habitantes del lugar bajo el liderazgo de un campesino y la gestión nacional 

que logró el alcalde de turno en su momento. Quizá la combinación de la movilización social con 

la fortaleza de un alcalde, que confió en la institucionalidad, fueron los hechos que permitieron 

que enfrentar a los paramilitares no terminara en una masacre. Los relatos que retoma 

Cancimance evidencian la forma en la que los pobladores exigieron protección por parte de las 

autoridades136, enfrentaron directamente a un grupo de paramilitares137 y la autoridad principal, el 

alcalde, reclama la atención por parte del gobierno nacional y exige responsabilidades del 

Ejército138.  

A pesar de este ejemplo de resistencia, como lo señalamos anteriormente, Puerto Guzmán tiene 

uno de los más altos registros de abandono. Varios factores podrían explicar este fenómeno: a) la 

no presencia paramilitar hace que los habitantes se sientan más confiados para hacer sus 

reclamaciones; b) las cifras, como lo señalamos en otro aparte, dependen de la presencia 

institucional en los municipios, acá es preciso aclarar que el Proyecto de Protección de Tierras 

priorizó a Puerto Guzmán y a Puerto Asís como municipios para hacer el levantamiento de 

predios abandonados por los altos niveles de desplazamiento presentados en estos municipios; y 

c) los altos índices de abandono en este municipio están más relacionados con la presión de la 

guerrilla como consecuencia del Plan Colombia y la crisis de la coca, y menos con la presión 

paramilitar.  

Pero la capacidad de resistencia y la respuesta de la institucionalidad pública no fueron 

homogéneas en la región. Retomando el tema de la presencia paramilitar y el aumento de las 

                                              

135   Este es el caso de Puerto Guzmán, relatado en la tesis doctoral de Andrés Cacimance. Esta tesis se inspira en la necesidad 
de salir del horror de la violencia y evidenciar la capacidad de resistencia de los habitantes en Puerto Guzmán. Es uno de los 
primeros trabajos sobre memoria que no se concentran en el relato de los hechos violentos, sino en las capacidades de resistir en 
la vida cotidiana. Es la memoria de lo cotidiano la que inspira al autor ñcuando pienso en Putumayo, me conecto m§s con lo que 
las personas hacían y hacen para vivir en medio de la guerra, que con la muerte violenta que siempre me rond·ò (Cancimance, 
2014, página 22).  
 
136   ά[ŀ ƎŜƴǘŜ ŘŜƭ ǇǳŜōƭƻ ǎŜ ǇŀǊƽ ǇŀǊŀ ǉǳŜ ƭƻǎ ǇŀǊŀǎ ƴƻ ŜƴǘǊŀǊŀƴέ όŀƴǘŜ Ŝƭ ŀƭŎŀƭŘŜΣ Ŝƭ ŎƻƳŀƴŘŀƴǘŜ ŘŜ ǇƻƭƛŎƝŀ ȅ ŘŜƭ ŜƧŞǊŎƛǘƻύΣ ǇǳŜǎ άŜƭƭƻǎ ŜƴǘǊŀn 
ŘƻƴŘŜ ƭŜ Řŀƴ ƭŀ ŜƴǘǊŀŘŀέ (Cancimance, 2014, página 175).  

 
137   ñ`Los paras apenas eran siete y nosotros once, m§s la polic²a y el ej®rcito. Yo me met² con seis por detr§s y cinco por de frente de 
la casa donde ellos estaban. (é). Aqu² estoy, vengo al llamado, qué es lo que quieren. Claro, ver a alguien con esa cosota da susto. 
Para m² tambi®n era feo verme ah², todo me temblaba, pero eran ellos o era el pueblo. (é) Entonces, cuando me van saliendo con ese 
cuento se me subió el indio a la cabeza, pues ellos ya estaban extorsionando. Ellos ya habían salido, aquí abajo a un basurero que 
antes teníamos, a robar a toda la gente que venían en las canoas. Les quitaron plata, les quitaron armas, les quitaron coca; lo que traía 
la gente al mercado. (é) Vea, yo no vine a negociar ni a discutir nada con ustedes. Yo vengo en representación de mi pueblo para 
sacarlos de acá. Nosotros ya estamos organizados y no les tenemos miedo y deben saber que el pueblo se ha armado para sacarlos a 
ustedes de aquí, y créanme, los tenemos en nuestras manos. Y la misiva que les traemos es que se van o se muerenò (entrevista 
citada por: Cancimance, 2014, páginas 171ï174). 
 
138   ñYo denunci® la irregularidad que se hab²a presentado porque no era justo que estando el Ej®rcito aqu², entre otro grupo y como Pedro 
por su casa, se lleven a una persona y se lleven todos los bienes y nadie diga nada. Entonces, con lo que sucedió ese día, el gobierno 
departamental y el gobierno nacional le prestó mucha más atención a lo que yo había denunciado, le prestaron mucha m§s atenci·nò 
(entrevista citada por: Cancimance, 2014, página 162). Con ocasión de las denuncias realizadas por el alcalde de la época, este declara 
como resultado el cambio del coronel del Ejército en la zona.  
 



cifras en el periodo 2000-2002, algunos estudios advierten sobre la relación entre Plan Colombia 

y fortalecimiento del paramilitarismo  

al darle preeminencia al componente militar, el Estado en Putumayo (é) ha posibilitado la emergencia 

y el mantenimiento de alianzas entre la Fuerza Pública y los grupos paramilitares que han operado en el 

Departamento, ya que no ha permitido el ingreso o el fortalecimiento de otras formas de institucionalidad 

estatal que hagan veeduría y restrinjan el accionar de las fuerzas militares y la policía (Culma, 2010, 

página 68, citado en CNMH, 2015, página 98).  

Como ya se ha anotado, el aumento de las cifras de abandono en el primer periodo coincide 

también con la llegada del Plan Colombia. Con este Plan se presenta un aumento de los 

combates, principalmente entre el Ejército y las FARC, con una reacción débil por parte de este 

grupo hasta 2002, año en el que aumenta su iniciativa (CINEP, 2011, p§gina 212). ñDesde el 

inicio de la tendencia al incremento de la violencia del conflicto armado en 2000 [marcada por la 

presencia del Plan Colombia y el fortalecimiento paramilitar] la violencia no dejó de aumentar en 

el bajo Putumayo hasta 2008ò (CINEP, 2011, p§gina 213). 

La llegada del Plan Colombia en 2000 coincide con un incremento de las cifras de violencia139. 

Junto con la intervención militar, el Plan Colombia tuvo dentro de sus estrategias la fumigación de 

cultivos ilícitos. De esta forma, el abandono se puede asociar, no solo al riesgo directo por estar 

en territorio en conflicto, sino también a la pérdida de cultivos de pancoger y a la eliminación de 

las posibilidades laborales relacionadas con el cultivo de coca. Como lo señalan Sánchez, Vargas 

y Vásquez, del CINEP 

Las fumigaciones iniciaron en diciembre de 2000 y produjeron dos impactos principales: el traslado de 

los cultivos ilícitos a la costa del pacífico en Nariño y Cauca y el desplazamiento de la población que 

había llegado al bajo Putumayo atraída por las perspectivas económicas del cultivo de coca, hacia sus 

lugares de origen o hacia los nuevos epicentros cocaleros (CINEP, 2011, página 212).   

Otro de los componentes de la presencia del Ejército fue garantizar la seguridad para la 

explotación petrolera que se reactivaría definitivamente en 2003 con el inicio de las labores de 

exploración y explotación. Desde el año 2001 se instala uno de los batallones creados 

especialmente para brindarle seguridad a la industria petrolera: el batallón Plan Especial 

Energético y Vial Número 9140 (CNMH, 2015, página 98). Tal como se muestra a continuación, la 

presencia estatal asociada a la seguridad petrolera no solo se percibe141 como un elemento que 

                                              

139   Tanto por las formas de reacción de la guerrilla, como por la acción directa del Ejército. 
 
140   ñEste Batall·n abarca todas las inspecciones, corregimientos y veredas que conforman los municipios de Orito, Valle del 
Guamuez y San Miguel. Inicialmente el Batallón recibió la jurisdicción de los municipios de Piamonte Cauca y Orito Putumayo, 
controlando las baterías de ECOPETROL y los oleoductos Mansoya Orito, Oleoducto San Miguel - Orito, Oleoducto Churuyaco - 
Orito y el Oleoducto Trasandino, para control de bater²as y estacionesò (http://www.ejercito.mil.co/?idcategoria=347474). 
 
141   ñ(é) ese es un tema complicado; el [del] desplazamiento por acci·n del conflicto (é) y hoy la acci·n del conflicto en esa zona 



ha agudizado el desplazamiento y el abandono, sino que también existen denuncias sobre las 

presiones a las comunidades por parte del Ejército para garantizar las labores de las empresas 

petroleras (ver caso: Valle del Guamuez).  

El proceso social que vive hoy la región es diferente, pero se pueden encontrar resonancias de lo vivido 

en la década de 1960, e identificar riesgos asociados a la presencia de empresas de explotación 

petrolera.  

Cuadro 5. Caso Valle del Guamuez 

Caso Valle del Guamuez 

άtŀǊŀ ƭŀǎ ŦŀƳƛƭƛŀǎ ȅ ƭŀǎ ŎƻƳǳƴƛŘŀŘŜǎ ǉǳŜ Ƙŀōƛǘŀƴ las tierras donde se produce y se transporta 
petróleo, este tipo de presencia estatal concentrada en el Ejército que ofrece seguridad a la 

explotación petrolera, no solo ha significado el deterioro de su seguridad ciudadana, sino 
también la vulneración de sus derechos sociales y políticos más básicos. La Comisión Intereclesial 
de Justicia y Paz ha documentado y difundido varias de las denuncias que al respecto han 

realizado organizaciones sociales de Putumayo. Una de ellas fue la realizada el 15 de junio de 
2011 por la Mesa Departamental de Organizaciones Sociales, Campesinas, Indígenas y 
Afrodescendientes del Putumayo. Según esta denuncia, el 25 de mayo de ese año hombres del 

Ejército Nacional amenazaron con desplazar forzadamente a los habitantes de la vereda 
Miraflores (inspección de Guadualito, corregimiento de El Tigre, municipio Valle del Guamuez) 
por oponerse a la construcción de la carretera y el oleoducto que las empresas petroleras Vetra 
Exploración y Producción Colombia S.A. (Consorcio Colombia Energy) han proyectado para unir el 
pozo Quillacinga (municipio de Puerto Asís) con el oleoducto San Miguel-Orito, a la altura de El 
Tigre. Los habitantes de la vereda Miraflores dijeron que se oponían a estas obras porque, siendo 

indígenas y campesinos, no habían sido consultados por dichas empresas y no habían discutido 
Ŏƻƴ Ŝƭƭŀǎ ŎǳłƭŜǎ ǎŜǊƝŀƴ ƭƻǎ άƛƳǇŀŎǘƻǎ ǎƻŎƛŀƭŜǎΣ ŀƳōƛŜƴǘŀƭŜǎΣ ŎǳƭǘǳǊŀƭŜǎ ȅ ŘŜ ƻǊŘŜƴ ǇǵōƭƛŎƻέ ǉǳŜ ƭŜǎ 
generaría tal proyecto (Comisión Intereclesial de Justicia y Paz, 2011, junio 16, Empresa Petrolera 
y Ejército Nacional arremete contra campesinos). 
Un líder indígena cuestionó el argumento de la seguridad ciudadana que esgrimen las Fuerzas 
Militares para justificar su presencia en el Corredor Fronterizo Puerto Vega-Teteyé y señaló que 
la presencia de las petroleras y la intervención de la Fuerza Pública para protegerlas, solo ha 
generado perjuicios para los habitantes de ese territorio, pues ha puesto en crisis la economía 

ŎŀƳǇŜǎƛƴŀ ōŀǎŀŘŀ Ŝƴ Ŝƭ ŎǳƭǘƛǾƻ ŘŜ ŎƻŎŀέΦ 
Caso tomado textualmente de: CNMH, 2015. 

 

 

La presencia de la industria petrolera en el Putumayo ha sido aprovechada por la guerrilla para 

atacar la infraestructura de esta industria. Estos actos contribuyen, en parte, a caracterizar el 

segundo periodo de recrudecimiento del desplazamiento y abandono de tierras. Frente al auge 

petrolero que se inicia en 2003142 en los municipios del bajo Putumayo, la guerrilla de las FARC en 

el año de 2005 realiza un ataque a la base militar del Plan Energético y Vial en Teteyé143. Base 

que tiene la responsabilidad de proteger los pozos petroleros ubicados en Puerto Asís (Fundación 

                                                                                                                                                                  

se da porque hay presencia y explotación petrolera. Si no hubiera Ejército [protegiendo la industria petrolera], la guerrilla no tiene 
con quién pelear, entonces el campesino de cierta manera estaría solamente enfrentado a un actor, pero son dos y en las dos 

zonas [La Alea y el Corredor Fronterizo Puerto Vega-Tetey®]ò (entrevista citada en CNMH, 2015, página 97).  
 
142   Entre 2005 y 2012, la ANH (Agencia Nacional de Hidrocarburos) firmó 34 nuevos contratos con empresas petroleras en 
Putumayo, ñde los cuales 27 eran de exploraci·n y explotaci·n de hidrocarburosò (CNMH, 2015, p§gina 100). 
 
143   Esta es una de las acciones con consecuencias más críticas, pero durante todo el año las FARC lideraron otras acciones: 
ataque a una patrulla de la Policía cerca de Mocoa con la muerte de cuatro agentes y 19 heridos, ataque al oleoducto en Orito e 
incineración de vehículos de trasporte de crudo, dinamitaron torres de energía en San Francisco y dejaron a nueve municipios del 
departamento sin luz y voladura del puente sobre el Río Villalobos, con lo que quedó incomunicado Mocoa del centro del país 
(http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-1675836) 
 



Ideas para la Paz, FIP, USAID y Organización Internacional para las Migraciones, OIM, 2014, 

página 34). Un titular de la prensa indica que con esta arremetida de las FARC ñen cuesti·n de 6 

meses, Putumayo dejó la senda que siguió en los últimos 5 años y que lo alejó de los niveles de 

violencia cr²ticos que, seg¼n la Polic²a, registraba en 1999ò (ñEl costoso descuido con Putumayo,ò 

2005). Se recrudece el conflicto armado conduciendo a un aumento de las cifras de victimización 

para el año 2007, producto de una combinación de acciones paramilitares y de respuesta del 

Ejército frente a las acciones de la guerrilla en 2005 (Fundación Ideas para la Paz, FIP, USAID y 

Organización Internacional para las Migraciones, OIM, 2014, página 34). 

Por su parte, los paramilitares continúan consolidando su presencia en la zona y en el 2005 

cometen una masacre en la que asesinan a 29 personas en el municipio de San Miguel (ver relato 

en CNMH, 2015, capítulo 6). Aunque el Bloque Sur Putumayo se desmoviliza en 2006, se ha 

identificado la presencia de bandas criminales en el bajo Putumayo:  

en el departamento se consolidaron ñLos Rastrojosò o ñMacheterosò al mando de H®ctor Eudoro Rivera 

Eraza, alias ñCaballoò. Aunque investigaciones acad®micas y medios de comunicaci·n afirmaron el 

debilitamiento de dicha agrupación a nivel nacional tras las capturas y entregas de varios de sus 

comandantes, personas entrevistadas en Putumayo señalaron que en 2013 y comienzos de 2014 en San 

Miguel, Valle del Guamuez, Orito y Puerto As²s, la banda de ñLos Rastrojosò continuaba teniendo un 

interés por el negocio del narcotráfico (Fundación Ideas para la Paz, FIP, USAID y Organización 

Internacional para las Migraciones, OIM, 2014, página 44).  

Gráfica 18. Porcentaje de declaraciones de abandono 1994-2012 (nacional y Putumayo) 

 

Fuente: tomada de INCODER, (2013), Registro único de predios y territorios abandonados individuales (RUPTA individual), 1994-2013 (agosto); Unidad para la 

Atención y Reparación Integral de Víctimas, UARIV, 2013, Registro Único de Víctimas, 1980 agosto de 2013, Bogotá. 



Meta 

Las memorias de despojo y abandono de los campesinos y campesinas consultados se remontan 

a los años cuarenta y a sus lugares de origen en Tolima, Cundinamarca, Santander y Huila, y a la 

historia de colonizaci·n de esta regi·n. As² rescatamos en el recuadro denominado ñEl abandono 

en La Macarena, una larga historiaò, una s²ntesis de un habitante de lo que ha significado el 

abandono y despojo, y las relaciones que establece con otros aspectos adicionales al conflicto 

armado.  

Cuadro 6. El abandono en La Macarena. Una larga historia 

El abandono en La Macarena, una larga historia 

ά[Ŝǎ Ǿƻȅ ŀ ŎƻƴǘŀǊ ŀ Ƴǳȅ ǾǳŜƭƻ ŘŜ ǇłƧŀǊƻ Ŝƭ ŦŜƴƽƳŜƴƻ ǉǳŜ Ƙŀ ƻŎŀǎƛƻƴŀŘƻ Ŝƭ 
desplazamiento de las tierras de La Macarena. Si conocemos la historia sabemos que 

hacia el cuarenta y piquito hubo un desplazamiento muy grande y no fue por conflictos 
armados, sino que fue por una enfermedad que se llamó fiebre amarilla que mató a 
buena parte de la población, sobre todo del Yarí. La gente se desplazó hacia sus regiones 

de donde habían venido principalmente del Huila y del Tolima y las tierras fueron 
abandonadas; este fue el primer fenómeno de abandono que nos sucede a los habitantes 
de esta zona del Yarí.  
Luego viene la guerra del siglo pasado, o sea la guerra liberal ς conservadora de la mitad 
de siglo en adelante que también afectó en parte a los pobladores de esta región y causa 

otro desplazamiento ahí sí ya relacionado con el conflicto armado. 
Después viene otro fenómeno: se nos aparece el último feudal de Colombia que fue 
Oliverio Lara Borrero y compra a precio de huevo todas las tierras del Yarí, se hace dueño 
y señor de las tierras y le compra a sus anteriores dueños: unos porque se tuvieron que ir 
con la fiebre amarilla y otros porque tuvieron problemas con el conflicto y Oliverio se los 
encontró llevados del chiras y les compró las tierras. Para la época de 1960 Oliverio Lara 
era dueño de casi el 80 por ciento de las tierras del Yarí, pero resulta que este señor 
también cae víctima del conflicto y es asesinado allá en su otra hacienda al pie de 
Florencia, la Lara, Larandia. Supuestamente lo asesinaron sus mismos trabajadores; y ahí 

ese emporio del Yarí se viene otra vez a pique y las tierras quedan sueltas. 
Aparece entonces la mafia, que es el otro actor del desplazamiento, aparece don Gonzalo 
Rodríguez Gacha con don Pablo Escobar con el fin de hacerse a las pistas de aterrizaje, 32 
pistas de aterrizaje teníamos legalizadas por la aeronáutica civil en el Yarí para esa época, 

y a ellos [Gacha y Escobar] realmente lo que les interesó de estas tierras fue poder hacer 
el tránsito de la droga ilícita que se comercializaba desde el Perú y Bolivia hacia el Norte, 
los Estados Unidos. Resulta que ese crecimiento de la mafia originó que esa gente trajera 
ǳƴŀ ŜǎǇŜŎƛŜ ŘŜ άDǳŀǉǳƛŀƭŜǎέΣ ŘŜ ǇǊƻǘŜŎǘƻǊŜǎ  

 

El abandono en La Macarena, una larga historia 

de esa economía, fue un grupo armado que generó otro desplazamiento grandísimo 
porque después los campesinos empezamos a hacerle estorbo para el desarrollo de sus 
tentáculos y entonces empezaron unos a vender a precio de huevo otra vez y a otros les 

tocó irse y abandonar las tierras. Viene luego ya la presencia de la guerrilla de las FARC y 
eso también lógicamente que creó un desplazamiento porque hubo dueños de hatos 
grandes que no cumplieron con sus exigencias y les dio mucho miedo porque habían 
participado o actuado con el otro actor [paramilitares] que estaba en decadencia, y eso 
también origina el último desplazamiento que es el actual que tenemos. 
Y eso de las tierras del Mono [Jorge Briceño alias Mono Jojoy] les voy a contar también 
ligerito, eso es para negarnos la titulación de nuestros baldíos. Habían dicho que las 
tierras de La Macarena le pertenecía al Mono y que tenía cualquier cantidad de tierras 

ǉǳŜ ƭŜ ƘŀōƝŀ ŜƴǘǊŜƎŀŘƻ ŀ ǳƴƻǎ άǎǵōŘƛǘƻǎέΣ ǳƴƻǎ ŎŀƳǇŜǎƛƴos que se favorecían y que 
querían legalizarlas mediante el acto de titulación de predios. Yo le digo que es mentira 

que el Mono haya entregado o haya hecho una reforma agraria en La Macarena. El otro 
fenómeno de las tierras del Mono es para devolverles las tierras a unos señores que hace 
35 o 40 años se fueron y las dejaron abandonadas. Esa gente se fue y hoy en día dicen 
que el Mono las tenía para podérselas quitar a los campesinos por acto legislativo y 
entregárselas a sus antiguos dueños, cosa que va a ser de mucho daño para nosotros 



porque aquí tenemos miles de jóvenes Macarenenses que muy fácilmente podrían 
beneficiarse de esas tierras si realmente se hiciera una reforma agraria.  
Hay otras fincas que no son un secreto de que el Mono las compró a algún ciudadano. En la 
época del despeje la gente pensó muchas cosas, inclusive veía venir un conflicto posterior y 
por eso la gente quería vender sus fincas y empezaban a ofrecerla y la guerrilla que existía, que 
eran Estado acá, decían: Si ese señor va a vender la finca yo se la compro, y la compraban y se 
ƭŀ ǇŀƎŀōŀƴΣ ƴǳƴŎŀ ŜȄƛƎƝŀƴ ǇŀǇŜƭŜǎΣ ǎƛƳǇƭŜƳŜƴǘŜ ƭŀ ǾŜƴŘƝŀƴ ȅ ǎŜ ƛōŀƴΧέ ό/baIΣ нлмрŎΣ 
testimonio de líder comunal). 

 

 
En el periodo 1994-2013, en el departamento del Meta se identifican los años 2005, 2006 y 2007 

como los de mayor recrudecimiento del abandono. Esto coincide con altos niveles de 

desplazamiento. Los municipios con mayor cantidad de declaraciones de abandono son, en su 

orden: Vistahermosa, Mapiripán, Puerto Rico, La Macarena, Mesetas y La Uribe. Los municipios 

mencionados hacen parte del sur del departamento y con excepción de Mapiripán144, los 

abandonos sucedieron principalmente entre los años 2005 y 2007. En el nororiente del 

departamento, el abandono y el despojo se relaciona principalmente con la llegada de Víctor 

Carranza y Gonzalo Rodríguez Gacha en la década de 1980.  

El bajo registro en estos municipios puede estar relacionado con dos factores: el primero, por el 

hecho de que la serie de datos, que estamos analizando, incluye los abandonos y despojos desde 

1994 y la presencia de estos actores se dio con anterioridad; el segundo, con que estas personas 

hicieron compras masivas de tierras pagando altos precios (Reyes, A., 2009, páginas 264ï265) y 

por ello los campesinos afectados no consideran que esto configure despojo. De hecho, según el 

registro de compraventas, entre 1991 y 1997 se da un aumento significativo de la dinámica del 

mercado de tierras con origen en baldíos que podría estar relacionada con este fenómeno y que 

se concentra en Granada, Puerto Lleras y Villavicencio145. 

Mapa 13. Proporción de la superficie del municipio afectada por abandono respecto a la superficie privada 

rural. Meta. 1994-2012 

                                              

144   En Mapiripán la mayor cantidad de abandonos se dan en el año 2002. En este año los paramilitares cometen una masacre en 
la que asesinan a seis campesinos. La mayor masacre en este municipio fue la de 1997 en la que el grupo paramilitar ACCU 
(Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá) asesinan a 46 pobladores y la de 1998 en la que se asesina a 17 personas.  
 
145   Se debe caracterizar con precisión el caso de Villavicencio. Las compraventas en este municipio tienen un aumento 
significativo pasando de 222 compraventas anuales en 1990 a más de 900 compraventas en 1991 y 1992. Para 1993 esta 
cifra baja de nuevo a 604 y regresa a su comportamiento histórico a principios de la década de 2000 (elaboración propia 
según Superintendencia de Notariado y Registro, SNR, Registros de tradición de dominio de los predios adjudicados como baldíos 
1887- 2013). 
 



 

Fuente: elaboración propia a partir de: Registro Único de Predios y Territorios Abandonados individuales (RUPTA individual), 1994-2013 (agosto). 

Nota. Para calcular la proporción de la superficie se tuvo en cuenta la superficie privada rural para el año 2000 según el Atlas de la distribución de la 

propiedad rural 2000-2009 del IGAC (2012) 

 

Regresando al suroccidente del departamento, encontramos que una característica común de 

cuatro de los seis municipios enunciados es que hicieron parte de la zona de distensión y fue 

sobre ellos en donde el Estado, una vez terminada la zona, desplegó la fuerza pública para 

recuperar el territorio. En este sentido, parte del fenómeno de abandono de este periodo, al igual 

que sucedió en el departamento del Caquetá, ha sido un efecto directo e indirecto de la retoma 

militar y el Plan Patriota. Otro fenómeno central será el PCIM (Plan de Consolidación) que tuvo 

como piloto La Macarena en el año 2007.  

Como ya hemos señalado, la relación entre abandono y presencia de la fuerza pública no es 

unívoca y tiene características propias en cada municipio o vereda. Como ejemplo encontramos 

que la georreferenciación de predios solicitados en el registro de restitución en el municipio de La 

Macarena ñse concentra en las §reas m§s pr·ximas al centro poblado desde donde se ha 

irradiado la política de consolidación y donde se ha concentrado el mayor número de efectivos de 

la fuerza p¼blicaò (CNMH, 2015c). Tambi®n se identifica que en el municipio de La Uribe, la mayor 

cantidad de abandonos se presentaron en el a¶o 2007. De forma paralela ñen este a¶o se da 

inicio a las operaciones del PCIM, con la presencia permanente de la policía nacional en el 

municipio de La Uribe y en las inspecciones de La Julia y de Pi¶alito en Vista Hermosaò (CNMH, 

2015c). Estos indicios fortalecen la trama entre abandono y presencia de la fuerza pública. Como 



lo han señalado diversos estudios, esto puede estar relacionado con fuertes procesos de 

estigmatización de la población campesina por parte del Ejército.  

También, y en particular para esta zona, se ha señalado la alianza entre Ejército y paramilitares luego del 

fin de la zona de despeje.  

Un recorrido por la evolución de la presencia paramilitar en el departamento de Meta puede encontrarse 

en el estudio de este departamento realizado en el marco de la investigación del proyecto Tierras, 

Territorio y Organización Social (Ver: CNMH, 2015c).  

Un tercer elemento en la relación abandono - presencia del Ejército es el control de los cultivos ilícitos. Una de 

las razones del crecimiento del abandono puede estar relacionada con la eliminación de la economía de 

subsistencia de los campesinos y campesinas asociada a los cultivos de hoja de coca. Así lo relatan líderes en el 

municipio de La Macarena:  

Luego de terminado el proceso de paz, cuando empieza la zona de consolidación y la recuperación de 

la región, los primeros muertos que vemos son los hijos de nuestros vecinos y nuestros propios hijos 

como resultado de un proceso que nunca se nos consultó a nosotros y hemos continuado con lo que tiene 

que ver el proceso de erradicación de los cultivos ilícitos, a donde tampoco había un proyecto paralelo de 

donde dependiera la economía de nuestra región (Testimonio citado en: CNMH, 2015c). 

No hay claridad con lo que ha pasado con los predios abandonados en el sur del Meta, con la 

información disponible no es posible afirmar si se ha dado o no una concentración de tierras con 

posterioridad al abandono. Un factor que limita aún más la claridad sobre este tema es que el 

nivel de informalidad sobre la propiedad de la tierra es bastante alto. Por ejemplo, en el caso de 

La Macarena no existe catastro formado y las normas sociales han predominado en la regulación 

de la propiedad. De forma permanente  

se presentan procesos de repoblamiento y de recuperación de tierras abandonadas a través de 

campesinos sin tierra que ocupan y explotan la tierra improductiva volviéndola productiva y generando 

sus ingresos en ella a partir del trabajo familiar. Las familias colonas construyen además lazos asociativos 

mediante la afiliación a la Junta de Acción Comunal, logrando que, después de 4 a 6 años de ocupar el 

predio y de participar en las actividades convocadas por la junta, esta le avale su tenencia mediante una 

carta de colono o un certificado de propiedad y permanencia expedido por el presidente de su junta veredal 

bajo el juramento de testigos (CNMH, 2015c).  

Estas prácticas comunitarias deben ser tenidas en cuenta en los procesos de restitución para 

evitar fomentar conflictos entre campesinos de la región. Pero también debe reconocerse la 

fortaleza de las normas sociales en la región en procesos de fortalecimiento de la institucionalidad 

pública, garantizando el reconocimiento de las mismas y la continuidad de su presencia.   

Como hemos visto en el caso de La Macarena, no todos los desarrollos ganaderos se pueden 

relacionar con abandono y despojo. La ganadería en esta zona del país ha servido tanto para 



mitigar las crisis del precio de la hoja de coca, como para facilitar el tránsito de economías ilícitas 

a lícitas, invirtiendo las ganancias de las primeras en ganado y también es un renglón de la 

economía que genera mayor seguridad de inversión para los campesinos frente a cultivos de 

rendimiento más distante en el tiempo.  

 

6.3.1 Abandono y despojo 

Retomando los informes que hasta el momento ha desarrollado la SNR, señalamos a 

continuación los casos que más se pueden relacionar con procesos de despojo. Se propone una 

clasificación inicial sobre las formas como operó el despojo a partir de los hallazgos de la SNR, 

pero no se logra hacer una cuantificación exhaustiva de casos, debido a que los informes tuvieron 

diferentes parámetros de desarrollo.  

a. Despojo y medidas de protección:  

¶ Compraventas sin autorización del comité de desplazamiento o que no reunían las 

condiciones de autorización en Meta, Antioquia y Valledupar. 

¶ Compraventas masivas de predios sobre los que se había levantado la medida de 

protección en Antioquia.  

¶ Compraventas masivas que se dan previo a la inscripción de medidas de protección.  

¶ Identificación de folios sin medidas de protección en Meta (San Martín de los 

Llanos) y Antioquia. En este caso no se da el despojo, pero se evidencia la intención 

de no protección del bien por parte de los funcionarios del Estado, poniendo en 

riesgo los derechos de propiedad.  

b. Presunción de despojo por anomalías en compraventas:  

¶ Compraventa a través de apoderado y realizadas a una misma persona en 

Antioquia y en Meta (La Macarena) 

¶ Compraventas con supuesta suplantación del vendedor en Antioquia y Caquetá 

(Florencia y San Vicente del Caguán),  

¶ Compraventas masivas a través de apoderado en Caquetá. En este caso, la SNR 

advierte que ñesta situaci·n no se encuentra prohibida por la ley, sin embargo, s² es 

de resaltar que en esta región del país la mayoría de los contratos de compraventa 

se efectuaron por medio de apoderados, y lo que más llama la atención es que 

siempre actuaron las mismas personas como mandantesò (Superintendencia 

Delegada para la Protección, Restitución y Formalización de Tierras, 2012b, página 

9). 

¶ Evidencia de ventas a bajo precio o con gran variación de precios en una misma 

región en Caquetá (San Vicente del Caguán y Florencia) y Meta (La Macarena).  

Los informes de la SNR reportan otros casos relacionados con irregularidades en la adjudicación 

de baldíos. Estos casos no son directamente despojos, pero pueden incidir y contribuir a que se 



presente este fenómeno, entre estos se encuentran: (a) casos en los que la notificación de 

adjudicación se emite y se registra el mismo día, o (b) que pasa un largo periodo entre la 

resolución de adjudicación y la notificación al adjudicatario146, (c) revocatorias de adjudicación con 

irregularidades y (d) resoluciones de adjudicación falsas. En todos estos casos se pueden estar 

afianzando derechos de propiedad sobre predios ocupados.  

Con el fin de identificar y caracterizar la relación entre compra-ventas masivas o incremento en 

el número de transacciones con abandono y explorar de nuevo la hipótesis que relaciona 

abandono con concentración, se revisó la serie de tiempo de las compraventas de los predios 

con origen en baldío147. Ya se caracterizó en el capítulo 5 la tendencia de las compraventas y se 

indicó que los años 1987, 1994, 1997 y 2007 presentan un incremento en el número de 

transacciones que, además de coincidir con años de buen desempeño económico, en algunos 

departamentos coincide con aumentos en los registros de abandono. Se cuentan entre los 

hallazgos:  

¶ Algunos aumentos significativos en las transacciones de compraventas se dieron en 

municipios en los que hay altos índices de abandono. Este es el caso de Turbo en 

Antioquia, El Carmen de Bolívar en Bolívar y Cartagena del Chairá, Florencia, Puerto Rico 

y San Vicente del Caguán en Caquetá. Podemos afirmar que en casos y zonas 

específicas, el abandono y el despojo han transformado la dinámica del mercado de la 

tierra y han propiciado la concentración de la propiedad. 

¶ Pero no todos los aumentos en las transacciones de compraventa se dan en municipios 

con altos índices de abandono, ni estos municipios tienen un movimiento aparentemente 

atípico en las transacciones de compraventa. De los 70 municipios que según RUPTA 

individual presentaron los mayores abandonos, 6 presentaron incrementos significativos en 

las compraventas de predios con origen en baldío.  

¶ No se identifica una coincidencia temporal entre el aumento de las compraventas y el 

escalamiento del abandono. Es más usual encontrar que el mercado de tierras se dinamiza 

uno o dos años después de momentos pico de abandono.  

 

Gráfica 19. Número de compraventas departamentos con alto abandono 

                                              

146   En este caso los predios colindantes eran del Fondo Ganadero de Córdoba. Se infiere que el Fondo hizo presión para que no 
se le informara a los campesinos sobre la adjudicación para hacer uso de esas tierras. 
 
147   Un análisis completo de este tema requiere incluir todo tipo de predios, pero por limitaciones en el acceso a la información 
solo se incluyen los predios con origen en baldío.  
 



 

Fuente: elaboración propia según los datos tomados de la serie histórica de registro de predios adjudicados como baldíos (tradición de dominio), 1896-2013, 

SNR 

 

Gráfica 20. Número de compraventas departamentos con bajo abandono 

 

Fuente: elaboración propia según los datos tomados de la serie histórica de registro de predios adjudicados como baldíos (tradición de dominio), 1896-2013, 

SNR  

 

6.4. El proceso de restitución  

Frente al fenómeno del abandono y el despojo de tierras, la Ley 1448 de 2011 desarrolló una 

serie de medidas concernientes a la restitución y reparación integral. A continuación se presenta 

un breve estado del arte de las evaluaciones que hasta el momento se han realizado sobre el 

proceso de restitución148.  

                                              

148   Teniendo en cuenta que en este proyecto no se llevó a cabo una investigación específica sobre este tema y los testimonios 
recolectados en campo no indagaron sobre la restitución, lo que se presenta es un estado del arte que contextualiza los avances de las 
acciones públicas sobre el fenómeno del abandono y el despojo. Esta síntesis se elaboró a partir de los principales documentos que 
evalúan este proceso, a saber: Amnistía Internacional, 2014; Comisión Colombiana de Juristas, 2012; Contraloría General de la República, 
2013; Observatorio sobre la Gestión de la Restitución de Tierras, Procuraduría Delegada de Restitución de Tierras, Procuraduría General 



Una de las principales críticas a esta medida ha sido la lentitud del proceso: a diciembre de 2013, 

las víctimas habían inscrito en el registro de predios para restitución 45.175 predios, 

correspondientes a más de 3 millones de hectáreas. Para mayo de 2014, solo estaban en estudio 

23.917 predios correspondientes a menos de un millón de hectáreas (Observatorio sobre la 

Gestión de la Restitución de Tierras, Procuraduría Delegada de Restitución de Tierras, 

Procuraduría General de la Nación, y USAID, 2014) y se habían dado 650 fallos de restitución de 

1.200 predios correspondientes a 29.000 has.  

Si bien evaluar las razones de la lentitud del proceso e implementar medidas para resolver esta 

cuestión es necesario, existen otros temas que requieren mayor discusión, pues determinan la 

capacidad de esta medida para lograr una reparación transformadora. Hemos clasificado los retos 

y problemas de la restitución en temas administrativos o de forma y otros temas de fondo según 

las etapas administrativa, judicial y posfallo.  

 

Etapa administrativa 

Existen dos temas de forma que han sido críticos en el desarrollo de esta etapa:  

¶ La precariedad de la información sobre la propiedad privada rural en el país ha sido un 

obstáculo que ha afectado todas las etapas del proceso. En la etapa administrativa, una de 

las principales dificultades ha sido la de identificar claramente los predios solicitados en 

restitución por las víctimas. A la precariedad de los sistemas se suman las dificultades de 

las entidades estatales para brindar información y realizar una coordinación 

interinstitucional adecuada que permita hacer una clara identificación y caracterización de 

los predios registrados en las solicitudes en un tiempo adecuado.  

¶ Focalización. La focalización tiene como principal intención garantizar la seguridad de las 

diferentes personas involucradas en el proceso de restitución y por ello se considera una 

medida acertada para evitar riesgos. El principal cuestionamiento que hay sobre este tema 

es que sobre las áreas que no están focalizadas, no se avanza en el estudio de las 

solicitudes. Esta debe ser una medida a revisar, pues existen oportunidades de 

investigación y análisis que no se realizan necesariamente en campo. Esto a su vez puede 

contribuir a tomar medidas para garantizar que se limiten las transacciones sobre predios 

que están en zonas con conflicto armado y disputa vigentes.  

Un tema de fondo está relacionado con las condiciones de seguridad en zonas focalizadas 

¶ Tampoco existen garantías claras de que las zonas focalizadas cuenten con las 

condiciones de seguridad necesarias para el retorno. Por ejemplo, se identificó que aún 

existe desplazamiento en zonas en las que se adelantan las etapas de restitución, el 79 

por ciento de los desplazados de 2013 provenían de zonas macrofocalizadas y 12 por 

                                                                                                                                                                  

de la Nación, y USAID, 2014. 
 



ciento de municipios microfocalizados en restitución (Observatorio sobre la Gestión de la 

Restitución de Tierras, Procuraduría Delegada de Restitución de Tierras, Procuraduría 

General de la Nación, y USAID, 2014, página 30).  

 

Etapa judicial 

Algunos temas administrativos de esta etapa, son:  

¶ Teniendo en cuenta que una parte importante de las sentencias que hasta el momento se 

han dado se relacionan con casos de formalización de la propiedad y sobre los que no 

existen opositores, es preciso ser más eficientes en el tiempo que toma este tipo de casos. 

Parte de las demoras están relacionadas con la dificultad que existe entre el IGAC, 

INCODER y SNR para la identificación de los predios. Se deberán desarrollar mecanismos 

más expeditos para resolver estos casos y realizar la titulación correspondiente 

(Observatorio sobre la Gestión de la Restitución de Tierras, Procuraduría Delegada de 

Restitución de Tierras, Procuraduría General de la Nación, y USAID, 2014, página 79). 

¶ La falta de actualización de los sistemas de información y la capacidad de las 

entidades como el IGAC, el INCODER y la SNR para responder a los mecanismos 

estipulados por los jueces en términos de actualización de la información de los 

predios es uno de los elementos centrales que puede poner en riesgo la seguridad 

jurídica sobre la propiedad que se debe garantizar con el proceso de restitución 

(Observatorio sobre la Gestión de la Restitución de Tierras, Procuraduría Delegada de 

Restitución de Tierras, Procuraduría General de la Nación, y USAID, 2014, página 51).  

¶ La tardanza en la etapa judicial también está relacionada con acciones de los jueces que 

dilatan el proceso. Como lo señala Bolívar, existen tres ejemplos de las mismas: repetición 

de prácticas de pruebas previamente recabadas por la URT, contrainterrogatorios a 

víctimas y opositores contradiciendo la presunción de buena fe que exige la ley, y 

devolución de demandas a la URT por distintos motivos en cada caso (Bolívar, 2014, en 

Razón Pública). 

Otros aspectos más complejos se listan a continuación: 

¶ Otros campesinos o población vulnerable predominan en los casos de la etapa judicial que 

han tenido opositores. La existencia de opositores de buena fe es uno de los retos más 

complejos que debe enfrentar el proceso de restitución para no contribuir a nuevos 

desplazamientos, o a generar las condiciones para que se presenten nuevos conflictos por 

la tierra entre campesinos y población vulnerable. Será pertinente conocer a cabalidad los 

mecanismos a través de los cuales grupos armados como la guerrilla de las FARC 

motivaron el control social sobre los derechos de propiedad de la tierra y facilitaron el 

asentamiento de nuevos pobladores en zonas previamente abandonadas por campesinos. 

En las investigaciones realizadas para el presente proyecto para los departamentos de 



Caquetá y Meta se puede profundizar en las características de control social sobre la 

propiedad de la tierra en zonas con influencia guerrillera. Además, como lo señalan Mojica, 

Soto y Ospina es preciso adelantar acciones de caracterización de los opositores para 

desarrollar programas que les permitan continuar con sus actividades sociales y 

productivas (Mojica, Soto y Ospina, 2014, en Razón Pública).  

¶ Se debe fortalecer la responsabilidad de las administraciones locales en el proceso de 

restitución con el fin de que se tomen medidas acordes con las realidades específicas 

de la población retornada. Uno de los mecanismos para ello es fortalecer y aclarar en 

las sentencias las responsabilidades de las instancias de coordinación regional y local 

creadas por la ley (Observatorio sobre la Gestión de la Restitución de Tierras, 

Procuraduría Delegada de Restitución de Tierras, Procuraduría General de la Nación y 

USAID, 2014, página 80), así como la actualización de los POT (Plan de Ordenamiento 

Territorial) locales y el desarrollo de proyectos de las administraciones municipales para 

la recuperación de los planes de vida de la población retornada.  

 

Etapa pos fallo 

Esta etapa es la que actualmente enfrenta mayores retos y demanda mayor atención y voluntad 

institucional. A continuación hacemos una breve síntesis de los aspectos de fondo sobre los que 

se debe trabajar.  

Entre los factores que limitan u obstaculizan el retorno una vez se ha logrado la restitución, 

destacan temas de seguridad, condiciones de servicios sociales en el entorno de los predios 

restituidos, oportunidades para el desarrollo de proyectos productivos, conflictos por los usos del 

suelo y competencias por los bienes colectivos como la naturaleza. Según Amnistía Internacional 

(Amnistía Internacional, 2014) 

la UARIV tenía información sobre el paradero de 791 familias, cuya reclamación de tierras se había 

resuelto (é). La UARIV solo pudo confirmar el retorno de 33 familias a sus parcelas tras dictarse la 

sentencia de restituci·n (é). Entre los motivos principales por los que los reclamantes de tierras no han 

podido retornar se encuentran el temor por la seguridad en la zona donde están situadas sus tierras, las 

demoras del INCODER en emitir a los reclamantes sus títulos de propiedad de las tierras, y la falta de 

aplicación, por parte de la URT, del proyecto productivo que los reclamantes necesitan para mantenerse 

económicamente en sus tierras (página 28).  

Una vez se ha logrado la restitución, las comunidades, en algunas zonas del país están en riesgo 

de ser de nuevo victimizadas y perseguidas por la recuperación del predio, impidiendo que se 

garantice la no repetición (Mojica, 2014). Por ello es indispensable que la justicia, y en particular 

la Fiscalía, adelante procesos de investigación y judicialización al mismo tiempo que los jueces de 

restitución llevan a cabo la investigación en procesos en los que se presume hubo despojo. Otros 



investigadores sugieren que los jueces de restitución incluyan en las sentencias como medida el 

inicio de los procesos de investigación penal (Observatorio sobre la Gestión de la Restitución de 

Tierras, Procuraduría Delegada de Restitución de Tierras, Procuraduría General de la Nación y 

USAID, 2014, página 81).  

Así mismo, se deben adelantar procesos para el desmonte de las bandas criminales que están al 

servicio de los despojadores. Amnistía recomienda iniciar, antes de la evidencia de riesgos, con 

planes preventivos y desarrollar esquemas de seguridad colectivos que involucren la protección 

de toda la comunidad y no solo a los líderes más visibles o directamente amenazados (Amnistía 

Internacional, 2014, página 33). 

Los riesgos para la vida de las personas retornadas no están relacionados exclusivamente 

con la presencia y persecución por parte de actores armados. La presencia de minas 

antipersona en varios de los municipios microfocalizados es una fuerte barrera para el 

retorno. En el estudio del Observatorio de la Gestión de la Restitución se encontró que 

algunos de los municipios microfocalizados no están priorizados en los planes de acción de la 

política de desminado (Observatorio sobre la Gestión de la Restitución de Tierras, 

Procuraduría Delegada de Restitución de Tierras, Procuraduría General de la Nación y 

USAID, 2014, página 27).  

En relación con las condiciones de seguridad y las oportunidades para el desarrollo de nuevos 

proyectos, hay que tener en cuenta que en algunos de los territorios en los que se solicita la 

restitución hay cultivos de coca y explotación minera. El estudio del Observatorio de Gestión de la 

Restitución destaca los municipios que, a pesar de que tienen microfocalización, registran una 

significativa proporción de hectáreas con cultivos de coca que pueden generar conflictos o que 

evidencian la presencia de actores armados en la zona, entre ellos el municipio de Tibú 

(Observatorio sobre la Gestión de la Restitución de Tierras, Procuraduría Delegada de Restitución 

de Tierras, Procuraduría General de la Nación y USAID, 2014, página 25).  

Sobre la presencia de explotación minera es preciso identificar claramente la posibilidad de 

retorno a predios que han sufrido procesos de degradación o contaminación ambiental 

(Amnistía Internacional, 2014, página 38). También hay un debate vigente sobre lo que se 

debe hacer en caso de que los predios en solicitud de restitución se traslapen con títulos de 

explotación minera149. Teniendo en cuenta que con base en la declaratoria de ñutilidad p¼blica 

                                              

149   Se desconoce la magnitud precisa de los predios que presentan este conflicto, pero seg¼n informe de la contralor²a: ñcasi 
todos los municipios focalizados para la restituci·n coinciden con la existencia de t²tulos mineros vigentesò. As², se puede 
observar la coincidencia en el departamento de Magdalena en los municipios de Ciénaga, Plato y Chivolo; en el Cesar: 
Valledupar, San Diego, Agustín Codazzi y San Alberto; en Bolívar: El Carmen de Bolívar, María La Baja, San Jacinto y San 
Juan Nepomuceno; en Sucre: Morroa; en Córdoba: Montería y Valencia; en Antioquia: Apartadó, Mutatá, San Carlos y 
Granada; en el Valle del Cauca: Tulúa, Trujillo, Bolívar, Río Frío y Cali; en el Tolima: Ataco y Valle de San Juan; en Nariño : 
Pasto, Tangua y Buesaco; en Putumayo: Villagarzón y Valle del Guamuez (La Hormiga); en el Meta: Cabuyero, Puerto López, 
Puerto Gaitán, Cumaral, Restrepo, Villavicencio, Acacias y San Carlos de Guaroa; en Santander: Sabana de Torres, Lebrija y 
Rionegro; en Norte de Santander: Tibú, El Zulia, La Esperanza, Villa Rosario, Los Patios y Pamplonita (Contraloría General de 
la República, 2013, página 75). 
 



de la actividad mineraò150 se podría argumentar que el derecho que da la posesión de un título 

minero prima sobre el derecho a la restituci·n. Vargas propone que ñlos derechos adquiridos 

deben ceder a intereses superiores como la salvaguarda de los derechos fundamentales de 

una pluralidad de personas o el derecho al medio ambiente sano de titularidad colectivaò 

(Contraloría General de la República, 2013, página 77). Además argumenta que la utilidad 

pública de la restitución puede ser superior a la que se pretende lograr con la activida d 

minera: 

éporque: a) contribuye al fortalecimiento de la seguridad alimentaria, por cuanto podr²a aumentarse la 

producción nacional con la disminución progresiva de la importación de alimentos; b) permite corregir las 

fallas de reconocimiento en relación con un grupo poblacional rezagado y victimizado; y c) genera 

oportunidades de empleo y de empoderamiento asociativo a través de actividades que representan una 

utilidad pública para la producción agropecuaria nacional (Contraloría General de la República, 2013, 

página 78). 

Como se ha mencionado por parte de varios analistas y defendido por la URT, la restitución es un 

proceso diferenciado del retorno y la reparación integral. Es de destacar que la mayoría de los 

estudios de seguimiento, observación y evaluación de lo que va de la implementación de la Ley 

de Víctimas (Ley 1448) se han concentrado en la etapa de restitución y no se encuentran estudios 

a profundidad sobre lo que sucede una vez se logra la recuperación de los predios.  

Es relevante adelantar este tipo de estudios con el fin de avanzar en diagnósticos que evidencien, 

más allá de las cifras de tierras restituidas, los impactos en la transformación de la situación de 

las víctimas de desplazamiento, así como los obstáculos y oportunidades para el desarrollo de 

sus planes de vida. Esto afectará la revisión de los planes de retorno y reparación, así como las 

medidas de restitución. Se evidenciarán casos como los reseñados en la historia de La Bonga, 

municipio San Basilio de Palenque, en los que la comunidad solo desea hacer retornos laborales 

al territorio abandonado, en parte por las nuevas oportunidades y servicios sociales encontrados 

en el casco municipal. El estudio del Observatorio logró identificar que, por ejemplo, el 28 por 

ciento de las familias restituidas solo han hecho retornos laborales (ver gráfica siguiente).  

 

Gráfica 21. Víctimas restituidas y retornos, Colombia (2013-2014) 

                                              

150   Art. 13 del Código de Minas.  
 



 

Fuente: gráfica tomada de: Observatorio sobre la Gestión de la Restitución de Tierras, Procuraduría Delegada de Restitución de Tierras, Procuraduría General 

de la Nación y USAID, (2014), página 65. Nota: Base 802 familias. 

 

En relación con lo anterior, los jueces han incluido medidas complementarias en las sentencias 

con el fin de garantizar la calidad de vida tras el retorno. Una síntesis de las mismas se presenta 

a continuación: 

éen un 85 por ciento de los fallos se orden· que los beneficiarios de la restituci·n fueran incluidos en 

programas de vivienda; en un 74 por ciento que fueran incluidos en un programa de proyectos 

productivos integrales; en un 56 por ciento que el solicitante y su núcleo familiar fueran incluidos en un 

programa de asistencia en salud; en un 52 por ciento que se garantizara medidas de educación y empleo, 

y en un 25 por ciento que se ejecuten obras de infraestructura (Observatorio sobre la Gestión de la 

Restitución de Tierras, Procuraduría Delegada de Restitución de Tierras, Procuraduría General de la 

Nación y USAID, 2014, página 57).  

Lo que cuestiona el Observatorio de Gestión de la Restitución de Tierras es que no se explicitan 

las entidades responsables de implementarlas y no se establecen tiempos límite. Si bien esto 

puede estar incluido en las sentencias, es responsabilidad de la administración pública, más que 

de los jueces, identificar las necesidades en estas materias y precisar acciones y 

responsabilidades institucionales. Sobre las medidas para el desarrollo de proyectos productivos, 

se afirma que a pesar de que en las sentencias se sugiere, el Ministerio de Agricultura y 

Desarrollo Rural no tiene competencias ni programas para el desarrollo de los mismos 

(Observatorio sobre la Gestión de la Restitución de Tierras, Procuraduría Delegada de Restitución 

de Tierras, Procuraduría General de la Nación y USAID, 2014, página 69).  



Sobre este tema es indispensable fortalecer la capacidad de la administración pública nacional y 

local para responder y articular el tema del desarrollo productivo propio de predios abandonados 

con otros predios y espacios del territorio que aparentemente no fueron afectados. Las medidas 

puntuales que no se articulen a los planes de desarrollo y de ordenamiento municipal pueden ir 

en contravía del objetivo de garantizar retornos sostenibles. Por ello la sugerencia en este caso 

es que no recaiga toda la responsabilidad sobre las medidas complementarias que garanticen el 

retorno en las sentencias y evidenciar que las responsabilidades sobre este proceso van más allá 

de las instituciones propiamente involucradas con la atención de víctimas.  

Un último obstáculo está relacionado con las deudas que tienen las víctimas. Este es un tema de 

gran complejidad y que demanda muchos recursos. Como se evidenció en la recolección de 

información del caso de Cucal-Cascajalito, solo para el caso de 30 parceleros, las deudas 

contraídas con la Caja Agraria y Finagro entre 1993 y 1995 ascendían a más de 561 millones de 

pesos con intereses. Como se señala en el informe de Amnistía Internacional, no hay total 

claridad o un estándar de atención común para el asunto de las deudas. Por ejemplo, Amnistía 

identificó que, según la URT, no en todos los casos se puede condonar la deuda hipotecaria, y 

ñque la Contralor²a General dijo que solo se puede optar a la condonaci·n de los intereses de la 

hipotecaò (Amnist²a Internacional, 2014, página 39).  

Para finalizar, es indispensable articular a estas acciones procesos de fortalecimiento de las 

organizaciones sociales y promover nuevos espacios sociales que reactiven los lazos de 

solidaridad y encuentro a través de medidas de reparación colectiva.  

 

6.5. Conclusiones 

Este capítulo se concentró en una caracterización de las dimensiones del abandono y el despojo 

de tierras.  

El segundo periodo, en el que se presenta una ola de abandono principalmente en el sur del país 

(2005-2008), ha sido poco estudiado y muy poco visible en escenarios de opinión pública en los 

que predomina la representación de estos años como menos violentos en virtud de la Política de 

Seguridad Democrática.  

Hay evidencia de una interdependencia entre los desplazamientos motivados por factores 

económicos y ambientales y aquellos que se atribuyen directamente al conflicto armado. En 

escenarios de posconflicto, una atención especial a las disputas por el uso de los recursos y la 

pérdida de oportunidades de aprovechamiento de los mismos debe ser un eje sobre el cual es 

preciso construir consensos colectivos sobre los ideales de desarrollo en cada territorio.  

Uno de los consensos prioritarios debe ser sobre las políticas extractivistas y la tensión de las 

mismas, tanto con las economías familiares campesinas, como con las representaciones y 

valores sobre las formas de vida en lo rural.  



Si bien no fue un tema abordado en profundidad, en este capítulo se pone de relieve que las 

oportunidades de retorno están determinadas por factores que trascienden políticas restringidas a 

la atención y acompañamiento de las víctimas directas del conflicto armado.  

Además de la atención de casos específicos, que debe ir acompañada de evaluaciones sobre la 

posibilidad de retorno de las personas que han sido desplazadas a lugares traumáticos, es 

necesaria una política de intervención rural que garantice los procesos de reparación integral.  

Existe poca información sobre el despojo de tierras y otros bienes patrimoniales de las víctimas 

del conflicto armado. Las principales conclusiones sobre este fenómeno se sustentan, por lo 

general, en estudios de caso puntuales, no obstante lo cual se generalizan para las diferentes 

regiones del país. Es preciso entonces documentar y analizar de manera más sistemática el 

despojo de tierras y su relación con variables que facilitan la vulneración de los derechos de 

propiedad en el ámbito rural (ver capítulo 5). 

  



7 Evolución del sector agrícola  

y abandono de tierras 

A partir de las magnitudes que ha registrado el abandono de tierras rurales en Colombia como 

consecuencia del conflicto armado, surge la pregunta por la transformación del sector 

agropecuario en este contexto. Para ello se hace una breve presentación de las principales 

tendencias del sector agropecuario para el nivel nacional, luego de cual se establece una relación 

con el fenómeno del abandono.  

 

7.1. Vocación y usos del suelo 

7.1.1. Vocación, usos y conflictos de uso del suelo 

En el país existe un desequilibrio entre la vocación del suelo y el uso real. Este desequilibrio se 

manifiesta en una subutilización del potencial de uso para agricultura y en una sobreutilización de 

suelos forestales y de protección en usos agrícolas y pecuarios. El grado de subutilización no ha 

variado desde 1988. Para dicho a¶o se estim· que ñlas §reas de vocaci·n agr²cola estaban 

siendo aprovechadas en un 23,6 por cientoò (Ministerio de Agricultura y Departamento Nacional 

de Planeación, DNP, 1990, página 13). Actualmente, y según el estudio del IGAC de 2012, este 

indicador es del 24 por ciento (Cálculos propios a partir de IGAC, CEDE, Universidad de Antioquia 

2012). 

Esta subutilización, además de explicarse por una competencia con los usos ganaderos, está 

relacionada con la falta de adecuación de tierras para la explotación agrícola. Para 1988 Bejarano 

se¶alaba ñque del potencial total de §reas susceptibles de ser involucradas a la producci·n 

agropecuaria a través del riego, solamente el 21 por ciento de ellas están efectivamente 

adecuadasò (Ministerio de Agricultura y Departamento Nacional de Planeación, DNP, 1990, 

página 13). Una tercera razón señalada por el IGAC es que los altos niveles de concentración de 

la tierra no permiten su adecuado uso (IGAC y Corpoica, 2002, páginas 98-99, capítulo 4). 

En oposición al anterior panorama, en ganadería se sobrepasó el potencial de uso para esta 

actividad en más del doble y se están usando más de 20 millones de hectáreas de tierra que no 

tienen vocación para esta actividad. Esto implica que se están destinando tierras de vocación 

agrícola y forestal para ganadería en detrimento del desarrollo del renglón agrícola.  

Este desequilibrio se ha intensificado en las últimas décadas por un aumento continuo de las cabezas 

de ganado, la escasa tecnificación de esta actividad y la consecuente demanda de suelo. El IGAC 

identific· que entre 1984 y 2002 ñel §rea cubierta por pastos y dedicada a actividades ganaderas de 

diversa intensidad y propósito creció, desplazando áreas agrícolas y forestales en todas las regiones 

naturales de Colombiaò (IGAC y Corpoica, 2002, página 82, capítulo 4).  



Un acercamiento preliminar a la magnitud de este aumento lo ofrece el siguiente indicador: 

mientras para 1988 se estimó que el 18,9 por ciento del área continental se destinaba a 

ganadería (Ministerio de Agricultura y Departamento Nacional de Planeación, DNP, 1990, página 

60), para 2012, esta proporción aumentó a 30,6 por ciento (IGAC, 2012, página 152).  

 

Gráfica 22. Conflictos de usos del suelo (Usos vs. Vocación). 2012 

 

Fuente: elaboración propia a partir de IGAC, (2012), Estudio de los conflictos de uso del territorio colombiano, Bogotá, páginas 92,152). Infografía inspirada en 

una similar publicada en El Espectador.  

 
Estos desequilibrios entre la vocación y el uso del suelo determinan, en parte, lo que se ha 

denominado conflicto de usos del suelo. Como se presenta en la siguiente gráfica, el 29 por 

ciento del territorio tiene conflictos de uso, tanto por sobreutilización, como por subutilización. La 

sobreutilización hace referencia principalmente a tierras con vocación forestal en las que hay 

explotación agrícola y aquellas en las que el uso agrícola es superior a la capacidad de la tierra, 

poniendo en riesgo la sostenibilidad ambiental y productiva. La subutilización hace referencia a 

tierras en las que el uso actual es inferior a la clase de vocación de uso principal y hace referencia 

principalmente a aquellas de vocación agrícola que tienen uso pecuario o en las que el nivel de 

explotación agrícola podría ser mayor (IGAC y Corpoica, 2002, página 84, 97). 

 

Gráfica 23. Conflicto de usos del suelo. Nacional 



 

Fuente: Elaboración propia a partir de información de IGAC, (2012), Estudio de los conflictos de uso del territorio colombiano, Bogotá, página 182) 

 

7.1.2. Comportamiento del sector agrícola en los últimos 30 años y participación de las economías 

campesinas 

Para hacer un balance de las principales tendencias del sector agropecuario se cuenta con 

indicadores como: valor de la producción agropecuaria, usos del suelo (área destinada a prácticas 

agrícolas y pecuarias principalmente) y producción (toneladas por productos). Dependiendo del 

indicador que se tenga en cuenta para establecer tendencias, los resultados pueden señalar tanto 

crecimiento o decrecimiento del sector. Por ejemplo, según el valor de la producción, el sector 

agrícola y pecuario ha perdido participación en la economía.  

Por otra parte se evidencia un crecimiento tanto de las áreas de explotación agropecuaria como 

del rendimiento del uso de la tierra. Esto se debe a que el primer indicador (valor de la 

producción) está fuertemente afectado por variables macroeconómicas, nacionales e 

internacionales, en tanto que los otros dos indicadores (uso del suelo y producción)  están más 

determinados por políticas económicas internas.   

Al iniciar el análisis de las tendencias del sector agrícola con el indicador de valor de la 

producción, Kalmanovitz y López evidencian un crecimiento de la agricultura entre 1950 y 1980 

que comienza a desacelerarse en la década de 1980 y se ve reflejado en el PIB agropecuario151.  

Cuando se analiza la evolución de la agricultura por tipo de cultivos, se evidencia que hay una 

disminución del valor de la producción de los cultivos transitorios (principalmente de los cereales, 

                                              

151   [ŀ ǎƛƎǳƛŜƴǘŜ ŀŘǾŜǊǘŜƴŎƛŀ ŀǇƭƛŎŀ ǇŀǊŀ ƭŀ ƭŜŎǘǳǊŀ ŘŜ ŜǎǘŜ ƛƴŘƛŎŀŘƻǊΥ ά9ƴ ǇŀƝǎŜǎ ŎƻƳƻ /ƻƭƻƳōƛŀΣ Ŏƻƴ ƴƛǾŜƭ ŘŜ ŘŜǎŀǊǊƻƭƭƻ ƛƴǘŜǊƳŜŘio, en la 
medida en que el ingreso per cápita crece, la participación de la producción agropecuaria en la producción total decrece, lo que no significa 
que el sector pierda importancia real como estratégico y no necesariamente es un sector que genera menos riqueza; lo que puede ocurrir es 
que, aunque el sector sea ŘƛƴłƳƛŎƻΣ Ƙŀȅ ƻǘǊƻǎ ǎŜŎǘƻǊŜǎ ŎƻƳƻ Ŝƭ ŘŜ ǎŜǊǾƛŎƛƻǎ ǉǳŜ ǊŜƎƛǎǘǊŀ ǳƴ ƳŀȅƻǊ ǊƛǘƳƻ ŘŜ ŎǊŜŎƛƳƛŜƴǘƻέ (Gutiérrez, 2009). 
 



la cebada y el trigo y de las oleaginosas de ciclo corto como el algodón, la soya y el ajonjolí), que 

se ve reflejada en la disminución de la participación en el valor de la producción de 25,1 por 

ciento en 1980 a 18 por ciento en 2000 (Kalmanovitz y López, 2006, páginas 247ï250). Este 

proceso se da de forma inversa a un crecimiento del valor de la producción de los cultivos 

permanentes152, principalmente el banano, la palma y las flores, que pasan de 41,9 por ciento en 

1980 a 43,9 por ciento en 2000.  

Al usar otro tipo de clasificación, cultivos predominantemente campesinos153 y predominantemente 

capitalistas, se identifica que los primeros pasan de tener una participación del 59,3 por ciento del 

valor de la producción en 1985 a 36,1 por ciento en 2010. Para el mismo periodo, los cultivos 

predominantemente capitalistas pasan de 4,3 por ciento a 25,4 por ciento (PNUD, 2012, página 

64).  

Tabla 58. Valor de la producción agrícola en el sector agropecuario (composición porcentual) 

 1985 1990 1995 2000 2005 2010 

Cultivos 

predominantemente 
campesinos 

59,30% 55,63% 49,08% 45,20% 39,85% 36,15% 

Cultivos 
predominantemente 

capitalistas 
4,43% 9,97% 15,86% 21,90% 24,46% 25,41% 

Total agricultura 63,82% 65,60% 64,94% 67,10% 64,31% 61,56% 

Total pecuario 35,55% 34,39% 35,06% 32,88% 35,58% 38,00% 

Total agropecuario 100% 100% 100% 100% 100% 100% 

 
 

CǳŜƴǘŜΥ ǘŀōƭŀ ǘƻƳŀŘŀ ŘŜ tǊƻƎǊŀƳŀ ŘŜ ƭŀǎ bŀŎƛƻƴŜǎ ¦ƴƛŘŀǎ ǇŀǊŀ Ŝƭ 5ŜǎŀǊǊƻƭƭƻΣ tb¦5Σ όнлмнύΣ ά9ƭ ŎŀƳǇŜǎƛƴŀŘƻΣ wŜŎƻƴƻŎƛƳƛŜƴǘƻ ǇŀǊŀ ŎƻƴǎǘǊǳƛǊ ǇŀƝǎέΣ Ŝƴ 

Cuaderno del Informe de desarrollo humano, Colombia 2011, página 64. 

 
Si se analizan las tasas de crecimiento del valor de la producción se encuentra que durante las 

décadas de 1980, 1990 (Kalmanovitz y López, 2006, página 250) y 2000 (PNUD, 2012, página 

64), periodo en el que se agudiza el conflicto armado, comparadas con la tasas de las décadas de 

1950, 1960 y 1970, tanto de los cultivos permanentes (sin café) como transitorios, se 

desaceleran, y para el caso de los transitorios, son negativas. Con esto se evidencia que 

existieron factores que afectaron tanto a los cultivos transitorios como a los permanentes, 

                                              

152   Incluye café. 
 
153   Incluye café. 
 



conduciendo a un estancamiento con respecto a las dinámicas de crecimiento que se 

presentaban hasta finalizar la década de 1970.  

Como factores de este estancamiento, la mayoría de los estudios destacan el proceso de 

apertura económica y la variabilidad de precios en el mercado internacional, pero no los impactos 

del conflicto armado en la productividad. Es de advertir que la apertura económica no es una 

medida que en sí misma produzca el estancamiento del sector, algunos estudios han 

documentado una relación positiva entre apertura y crecimiento agrícola para otros países 

latinoamericanos, se¶alando que ñdespu®s del periodo reformista, el crecimiento agr²cola 

aument· en los pa²ses de la regi·n, excepto en Colombia, Brasil, Honduras y Ecuadorò (Vald®s, 

2011, página 68, citando a: Valdés y Foster 2007).  

Las condiciones de éxito de dichos procesos de apertura parecen estar determinadas por otras 

medidas como la modernización de los puertos y en general de los sistemas de transporte de 

alimentos, entre otros (Valdés, 2011, página 68). En todo caso, este mismo autor advierte que es 

preciso cualificar los indicadores de ñ®xitoò de los procesos de apertura con impactos en los 

ámbitos sociales y ambientales154.  

Sobre los impactos del conflicto armado, no existen estudios que establezcan una relación entre 

poblaci·n desplazada, abandono y desempe¶o agropecuario nacional. Salgado se¶ala que ñen la 

primera década de 2000 se modificó la situación de los productores debido al conflicto armado y 

al fenómeno de desplazamiento forzado de la población, pero hasta el momento se desconocen 

los impactos de estos cambios en la estructura de los cultivosò (PNUD, 2012, p§gina 66).  

Kalmanovitz (2010) y Forero (2010) hacen un acercamiento preliminar a esta relación. Como 

se explica a continuación, esta relación aún es frágil por falta de evidencia empírica en el 

análisis de tendencias agropecuarias nacionales. Se aclara que no se desconocen los 

estudios de caso en los que se ha registrado que el abandono de la tierra implica la  pérdida 

de cultivos y animales, sobre lo que se quiere insistir es que aún no es claro el impacto del 

abandono en impacto del abandono de tierras en el sector agrario nacional.  

Kalmanovitz afirma que el desplazamiento ñtiene un efecto negativo directo sobre la 

producci·n agr²cola por el abandono de parcelas o su potrerizaci·nò (Kalmanovitz, 2010, 

página 100), indica además que el estancamiento de los cultivos transitorios, entre 1990 y 

2008, tanto en superficie como en producción, si bien se puede asociar  con la reducción de 

la protecci·n arancelaria, ñtambi®n han debido jugar un papel importante las secuelas del 

abandono forzadoò (Kalmanovitz, 2010, p§gina 102) debido a que este tipo de cultivos est§ 

asociado con campesinos medios y pequeños. A pesar de e llo, Kalmanovitz reconoce que no 

                                              

154   Valdés afirma que de acuerdo con evaluaciones para cinco países (Brasil, Chile, Colombia, México y Paraguay) ñla 
hipótesis de que el crecimiento agrícola no ha tenido impacto en reducir la pobreza de los trabajadores agrícolas queda 
descartadaò (2011, p§gina 71). Por el contrario, afirma que en Colombia y Paraguay los que se han beneficiado del aumento de 
la producción son los trabajadores por cuenta propia y, en el caso de Brasil, Chile y México, los asalariados agrícolas y no solo 
los empleadores. 
 



existe fuerte evidencia del impacto del abandono y esboza algunas razones por las cuales la 

pérdida de casi un tercio de la superficie agropecuaria no tuvo un impacto tan evidente, 

afirmando que hubo mucho más desplazamiento de personas que de producción 

(Kalmanovitz, 2010, página 109). Según Kalmanovitz,  

 i) buena parte de los desplazados fueron microfundistas que producían bienes de pan coger y una 

pequeña porción de bienes para el mercado, de tal modo que no contabilizan tanto para la producción 

como para la demanda (é); ii) la tierra despojada fue utilizada por nuevos empresarios violentos en 

cultivos de largo ciclo como palma o cacao, en ganadería, o inclusive en cultivos de corto ciclo de alta 

rentabilidad, tipo maíz tecnificado, soya o sorgo, de manera que hubo mucho más desplazamiento de 

personas que de producción (Kalmanovitz, 2010, página 109). 

Forero afirma que ñel desplazamiento ha tenido un efecto crucial sobre el relativo estancamiento 

de nuestro sector agropecuario y que la recuperación de los predios por parte de los desplazados 

contribuir§ decisivamente a la estabilizaci·n de la poblaci·n y la producci·n ruralò (Forero, 2010, 

página 102). Presumimos que Forero afirma esto sin contar con información precisa de la relación 

entre abandono y tendencias del sector agropecuario nacional. Ahondar en la comprensión de 

esta relación ayuda a identificar con mayor claridad factores que han incidido en las tendencias 

del sector agropecuario y que van desde los factores climáticos, las políticas macroeconómicas, 

los mercados internacionales, hasta el conflicto armado.  

A continuación se hará un análisis del indicador de área cultivada y de producción, teniendo en 

cuenta que el primero puede dar cuenta de la capacidad de los campesinos de permanecer en el 

territorio, y que este indicador puede relacionarse mejor con el nivel de afectación del conflicto 

armado. Los indicadores de valor de la producción y volumen de la producción pueden estar más 

determinados por variaciones en la economía internacional y las innovaciones tecnológicas.  

Como se observa en la gráfica 24, la disminución del valor de la producción agrícola en la 

década de 1980 no se relaciona con una disminución de la superficie agrícola. El área 

cultivada presenta un leve aumento de más de 300 mil hectáreas entre 1971 y 1988. Por el 

contrario, entre 1988 y 2011 hay una caída en la cantidad de hectáreas cultivadas que 

probablemente se relaciona con la crisis de los cultivos transitorios predominantemente 

capitalistas (algodón, maíz tecnificado, sorgo y soya) 155. Esta relación es confirmada por el 

IGAC cuando se¶ala que el decrecimiento del uso agr²cola nacional ñes m§s marcado si se 

analizan las tierras que se han caracterizado por una agricultura intensiva con cultivos 

transitorios como algodón, sorgo, soya y arroz, donde el descenso fue del 39 por ciento con 

respecto al §rea registrada en 1987ò (IGAC y Corpoica, 2002, p§gina 81). 

                                              

155   Es preciso aclarar que las metodologías para el levantamiento de la superficie son diferentes y por ello las cifras no son 
totalmente comparables. Sin embargo se retoman acá en una línea de tiempo continua como un mecanismo para identificar la 
tendencia general.  
 



 

Gráfica 24. Superficie agrícola (miles de hectáreas) 

 

Fuentes: elaboración propia a partir de: 

(1) 1950 y 1988: Ministerio de Agricultura y Departamento Nacional de Planeación, DNP, (1990), Misión de estudios del sector agropecuario. El desarrollo 

agropecuario en Colombia. Informe final de la misión de estudios de sector agropecuario. CapƝǘǳƭƻ мΥ ά¢ǊŀƴǎŦƻǊƳŀŎƛƽƴ ŜǎǘǊǳŎǘǳǊŀƭ ȅ ŎǊŜŎƛƳƛŜƴǘƻ 

ŀƎǊƻǇŜŎǳŀǊƛƻέΣ .ƻƎƻǘłΦ 

(2)1963: CIDA, (1966), Tenencia de la tierra y desarrollo económico del sector agropecuario de Colombia, Washington. 

(3) 1971: DANE, (1971), Boletín mensual de estadística (número 243), Bogotá. 

(4) 2011: Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y Corporación Colombiana Internacional, (2011), Oferta Agropecuaria. ENA - Cifras 2011, Encuesta 

Nacional Agropecuaria 2011, Bogotá. 

 
Con el fin de comprender mejor las variaciones presentadas en la gráfica anterior y avanzar en la 

relación entre tendencia del área cultivada e intensificación del conflicto armado, se analizará la 

evolución de 22 cultivos156 que representaban para 2010 el 81,4 por ciento del área cultivada sin 

café. Solo para estos cultivos se cuenta con una serie estadística completa desde 1981.  

Para realizar el análisis desagregado se cuenta con dos formas predominantes de clasificación de 

los cultivos. La primera está determinada por las características intrínsecas del producto y 

clasifica los cultivos entre transitorios y permanentes. La segunda está definida por las 

características socioeconómicas predominantes en la producción y se clasifican entre cultivos 

predominantemente campesinos y cultivos predominantemente capitalistas.  

En la literatura internacional se han asociado los cultivos transitorios con los campesinos y los 

permanentes con capitalistas. Esta asociación asume que los cultivos permanentes, al 

                                              

156   El área total de los 22 cultivos analizados correspondía en 2010 a 2.551.293 has., esto es equivalente al 81,4 por ciento de la superficie 
cultivada en dicho año sin café (3.132.738 has.). Los cultivos incluidos en el análisis son: ajonjolí, cebada, fríjol, maíz tradicional, papa, trigo, 
algodón, arroz riego, maíz tecnificado, sorgo, soya, cacao, caña panelera, fique, ñame, plátano, tabaco negro, tabaco rubio, yuca, banano 
exportación, caña de azúcar, palma de aceite.  
 



requerir mayor inversión de capital inicial y mayor tecnología, se desarrollan a través de 

sistemas capitalistas. Como ya lo anotaba Bejarano -director técnico de la Misión de Estudio 

del Sector Agropecuario- (Ministerio de Agricultura y Departamento Nacional de Planeación, 

DNP, 1990), esta asociaci·n es inadecuada en el caso colombiano: ñla diferencia del caso 

colombiano, con lo que se ha encontrado en países de América Latina, es el hecho de que los 

cultivos permanentes (sin café) se localizan principalmente en la agricultura tradicional, 

representados sobre todo en plátano y caña panelera, los cuales participan con algo más de 

un tercio del área total cultivada en permanentes, en tanto que los cultivos transitorios están 

m§s asociados a la agricultura empresarialò (Ministerio de Agricultura y Departamento 

Nacional de Planeación, DNP, 1990, página 40).  

Esta aclaración es fundamental, pues cuestiona la hipótesis que señala que al existir una 

tendencia al desplazamiento de los cultivos transitorios por los permanentes en los últimos 

treinta años se ha producido un desplazamiento de cultivos campesinos por cultivos 

capitalistas. Esta posición ha motivado una falsa oposición entre cultivos transitorios y 

permanentes, idealizando los primeros sobre los segundos y satanizando el aumento de los 

cultivos permanentes en las últimas décadas o cuestionando cualquier política pública 

orientada a fomentar los segundos.  

Además de desconocer los patrones de producción de los diversos cultivos, esta posición 

tambi®n desconoce la vocaci·n de usos del suelo. En 1990 se identific· que ñel 56,6 por 

ciento de los suelos potencialmente aptos para cultivos transitorios está siendo aprovechada, 

en tanto que tan solo el 12,3 por ciento de los suelos que podrían ser aprovechados para 

cultivos permanentes se utilizan para este prop·sitoò (Ministerio de Agricultura y 

Departamento Nacional de Planeación, DNP, 1990, página 13), lo que conduciría a incentivar 

el uso de la tierra para cultivos permanentes.  

Como se observa en la siguiente gráfica, hay prevalencia de los cultivos predominantemente 

campesinos, tanto en los cultivos permanentes como en los transitorios en el año 2011. Para 

ese año, el 69 por ciento de la superficie cultivada, sin café, corresponde a cultivos 

predominantemente campesinos y el 31 por ciento restante a cultivos predominantemente 

capitalistas157. La participación mayoritaria de los cultivos predominantemente campesinos ha 

sido una característica del sector agrícola colombiano señalada por diversos estudios e incluso 

ha presentado un leve aumento en los últimos 30 años.  

Gráfica 25. Distribución de la superficie por tipo de cultivos 2011 (sin café) 

                                              

157   Estos niveles de participación se acercan a los indicados para 2002-нллп Ŝƴ ŘƻƴŘŜ άǎŜ ŜƴŎƻƴǘǊƽ ǉǳŜ ƭŀ ŀƎǊƛŎǳƭǘǳǊŀ ŦŀƳƛƭƛŀr participó con el 
46 por ciento del área sembrada de los cultivos transitorios y el 66 por ciento de los permanentes, para un total del 57 por ciento del área 
ŀƎǊƝŎƻƭŀ ƴŀŎƛƻƴŀƭέ όDŀǊŀȅΣ .ŀǊōŜǊƛ ȅ /ŀǊŘƻƴŀΣ нлмлΣ ǇłƎƛƴŀ урύΦ  
 



 

Fuente: elaboración propia a partir de: Datos procesados de la ENA (Encuesta Nacional Agropecuaria) y Agronet para el Informe de Desarrollo Humano: 

Colombia rural. Razones para la Esperanza, PNUD, 2011.  

 

Nota. Gráfica construida a partir de 29 cultivos desagregados en el anuario estadístico del sector agropecuario. Resultados evaluaciones agropecuarias 

municipales 2011. La clasificación de cultivos se hizo así: Transitorios: a) predominantemente campesinos (ajonjolí, arroz secano, papa, tabaco rubio, 

cebada, fríjol, maíz tradicional, trigo, maní, hortalizas); b) predominantemente capitalistas (algodón, arroz riego, sorgo, soya, maíz tecnificado). 

Permanentes: a) predominantemente campesinos (cacao, tabaco negro, arracacha, caña miel, caña panela, cocotero, fique, ñame, plátano, yuca, 

frutales); b) predominantemente capitalistas (palma, caña de azúcar y banano exportación)158 

 

Gráfica 26. Distribución de la superficie por tipos de cultivo 

                                              

158   La clasificación de cultivos entre predominantemente campesinos y predominantemente capitalistas está construida a partir de la clasificación de 
Forero (Forero, 2010) que se basaba en estudios de caso y en el análisis más representativo que se hace a partir de la ENA en el documento 
ŎŀǊŀŎǘŜǊƛȊŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ ŜŎƻƴƻƳƝŀ ŎŀƳǇŜǎƛƴŀ Ŝƴ /ƻƭƻƳōƛŀΦ 9ƴ ŜǎǘŜ ǵƭǘƛƳƻ ŜǎǘǳŘƛƻ άǎŜ ŜƴŎǳŜƴǘǊŀ ǉǳŜ ƭƻǎ ǇǊƻŘǳŎǘƻǎ Ŏƻƴ ƳŀȅƻǊ ǇŀǊǘƛŎipación de la pequeña 
agricultura en cuanto a área fueron el ñame y el fique, con el 100 por ciento, el tabaco con el 96 por ciento, el fríjol y la caña panelera con el 89 por 
ciento, la yuca con el 86 por ciento, el maíz con el 80 por ciento, el ajonjolí y las hortalizas con el 76 por ciento, el trigo con el 74 por ciento y el cacao con 
el 72 por ciento, entre los más importantes. En contraste, en cultivos como algodón, sorgo, banano de exportación y palma, su participación fue menor al 
мл ǇƻǊ ŎƛŜƴǘƻέ όDŀǊŀȅΣ .ŀǊōŜǊƛ ȅ /ŀǊŘƻƴŀΣ нлмлΣ ǇłƎƛƴŀǎ фр-96).  
 



 

Fuente: elaboración propia a partir de: Datos procesados de la ENA (Encuesta Nacional Agropecuaria) y Agronet para el Informe de Desarrollo Humano: 

Colombia rural. Razones para la Esperanza, PNUD, 2011. 

 

Gráfica 27. Valor de la producción 

 

 

Fuente: elaboración propia a partir de: Datos procesados de la ENA (Encuesta Nacional Agropecuaria) y Agronet para el Informe de Desarrollo Humano: 

Colombia rural. Razones para la Esperanza, PNUD, 2011. 

 

Antes de continuar con el análisis de desempeño de los diferentes tipos de cultivos, es necesario 

hacer algunas aclaraciones sobre la economía campesina. Según la literatura sobre este tema, 

las economías campesinas tienen tres características: a) predomina la mano de obra familiar no 



remunerada; b) la superficie explotada es pequeña, menor a 10 has.; y c) tiene baja inversión de 

capital en insumos y herramientas (Garay, Barberi y Cardona, 2010; Vargas Velásquez, 2011)159.  

Las diferencias en el nivel de inserción de las economías campesinas en el mercado pueden ser 

variables, por ello Vargas distingue entre: 1) economías campesinas de subsistencia y 2) 

economías campesinas mercantilizadas.  

Por su parte, Forero (2013) propone dos categorías dentro de la modalidad de agricultura familiar 

parcialmente monetizada: 1) las economías campesinas y 2) las economías familiares no 

campesinas. De las primeras destaca la relación cultural con la tierra, los campesinos conciben 

ñla tierra no solo como un bien de producci·n sino tambi®n como parte de su patrimonio cultural 

(físico o simbólico) y donde se tiene una relación de pertenencia y se es parte activa de las 

comunidades ruralesò (Forero-Álvarez, 2013, páginas 29ï30). En las economías familiares no 

campesinas se encuentran los negocios capitalistas familiares, en los que el papel del líder de la 

familia sigue siendo central en el negocio agrícola, pero la organización familiar permanece 

independiente de la producción agrícola (Forero-Álvarez, 2013, página 30).  

En los dos casos hay inserción en el mercado y la economía es monetizada, pero el grado es diferente en cada 

una. Forero hace un estado del arte en el que se retoman varios estudios que evidencian que en América Latina 

hay una alta monetización de los dos tipos de economías familiares, tanto en los insumos como en los 

ǇǊƻŘǳŎǘƻǎ ȅ Ŏƛǘŀ ŀ ±ŀǊ 5ŜǊ tƭƻŜƎΣ ǉǳƛŜƴ ŀŦƛǊƳŀ ǉǳŜ άƭƻǎ ǎƛǎǘŜƳŀǎ ŀƎǊƝŎƻƭŀǎ ǇŜǊƛŦŞǊƛŎƻǎ όŜƴ Ŝƭ ǘŜǊŎŜǊ ƳǳƴŘƻύ ǎƻƴ 

más dependientes, más comercializados y más basados en una ´circulación completa del mercado´ que los 

ǎƛǎǘŜƳŀǎ ŘŜƭ ŎŜƴǘǊƻ όŜǳǊƻǇŜƻǎύέ ό/ƛǘŀŘƻ ǇƻǊΥ CƻǊŜǊƻ-Álvarez, 2013, página 32). Otro estudio de Forero señala 

ǉǳŜ άŜƴ /ƻƭƻƳōƛŀ ǇǊŜŘƻƳƛƴŀ όΧύ ǳƴ ŎŀƳǇŜǎƛƴŀŘƻ ƛƴǘŜƎǊŀŘƻ ŀƭ ƳŜǊŎŀŘƻέ ǉǳŜ Ǿŀ Ŝƴ ŎƻƴǘǊŀǾƝŀ ŘŜ ƭŀ ǇŜǊŎŜǇŎƛƽƴ 

ǇǵōƭƛŎŀ ƎŜƴŜǊŀƭƛȊŀŘŀ ŘŜ ǉǳŜ ŎƻƴǘŀƳƻǎ Ŏƻƴ ǳƴ άŎŀƳǇŜǎƛƴŀŘƻ ǘǊŀŘƛŎƛƻƴŀƭΣ ŀǊŎŀƛŎƻ ȅ ǊŜŦǊŀŎǘŀǊƛƻ ŀƭ ŎŀƳōƛƻέ 

(Forero-Álvarez, n.d. página 13). 

Los temas anteriores son significativos, pues evidencian un cambio en los patrones de las economías 

rurales y señalan la necesidad de profundizar en la comprensión de las diferentes formas y niveles de 

inserción de los pequeños agricultores colombianos en el mercado. También sugieren que el campesino 

no se puede ver más como un sujeto aislado e independiente del mercado y que los cambios en la 

economía nacional tienen mayor incidencia que si hay un predominio de la agricultura de subsistencia.  

Teniendo presente que las clasificaciones de las economías campesinas o familiares están en debate y que 

hacer una clasificación que se ajuste a los cambios que se han dado en el campo en los últimos años es una 

tarea pendiente, se presenta a continuación un acercamiento a la evolución de los cultivos usando la 

clasificación clásica entre cultivos predominantemente campesinos y predominantemente capitalistas, 

entendiendo por los primeros cultivos realizados en pequeñas extensiones de tierra.  

                                              

159   Para revisar un estado del arte sobre las definiciones de economía campesina y economía agrícola familiar ver: Forero, 2010; Forero-
Álvarez, s.f.; Garay Barberi y Cardona, 2010; Vargas Velásquez, 2011  
 



Varios estudios señalan que la evolución de los cultivos ha estado determinada por políticas de 

Estado que en las últimas décadas han favorecido cultivos con oportunidades de inserción en el 

mercado internacional. El agregado de área cultivada presentado en la gráfica anterior no nos 

permite distinguir entre diversos tipos de cultivos. Con el fin de validar esta hipótesis y ver la 

evolución del área cultivada en periodos de intensificación del conflicto armado, presentamos a 

continuación un análisis de tendencias sobre 22 cultivos.  

 

7.1.3. Evolución de los cultivos transitorios y permanentes y predominantemente campesinos y 

capitalistas 

Si se analiza la participación porcentual de los cultivos transitorios y permanentes en el valor total 

de la producción agropecuaria, se identifica una mayor participación de los permanentes hacia 

finales del siglo XX. Los cultivos transitorios pasaron de tener una participación del 23,3 por ciento 

en el total de la producción agropecuaria en 1950 a 18,0 por ciento en 2000, mientras los cultivos 

permanentes (sin café) pasaron del 24,5 por ciento al 35,8 por ciento. La disminución de la 

participación de los cultivos transitorios se acentúa en la década de 1990, momento en el que 

participaba con un 23,8 por ciento en el total de la producción.  

Si bien esta tendencia coincide con la disminución de las hectáreas destinadas a cultivos 

transitorios y el aumento de las de los permanentes, no coincide con los aumentos en la 

producción y el rendimiento de los cultivos transitorios predominantemente campesinos. Esto se 

debe, en parte, a que el indicador de participación porcentual en el valor de la producción tiene 

sus debilidades para indicar un aumento o disminución real de un tipo de cultivo, pues estos 

cambios se ponderan en relación con los cambios de los otros tipos de cultivos. Además, entran 

en este indicador los precios de los productos y no se circunscribe la valoración al área cultivada 

y al nivel de producción.  

Continuando con la clasificación entre cultivos predominantemente campesinos y cultivos 

predominantemente capitalistas, se encuentra que la  

tendencia a la menor participación de los cultivos campesinos en el valor de la producción se mantiene 

en el periodo de cincuenta años y se explica por varios factores: una mayor reducción relativa de sus 

precios; la menor elasticidad precio de este tipo de productos de consumo directo; la presión de las 

importaciones y la exposición a los precios internacionales; una muy escasa organización institucional, 

con la excepción de la papa, el cacao, el fique y el tabaco; los sesgos negativos en el crédito, y una casi 

inexistente red de apoyo para la comercialización (PNUD, 2012, página 63). 

Pero cuando se analizan los indicadores de superficie cultivada y producción, se encuentran otras 

tendencias. Como se observa en las gráficas 28 y 29, los cultivos predominantemente 

campesinos tuvieron una leve disminución de la superficie cultivada entre 1981 y 2008 

correspondiente a 100.000 has aproximadamente, mientras la producción aumentó en 



aproximadamente dos millones de toneladas. Es factible que la disminución de la superficie 

cultivada se relacione con el aumento de la productividad.  

Gráfica 28. Superficie de cultivos. 1981-2008 (sin café) 

 

Fuente: elaboración propia a partir de: datos procesados de la ENA (Encuesta Nacional Agropecuaria) y Agronet para el Informe de Desarrollo Humano: 

Colombia rural. Razones para la Esperanza, PNUD, 2011. 

 

Gráfica 29. Toneladas de cultivos 1981-2008 (sin café) 

 

Fuente: elaboración propia a partir de: Datos procesados de la ENA (Encuesta Nacional Agropecuaria) y Agronet para el Informe de Desarrollo Humano: 

Colombia rural. Razones para la Esperanza, PNUD, 2011. 

 



7.1.3.1 Cultivos transitorios 

El análisis por décadas muestra lo siguiente: en la década de 1980 se encuentra que, en términos 

agregados, la superficie de cultivos transitorios aumenta en un 21,2 por ciento, las toneladas en 

un 18,7 por ciento y el rendimiento se mantiene igual, pasando de 3,2 toneladas por hectárea a 

3,1 para los 11 cultivos.  

En la década de 1990 se encuentran las principales disminuciones con respecto a la década 

anterior: la superficie de cultivos transitorios disminuye en un 47,9 por ciento, las toneladas en 9,1 

por ciento, pero el rendimiento aumenta, pasando de 3,1 toneladas por hectáreas a 4,8. Este 

último indicador puede explicar en parte la disminución de la superficie, debido a que se necesitan 

menos hectáreas para mantener la producción en toneladas. En todo caso, el mayor rendimiento 

se presenta en el cultivo de papa y este cultivo no tiene disminuciones de superficie.  

Tabla 59. Comportamiento de 11 cultivos transitorios 

Área (has) 1981 1990 2000 2010 

Subtotal campesinos 602.100 1.188.100 739.567 664.454 

Subtotal capitalistas 1.219.100 1.018.690 557.116 485.308 

Total área 1.821.200 2.206.790 1.296.683 1.149.762 

Toneladas     

Subtotal campesinos 2.604.600 3.757.680 3.725.449 3.957.472 

Subtotal capitalistas 3.182.200 3.110.210 2.462.936 2.287.382 

Total toneladas 5.786.800 6.867.890 6.188.385 6.244.854 

 
 

Fuente: elaboración propia a partir de: Datos procesados de la ENA (Encuesta Nacional Agropecuaria) y Agronet para el Informe de Desarrollo Humano: 

Colombia rural. Razones para la Esperanza, PNUD, 2011. 

Si se hace la comparación entre 1981 y 2000, hay una disminución total de la superficie cultivada 

en un 36,9 por ciento y un aumento de las toneladas en 7,9 por ciento. Esta disminución de la 

superficie se presenta principalmente en los cultivos predominantemente capitalistas que 

disminuyen aproximadamente en un millón de hectáreas en cultivos de algodón, sorgo y soya. La 

evolución de estos cultivos determina la tendencia a la disminución de los cultivos transitorios en 

general que algunos analistas asocian con una transformación hacia los cultivos permanentes.  

Por su parte, los cultivos predominantemente campesinos tienen un leve aumento de la superficie 

entre 1981 y 2010, representando en 62 mil hectáreas. Dentro de los cultivos campesinos, los 



más afectados son los de ajonjolí, cebada y trigo que tienden a desaparecer, disminuyendo en 

más de un 80 por ciento.  

Kalmanovitz y López afirman que la disminución de los cultivos transitorios puede estar 

relacionada con la disminución de los soportes de política como el crédito de fomento y el apoyo 

en el control de precios, más no por la eliminación de barreras arancelarias, que al contrario 

aumentaron en la última década del siglo XX (Kalmanovitz y López, 2006, página 271).  

También se señala que esta disminución puede estar relacionada con el desmonte de varias de 

las entidades estatales que apoyaban el desarrollo del sector agrario, ñen los a¶os 1990 y 

principios de los 2000, el sector vio fenecer gran parte de los programas institucionales creados 

en décadas pasadas o recientes, como el de desarrollo rural integrado (DRI), el PNR (Plan 

Nacional de Rehabilitación) y la reforma agraria; el debilitamiento de las unidades municipales de 

asistencia técnica agropecuaria (Umatas) y de la asistencia técnica gratuita a pequeños 

agricultores, así como de la exitosa experiencia del programa nacional de transferencia de 

tecnología agropecuaria (Pronatta) en investigaci·nò (PNUD, 2011, p§gina 308).  

Un tercer elemento que pudo afectar la evolución de estos cultivos son los fenómenos asociados 

al cambio climático, pues no parece una coincidencia que en 1998, año en el que se da el mayor 

declive en la superficie, se registrara el ñfen·meno del ni¶oò.  

Gráfica 30. Área de cultivos transitorios (sin capitalistas). Algodón, arroz, sorgo, soya, maíz tecnificado 

 

Fuente: elaboración propia a partir de: Datos procesados de la ENA (Encuesta Nacional Agropecuaria) y Agronet para el Informe de Desarrollo Humano: 

Colombia rural. Razones para la Esperanza, PNUD, 2011. 

 
Como lo muestran las siguientes gráficas, algunos cultivos transitorios predominantemente 

campesinos fueron ajenos a estos cambios, e incluso aumentaron su superficie, tal y como 

ocurrió con la papa, el fríjol y el maíz tradicional. El hecho de que estos aumentos en el 

rendimiento se presenten en épocas adversas de recrudecimiento del conflicto armado y apertura 

económica puede indicar que los cultivos transitorios campesinos se adaptaron y enfrentaron 

mejor estas condiciones.  



En el análisis que realizan Kalmanovitz y L·pez hasta 2000, tambi®n identifican que ñla excepci·n al 

desempeño (de los cultivos transitorios) se encuentra en la producción de papa y hortalizas, la cual ha 

logrado mantenerse y consolidarse dentro de la producci·n agropecuaria nacionalò (Kalmanovitz y 

L·pez, 2006, p§gina 271). ñLa papa podr²a considerarse uno de los casos exitosos de los cultivos 

transitorios. Es uno de los pocos que logró aumentar su participación en el valor de la producción 

agropecuaria al pasar de 2,14 por ciento en 1950 a 4,56 por ciento en el a¶o 2000ò (Kalmanovitz y 

López, 2006, página 280). Este cultivo tiene alta capacidad para la generación de empleo e ingresos y 

el 90 por ciento de los cultivadores tienen menos de 3 has.  

 

Gráficas 31. Evolución del área de cultivos transitorios predominantemente capitalistas 

 

Fuente: elaboración propia a partir de: datos procesados de la ENA (Encuesta Nacional Agropecuaria) y Agronet para el Informe de Desarrollo Humano: 

Colombia rural. Razones para la Esperanza, PNUD, 2011. 

 



Gráficas 32. Evolución del área de cultivos transitorios predominantemente capitalistas 

 

Fuente: elaboración propia a partir de: Datos procesados de la ENA (Encuesta Nacional Agropecuaria) y Agronet para el Informe de Desarrollo Humano: 

Colombia rural. Razones para la Esperanza, PNUD, 2011. 

 

7.1.3.2. Cultivos permanentes 

A diferencia de los cultivos transitorios, los cultivos permanentes sin café -diez cultivos160- tienen 

una tendencia al aumento en términos de área, pero no de rendimiento. Las hectáreas destinadas 

a cultivos permanentes pasaron de 1.068.000 en 1981 a 1.401.531 hectáreas en 2010161, un 

incremento de un poco más de 500 mil hectáreas. Esto corresponde aproximadamente al 6,3 por 

ciento de la tierra con vocación agrícola.  

                                              

160   Los cultivos que cuentan con una serie de tiempo amplia son diez y es a partir del comportamiento de estos que se hace el análisis. 
Incluye: predominantemente campesinos: cacao, caña panelera, fique, ñame, plátano, tabaco negro exportación y yuca; predominantemente 
capitalistas: banano de exportación, caña de azúcar y palma de aceite. 
 
161   El reporte de ENA de todos los cultivos permanentes sin café es de 1.687.194 has. (ENA, 2011, página 19). Lo que quiere decir que se hace 
un análisis del 83 por ciento de la superficie cultivada. 
 



Es de resaltar que mientras los cultivos permanentes predominantemente campesinos 

disminuyen levemente el área cultivada ïen un 3,2 por ciento-, tienen un aumento en la 

producción del 15 por ciento. Por su parte, los cultivos predominantemente capitalistas tienen 

un aumento del área cultivada del 31,2 por ciento y un incremento de la producción de 41 por 

ciento. Se mantiene la tendencia identificada hasta 2000 por Kalmanovitz y López sobre la 

ñconsolidaci·n de nuevos cultivos de plantaci·n como la palma africana y la producci·n de 

flores (é) el banano y la ca¶a de az¼car, con una larga tradici·n dentro de la oferta agr²cola 

nacional, tuvieron un segundo aire al finalizar el sigloò (Kalmanovitz y L·pez, 2006, p§gina 

256). 

Tabla 60. Comportamiento de 11 cultivos permanentes 

Área 1981 1990 2000 2010 

Subtotal campesinos 929.700 901.636 910.252 899.719 

Subtotal capitalistas 138.300 234.711 406.095 501.812 

Total área permanentes 1.068.000 1.136.347 1.316.347 1.401.531 

Toneladas     

Subtotal campesinos 5.538.710 5.577.873 6.104.049 6.352.025 

Subtotal capitalistas 2.336.661 3.016.941 4.814.633 4.726.733 

Total toneladas 
permanentes 

7.875.371 8.594.814 10.918.681 11.078.758 

 
 

Fuente: elaboración propia a partir de: Datos procesados de la ENA (Encuesta Nacional Agropecuaria) y Agronet para el Informe de Desarrollo Humano: 

Colombia rural. Razones para la Esperanza, PNUD, 2011. 

 
El cultivo permanente campesino que tiende a desaparecer en las últimas décadas es el tabaco 

negro tipo exportación. La yuca también tiene una disminución de la superficie y las toneladas. El 

plátano presenta disminución de la superficie, pero esta se compensa con un aumento en la 

producción. Otros cultivos campesinos se mantienen relativamente estables como el fique y la 

caña panelera. El cacao tiene un aumento cercano al 100 por ciento, tanto en superficie como en 

producción, probablemente relacionado con las alianzas productivas que se han propiciado para 

este cultivo162. 

                                              

162   {ŜƎǵƴ Ŝƭ aƛƴƛǎǘŜǊƛƻ ŘŜ !ƎǊƛŎǳƭǘǳǊŀ ƭŀǎ !ƭƛŀƴȊŀǎ tǊƻŘǳŎǘƛǾŀǎ ǘƛŜƴŜƴ ŎƻƳƻ ƻōƧŜǘƛǾƻ άƛƴŎǊŜƳŜƴǘŀǊ ƭŀ ŎƻƳǇŜǘƛǘƛǾƛŘŀŘ ȅ Ŝƭ ŘŜǎŀǊǊƻƭlo 
empresarial de las comunidades rurales pobres, de manera sostenible, a través de alianzas orientadas por la demanda del sector privado 
ŎƻƳŜǊŎƛŀƭƛȊŀŘƻǊέΦ 



Gráficas 33. Cultivos permanentes predominantemente campesinos. Superficie cultivada 

 

Fuente: elaboración propia a partir de: Datos procesados de la ENA (Encuesta Nacional Agropecuaria) y Agronet para el Informe de Desarrollo Humano: 

Colombia rural. Razones para la Esperanza, PNUD, 2011. 

Gráficas 34. Cultivos permanentes predominantemente capitalistas. Superficie cultivada 

                                                                                                                                                                  

 




























































































































































































































































































































